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PRESENTACIÓN

La Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes, son delitos que 
configuran las peores formas de explotación, abuso y vulneración de los 
derechos humanos en la actualidad, siendo considerados como la versión 
moderna de la esclavitud que se producía en el pasado. 

La constitucionalización de la prohibición de la trata y tráfico de personas, la 
promulgación de la Ley N° 263 Integral contra la Trata y Tráfico de Personas y 
la adopción del Plan Multisectorial de Desarrollo Integral para la Lucha contra 
la Trata y Tráfico de Personas ejecutado desde el Consejo Plurinacional 
contra la Trata y Tráfico de Personas, reflejan el compromiso estatal de 
combatir estos delitos. 

La Defensoría del Pueblo como instancia encargada de velar por la vigencia, 
promoción, difusión y cumplimiento de los Derechos Humanos en el Estado 
Plurinacional de Bolivia y como parte del Consejo Plurinacional contra la 
Trata y Tráfico de Personas y los Consejos Departamentales lidera acciones 
de prevención y protección  que se desarrollan para combatir este flagelo a 
la humanidad.  

Los datos reportados por el Ministerio Público ante el Consejo Plurinacional 
evidencian que las víctimas de los delitos de trata y tráfico de personas, 
son en su mayoría mujeres, niñas, niños y adolescentes, por lo que se los 
caracteriza como delitos de género.

Desde  hace 22 años, de manera ininterrumpida, la Defensoría del Pueblo  
como ente vigilante de que los Derechos Humanos se garanticen, respeten 
y protejan por el Estado Plurinacional, presta servicios al pueblo boliviano, 
brindando una especial dedicación a las poblaciones más vulnerables en 
cuanto al cumplimiento de sus derechos, entre ellas mujeres, niñas, niños y 
adolescentes. Asumiendo la misión, de posicionar a la Defensoría del Pueblo 
como la institución de vanguardia, frente a las denuncias por vulneración de 
Derechos Humanos en Bolivia. 

Con ese antecedente, presentamos este documento que compila la 
normativa nacional e internacional sobre trata de personas y tráfico ilícito 
de migrantes, dirigido a estudiantes, profesionales, servidoras y servidores 
públicos y población en general, con la finalidad de que sea un instrumento 
para promover el ejercicio y la garantía de los derechos fundamentales 
relacionados a estas problemáticas.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
PLURINACIONAL DE BOLIVIA
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
PRIMERA PARTE 

BASES FUNDAMENTALES DEL ESTADO DERECHOS, DEBERES Y GARANTÍAS 
TÍTULO I 

BASES FUNDAMENTALES DEL ESTADO 
CAPÍTULO PRIMERO 
MODELO DE ESTADO

Artículo 1. Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional 
Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y 
con autonomías. Bolivia se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, 
cultural y lingüístico, dentro del proceso integrador del país.

TÍTULO II
DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS

CAPÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 13. I. Los derechos reconocidos por esta Constitución son inviolables, universales, 
interdependientes, indivisibles y progresivos. El Estado tiene el deber de promoverlos, 
protegerlos y respetarlos.

II. Los derechos que proclama esta Constitución no serán entendidos como negación de otros 
derechos no enunciados. 

III. La clasificación de los derechos establecida en esta Constitución no determina jerarquía 
alguna ni superioridad de unos derechos sobre otros. 

IV. Los tratados y convenios internacionales ratificados por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los 
Estados de Excepción prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados 
en esta Constitución se interpretarán de conformidad con los Tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por Bolivia.

CAPÍTULO SEGUNDO
DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 15. I. Toda persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica y 
sexual. Nadie será torturado, ni sufrirá tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. 
No existe la pena de muerte. 

II. Todas las personas, en particular las mujeres, tienen derecho a no sufrir violencia física, 
sexual o psicológica, tanto en la familia como en la sociedad. 

III. El Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar la violencia 
de género y generacional, así como toda acción u omisión que tenga por objeto degradar la 
condición humana, causar muerte, dolor y sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el 
ámbito público como privado. 

IV. Ninguna persona podrá ser sometida a desaparición forzada por causa o circunstancia 
alguna. 

V. Ninguna persona podrá ser sometida a servidumbre ni esclavitud. Se prohíbe la trata y 
tráfico de personas.
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Artículo 113. I. La vulneración de los derechos concede a las víctimas el derecho a la 
indemnización, reparación y resarcimiento de daños y perjuicios en forma oportuna. 

II. En caso de que el Estado sea condenado a la reparación patrimonial de daños y perjuicios, 
deberá interponer la acción de repetición contra la autoridad o servidor público responsable de 
la acción u omisión que provocó el daño.

Artículo 256. I. Los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos 
que hayan sido firmados, ratificados o a los que se hubiera adherido el Estado, que declaren 
derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, se aplicarán de manera 
preferente sobre ésta. 

II. Los derechos reconocidos en la Constitución serán interpretados de acuerdo a los tratados 
internacionales de derechos humanos cuando éstos prevean normas más favorables.

TÍTULO ÚNICO
PRIMACÍA Y REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

Artículo 410. I. Todas las personas, naturales y jurídicas, así como los órganos públicos, 
funciones públicas e instituciones, se encuentran sometidos a la presente Constitución. 

II. La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico boliviano y goza de primacía 
frente a cualquier otra disposición normativa. El bloque de constitucionalidad está integrado 
por los Tratados y Convenios internacionales en materia de Derechos Humanos y las normas 
de Derecho Comunitario, ratificados por el país. La aplicación de las normas jurídicas se regirá 
por la siguiente jerarquía, de acuerdo a las competencias de las entidades territoriales: 

1. Constitución Política del Estado. 

2. Los tratados internacionales 

3. Las leyes nacionales, los estatutos autonómicos, las cartas orgánicas y el resto de legislación 
departamental, municipal e indígena 

4. Los decretos, reglamentos y demás resoluciones emanadas de los órganos ejecutivos 
correspondientes.
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Notas
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LEY N° 263 
INTEGRAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE 

PERSONAS
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LEY INTEGRAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS
Ley 263

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,
DECRETA:

LEY INTEGRAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto combatir la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos, garantizar los derechos fundamentales de las víctimas a través de 
la consolidación de medidas y mecanismos de prevención, protección, atención, persecución y 
sanción penal de estos delitos. 

ARTÍCULO 2. (MARCO NORMATIVO). La presente Ley se desarrolla en el marco de la 
Constitución Política del Estado, los instrumentos, tratados y convenios internacionales de 
derechos humanos sobre Trata y Tráfico de Personas, ratificados por Bolivia. 

ARTÍCULO 3. (FINES). La presente Ley establece los siguientes fines: 

1. Establecer medidas de prevención de delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos. 

2. Implementar y consolidar políticas públicas de protección, atención y reintegración integral, 
para las víctimas de los delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

3. Fortalecer la respuesta del sistema judicial penal contra los delitos de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

4. Promover y facilitar la cooperación nacional e internacional para alcanzar el objetivo 
establecido en la presente Ley. 

ARTÍCULO 4. (ÁMBITO Y ALCANCE). La presente Ley se aplica: 

a) A todas las bolivianas y bolivianos, o extranjeras y extranjeros que se encuentren en el 
territorio del Estado Plurinacional de Bolivia y a los lugares sometidos a su jurisdicción. 

b) A bolivianas y bolivianos que se encuentren en territorio extranjero como víctimas de Trata 
y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

ARTÍCULO 5. (PRINCIPIOS Y VALORES). La presente Ley se rige por los siguientes principios 
y valores: 

1. Dignidad y Libertad. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad. 

2. Prioridad Social. Las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, tendrán 
atención y protección integral prioritaria en todas las entidades públicas y privadas. 

3. Gratuidad. El Estado garantiza a las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos, el acceso gratuito a la prestación de servicios integrales y a la administración de 
justicia. 
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4. Interés Superior del Niño, Niña y Adolescente. Es deber del Estado, la sociedad y la familia 
garantizar la prioridad del interés superior del niño, niña y adolescente. 

5. Celeridad. El Estado garantiza la prestación del servicio integral a las víctimas de los delitos 
de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, de manera oportuna, eficaz y sin dilaciones. 

6. Confidencialidad. El Estado garantiza la reserva y resguardo de la identidad, la imagen e 
información de las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

7. Revictimización. Las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, no serán, 
sometidas a procedimientos reiterados que puedan afectar su dignidad y sus derechos. 

8. Presunción de Nacionalidad. Cuando no se establezca la nacionalidad de la víctima de Trata 
y Tráfico de Personas, y delitos conexos, se presumirá la nacionalidad boliviana, en tanto no 
se pruebe lo contrario. 

9. No Discriminación. El Estado garantiza la protección de todas las víctimas de Trata y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos, y el goce de sus derechos fundamentales sin distinción de 
edad, sexo, nacionalidad, cultura, identidad, situación migratoria, orientación sexual, estado 
de salud y cualquier otra condición. 

10. Integración y Cooperación Internacional. El Estado procurará y fortalecerá la integración, 
coordinación y cooperación internacional bilateral, multilateral y regional, para la lucha contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

11. Interculturalidad y Armonía. El Estado garantiza la expresión y convivencia de la diversidad 
cultural, institucional y lingüística, para una coexistencia armónica y equilibrada de la sociedad.

ARTÍCULO 6. (DEFINICIONES). Para los efectos de interpretación y aplicación de la presente 
Ley, se adoptan las siguientes definiciones: 

1. Abuso de una Situación de Vulnerabilidad. Es aprovechar o tomar ventaja de Situaciones 
de: adicción a cualquier sustancia, enfermedad, embarazo, ingreso o permanencia migratoria 
irregular, precariedad en la supervivencia social, discapacidad física o psíquica, invalidez, 
niñez y adolescencia, para su sometimiento con fines de Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos.

2. Explotación. Es la obtención de beneficios económicos o de otra naturaleza a través de la 
participación forzada de otra persona en: actos de prostitución, explotación sexual y/o laboral, 
peores formas de trabajo infantil, formas de servidumbre por deudas y otros, trabajo forzoso, 
venta y extracción ilícita de fluidos, tejidos, células u otros órganos del ser humano. 

3. Servidumbre. Es un estado de dependencia o sometimiento de la voluntad en el que el 
victimário induce u obliga a la víctima a realizar actos, trabajos o servicios con fines diversos, 
mediante engaño, amenazas, coacción u otras formas de violencia. 

4. Servidumbre por Deudas. Es todo trabajo o servicio que se exige a una persona que no 
tiene elección ni conocimiento sobre las consecuencias que tienen los préstamos o anticipos 
salariales que recibe, generando su sujeción y sometimiento. 

5. Servidumbre Costumbrista. Es la acción por la que una persona es sometida o explotada 
por otra, bajo vínculos asociados a prácticas costumbristas y tradicionales del lugar, como el 
padrinazgo, compadrazgo, cualquier otro vínculo espiritual o relación de empatronamiento. 

6. Matrimonio Servil. Es la explotación laboral y/o sexual de un miembro de la pareja e implica 
situaciones de esclavitud, aislamiento, control y violencia física, sexual y reproductiva. 
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7. Guarda y Adopción Ilegales. Es el procedimiento de guarda y adopción de niños, niñas 
y adolescentes que se realiza sin el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentos 
estipulados en la normativa nacional y en los instrumentos internacionales. 

8. Trabajo Forzoso. Es cualquier labor o servicio desempeñado por una persona, bajo la 
amenaza o coacción, con o sin el consentimiento de la persona. El otorgar salarios u otras 
compensaciones no significa necesariamente que el trabajo no sea forzado u obligado. 

9. Amenaza. Es la coacción que se ejerce hacia la víctima mediante la violencia o restricción 
física o psicológica, para que no presente denuncia ante las autoridades competentes, 
por temor a una pérdida de trabajo, no pago de salarios, sanción económica por deudas, 
intimidación a la familia u otras. 

10. Turismo Sexual. Es la utilización de personas para ofertarlas en servicios sexuales 
relacionados con: paquetes turísticos, culturales o naturales, promocionados a través de 
mensajes e imágenes de carácter erótico difundidos por cualquier medio de telecomunicación, 
tecnología de información y medios de comunicación.

11. Mendicidad Forzada. Consiste en forzar a un niño, niña, adolescente o persona adulta, a 
pedir dinero u otros beneficios en la calle o cualquier otro lugar público o privado, a favor de 
un tercero. 

TÍTULO II
ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA INSTITUCIONAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE 

PERSONAS Y DELITOS CONEXOS
CAPÍTULO I

CONSEJO PLURINACIONAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS

ARTÍCULO 7. (CONSEJO PLURINACIONAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE 
PERSONAS). Se crea el Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, como 
instancia máxima de coordinación y representación, para formular, aprobar y ejecutar la 
Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas y delitos conexos, sin 
discriminación, con equidad de género, generacional e interculturalidad. 

ARTÍCULO 8. (CONFORMACIÓN Y ESTRUCTURA). 

I. El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas estará conformado por: 

1. El Órgano Ejecutivo a través de los siguientes Ministerios: 

a) Ministerio de Justicia. 

b) Ministerio de Relaciones Exteriores. 

c) Ministerio de Gobierno, Dirección General de Trata y Tráfico de Personas, y Policía 
Boliviana. 

d) Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social. 

e) Ministerio de Educación. 

f) Ministerio de Comunicación. 

g) Ministerio de Salud y Deportes.

h) Ministerio de Planificación del Desarrollo. 

i) Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 
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2. Instituciones de defensa de la sociedad: 

a) Representación del Ministerio Público. 

b) Representación de la Defensoría del Pueblo. 

3. Sociedad civil organizada, de acuerdo a reglamentación. 

II. El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, tendrá la siguiente estructura 
de funcionamiento: 

1. Plenario del Consejo. 

2. Presidencia del Consejo. 

3. Secretaría Técnica. 

ARTÍCULO 9. (PLENARIO DEL CONSEJO Y SEDE). 

I. El Plenario del Consejo Plurinacional, constituye la instancia superior de coordinación, 
concertación, cooperación, aprobación y ejecución de las políticas y estrategias, conformado 
por las instituciones enumeradas en el Artículo 8 de la presente Ley. 

II. La Presidencia del Consejo Plurinacional, convocará anualmente al menos a tres sesiones 
ordinarias del plenario y a sesiones extraordinarias. 

III. El Ministerio de Justicia se constituye en la sede del Consejo Plurinacional. Alternativamente 
las sesiones podrán ser convocadas en un lugar distinto.

ARTÍCULO 10. (ATRIBUCIONES). El Consejo Plurinacional, tiene las siguientes atribuciones:

1. Formular y aprobar la Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos, así como el Plan Nacional de Lucha contra la Trata y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos. 

2. Diseñar políticas y estrategias que coadyuven a la lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

3. Ejecutar en el nivel central, concurrentemente con las entidades territoriales autónomas, 
las políticas y estrategias de prevención para la lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos, en el marco de sus respectivas competencias. 

4. Diseñar los mecanismos y herramientas adecuadas de coordinación entre los Órganos 
Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Electoral, entidades territoriales autónomas, organismos 
de cooperación internacional, instituciones públicas involucradas y la sociedad civil, para 
efectivizar el objetivo y fines de la presente Ley. 

5. Gestionar recursos económicos para la implementación de la Política y el Plan 
Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

6. Realizar el seguimiento y evaluación a la ejecución de la Política Plurinacional de Lucha 
contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, a través del observatorio creado 
para tal efecto. 

7. Coordinar acciones con organismos internacionales y de integración regional en 
materia de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, en el marco de los derechos 
humanos y lucha contra la corrupción. 

8. Coordinar acciones con los Consejos Departamentales contra la Trata y Tráfico de 
Personas. 

9. Supervisar, evaluar y recomendar acciones a instituciones gubernamentales y privadas 
que brindan atención, protección y defensa a víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos. 
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10. Informar una vez al año a la Cámara de Diputados de la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, sobre la ejecución de la Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

11. Otras funciones que asigne el Consejo Plurinacional para el cumplimiento del objeto y 
los fines de la presente Ley, de acuerdo a Reglamento. 

ARTÍCULO 11. (PRESIDENCIA DEL CONSEJO).

I. La Ministra o el Ministro de Justicia presidirá el Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico 
de Personas, y a los efectos de la implementación y evaluación de la política y estrategia 
coordinará con: 

1. Autoridades del nivel central y de las entidades territoriales autónomas. 

2. Organizaciones e instituciones de la sociedad civil que trabajan en el tema de Trata y 
Tráfico de Personas. 

3. Organismos de cooperación internacional. 

II. La Presidencia del Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas administrará 
los recursos de las fuentes de financiamiento en una cuenta especial, conforme a Reglamento. 

ARTÍCULO 12. (SECRETARÍA TÉCNICA DEL CONSEJO). El Ministerio de Justicia ejercerá 
la Secretaría Técnica del Consejo Plurinacional, a través del Viceministerio que corresponda, 
que cumplirá las siguientes funciones: 

1. Prestar asesoramiento técnico-operativo, administrativo y logístico al Consejo 	
Plurinacional. 

2. Preparar los asuntos que serán considerados en el plenario. 

3. Coordinar con las entidades territoriales autónomas en la implementación de las 
políticas y estrategias en el marco de la presente Ley. 

4. Otras establecidas de acuerdo a Reglamento.

ARTÍCULO 13. (FUENTES DE FINANCIAMIENTO). Para el cumplimiento del objeto y los fines 
de la presente Ley: 

1. El Órgano Ejecutivo, en el marco de sus competencias, garantizará progresivamente 
la asignación de recursos del Tesoro General del Estado a través del presupuesto de las 
entidades públicas responsables. 

2. El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas se encargará de gestionar 
el financiamiento de recursos ante los organismos internacionales y otros, en el marco de 
la Política y Estrategia Plurinacional. 

3. Los recursos resultantes de la confiscación de bienes provenientes de delitos de Trata 
y Tráfico de Personas, y delitos conexos, dispuesta en sentencia ejecutoriada, conforme 
a disposiciones legales vigentes. 

4. El nivel central, las entidades territoriales autónomas e instituciones descentralizadas 
asignarán en su presupuesto de planificación operativa anual los recursos económicos 
necesarios y suficientes. 

ARTÍCULO 14. (DIRECCIÓN GENERAL). Se crea en la estructura del Órgano Ejecutivo la 
Dirección General de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas, dependiente del Ministerio 
de Gobierno. 
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SECCIÓN I
CONSEJOS DEPARTAMENTALES CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS

ARTÍCULO 15. (CONSEJOS DEPARTAMENTALES). En cada departamento se creará un 
Consejo Departamental contra la Trata y Tráfico de Personas como instancia máxima de 
coordinación y representación departamental, para formular, aprobar y ejecutar la Política 
Departamental de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sin 
discriminación, con equidad de género, generacional e interculturalidad. 

ARTICULO 16. (CONFORMACIÓN). 

I. Los Consejos Departamentales contra la Trata y Tráfico de Personas, estarán integrados 
por: 

1. La Gobernadora o el Gobernador del departamento. 

2. Las Alcaldesas o los Alcaldes de ciudades capitales, ciudades intermedias y municipios 
fronterizos del departamento, según corresponda. En el Consejo Departamental de La 
Paz, también participará la alcaldesa o el alcalde de la ciudad de El Alto. 

3. La o el Comandante Departamental de la Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen. 

4. La Jefa o el Jefe Departamental de Trabajo. 

5. La Directora o el Director Departamental de Migración. 

6. La Directora o el Director del Servicio Departamental de Educación. 

7. La Directora o el Director del Servicio Departamental de Gestión Social. 

8. La o el Fiscal Departamental. 

9. La o el Representante Departamental de la Defensoría del Pueblo. 

10. Representantes de la sociedad civil organizada, de acuerdo a reglamentación. 

11. Otros según Reglamento del Consejo Departamental. 

II. La Gobernadora o el Gobernador del departamento preside el Consejo Departamental, a los 
efectos de la implementación y evaluación de la Política y Estrategia de Prevención, Atención, 
Protección y Reintegración Integral. 

III. La estructura y funcionamiento del Consejo Departamental serán establecidos mediante 
Reglamento.

ARTÍCULO 17. (ATRIBUCIONES). Los Consejos Departamentales, tienen las siguientes 
atribuciones: 

1. Formular el Plan Departamental de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, en 
sujeción a la Política Plurinacional y al Plan Nacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

2. Implementar y ejecutar la Política Departamental de Prevención, Atención, Protección 
y Reintegración Integral de las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, 
en el marco de sus competencias. 

3. Realizar el seguimiento y evaluación a la implementación de las Políticas y Estrategias 
Plurinacionales de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, en el 
departamento. 

4. Coordinar con el Consejo Plurinacional, entidades territoriales autónomas e instituciones 
públicas y privadas. 

5. Elaborar y aprobar su Reglamento interno. 
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ARTÍCULO 18. (CONTROL SOCIAL). En el marco de la Constitución Política del Estado, 
la sociedad civil organizada ejercerá el control social a la implementación de las políticas y 
estrategias, y del Plan Nacional de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos, en todos los niveles del Estado.

CAPÍTULO II
MECANISMOS DE PREVENCIÓN

ARTÍCULO 19. (PREVENCIÓN). 

I. Son mecanismos de prevención, las políticas y estrategias en los siguientes ámbitos: 

1. Educativo. 

2. Comunicacional. 

3. Laboral. 

4. Seguridad ciudadana. 

II. Las entidades territoriales autónomas incorporarán estos ámbitos en sus políticas y 
estrategias, como mecanismos de prevención. 

SECCIÓN I
ÁMBITO EDUCATIVO

ARTÍCULO 20. (ÁMBITO EDUCATIVO FORMAL). 

I. El Ministerio de Educación diseñará y aplicará programas, campañas educativas y otros 
para la prevención de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, con enfoque de 
interculturalidad, género y generacional en todo el sistema preescolar, primario, secundario, 
superior y otros niveles de formación académica. 

II. Las universidades públicas y privadas aportarán con investigaciones y campañas 
informativas. 

III. La Escuela de Formación de Maestros, la Escuela, de Gestión Pública Plurinacional, la 
Academia Diplomática, la Universidad Policial, la Universidad Militar e Institutos de Postgrado, 
incorporarán a su currícula la temática de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

IV. La Escuela de Jueces y la Escuela de Fiscales, obligatoriamente diseñarán y ejecutarán 
cursos de capacitación e información relacionados a la temática, en especial legislación 
vigente nacional e internacional, identificación de las posibles víctimas, la forma como opera el 
crimen organizado nacional y transnacional, las herramientas de investigación y judicialización 
existentes, y asistencia judicial recíproca internacional. Esta capacitación deberá ser extensiva 
a todos los operadores de la administración de justicia.

ARTÍCULO 21. (ÁMBITO EDUCATIVO NO FORMAL). 

I. Las entidades territoriales autónomas, de acuerdo a sus competencias, tienen la obligación 
de desarrollar mecanismos de información y sensibilización dirigidos a la ciudadanía contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, respetando identidades culturales, sin 
discriminación. 

II. El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas organizará y desarrollará, 
en coordinación con las entidades territoriales autónomas, consejos departamentales y las 
instituciones descentralizadas, procesos de capacitación, información, sensibilización y 
concientización contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, dirigidos a servidoras 
y servidores públicos. 
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III. La Defensoría del Pueblo en coordinación con el Ministerio Público, Policía Boliviana, 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia, sociedad civil organizada y otras instituciones, 
impulsará, organizará y desarrollará actividades de información y concientización dirigidas a 
la ciudadanía contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

IV. Las instituciones privadas que desarrollan actividades vinculadas a la lucha contra la Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos, realizarán actividades de información y sensibilización, 
respetando las identidades culturales.

SECCIÓN II
ÁMBITO COMUNICACIONAL

ARTÍCULO 22. (ÁMBITO COMUNICACIONAL). 

I. En el marco de la Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos, el Ministerio de Comunicación diseñará e implementará una estrategia 
comunicacional intercultural, en todo el territorio boliviano, con el fin de informar, sensibilizar y 
concientizar sobre los riesgos, causas, consecuencias y modalidades de la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

II. Las entidades territoriales autónomas también adoptarán políticas y estrategias 
comunicacionales en sus jurisdicciones, para garantizar que la información sobre la temática 
llegue a toda la población. 

III. En el marco de la responsabilidad social, los proveedores de servicios de telecomunicaciones 
y tecnologías de información y comunicación, públicos y privados, deben promover y difundir 
información preventiva contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

ARTÍCULO 23. (MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL). 

I. Los medios de comunicación social deben contribuir a la lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos, a través de: 

1. Campañas de prevención contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

2. La prohibición de difundir mensajes o contenidos que promuevan la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

3. La incorporación de franjas horarias obligatorias de prevención y difusión de la presente 
Ley, informando a la sociedad sobre medidas de protección y atención, sin discriminación, 
con equidad de género, generacional e interculturalidad.

4. Difusión gratuita en espacios informativos en aquellos casos de desaparición de 
personas.

II. Los medios de comunicación respetarán la dignidad, el derecho a la intimidad y privacidad 
de las víctimas y el principio de confidencialidad previsto en la presente Ley. 

III. Con la finalidad de prevenir los delitos señalados en la presente Ley, todos los avisos de 
oferta sexual, deberán ser reguladas precautelando la dignidad de las personas, prohibiendo 
el uso de imágenes de desnudos parciales o totales de mujeres u hombres, con la utilización 
de mensajes que den referencia del origen regional, local o nacional de las personas, y 
garantizando que en ningún caso se trate de niños, niñas y adolescentes. 

IV. El Ministerio de Comunicación, será responsable de verificar el cumplimiento de esta 
disposición, requerir las prohibiciones e imponer las sanciones administrativas que corresponda 
a los medios de comunicación, conforme a Reglamento.
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SECCIÓN III
ÁMBITO LABORAL

ARTÍCULO 24. (SERVICIO PÚBLICO DE EMPLEO). 

I. El Estado a través del Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social es el responsable de 
organizar e implementar el Servicio Público de Empleo, para la prevención de la Trata y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos, y la reinserción socioeconómica de la víctima.

II. Todos los servicios de intermediación laboral de carácter público a nivel departamental y 
municipal, deberán contemplar en su normativa preceptos de prevención y protección contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 25. (AGENCIAS PRIVADAS DE EMPLEO). 

I. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social mediante reglamentación específica 
determinará los requisitos para su funcionamiento, derechos, obligaciones, inspecciones, 
prohibiciones y sanciones a efectos de prevenir la Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos. 

II. Todos los casos de intermediación laboral que se originen en territorio boliviano, cuyo 
destino sea el exterior del país, deberán necesariamente ser autorizados y registrados por el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social. 

III. Todas las entidades privadas que contraten servicios de personas extranjeras deberán 
registrar los contratos de trabajo en el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social. 

IV. Las Agencias Privadas de Empleo, bajo ningún concepto podrán exigir a las y los 
trabajadores el pago de comisiones, retener sus documentos de identidad o de viaje, suscribir 
acuerdos de exclusividad, ni otorgarles pagos anticipados en dinero o especie. El pago por los 
servicios de estas agencias, será cancelado exclusivamente por el empleador.

SECCIÓN IV
ÁMBITO DE SEGURIDAD CIUDADANA

ARTÍCULO 26. (SEGURIDAD CIUDADANA). 

I. El objeto, principios, valores y fines establecidos en la presente Ley forman parte de la 
política de seguridad ciudadana del Estado Plurinacional de Bolivia. 

II. El Ministerio de Gobierno en coordinación con el Instituto Nacional de Estadística y otras 
entidades públicas y privadas a nivel nacional, departamental y municipal, crearán un sistema 
de información y estadísticas que permita el registro de datos sobre delitos de Trata y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos.

III. El Ministerio de Gobierno, a través del Observatorio de Seguridad Ciudadana, realizará 
seguimiento y evaluación del cumplimiento de metas e indicadores de lucha contra la Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

ARTÍCULO 27. (CONTROLES MIGRATORIOS). Para el ingreso, salida y permanencia 
del territorio boliviano de personas nacionales y extranjeras, en especial de niños, niñas y 
adolescentes, el Ministerio a cargo de la Dirección General de Migración, en coordinación con 
las instituciones involucradas, deberá: 

1. Diseñar e implementar protocolos de actuación nacional e internacional para la 
detección temprana de situaciones de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 
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2. Denunciar de forma inmediata ante las autoridades competentes aquellos hechos 
que puedan constituir delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, para su 
investigación. 

3. Coordinar acciones con las entidades públicas que atienden y protegen a personas 
víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

CAPÍTULO III
MECANISMOS DE PROTECCIÓN, ATENCIÓN Y REINTEGRACIÓN DE VÍCTIMAS

ARTÍCULO 28. (REVICTIMIZACIÓN). 

I. El Estado Plurinacional de Bolivia adoptará las medidas necesarias para evitar la 
revictimización de quienes hubieran sido sometidos a Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos. Estas medidas serán aplicadas en las políticas y estrategias de prevención, 
protección, atención, reintegración y persecución penal. 

II. Las servidoras y los servidores públicos, administradoras y administradores de justicia, 
fiscales, investigadoras e investigadores y médicos forenses, precautelarán los derechos, la 
dignidad y libertad de las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. 

III. El Ministerio Público, en coordinación con el Ministerio de Justicia, adoptará un Protocolo 
Único de Atención Especializada a Víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y la ruta de 
intervención, que será uniforme y aplicable en todo el territorio del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con validez y eficacia probatoria, evitando la revictimización, mediante interrogatorios 
redundantes, careos, múltiples exámenes forenses u otras formas. 

IV. Las instituciones públicas y privadas que correspondan darán especial tratamiento a niños, 
niñas y adolescentes víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, a fin de no 
afectar su desarrollo integral.

ARTÍCULO 29. (PROTECCIÓN). La Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico 
de Personas incluirá un Programa de Protección, que contemplará las siguientes medidas:

1. Proteger el derecho a la intimidad, privacidad y guardar en absoluta reserva la identidad 
de las víctimas, testigos y denunciantes, así como de su entorno familiar. 

2. Adoptar las Cámaras Gessell para su uso obligatorio durante el proceso de investigación. 

3. Precautelar la dignidad de las víctimas en todas las etapas del proceso de investigación 
y juicio oral, así como en programas de reinserción. 

4. Posibilitar el cambio de identidad de las víctimas, testigos, denunciantes o familiares, 
cuando consideren que sus vidas están en peligro, previo consentimiento y/o autorización, 
en coordinación con las instituciones públicas competentes y en estricta reserva. 

5. Posibilitar el cambio de residencia temporal, cuando corresponda. 

6. Brindar seguridad y protección temporal en el entorno familiar y actividades propias que 
desarrolle la víctima.

ARTÍCULO 30. (PROTECCIÓN A NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES). Además de las 
medidas dispuestas en la presente Ley: 

1. Los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, recibirán cuidados y atención 
especializados, adecuados e individualizados. 

2. Los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, deberán ser escuchados y sus 
opiniones tomadas en cuenta. La autoridad deberá informarles sobre todas las acciones 
que les afectan en cada etapa del proceso. 
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3. En los casos de duda en los que no se establezca la edad de la víctima de Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos, se presumirá su minoridad en tanto no se pruebe 
lo contrario. 

4. La atención a los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, estará a cargo de 
profesionales especializados y se realizará de conformidad con sus necesidades y 
características especiales. 

5. La información podrá proporcionarse a los niños, niñas y adolescentes, víctimas o 
testigos, por conducto de su tutor o tutora legal, o si éste fuera el supuesto responsable 
de la comisión del delito, a una persona de apoyo. 

6. La información se proporcionará a los niños, niñas y adolescentes víctimas en su 
idioma y de manera comprensible. 

7. En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, las entrevistas, los 
exámenes y otro tipo de investigaciones estarán a cargo de profesionales especializados, 
y se realizarán en un entorno adecuado y Cámaras Gessell, en su idioma y en presencia 
de su padre o madre, su tutor o tutora legal o una persona de apoyo. 

8. En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, las actuaciones judiciales 
se realizarán en audiencia reservada, sin presencia de medios de comunicación. 

9. Durante el proceso judicial, los niños, niñas y adolescentes recibirán el apoyo de la 
Unidad de Atención Especializada a las Víctimas y Testigos del Ministerio Público.

ARTÍCULO 31. (ATENCIÓN Y REINTEGRACIÓN). 

I. El nivel central y las entidades territoriales autónomas, deben garantizar la atención física y 
psicológica, y la reintegración, social, económica y cultural de víctimas de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

II. Las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus competencias, crearán Centros 
de Acogida especializados para la atención y la reintegración a víctimas de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos. 

ARTÍCULO 32. (TRASLADO DE VÍCTIMAS). Los operadores del servicio de transporte de 
pasajeros, deberán trasladar de forma gratuita a las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos, cuando decidan retornar a su lugar de origen u otro distinto. 

ARTÍCULO 33. (INSERCIÓN LABORAL). El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, 
a través del Servicio Público de Empleo, adoptará un programa especial que viabilice la 
inserción laboral de la víctima de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, de acuerdo 
a Reglamento.

TÍTULO III
PERSECUCIÓN PENAL

CAPÍTULO I
DELITOS DE TRATA DE TRÁFICO DE PERSONAS Y OTROS CONEXOS

ARTÍCULO 34. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL). Se modifican los Artículos 178, 
281 bis, 321, 321 bis y 323 bis del Código Penal, con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 178. (OMISIÓN DE DENUNCIA). El servidor o servidora pública que en razón 
de su cargo, teniendo la obligación de promover la denuncia de delitos y delincuentes, dejare 
de hacerlo, recibirá una pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años. Si el delito tuviere 
como víctima a un niño, niña o adolescente, la pena se aumentará en un tercio.”
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“ARTÍCULO 281 Bis. (TRATA DE PERSONAS).

I. Será sancionado con privación de libertad de diez (10) a quince (15) años, quien por cualquier 
medio de engaño, intimidación, abuso de poder, uso de la fuerza o cualquier forma de coacción, 
amenazas, abuso de la situación de dependencia o vulnerabilidad de la víctima, la concesión o 
recepción de pagos por si o por tercera persona realizare, indujere o favoreciere la captación, 
traslado, transporte, privación de libertad, acogida o recepción de personas dentro o fuera 
del territorio nacional, aunque mediare el consentimiento de la víctima, con cualquiera de los 
siguientes fines:

1. Venta u otros actos de disposición del ser humano con o sin fines de lucro.

2. Extracción, venta o disposición ilícita de fluidos o líquidos corporales, células, órganos 
o tejidos humanos.

3. Reducción a esclavitud o estado análogo.

4. Explotación laboral, trabajo forzoso o cualquier forma de servidumbre.

5. Servidumbre costumbrista.

6. Explotación sexual comercial.

7. Embarazo forzado.

8. Turismo sexual.

9. Guarda o adopción.

10. Mendicidad forzada.

11. Matrimonio servil, unión libre o de hecho servil.

12. Reclutamiento de personas para su participación en conflictos armados o sectas 
religiosas.

13. Empleo en actividades delictivas.

14. Realización ilícita de investigaciones biomédicas.

II. La sanción se agravará en un tercio cuando:

1. La autora o el autor, o partícipe, sea cónyuge, conviviente o pareja de la víctima, tenga 
parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tenga a su 
cargo la tutela, custodia, curatela o educación de la víctima.

2. La autora o el autor sea servidora o servidor público, goce de inmunidad diplomática, o 
sea profesional médico o a fín.

3. Se utilicen drogas, medicamentos o armas.

III. La sanción será de quince (15) a veinte (20) años cuando la víctima fuere un niño, niña 
o adolescente, persona con discapacidad física, enfermedad o deficiencia psíquica, mujer 
embarazada, o el autor sea parte de una organización criminal, se produzca una lesión 
gravísima o se ponga en peligro la vida, la integridad o la seguridad de la víctima.

IV. Si a causa del delito se produce la muerte de la víctima, se impondrá la sanción prevista 
para el delito de asesinato.

“ARTICULO 321. (PROXENETISMO).

I. Quien mediante engaño, abuso de una situación de necesidad o vulnerabilidad, de una 
relación de dependencia o de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación 
o coerción, para satisfacer deseos ajenos o con ánimo de lucro o beneficio promoviere, 
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facilitare o contribuyere a la prostitución de persona de uno u otro sexo, o la que obligare a 
permanecer en ella, será sancionado con privación de libertad de diez (10) a quince (15) años.

II. La pena privativa de libertad será de doce (12) a dieciocho (18) años cuando la víctima fuere 
menor de dieciocho (18) años de edad, persona que sufra de cualquier tipo de discapacidad.

III. La pena privativa de libertad será de quince (15) a veinte (20) años, si la víctima fuere 
menor de catorce (14) años de edad, aunque fuere con su consentimiento y no mediaren las 
circunstancias previstas en el parágrafo I, o el autor o participe fuere el ascendiente, cónyuge, 
conviviente, hermano, tutor, curador o encargado de la custodia de la víctima. Igual sanción 
se le impondrá a la autora, autor o participe que utilizare drogas, medicamentos y otros para 
forzar, obligar o someter a la víctima.

IV. La pena privativa de libertad será de ocho (8) a doce (12) años, a quien por cuenta propia 
o por terceros mantuviere ostensible o encubiertamente una casa o establecimiento donde se 
promueva la explotación sexual y/o violencia sexual comercial.”

“ARTICULO 321 Bis. (TRÁFICO DE PERSONAS).

I. Quien promueva, induzca, favorezca y/o facilite por cualquier medio la entrada o salida ilegal 
de una persona del Estado Plurinacional de Bolivia a otro Estado del cual dicha persona no 
sea nacional o residente permanente, con el fin de obtener directa o indirectamente beneficio 
económico para sí o para un tercero, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a 
diez (10) años.

La sanción se agravará en la mitad, cuando:

1. Las condiciones de transporte pongan en peligro su integridad física y/o psicológica.

2. La autora o el autor sea servidor o servidora pública.

3. La autora o el autor sea la persona encargada de proteger los derechos e integridad de 
las personas en situación vulnerable.

4. La autora o el autor hubiera sido parte o integrante de una delegación o misión 
diplomática, en el momento de haberse cometido el delito.

5. El delito se cometa contra más de una persona.

6. La actividad sea habitual y con fines de lucro.

7. La autora o el autor sea parte de una organización criminal.

II. La sanción se agravará en dos tercios cuando la víctima sea un niño, niña o adolescente, 
persona con discapacidad física, enfermedad o deficiencia psíquica o sea una mujer 
embarazada.

III. Quién promueva, induzca, favorezca y/o facilite por cualquier medio el ingreso o salida 
ilegal de una persona de un departamento o municipio a otro del cual dicha persona no sea 
residente permanente, mediante engaño, violencia, amenaza, con el fin de obtener directa o 
indirectamente beneficio económico para sí o para un tercero, será sancionada con privación 
de libertad de cuatro (4) a siete (7) años.

IV. Si con el propósito de asegurar el resultado de la acción se somete a la víctima a cualquier 
forma de violencia o situación de riesgo que tenga como consecuencia su muerte, incluido el 
suicidio, se impondrá la pena establecida para el delito de asesinato.”

“ARTÍCULO 323 Bis. (PORNOGRAFÍA).

I. Quien procure, obligue, facilite o induzca por cualquier medio, por sí o tercera persona 
a otra que no dé su consentimiento a realizar actos sexuales o de exhibicionismo corporal 
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con fines lascivos con el objeto de video grabarlos, fotografiarlos, filmarlos, exhibirlos o 
describirlos a través de anuncios impresos, transmisión de archivos de datos en red pública 
o de comunicaciones, sistemas informáticos, electrónicos o similares, será sancionada con 
pena privativa de libertad de diez (10) a quince (15) años. Igual sanción será impuesta cuando 
el autor o participe reproduzca o almacene, distribuya o venda material pornográfico.

II. La pena privativa de libertad será agravada en un tercio cuando:

1. La víctima sea niño, niña o adolescente o persona con discapacidad.

2. La autora o el autor sea cónyuge, conviviente, padre, madre o la persona que ejerza 
algún tipo de autoridad o responsabilidad legal sobre la víctima.

3. La autora o el autor mantenga una relación laboral, de parentesco consanguíneo o de 
afinidad con la víctima.

4. La víctima sea una mujer embarazada.

5. La autora o el autor sea servidora o servidor público.

6. La autora o el autor sea la persona encargada de proteger los derechos e integridad de 
las personas en situación vulnerable.

7. La autora o el autor hubiera sido parte o integrante de una delegación o misión 
diplomática, en el momento de haberse cometido el delito.

8. El delito se cometa contra más de una persona.

9. La actividad sea habitual y con fines de lucro.

10. La autora o el autor sea parte de una organización criminal.

III. Quien compre, arriende o venda material pornográfico, donde se exhiba imágenes de 
niños, niñas y adolescentes, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco (5) a 
ocho (8) años.”

ARTÍCULO 35. (INCORPORACIÓN DE ARTÍCULOS AL CÓDIGO PENAL). Se incorporan al 
Código Penal los Artículos 203 bis, 321 ter y 322, con el siguiente texto:

“ARTICULO 203 bis. (AGRAVANTES). La pena privativa de libertad de los delitos de falsedad 
material, falsedad ideológica o uso de instrumento falsificado, será agravada en un tercio 
cuando se cometan para facilitar la comisión de los delitos de Trata y Tráfico de Personas, y 
otros delitos conexos.

ARTÍCULO 321 ter. (REVELACIÓN DE IDENTIDAD DE VÍCTIMAS, TESTIGOS O 
DENUNCIANTES). La servidora o servidor público que sin debida autorización revele 
información obtenida en el ejercicio de sus funciones que permita o dé lugar a la identificación 
de una víctima, testigo o denunciante de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, será 
sancionado con pena privativa de libertad de tres (3) a ocho (8) años.

ARTÍCULO 322. (VIOLENCIA SEXUAL COMERCIAL). Quien pagare en dinero o especie, 
directamente a un niño, niña o adolescente o a tercera persona, para mantener cualquier tipo 
de actividad sexual, erótica o pornográfica con un niño, niña y adolescente, para la satisfacción 
de sus intereses o deseos sexuales, será sancionado con privación de libertad de ocho (8) a 
doce (12) años.

La pena privativa de libertad se agravará en dos tercios cuando:

1. La víctima sea un niño o niña menor de 14 años.

2. La víctima tenga discapacidad física o mental.

3. La autora o el autor utilice cualquier tipo de sustancia para controlar a la víctima.
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4. La autora o el autor tenga una enfermedad contagiosa.

5. Como consecuencia del hecho, la víctima quedara embarazada.

6. La autora o el autor sea servidora o servidor público. 

ARTÍCULO 36. (POLICÍA BOLIVIANA). Se fortalecerán las Divisiones de Trata y Tráfico de 
Personas de la Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen de la Policía Boliviana, en todos 
los departamentos y fronteras del Estado Plurinacional.

El Ministerio Público en coordinación con las Divisiones de Trata y Tráfico de Personas, de la 
Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen de la Policía Boliviana, además de las atribuciones 
establecidas en la ley y la legislación vigente, tendrán las siguientes responsabilidades:

1. Realizar patrullajes de recorrido en lenocinios, bares, cantinas, salas de masajes, 
clubes nocturnos, fábricas, negocios, y otros; así como controlar en retenes de peaje y/o 
puestos de control en carreteras, para detectar hechos relacionados con los delitos de 
Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

2. Verificar las instalaciones particulares de los inmuebles donde se oferten servicios 
sexuales y/o laborales, previa orden judicial de allanamiento emitida en el día, en casos 
de denuncias por el delito de Trata y Tráfico de Personas y delitos conexos.

3. Examinar minuciosamente y utilizar los bienes informáticos secuestrados e incautados 
con el fin de identificar y desarticular las fuentes de origen de la red y ciber red criminales 
de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. Los documentos electrónicos obtenidos 
serán considerados como medios de prueba.

4. Realizar patrullaje cibernético en páginas públicas de internet, con la finalidad de 
prevenir y detectar delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 37. (POLÍTICA INSTITUCIONAL). En el marco de su Ley Orgánica, el Ministerio 
Público diseñará, formulará y ejecutará políticas y estrategias institucionales de persecución 
penal de lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

El Ministerio Público designará en cada Departamento Fiscales Especializados contra la Trata 
y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 38. (APOYO EN FRONTERAS). Las Fuerzas Armadas cooperarán en las acciones 
de patrullaje y control de fronteras y lugares alejados del país, en coordinación con la Policía 
Boliviana y el Ministerio Público para apoyar las acciones de lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 39. (SECUESTRO Y DESTRUCCIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO). Todo 
material pornográfico secuestrado en medio físico o digital será destruido por el Ministerio 
Público y la Policía Boliviana, en un plazo no mayor a los diez (10) días hábiles de ejecutoriada 
la sentencia.

El material pornográfico en el que aparezcan niños, niñas y adolescentes, será destruido por el 
Ministerio Público y la Policía Boliviana, a las 24 horas de su secuestro, con intervención de un 
Notario de Fe Pública. El acta circunstanciada de esta diligencia, será adjuntada al proceso en 
calidad de prueba preconstituida, separando para este efecto, una muestra no mayor al cinco 
por ciento (5%) de este material.

ARTÍCULO 40. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL) Se 
modifican los Artículos 19 y 282 del Código de Procedimiento Penal, con los siguientes textos 
respectivos:

“ARTÍCULO 19. (DELITOS DE ACCIÓN PÚBLICA A INSTANCIA DE PARTE). Son delitos 
de acción pública a instancia de parte: abandono de familia, incumplimiento, de deberes de 
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asistencia, abandono de mujer embarazada, violación, abuso deshonesto, estupro, rapto 
impropio, rapto con mira matrimonial, corrupción de mayores, violencia y acoso político.

ARTÍCULO 282. (AGENTE ENCUBIERTO). En la investigación de delitos vinculados al 
tráfico ilícito de sustancias controladas, trata y tráfico de personas, en caso de ausencia o 
insuficiencia de medios de prueba, el Ministerio Público podrá solicitar fundadamente, bajo su 
responsabilidad, al Juez o la Jueza de Instrucción en lo Penal, la autorización de intervención 
de agentes encubiertos, de miembros de la Policía Boliviana especializados, sin antecedentes 
penales o disiplinarios que presten su consentimiento al efecto.

La resolución de la autoridad jurisdiccional que autorice la intervención de la o el agente 
encubierto, consignará la identidad supuesta del mismo, que será mantenida en reserva y se 
conservará fuera de las actuaciones con la debida seguridad, en sobre cerrado y lacrado, que 
contendrá además la identidad verdadera de la o el agente.

La o el agente encubierto mantendrá informado a la o el Fiscal que tiene a su cargo la dirección 
funcional de la investigación sobre las actividades realizadas y a realizarse en el curso de la 
misma y sobre la información que vaya obteniéndose.

Las declaraciones testimoniales de la o el agente encubierto, no serán suficientes para fundar 
una condena si no cuenta con prueba adicional incorporada válidamente al proceso.

La o el agente encubierto no estará exenta o exento de la responsabilidad que corresponda, 
si en el curso de la investigación realiza actos distintos a los específicamente encomendados, 
o con evidente exceso o desproporcionalidad, con relación a las necesidades o finalidades de 
la misma.”

ARTÍCULO 41. (INTERCEPTACIÓN Y GRABACIÓN DE LLAMADAS TELEFÓNICAS). La 
o el Fiscal de Materia podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional competente la intercepción 
y grabación de llamadas telefónicas, de manera fundada, cuando existan serios indicios de 
la participación de una persona en asociaciones u organizaciones delictivas, en los hechos 
delictivos relacionados con los delitos de Trata y Tráfico de Personas.

ARTÍCULO 42. (NO FORMALISMO). La denuncia por el delito de Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos podrá ser interpuesta de forma verbal o escrita por las víctimas o terceros, 
sin el cumplimiento de los requisitos procesales formales.

ARTÍCULO 43. (NO PUNIBILIDAD). La víctima de Trata y Tráfico de Personas está exenta de 
ser investigada y acusada por la comisión de otros delitos que sean resultado directo de su 
situación.

ARTÍCULO 44. (IMPRESCRIPTIBILIDAD). Los delitos de Trata y Tráfico de Personas son 
imprescriptibles.

CAPÍTULO II
COOPERACIÓN INTERNACIONAL, REPATRIACIÓN Y RECIPROCIDAD

ARTÍCULO 45. (GESTIÓN DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL). El Estado Plurinacional 
de Bolivia mediante los Ministerios de Relaciones Exteriores, y de Gobierno, procurará y 
fortalecerá las relaciones bilaterales, multilaterales o regionales para la protección de las 
víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, y la persecución y sanción de estos 
delitos.

ARTÍCULO 46. (REPATRIACIÓN).

I. Cuando la víctima de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sea de nacionalidad 
boliviana y se encuentre en territorio extranjero, el Ministerio de Relaciones Exteriores, las 
embajadas y los consulados bajo su dependencia, propiciarán su repatriación voluntaria, caso 
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contrario gestionará la cooperación del Estado de residencia o permanencia, garantizando sus 
derechos humanos.

II. Cuando la víctima de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sea de nacionalidad 
extranjera y se encuentre en territorio boliviano, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
y el Ministerio de Gobierno facilitarán su repatriación voluntaria en coordinación con la 
representación diplomática o consular respectiva, caso contrario garantizará su permanencia 
y la vigencia plena de sus derechos humano.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, deberá convocar 
a su primera Sesión Plenaria, en el plazo de Treinta (30) días computables a partir de la 
publicación de la presente Ley.

SEGUNDA. Una vez constituido el Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, 
en un plazo no mayor a noventa (90) días formulará la Política Plurinacional de Lucha Contra la 
Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos y el Plan Plurinacional contra la Trata y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos.

TERCERA. El Ministerio Público en coordinación con el Ministerio de Justicia, aprobará el 
Protocolo Único de Atención de Víctimas y la ruta de intervención previstos en el Artículo 28, 
en un plazo no mayor a noventa (90) días, computable a partir de publicación de la presente 
Ley.

CUARTA. Para efectividad de la presente Ley los reglamentos serán elaborados en un plazo 
no mayor de noventa (90) días, a partir de su publicación.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. El nivel central y las entidades territoriales autónomas realizarán las modificaciones 
presupuestarias correspondientes, para la implementación de la presente Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA Y ABROGATORIA

ÚNICA.

I. Quedan derogados los Artículos 1, 3 y 4 de la Ley Nº 3325 de 18 de enero de 2006, de Trata 
y Tráfico de Personas y otros delitos relacionados.

II. Quedan abrogadas las disposiciones contrarias a la presente Ley. Remítase al Órgano 
Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dado en la Sala de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los trece días de mes de julio 
del año dos mil doce.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Rebeca Elvira Delgado Burgoa, Mary Medina Zabaleta, 
David Sánchez Heredia, Luis Alfaro Arias, Ángel David Cortéz Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de 
Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treinta y un días del mes de julio del año 
dos mil doce.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana 
Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Elba Viviana Caro Hinojosa, Luis Alberto Arce 
Catacora, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Daniel Santalla Torrez, Juan Carlos Calvimontés 
Camargo, Roberto Iván Aguilar Gómez, Amanda Dávila Torres.
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DECRETO SUPREMO N° 1486 
REGLAMENTO DE LA LEY N° 263 INTEGRAL CONTRA 

LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS
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DECRETO SUPREMO N° 1486
De 6 de febrero de 2013

REGLAMENTO DE LA LEY 263 INTEGRAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE 
PERSONAS

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

PLURINACIONAL DE BOLIVIA

C O N S I D E R A N D O:

Que el Parágrafo I del Artículo 15 de la Constitución Política del Estado, determina que toda 
persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica y sexual. Nadie será 
torturado, ni sufrirá tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. No existe la pena 
de muerte.

Que el Parágrafo IV del Artículo 15 del Texto Constitucional, establece que ninguna persona 
podrá ser sometida a desaparición forzada por causa o circunstancia alguna.

Que el Parágrafo V del Artículo 15 de la Constitución Política del Estado, dispone que ninguna 
persona podrá ser sometida a servidumbre ni esclavitud. Se prohíbe la trata y tráfico de 
personas.

Que la Disposición Transitoria Cuarta de la Ley Nº 263, de 31 de Julio de 2012, Integral Contra 
la Trata y Tráfico de Personas, señala que para la efectividad de la citada Ley deben elaborarse 
los reglamentos, por lo cual es necesaria la aprobación del presente Decreto Supremo.

Que es necesario reglamentar los mecanismos y procedimientos para la implementación de la 
Ley N° 263, para la lucha contra la Trata y Tráfico de Personas y delitos conexos, a través de 
la emisión del presente Decreto Supremo.

EN CONSEJO DE MINISTROS,

D E C R E T A:
CAPÍTULO I

OBJETO

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto reglamentar la Ley 
Nº 263, de 31 de julio de 2012, Integral Contra la Trata y Tráfico de Personas.

CAPÍTULO II
ESTRUCTURA INSTITUCIONAL

ARTÍCULO 2.- (REPRESENTACIÓN EN EL CONSEJO PLURINACIONAL).

I. El Consejo Plurinacional Contra la Trata y Tráfico de Personas, estará compuesto por:

1. La Ministra(o) de Justicia o su representante;

2. La Ministra(o) de Relaciones Exteriores o su representante;

3. La Ministra(o) de Gobierno o su representante;

4. La Ministra(o) de Trabajo, Empleo y Previsión Social o su representante;

5. La Ministra(o) de Educación o su representante;

6. La Ministra(o) de Comunicación o su representante;
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7. La Ministra(o) de Salud y Deportes o su representante;

8. La Ministra(o) de Planificación del Desarrollo o su representante;

9. La Ministra(o) de Economía y Finanzas Públicas o su representante;

10. El (la) Director(a) General de Trata y Tráfico de Personas;

11. El (la) Comandante General de la Policía Boliviana o su representante;

12. El (la) Fiscal General o su representante;

13. El (la) Defensor(a) del Pueblo o su representante;

14. Dos (2) representantes de la sociedad civil organizada relacionada a la temática de la 
trata y tráfico de personas y delitos conexos.

II. La sociedad civil organizada elegirá a sus representantes al Consejo Plurinacional, de 
acuerdo a sus propios procedimientos, en el marco de principios de participación, equidad, 
interculturalidad e igualdad de oportunidades.

ARTÍCULO 3.- (SESIONES DEL PLENARIO DEL CONSEJO PLURINACIONAL).

I. Las sesiones del Plenario del Consejo Plurinacional serán dirigidas por la Ministra(o) de 
Justicia o su representante, en su calidad de Presidenta o Presidente.

II. La primera sesión ordinaria del Plenario del Consejo Plurinacional deberá realizarse durante 
el primer bimestre de cada año.

III. Para hacer quórum, las sesiones del Plenario del Consejo Plurinacional, deberán contar 
con la presencia del cincuenta por ciento (50%) más uno de sus miembros.

IV. El Plenario del Consejo Plurinacional se reunirá previa convocatoria de la Presidenta o 
Presidente.

V. El Plenario del Consejo Plurinacional podrá invitar a sus sesiones, sin derecho a voto, a 
representantes de entidades y/o instituciones públicas o privadas, organizaciones sociales u 
otros, a efectos de conocer o coordinar acciones o actividades en el marco de la lucha contra 
la trata y tráfico de personas y delitos conexos.

ARTÍCULO 4.- (SECRETARÍA TÉCNICA DEL CONSEJO PLURINACIONAL). Se 
ejercerá desde el Ministerio de Justicia, a través del Viceministerio de Justicia y Derechos 
Fundamentales.

ARTÍCULO 5.- (FUNCIONES DE LA SECRETARÍA TÉCNICA DEL CONSEJO 
PLURINACIONAL).

I. Además de las establecidas en el Artículo 12 de la Ley N° 263, la Secretaría Técnica tendrá 
las siguientes funciones:

a. Elaborar un plan anual de actividades en concordancia con la Política y el Plan Plurinacional 
contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, para su aprobación por el Plenario del 
Consejo Plurinacional;

b. Apoyar al Consejo Plurinacional en la elaboración del Informe Anual que debe ser presentado 
a la Cámara de Diputados de la Asamblea Legislativa Plurinacional;

c. Atender o asesorar, en el marco de sus atribuciones, a cualquier entidad pública o privada o 
persona natural, en temas relacionados a la trata y tráfico de personas;
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d. Realizar acciones de implementación de la Ley N° 263, la Política Plurinacional y el Plan 
Plurinacional Contra la Trata y Tráfico de Personas, de acuerdo al plan de actividades anual 
aprobado.

II. La Secretaría Técnica participará en las reuniones del Plenario del Consejo Plurinacional, 
con una representante o con un representante, sin derecho a voto.

III. En las sesiones del Plenario del Consejo Plurinacional, la Secretaría Técnica deberá:

a. Llevar el registro de los asistentes, verificando el quórum correspondiente;

b. Elaborar y dar lectura, para su aprobación, al acta de la reunión anterior;

c. Sugerir el orden del día, para su aprobación por el Plenario;

d. Leer informes correspondientes y todos los documentos que solicite la Presidencia del

Consejo Plurinacional;

e. Tomar nota de los votos emitidos, recontar y dar cuenta a la Presidencia del Consejo

Plurinacional;

f. Otras que solicite el Plenario.

ARTÍCULO 6.- (DIRECCIÓN GENERAL DE LUCHA CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE 
PERSONAS).

I. En atención a lo dispuesto en el Artículo 14 de Ley N° 263, el Ministerio de Gobierno creará la 
Dirección General de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas, bajo dependencia funcional 
del Viceministerio de Seguridad Ciudadana.

II. La Dirección General de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas, se encargará de 
impulsar y realizar acciones integrales en el ámbito de la lucha contra la trata y tráfico de 
personas y delitos conexos, promoviendo la coordinación con entidades e instituciones que 
forman parte del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, en el marco del Plan Nacional de 
Seguridad Ciudadana y el Plan Plurinacional de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas.

CAPÍTULO III
MECANISMOS DE PREVENCIÓN CONTRA LA TRATA

Y TRÁFICO DE PERSONAS Y DELITOS CONEXOS

ARTÍCULO 7.- (PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN). El Ministerio de Educación se encargará de:

a. Instruir a las instituciones educativas, públicas, privadas y de convenio, en los niveles 
de educación regular, alternativa, especial y superior, la obligación de realizar actividades 
tendientes a socializar medidas de prevención entre los actores educativos, la familia y la 
comunidad en general;

b. Requerir a las universidades públicas y privadas, investigaciones técnicas en el ámbito de la 
trata y tráfico de personas y delitos conexos, para canalizarlas hacia el Consejo Plurinacional, 
mismas que deberían constituirse en base para la formulación de políticas.

ARTÍCULO 8.- (ESTRATEGIA COMUNICACIONAL).

I. El Ministerio de Comunicación, es la instancia competente para implementar las medidas 
de prevención en el ámbito comunicacional, debiendo presentar, revisar y ajustar la estrategia 
comunicacional e intercultural a que hace referencia el Parágrafo I del Artículo 22 de la Ley N° 
263, en forma anual.
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II. Los Consejos Departamentales, en el marco de la atribución conferida en el numeral 4 
del Artículo 17 y de acuerdo al Parágrafo II del Artículo 22 de la Ley N° 263, coordinarán 
con la entidades territoriales autónomas, en el marco de sus competencias, el desarrollo e 
implementación de una estrategia comunicacional departamental, tomando como base 
la Estrategia Comunicacional del nivel central, adaptándola a las realidades de cada 
departamento.

ARTÍCULO 9.- (PUBLICIDAD EN MEDIOS DE COMUNICACIÓN). Las campañas publicitarias 
y los mensajes gratuitos, con contenido educativo con énfasis en medidas de prevención 
contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, deberán cumplir con los siguientes 
procedimientos:

a. Las radioemisoras difundirán publicidad y mensajes con contenido educativo con 
énfasis en medidas de prevención, contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, 
veinte (20) minutos al mes en la franja horaria de 7:30 a 9:30, y veinte (20) minutos al mes 
en la franja horaria de 20:00 a 22:00;

b. Los medios de comunicación audiovisual, difundirán publicidad y mensajes con 
contenido educativo con énfasis en medidas de prevención, contra la trata y tráfico de 
personas y delitos conexos, diez (10) minutos al mes en la franja horaria de 7:30 a 9:30, y 
diez (10) minutos al mes en la franja horaria de 20:00 a 22:00;

c. Los medios de comunicación escritos de publicación diaria, difundirán publicidad con 
contenido educativo contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, destinando 
toda la mitad de la contratapa cuerpo A, una vez a la semana;

d. Los medios de comunicación audiovisuales, escritos y radioemisoras, que tengan una 
versión digital en internet (página web), difundirán publicidad y mensajes con contenidos 
educativos con énfasis en medidas de prevención, contra la trata y tráfico de personas y 
delitos conexos, de forma permanente y exclusiva, destinando un sector o sección en su 
versión digital en internet.

ARTÍCULO 10.- (CONFIDENCIALIDAD). Ningún medio de comunicación público o privado, 
publicará, ni transmitirá por ningún medio, ninguna imagen de personas que hayan sido 
víctimas de trata y tráfico, o cualquier medida que haya sido adoptada, en relación con la 
víctima, antes, durante o después de la actuación judicial; tampoco podrán divulgar el nombre, 
la dirección, ni cualquier otra información que tenga la intención de identificar a la víctima o al 
testigo.

ARTÍCULO 11.- (CONTENIDO DEL MATERIAL A DIFUNDIRSE).

I. El contenido del material preventivo contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, 
a difundirse en los medios de comunicación, deberá tener relación con los principios, valores 
y/o contenidos de la Ley Nº 263.

II. El Ministerio de Comunicación podrá remitir a los medios de comunicación, campañas 
publicitarias y mensajes con contenido educativo con énfasis en medidas de prevención contra 
la trata y tráfico de personas y delitos conexos, para que sean difundidos por éstos.

ARTÍCULO 12.- (REMISIÓN DE PUBLICIDAD). El Ministerio de Comunicación, para los fines 
que vea convenientes, requerirá de oficio a los medios de comunicación, grabaciones en 
audio, video o copia escrita de la publicidad emitida que considere pertinente, otorgando un 
plazo de cinco (5) días hábiles para su remisión.

ARTÍCULO 13.- (INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS). Constituyen infracciones 
administrativas, todo incumplimiento a lo establecido en los Parágrafos I, II y III del Artículo 23 
de la Ley N° 263, así como a los Artículos 9 al 12 del presente Reglamento.

ARTÍCULO 14.- (SANCIONES). Los medios de comunicación que incurran en infracciones 
administrativas, serán sancionados de la siguiente forma:
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a. La primera vez, con una multa de UFVs5.000.- (CINCO MIL 00/100 UNIDADES DE
FOMENTO A LA VIVIENDA) a UFVs15.000.- (QUINCE MIL 00/100 UNIDADES DE
FOMENTO A LA VIVIENDA);
b. La segunda vez, con una multa de UFVs15.000.- (QUINCE MIL 00/100 UNIDADES DE
FOMENTO A LA VIVIENDA) a UFVs25.000.- (VEINTICINCO MIL 00/100 UNIDADES
DE FOMENTO A LA VIVIENDA);
c. La tercera vez y siguientes, la multa será incrementada en un tercio en relación a la 
última sanción.

ARTÍCULO 15.- (COBRO DE MULTAS Y DESTINO DE LOS RECURSOS).

I. El Ministerio de Comunicación, a través del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 
aperturará una cuenta corriente fiscal recaudadora para su acreditación en la libreta de la 
Cuenta Única del Tesoro por el cobro de las sanciones establecidas en el Artículo 14 del 
presente Decreto Supremo.

II. El Ministerio de Comunicación, destinará el monto recaudado por el pago de multas de los 
medios de comunicación, a la producción y difusión de campañas y mensajes con contenido 
educativo con énfasis en medidas de prevención, contra la trata y tráfico de personas y delitos 
conexos.

ARTÍCULO 16.- (PROCESO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR). El Ministerio de 
Comunicación, a través del Viceministerio de Políticas Comunicacionales, de oficio, a denuncia 
fundamentada, o sobre la base de los reportes de información requeridos a los medios de 
comunicación, iniciará el proceso administrativo sancionador correspondiente en el marco de 
lo establecido por la Ley N° 2341, de 23 de abril de 2002, de Procedimiento Administrativo.

ARTÍCULO 17.- (ÁMBITO LABORAL).

I. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, en forma anual, informará al Consejo 
Plurinacional la estrategia que se implementará para dar cumplimiento al Artículo 24 de la Ley 
N° 263, así como los avances logrados.

II. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social creará un Registro Nacional de Agencias 
de Empleo Privadas.

III. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, podrá coordinar con las entidades 
territoriales autónomas, acciones orientadas a la reinserción socioeconómica de la víctima u 
otras vinculadas a la prevención de la trata y tráfico de personas y delitos conexos.

ARTÍCULO 18.- (AGENCIAS PRIVADAS DE EMPLEO).

I. El funcionamiento de las agencias o bolsas privadas de empleo será autorizado por el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, debiendo las mismas cumplir los siguientes 
requisitos mínimos:

a. Estar registradas en el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social;
b. Contar con personería jurídica;
c. Contar con reglamento interno de funcionamiento, mismo que debe incorporar principios 
de prevención y protección contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos.

II. Las agencias o bolsas privadas de empleo, deberán remitir la información que le sea 
solicitada por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social u otra autoridad competente.

III. El pago por servicios de las agencias o bolsas privadas de empleo, deberá ser cubierto, en 
todos los casos, por el empleador.
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IV. Las agencias o bolsas privadas de empleo, se sujetarán al Reglamento emitido por el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social.

ARTÍCULO 19.- (SISTEMA DE INFORMACIÓN).

I. El sistema de información y estadísticas de trata y tráfico de personas y delitos conexos estará 
a cargo del Observatorio Nacional de Seguridad Ciudadana, que será la instancia nacional 
que podrá generar datos propios y recopilar información estadística de la Policía Boliviana en 
sus diferentes unidades operativas, otras entidades del Órgano Ejecutivo, Ministerio Público, 
Órgano Judicial, entidades territoriales autónomas y otras instituciones públicas o privadas.

II. La información podrá asociarse con sistemas informáticos del Ministerio Público y Órgano 
Judicial, tal que permita hacer el seguimiento respectivo a los casos denunciados.

III. El Observatorio Nacional de Seguridad Ciudadana, establecerá de manera consensuada 
con las instituciones que forman parte del Consejo Plurinacional, metas e indicadores de lucha 
contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, que se evaluarán periódicamente, de 
acuerdo al análisis de los datos generados interinstitucionalmente y centralizados en esta 
instancia.

IV. El Observatorio Nacional de Seguridad Ciudadana, será la instancia oficial de referencia 
estadística para la lucha contra la trata y tráfico de personas y delitos conexos, actualizando la 
información de manera mensual, pudiendo emitir reportes de manera periódica.

ARTÍCULO 20.- (CONTROLES MIGRATORIOS).

I. El Ministerio de Gobierno, a través de la Dirección General de Migración, en forma anual, 
informará al Consejo Plurinacional la estrategia de prevención y control que desarrolla en 
fronteras con la finalidad de detectar casos de trata y tráfico de personas y delitos conexos, así 
como los avances logrados.

II. Las instituciones públicas situadas en las fronteras del país, en el marco de sus competencias, 
coordinarán acciones de protección y atención para las víctimas de trata y tráfico de personas, 
y delitos conexos.

III. En el marco del Artículo 47 de la Ley N° 264, de 31 de julio de 2012, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana “Para una Vida Segura”, el Ministerio de Gobierno y las entidades 
territoriales autónomas, dotarán de sistemas de cámaras de seguridad y vigilancia electrónica 
en los puntos fronterizos, bajo especificaciones técnicas definidas por el Viceministerio de 
Seguridad Ciudadana.

ARTÍCULO 21.- (DIVISIONES DE TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS).

I. Las Divisiones de Trata y Tráfico de Personas, dependientes de la Fuerza Especial de Lucha 
Contra el Crimen – FELCC de la Policía Boliviana, deben ser creadas y/o fortalecidas en todas 
las ciudades capitales de departamento, ciudades intermedias con una población mayor a 
cincuenta mil (50.000) habitantes en ciudades fronterizas.

II. El fortalecimiento de las Divisiones de Trata y Tráfico de Personas, dependientes de la 
FELCC de la Policía Boliviana, al constituirse como parte del establecimiento y funcionamiento 
de la institucionalidad de la seguridad ciudadana, será apoyado por las entidades territoriales 
autónomas departamentales con los recursos señalados en el numeral 2 del Parágrafo I del 
Artículo 38 de la Ley N° 264.

ARTÍCULO 22.- (COOPERACIÓN INTERNACIONAL). El Ministerio de Relaciones Exteriores, 
promoverá y fortalecerá convenios bilaterales, multilaterales o regionales, para la repatriación 
de víctimas, el intercambio de información y tecnología, para establecer procedimientos de 
prevención, rehabilitación de víctimas, persecución de supuestos tratantes y traficantes de 
personas, mismos que serán remitidos al Ministerio de Gobierno para los fines consiguientes.
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ARTÍCULO 23.- (REPATRIACIÓN).

I. La repatriación de víctimas de trata y tráfico de personas de nacionalidad boliviana, que 
se encuentren en el exterior, será propiciada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y 
financiada en casos humanitarios, con recursos de la Gestoría Consular u otras fuentes según 
corresponda.

II. En los casos en que los recursos señalados en el Parágrafo I sean agotados, el Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas asignará los recursos, previa solicitud del Ministerio de 
Relaciones Exteriores.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.- El Ministerio de Gobierno, en coordinación con las 
instituciones involucradas, deberá diseñar e implementar protocolos de actuación nacional e 
internacional para la detección temprana de situaciones de trata y tráfico de personas y delitos 
conexos, en un plazo no mayor a los noventa (90) días calendario a partir de la publicación del 
presente Decreto Supremo.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.- El Ministerio de Relaciones Exteriores, elaborará 
un protocolo de repatriación de víctimas de trata y tráfico de personas de nacionalidad boliviana 
que se encuentren en el exterior, en un plazo no mayor a noventa (90) días hábiles, a partir de 
la publicación del presente Decreto Supremo, para consideración y aprobación en el Plenario 
del Consejo Plurinacional.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias al presente Decreto Supremo.

Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Relaciones Exteriores; de Gobierno; 
de Planificación del Desarrollo; de Economía y Finanzas Públicas; de Justicia; de Trabajo, 
Empleo y Previsión Social; de Salud y Deportes; de Educación; y de Comunicación, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.

Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los seis días del mes de febrero 
del año dos mil trece.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana 
Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Rubén Aldo Saavedra Soto, Elba Viviana Caro 
Hinojosa, Luis Alberto Arce Catacora, Juan José Hernando Sosa Soruco, Ana Teresa Morales 
Olivera, Arturo Vladimir Sánchez Escobar, Mario Virreira Iporre, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, 
Daniel Santalla Torrez, Juan Carlos Calvimontes Camargo, José Antonio Zamora Gutiérrez, 
Nemesia Achacollo Tola, Claudia Stacy Peña Claros, Nardy Suxo Iturry, Pablo Cesar Groux 
Canedo MINISTRO DE CULTURAS E INTERINO DE EDUCACIÓN, Amanda Dávila Torres.
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LEY N° 913 
DE LUCHA CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE 

SUSTANCIAS CONTROLADAS
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LEY N° 913
De 16 de Marzo De 2017

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

DECRETA:

LEY DE LUCHA CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE SUSTANCIAS CONTROLADAS

Artículo 41. (OBSERVATORIO BOLIVIANO DE SEGURIDAD CIUDADANA Y LUCHA 
CONTRA LAS DROGAS). 

I. Se crea el Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas, 
como entidad desconcentrada dependiente del Ministerio de Gobierno, que tiene la función 
de recopilar, generar, procesar, analizar, interpretar y difundir información sobre seguridad 
ciudadana, criminalidad transnacional y delitos en todas sus manifestaciones en el territorio 
nacional, que contribuya a la toma de decisiones, implementación y evaluación de políticas 
adoptadas en materia de seguridad estatal; cuando sea necesario la comparación de datos 
con otros países. 

II. Sistematizará toda la información y estadística referente a delitos de sustancias controladas. 

III. Su estructura, funciones y dependencia administrativa, serán establecidas en el reglamento 
de la presente Ley. 

IV. El Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas implementará 
el Sistema Nacional de Información sobre Seguridad Estatal (SNISE), que será integrado 
por entidades públicas, cuyas actividades estén vinculadas a la temática inherente del 
Observatorio. 

V. Las instituciones públicas y privadas tienen la obligación de proporcionar información 
oportuna y confiable.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

SÉPTIMA. El Observatorio de Seguridad Ciudadana, en el plazo de ciento veinte (120) días 
a partir de la publicación la presente Ley, pasará a conformar el Observatorio Boliviano de 
Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

TERCERA. Se derogan los Artículos 24 y 25 de la Ley N° 264 de 31 de julio de 2012, del 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana.
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DECRETO SUPREMO N° 3249, REGLAMENTA LA 
ESTRUCTURA, FUNCIONES Y LA DEPENDENCIA 

ADMINISTRATIVA DEL OBSERVATORIO BOLIVIANO 
DE SEGURIDAD CIUDADANA Y LUCHA CONTRA LAS 

DROGAS
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DECRETO SUPREMO N° 3249
De 12 de julio de 2017

REGLAMENTA LA ESTRUCTURA, FUNCIONES Y LA DEPENDENCIA ADMINISTRATIVA 
DEL OBSERVATORIO BOLIVIANO DE SEGURIDAD CIUDADANA Y LUCHA CONTRA 

LAS DROGAS.

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el numeral 2 del Artículo 9 de la Constitución Política del Estado, establece que es fin y 
función esencial del Estado garantizar el bienestar, el desarrollo, la seguridad y la protección 
e igual dignidad de las personas, las naciones, los pueblos y las comunidades, y fomentar el 
respeto mutuo y el diálogo intracultural, intercultural y plurilingüe.

Que el Parágrafo I del Artículo 41 de la Ley N° 913, de 16 de marzo de 2017, de Lucha contra 
el Tráfico Ilícito de Sustancias Controladas, crea el Observatorio Boliviano de Seguridad 
Ciudadana y Lucha Contra las Drogas, como entidad desconcentrada dependiente del 
Ministerio de Gobierno.

Que el Parágrafo III del Artículo 41 de la Ley N° 913, señala que la estructura, funciones 
y dependencia administrativa del Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha 
Contra las Drogas, serán establecidas en el reglamento de la citada Ley.

Que la Disposición Transitoria Séptima de la Ley Nº 913, establece un plazo de ciento veinte 
(120) días a partir de la publicación de la referida Ley, para que el Observatorio de Seguridad 
Ciudadana pase a conformar el Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha 
Contra las Drogas.

Que existe la necesidad de contar con información sobre seguridad ciudadana, criminalidad 
transnacional y delitos en todas sus manifestaciones en el territorio nacional, que contribuya 
a la toma de decisiones, implementación y evaluación de políticas adoptadas en materia de 
seguridad estatal; a través de la generación de estadísticas con un enfoque integral; por lo cual 
se requiere reglamentar la estructura y funciones específicas del Observatorio Boliviano de 
Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas.

EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto reglamentar la 
estructura, funciones y la dependencia administrativa del Observatorio Boliviano de Seguridad 
Ciudadana y Lucha Contra las Drogas.

ARTÍCULO 2.- (NATURALEZA Y DEPENDENCIA). El Observatorio Boliviano de Seguridad 
Ciudadana y Lucha Contra las Drogas es una entidad desconcentrada del Ministerio de 
Gobierno y tiene dependencia directa del Ministro de Gobierno.

ARTÍCULO 3.- (SEDE). El Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra 
las Drogas tiene su sede en la ciudad de La Paz, pudiendo establecer unidades operativas 
en los departamentos del país, en función a sus objetivos y disponibilidad de recursos 
presupuestarios.

ARTÍCULO 4.- (FUNCIONES). El Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha 
Contra las Drogas, tiene las siguientes funciones:
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a) Recopilar, procesar, analizar e interpretar información sobre inseguridad ciudadana, 
criminalidad transnacional, delitos en todas sus manifestaciones y mantener una base de 
datos actualizada, que permita adoptar políticas públicas tendientes a minimizar su incidencia;

b) Diseñar e implementar sistemas de información en materia de seguridad ciudadana, 
criminalidad transnacional, delitos y lucha contra las drogas a nivel nacional, departamental, 
regional, municipal e indígena originario campesino, que permita contar con información 
objetiva, confiable, oportuna, y comparable; y, que contribuya a la toma de decisiones y al 
diseño de políticas;

c) Definir indicadores en los diferentes ámbitos de la seguridad ciudadana, criminalidad 
transnacional, delitos y lucha contra las drogas para el nivel nacional, departamental, regional, 
municipal e indígena originario campesino, que orienten la formulación de políticas, planes, 
programas y proyectos de seguridad ciudadana y lucha contra el tráfico ilícito de drogas;

d) Realizar y promover encuestas, estudios e investigaciones sobre interdicción, control 
de sustancias, prevalencia de consumo de drogas y seguridad ciudadana a nivel nacional, 
departamental, regional, municipal e indígena originaria campesino, para caracterizar el 
consumo, fenómeno delictivo y otras conductas que afecten negativamente a la seguridad 
ciudadana en el país;

e) Difundir investigaciones y estudios especializados en seguridad ciudadana, criminalidad 
transnacional, delitos y lucha contra las drogas, con enfoque de género, generacional, 
intercultural y responsabilidad internacional compartida;

f) Desarrollar, implementar y mantener actualizados los sistemas de georeferenciación de 
drogas y delitos que permitan realizar diagnósticos y proyecciones sobre la situación de la 
seguridad ciudadana y el tráfico ilícito de drogas en el país;

g) Generar estadísticas e información desagregada sobre reducción de la oferta y demanda de 
drogas, delitos, violencia y todo hecho que afecte negativamente a la seguridad ciudadana con 
el propósito de que se adopten las medidas necesarias para la lucha, prevención y tratamiento;

h) Proporcionar información oportuna, objetiva, confiable, actualizada y comparable sobre la 
problemática de las drogas, criminalidad transnacional, delitos y seguridad ciudadana en el 
país;

i) Promover a través del Ministerio de Gobierno relaciones de cooperación interinstitucional 
con entidades e instituciones públicas y privadas, y organismos internacionales;

j) Presentar anualmente al Consejo Nacional de Lucha contra el Tráfico Ilícito de Drogas 
– CONALTID, el informe de avance de la lucha contra el narcotráfico, en el marco de sus 
funciones, en coordinación con los órganos competentes;

k) Presentar anualmente al Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana el informe del estado 
de situación de la seguridad ciudadana, en el marco de sus funciones, en coordinación con los 
órganos competentes;

l) Implementar y mantener actualizado un centro de información y documentación especializado 
en drogas, seguridad ciudadana, criminalidad transnacional, delitos y prevención del delito.

ARTÍCULO 5.- (ESTRUCTURA ORGÁNICA Y FUNCIONAL).

I. La estructura orgánica y funcional del Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y 
Lucha Contras las Drogas, será establecida mediante Resolución Ministerial del Ministerio de 
Gobierno.
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II. El Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas, está a 
cargo de un Director (a) General Ejecutivo, que ejerce la representación institucional y será 
nombrado por el Ministro de Gobierno, mediante Resolución Ministerial.

ARTÍCULO 6.- (FUNCIONES DEL DIRECTOR (A) GENERAL EJECUTIVO). Las funciones 
del Director (a) General Ejecutivo serán las siguientes:

a) Evaluar el desarrollo de las funciones que le corresponde, atendiendo los objetivos 
institucionales;

b) Cumplir y hacer cumplir las normas legales relativas a las atribuciones y funciones del 
Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas;

c) Formular, presentar y ajustar el plan operativo anual y el presupuesto del Observatorio 
Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas;

d) Rendir informes de avance y resultados de sus actividades, estudios y otros a la Máxima 
Autoridad Ejecutiva del Ministerio de Gobierno;

e) Participar en reuniones interinstitucionales para tratar diferentes asuntos de importancia 
para el Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas;

f) Presentar propuestas de estudios e investigaciones sobre las temáticas de seguridad 
ciudadana, criminalidad transnacional, delitos y lucha contra las sustancias controladas a nivel 
nacional;

g) Realizar la supervisión y seguimiento de los estudios e investigaciones puestas en marcha;

h) Monitorear, guiar y apoyar a las actividades que realizan las áreas bajo su dependencia;

i) Coordinar y efectuar el seguimiento a la implementación de sistemas informáticos para el 
funcionamiento del Sistema Nacional de Información sobre Seguridad Estatal – SNISE.

DISPOSICIONES ADICIONALES

DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA.- Los saldos presupuestarios del Programa de Apoyo 
al Plan de Acción para Implementar la Estrategia de la Lucha contra el Narcotráfico y la 
Reducción de Cultivos Excedentarios de Coca – ELCNyRCEC, bajo la modalidad de Apoyo 
Presupuestario Sectorial destinados al Observatorio Boliviano de Drogas, serán transferidos 
al Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas, en el marco del 
Convenio DCI-ALA/2014/025-027.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.- Los derechos y obligaciones emergentes de los 
acuerdos, convenios y contratos celebrados por el Observatorio de Seguridad Ciudadana y 
cuyo objeto esté relacionado con las actividades del Observatorio Boliviano de Drogas serán 
asumidos por el Observatorio Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.- El personal del Observatorio de Seguridad 
Ciudadana y del Observatorio Boliviano de Drogas podrá ser incorporado al Observatorio 
Boliviano de Seguridad Ciudadana y Lucha Contra las Drogas, previa evaluación.
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DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias al presente Decreto Supremo.

El señor Ministro de Estado en el Despacho de Gobierno, queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto Supremo.

Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de julio del 
año dos mil diecisiete.

FDO. EVO MORALES AYMA, Fernando Huanacuni Mamani, René Martínez Callahuanca, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Reymi Luis Ferreira Justiniano, Mariana Prado Noya, Mario 
Alberto Guillén Suárez, Luis Alberto Sanchez Fernandez, Rafael Alarcón Orihuela, Eugenio 
Rojas Apaza, Milton Claros Hinojosa, Félix Cesar Navarro Miranda, Héctor Enrique Arce 
Zaconeta, Héctor Andrés Hinojosa Rodríguez, Ariana Campero Nava, Carlos Rene Ortuño 
Yañez, Roberto Iván Aguilar Gómez, Cesar Hugo Cocarico Yana, Wilma Alanoca Mamani, 
Gisela Karina López Rivas, Tito Rolando Montaño Rivera.
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Notas
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CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 
TRANSNACIONAL

Artículo 1. Finalidad 

El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y combatir 
más eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 

Artículo 2. Definiciones 

Para los fines de la presente Convención: 

a) Por “grupo delictivo organizado” se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras 
a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material; 

b) Por “delito grave” se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una privación 
de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave; 

c) Por “grupo estructurado” se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión 
inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros 
funciones formalmente definidas ni haya continuidad en la condición de miembro o exista una 
estructura desarrollada; 

d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles 
o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la 
propiedad u otros derechos sobre dichos activos; 

e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos 
directa o indirectamente de la comisión de un delito; 

f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de transferir, 
convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales de bienes por 
mandamiento expedido por un tribunal u otra autoridad competente; 

g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión de 
un tribunal o de otra autoridad competente; 

h) Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda 
pasar a constituir materia de un delito definido en el artículo 6 de la presente Convención; 

i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o 
sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar 
delitos e identificar a las personas involucradas en la comisión de éstos; 

j) Por “organización regional de integración económica” se entenderá una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros 
han transferido competencia en las cuestiones regidas por la presente Convención y que ha 
sido debidamente facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, 
ratificar, aceptar o aprobar la Convención o adherirse a ella; las referencias a los “Estados 
Parte” con arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones dentro de los 
límites de su competencia. 
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Artículo 3. Ámbito de aplicación 

1. A menos que contenga una disposición en contrario, la presente Convención se aplicará a 
la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de: 

a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención; y 

b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente Convención; cuando 
esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo 
organizado. 

2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter transnacional si: 

a) Se comete en más de un Estado; 

b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su preparación, 
planificación, dirección o control se realiza en otro Estado; 

c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado; o 

d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro Estado. 

Artículo 4. Protección de la soberanía 

1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en 
consonancia con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así 
como de no intervención en los asuntos internos de otros Estados. 

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, 
en el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado 
reserve exclusivamente a sus autoridades. 

Artículo 5. Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

a) Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen el 
intento o la consumación de la actividad delictiva: 

i) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito que guarde 
relación directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico u otro beneficio de 
orden material y, cuando así lo prescriba el derecho interno, que entrañe un acto perpetrado 
por uno de los participantes para llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la participación de 
un grupo delictivo organizado; 

ii) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad delictiva general 
de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer los delitos en cuestión, participe 
activamente en: 

a. Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado; 

b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su participación 
contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita; 

b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de la 
comisión de un delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado. 
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2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que se refiere el párrafo 
1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas. 

3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación de un grupo delictivo 
organizado para la penalización de los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado 
a) del párrafo 1 del presente artículo velarán por que su derecho interno comprenda todos los 
delitos graves que entrañen la participación de grupos delictivos organizados. Esos Estados 
Parte, así como los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la comisión de un acto 
que tenga por objeto llevar adelante el acuerdo concertado con el propósito de cometer los 
delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, 
lo notificarán al Secretario General de las Naciones Unidas en el momento de la firma o del 
depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención 
o de adhesión a ella. 

Artículo 6. Penalización del blanqueo del producto del delito 

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto 
del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a 
cualquier persona involucrada en la comisión del delito determinante a eludir las consecuencias 
jurídicas de sus actos; 

ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, 
movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que dichos 
bienes son producto del delito; 

b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: 

i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recepción, 
de que son producto del delito; 

ii) La participación en la comisión de cualquiera de los delitos tipificados con arreglo al presente 
artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, el intento de cometerlos, y 
la ayuda, la incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras de su comisión. 

2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo: 

a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia 
posible de delitos determinantes; 

b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos graves definidos 
en el artículo 2 de la presente Convención y los delitos tipificados con arreglo a los artículos 
5, 8 y 23 de la presente Convención. Los Estados Parte cuya legislación establezca una lista 
de delitos determinantes incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de delitos 
relacionados con grupos delictivos organizados; 

c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos tanto 
dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos 
cometidos fuera de la jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre 
y cuando el acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que 
se haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno del Estado 
Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se hubiese cometido allí; 
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d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia 
de sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior 
que se haga a tales leyes o una descripción de ésta; 

e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, 
podrá disponerse que los delitos tipificados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplicarán 
a las personas que hayan cometido el delito determinante; 

f) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento de un delito 
tipificado en el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas 
objetivas. 

Artículo 7. Medidas para combatir el blanqueo de dinero 

1. Cada Estado Parte: 

a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las 
instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro de 
su jurisdicción que sean particularmente susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero 
a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se hará 
hincapié en los requisitos relativos a la identificación del cliente, el establecimiento de registros 
y la denuncia de las transacciones sospechosas; 

b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la presente Convención, 
que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás 
autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente 
con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e 
intercambiar información a nivel nacional e internacional de conformidad con las condiciones 
prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una 
dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y 
difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero. 

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar 
y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con 
sujeción a salvaguardias que garanticen la debida utilización de la información y sin restringir 
en modo alguno la circulación de capitales lícitos. 

Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y las entidades comerciales 
notifiquen las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos 
negociables pertinentes.

3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente 
artículo y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, 
se insta a los Estados Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las 
organizaciones regionales, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de 
dinero. 

4. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, 
regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de 
reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero. 

Artículo 8. Penalización de la corrupción 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
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a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o indirectamente, 
de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, 
con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus 
funciones oficiales; 

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio 
indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que 
dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra 
índole que sean necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el párrafo 1 
del presente artículo cuando esté involucrado en ellos un funcionario público extranjero o un 
funcionario internacional. Del mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de 
tipificar como delito otras formas de corrupción. 

3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para tipificar como 
delito la participación como cómplice en un delito tipificado con arreglo al presente artículo. 

4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la presente Convención, 
por “funcionario público” se entenderá todo funcionario público o persona que preste un 
servicio público conforme a la definición prevista en el derecho interno y a su aplicación con 
arreglo al derecho penal del Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función. 

Artículo 9. Medidas contra la corrupción 

1. Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, cada Estado 
Parte, en la medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, adoptará 
medidas eficaces de carácter legislativo, administrativo o de otra índole para promover la 
integridad y para prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención eficaz 
de sus autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios 
públicos, incluso dotando a dichas autoridades de suficiente independencia para disuadir del 
ejercicio de cualquier influencia indebida en su actuación. 

Artículo 10. Responsabilidad de las personas jurídicas 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus 
principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por participación 
en delitos graves en que esté involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los 
delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención. 

2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas 
jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 

3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las 
personas naturales que hayan perpetrado los delitos. 

4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no 
penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas 
jurídicas consideradas responsables con arreglo al presente artículo. 

Artículo 11. Proceso, fallo y sanciones 

1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 
5, 6, 8 y 23 de la presente Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de 
esos delitos. 
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2. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales 
de que disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas 
por los delitos comprendidos en la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las 
medidas adoptadas para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente 
en cuenta la necesidad de prevenir su comisión.

3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente 
Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su derecho 
interno y tomando debidamente en consideración los derechos de la defensa, con miras a 
procurar que al imponer condiciones en relación con la decisión de conceder la libertad en 
espera de juicio o la apelación se tenga presente la necesidad de garantizar la comparecencia 
del acusado en todo procedimiento penal ulterior. 

4. Cada Estado Parte velará porque sus tribunales u otras autoridades competentes tengan 
presente la naturaleza grave de los delitos comprendidos en la presente Convención al 
considerar la eventualidad de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a 
personas que hayan sido declaradas culpables de tales delitos. 

5. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un 
plazo de prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera 
de los delitos comprendidos en la presente Convención y un plazo mayor cuando el presunto 
delincuente haya eludido la administración de justicia. 

6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción 
de los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables 
o demás principios jurídicos que informan la legalidad de una conducta queda reservada 
al derecho interno de los Estados Parte y de que esos delitos han de ser perseguidos y 
sancionados de conformidad con ese derecho. 

Artículo 12. Decomiso e incautación 

1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su ordenamiento jurídico 
interno, las medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso: 

a) Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo valor 
corresponda al de dicho producto; 

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la 
comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para permitir la identificación, 
la localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se refiera el 
párrafo 1 del presente artículo con miras a su eventual decomiso. 

3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en 
otros bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor 
del presente artículo. 

4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, 
esos bienes podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o 
incautación, ser objeto de decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado. 

5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes en los que 
se haya transformado o convertido el producto del delito o de bienes con los que se haya 
entremezclado el producto del delito también podrán ser objeto de las medidas previstas en el 
presente artículo, de la misma manera y en el mismo grado que el producto del delito. 
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6. Para los fines del presente artículo y del artículo 13 de la presente Convención, cada Estado 
Parte facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación 
o la incautación de documentos bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no 
podrán negarse a aplicar las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto 
bancario. 

7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre 
el origen lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la 
medida en que ello sea conforme con los principios de su derecho interno y con la índole del 
proceso judicial u otras actuaciones conexas. 

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de 
terceros de buena fe. 

9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él 
previstas se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte 
y con sujeción a éste. 

Artículo 13. Cooperación internacional para fines de decomiso 

1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción 
para conocer de un delito comprendido en la presente Convención con miras al decomiso del 
producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 12 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor 
medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la 
que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 

b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado 
solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado 
Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el 
equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 que se encuentren en 
el territorio del Estado Parte requerido. 

2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para 
conocer de un delito comprendido en la presente Convención, el Estado Parte requerido 
adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la 
incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en 
el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que 
habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido. 

3. Las disposiciones del artículo 18 de la presente Convención serán aplicables mutatis 
mutandis al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 
18, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 

a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, 
una descripción de los bienes susceptibles de decomiso y una exposición de los hechos en 
que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas 
para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 

b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una 
copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente 
en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre 
el grado de ejecución que se solicita dar a la orden; 
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c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición 
de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas 
solicitadas. 

4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 
2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus 
reglas de procedimiento o en los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por 
los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente. 

5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia 
de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier 
enmienda ulterior que se haga a tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta. 

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los 
párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte 
considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para 
cumplir ese requisito. 

7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al presente artículo 
si el delito al que se refiere la solicitud no es un delito comprendido en la presente Convención. 

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de 
terceros de buena fe. 

9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional 
prestada con arreglo al presente artículo. 

Artículo 14. Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados 

1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que hayan decomisado 
con arreglo al artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13 de la presente Convención de conformidad 
con su derecho interno y sus procedimientos administrativos. 

2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al artículo 13 de 
la presente Convención, los Estados Parte, en la medida en que lo permita su derecho interno 
y de ser requeridos a hacerlo, darán consideración prioritaria a la devolución del producto 
del delito o de los bienes decomisados al Estado Parte requirente a fin de que éste pueda 
indemnizar a las víctimas del delito o devolver ese producto del delito o esos bienes a sus 
propietarios legítimos. 

3. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a los artículos 12 y 
13 de la presente Convención, los Estados Parte podrán considerar en particular la posibilidad 
de celebrar acuerdos o arreglos en el sentido de: 

a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los fondos derivados 
de la venta de dicho producto o de dichos bienes o una parte de esos fondos, a la cuenta 
designada de conformidad con lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 2 del artículo 30 de la 
presente Convención y a organismos intergubernamentales especializados en la lucha contra 
la delincuencia organizada; 

b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o definido para cada 
caso, ese producto del delito o esos bienes, o los fondos derivados de la venta de ese producto 
o de esos bienes, de conformidad con su derecho interno o sus procedimientos administrativos. 
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Artículo 15. Jurisdicción 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la 
presente Convención cuando: 

a) El delito se cometa en su territorio; o 

b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave 
registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisión del delito. 

2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte 
también podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando: 

a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 

b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga 
residencia habitual en su territorio; o 

c) El delito: 

i) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 de la presente 
Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión de un delito grave dentro 
de su territorio; 

ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del 
artículo 6 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión, 
dentro de su territorio, de un delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al 
inciso i) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención. 

3. A los efectos del párrafo 10 del artículo 16 de la presente Convención, cada Estado Parte 
adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los 
delitos comprendidos en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre 
en su territorio y el Estado Parte no lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales. 

4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesarias para establecer 
su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención cuando el 
presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite. 

5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente 
artículo ha recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otro u otros 
Estados Parte están realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto 
de los mismos hechos, las autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, 
según proceda, a fin de coordinar sus medidas. 

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención 
no excluirá el ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de 
conformidad con su derecho interno. 

Artículo 16. Extradición 

1. El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente Convención o a 
los casos en que un delito al que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
artículo 3 entrañe la participación de un grupo delictivo organizado y la persona que es objeto 
de la solicitud de extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre 
y cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al derecho interno 
del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 
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2. Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distintos, algunos de los 
cuales no estén comprendidos en el ámbito del presente artículo, el Estado Parte requerido 
podrá aplicar el presente artículo también respecto de estos últimos delitos. 

3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre 
los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados 
Parte. Los Estados Parte se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en 
todo tratado de extradición que celebren entre sí. 

4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una 
solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de 
extradición, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición 
respecto de los delitos a los que se aplica el presente artículo. 

5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tratado deberán: 

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones 
Unidas de si considerarán o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación 
en materia de extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; 
y 

b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia 
de extradición, esforzarse, cuando proceda, por celebrar tratados de extradición con otros 
Estados Parte en la presente Convención a fin de aplicar el presente artículo. 

6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos. 

7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado 
Parte requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras, las relativas 
al requisito de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte 
requerido puede denegar la extradición. 

8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los 
procedimientos de extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con 
respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo. 

9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado 
Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen 
carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la 
persona presente en su territorio cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas 
para garantizar la comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición. 

10. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita 
respecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus 
nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter 
el caso sin demora injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. 
Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la 
misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con arreglo 
al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en 
particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar 
la eficiencia de dichas actuaciones. 

11. Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la extradición o, de 
algún otro modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a condición de que esa persona sea 
devuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena que le haya sido impuesta como resultado 
del juicio o proceso por el que se haya solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese 
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Estado Parte y el Estado Parte que solicite la extradición acepten esa opción, así como otras 
condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega condicional será suficiente 
para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 10 del presente artículo. 

12. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por 
el hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho 
interno lo permite y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa 
solicitud del Estado Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el 
resto pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente. 

13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra 
la que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se 
aplica el presente artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el 
derecho interno del Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona. 

14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición 
de una obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para 
presumir que la solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona 
por razón de su sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que 
su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la posición de esa persona por cualquiera de estas 
razones. 

15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se 
considere que el delito también entraña cuestiones tributarias. 

16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará 
al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de 
proporcionar información pertinente a su alegato. 

17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para 
llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia. 

Artículo 17. Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 

Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales 
o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada 
a pena de prisión o a otra pena de privación de libertad por algún delito comprendido en la 
presente Convención a fin de que complete allí su condena. 

Artículo 18. Asistencia judicial recíproca 

1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de 
investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos 
en la presente Convención con arreglo a lo dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también 
asistencia de esa índole cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para 
sospechar que el delito a que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
artículo 3 es de carácter transnacional, así como que las víctimas, los testigos, el producto, los 
instrumentos o las pruebas de esos delitos se encuentran en el Estado Parte requerido y que 
el delito entraña la participación de un grupo delictivo organizado. 

2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las 
leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a 
investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una 
persona jurídica pueda ser considerada responsable de conformidad con el artículo 10 de la 
presente Convención en el Estado Parte requirente. 

3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá 
solicitarse para cualquiera de los fines siguientes: 
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a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 

b) Presentar documentos judiciales; 

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 

d) Examinar objetos y lugares; 

e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos; 

f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, 
incluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o 
comercial de sociedades mercantiles; 

g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos 
con fines probatorios; 

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente; 

i) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido. 

4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, 
sin que se les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una 
autoridad competente de otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la 
autoridad a emprender o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar 
a una petición formulada por este último Estado Parte con arreglo a la presente Convención. 

5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin 
perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las 
autoridades competentes que facilitan la información. Las autoridades competentes que reciben 
la información deberán acceder a toda solicitud de que se respete su carácter confidencial, 
incluso temporalmente, o de que se impongan restricciones a su utilización. Sin embargo, ello 
no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, información que sea 
exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor notificará al Estado 
Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará al Estado 
Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado 
Parte receptor informará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación. 

6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros 
tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la 
asistencia judicial recíproca. 

7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con 
arreglo al presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un 
tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un 
tratado de esa índole se aplicarán las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo 
que los Estados Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente 
artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen estos párrafos si 
facilitan la cooperación. 

8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial 
recíproca con arreglo al presente artículo. 

9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca con arreglo al 
presente artículo invocando la ausencia de doble incriminación. Sin embargo, de estimarlo 
necesario, el Estado Parte requerido podrá prestar asistencia, en la medida en que decida 
hacerlo a discreción propia, independientemente de que la conducta esté o no tipificada como 
delito en el derecho interno del Estado Parte requerido. 
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10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un 
Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, 
para prestar testimonio o para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias 
para investigaciones, procesos o actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en 
la presente Convención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 

a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; 

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las 
condiciones que éstos consideren apropiadas. 

11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de 
mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice 
otra cosa; 

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de 
devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de 
antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados Parte; 

c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha 
sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido 
trasladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha 
sido trasladada. 

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad 
con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que 
sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra 
restricción de su libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación 
con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha 
sido trasladada. 

13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de 
asistencia judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las 
autoridades competentes para su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial 
de un Estado Parte dispongan de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado 
Parte podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma función para dicha 
región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado cumplimiento 
o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a 
una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de la 
solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central 
que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier 
otra comunicación pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por 
los Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados 
Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, 
en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la 
Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible. 

14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio 
capaz de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, 
en condiciones que permitan a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado 
Parte notificará al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión 
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a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para cada Estado Parte. En situaciones de 
urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse 
oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito. 

15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente: 

a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 

b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que 
se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas 
investigaciones, procesos o actuaciones; 

c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación 
de documentos judiciales; 

d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento 
particular que el Estado Parte requirente desee que se aplique; 

e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y 

f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación. 

16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria cuando sea necesaria 
para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar 
dicho cumplimiento. 

17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
requerido y en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los 
procedimientos especificados en la solicitud. 

18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho 
interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que 
prestar declaración como testigo o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, 
el primer Estado Parte, a solicitud del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por 
videoconferencia si no es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca 
personalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir 
en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que 
asista a ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido. 

19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado 
Parte requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido 
para investigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la 
solicitud. Nada de lo dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente 
revele, en sus actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de una persona 
acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado Parte requerido 
antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte 
requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte 
requirente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación. 

20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva 
acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle 
cumplimiento. Si el Estado Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de 
inmediato al Estado Parte requirente. 

21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada: 

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo; 
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b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría 
menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales; 

c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en la 
forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investigaciones, 
procesos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; 

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte 
requerido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca. 

22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca 
únicamente porque se considere que el delito también entraña asuntos fiscales. 

23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente. 

24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes 
posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que 
sugiera el Estado Parte requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia 
en la solicitud. El Estado Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule 
el Estado Parte requirente respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte 
requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la asistencia solicitada. 

25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si 
perturbase investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso. 

26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo 
o de diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte 
requerido consultará al Estado Parte requirente para considerar si es posible prestar la 
asistencia solicitada supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado 
Parte requirente acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberá 
observar las condiciones impuestas. 

27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra 
persona que, a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en 
un juicio o en colaborar en una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del 
Estado Parte requirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones 
de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio del Estado Parte requerido. 
Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince 
días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha 
en que se le haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su 
presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese 
territorio o regrese libremente a él después de haberlo abandonado. 

28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados 
por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado 
otra cosa. Cuando se requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los 
Estados Parte se consultarán para determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a 
la solicitud, así como la manera en que se sufragarán los gastos. 

29. El Estado Parte requerido: 

a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros 
documentos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga 
acceso el público en general; 

b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar 
al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros 
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documentos o datos que obren en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén al 
alcance del público en general. 

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos 
o arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la 
práctica, hagan efectivas sus disposiciones o las refuercen. 

Artículo 19. Investigaciones conjuntas 

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales 
o multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son objeto de 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades 
competentes puedan establecer órganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o 
arreglos de esa índole, las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo mediante acuerdos 
concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán por que la soberanía del 
Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea plenamente respetada. 

Artículo 20. Técnicas especiales de investigación 

1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, 
cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en las condiciones prescritas por 
su derecho interno, las medidas que sean necesarias para permitir el adecuado recurso a la 
entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales 
de investigación, como la vigilancia electrónica o de otra índole y las operaciones encubiertas, 
por sus autoridades competentes en su territorio con objeto de combatir eficazmente la 
delincuencia organizada. 

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta 
a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales apropiados para utilizar esas técnicas especiales de investigación en el contexto 
de la cooperación en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y 
ejecutarán respetando plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al 
ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas. 

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, 
toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional 
se adoptará sobre la base de cada caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en 
cuenta los arreglos financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los 
Estados Parte interesados. 

4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el 
consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales 
como interceptar los bienes, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o 
parcialmente. 

Artículo 21. Remisión de actuaciones penales 

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones penales para el 
enjuiciamiento por un delito comprendido en la presente Convención cuando se estime que 
esa remisión obrará en beneficio de la debida administración de justicia, en particular en casos 
en que intervengan varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso. 

Artículo 22. Establecimiento de antecedentes penales 

Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias 
para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa 
declaración de culpabilidad, en otro Estado, de un presunto delincuente a fin de utilizar 
esa información en actuaciones penales relativas a un delito comprendido en la presente 
Convención. 



62

Artículo 23. Penalización de la obstrucción de la justicia 

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la 
concesión de un beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación 
de testimonio o la aportación de pruebas en un proceso en relación con la comisión de uno de 
los delitos comprendidos en la presente Convención; 

b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las 
funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir 
la ley en relación con la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
Nada de lo previsto en el presente apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a 
disponer de legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos. 

Artículo 24. Protección de los testigos 

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para proteger 
de manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos que 
participen en actuaciones penales y que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la 
presente Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 

2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, 
sin perjuicio de los derechos del acusado, incluido el derecho a las garantías procesales, en: 

a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida 
de lo necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o 
parcial de revelar información relativa a su identidad y paradero; 

b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los testigos se preste 
de modo que no se ponga en peligro su seguridad, por ejemplo aceptando el testimonio por 
conducto de tecnologías de comunicación como videoconferencias u otros medios adecuados. 

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros 
Estados para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo. 

4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las víctimas en el caso 
de que actúen como testigos. 

Artículo 25. Asistencia y protección a las víctimas 

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar 
asistencia y protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención, 
en particular en casos de amenaza de represalia o intimidación. 

2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a las víctimas de 
los delitos comprendidos en la presente Convención obtener indemnización y restitución. 

3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y examinen 
las opiniones y preocupaciones de las víctimas en las etapas apropiadas de las actuaciones 
penales contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
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Artículo 26.  Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas 
de hacer cumplir la ley 

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen 
o hayan participado en grupos delictivos organizados ha: 

a) Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fines investigativos y 
probatorios sobre cuestiones como: 

i) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las actividades de 
los grupos delictivos organizados; 

ii) Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos delictivos organizados; 

iii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o puedan cometer; 

b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que pueda contribuir a 
privar a los grupos delictivos organizados de sus recursos o del producto del delito. 

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos apropiados, la 
mitigación de la pena de las personas acusadas que presten una cooperación sustancial 
en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos en la presente 
Convención. 

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a las personas que 
presten una cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los 
delitos comprendidos en la presente Convención. 

4. La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la presente Convención. 

5. Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo que se 
encuentre en un Estado Parte pueda prestar una cooperación sustancial a las autoridades 
competentes de otro Estado Parte, los Estados Parte interesados podrán considerar la 
posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformidad con su derecho interno, con 
respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en los párrafos 
2 y 3 del presente artículo. 

Artículo 27. Cooperación en materia de cumplimiento de la ley 

1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos 
ordenamientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas 
de cumplimiento de la ley orientadas a combatir los delitos comprendidos en la presente 
Convención. En particular, cada Estado Parte adoptará medidas eficaces para: 

a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios 
competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y 
rápido de información sobre todos los aspectos de los delitos comprendidos en la presente 
Convención, así como, si los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus 
vinculaciones con otras actividades delictivas; 

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos 
comprendidos en la presente Convención acerca de: 

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales 
delitos o la ubicación de otras personas interesadas; 

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos; 
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iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en 
la comisión de esos delitos; 

c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se 
requieran para fines de análisis o investigación; 

d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes 
y promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de 
enlace, con sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados; 

e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos concretos 
empleados por los grupos delictivos organizados, así como, cuando proceda, sobre las rutas y 
los medios de transporte y el uso de identidades falsas, documentos alterados o falsificados u 
otros medios de encubrir sus actividades; 

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adoptadas 
con miras a la pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán 
la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de 
cooperación directa entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley 
y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos 
o arreglos entre los Estados Parte interesados, las Partes podrán considerar la presente 
Convención como la base para la cooperación en materia de cumplimiento de la ley respecto 
de los delitos comprendidos en la presente Convención. Cuando proceda, los Estados Parte 
recurrirán plenamente a la celebración de acuerdos y arreglos, incluso con organizaciones 
internacionales o regionales, con miras a aumentar la cooperación entre sus respectivos 
organismos encargados de hacer cumplir la ley. 

3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer 
frente a la delincuencia organizada transnacional cometida mediante el recurso a la tecnología 
moderna. 

Artículo 28. Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza de 
la delincuencia organizada 

1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con los círculos 
científicos y académicos, las tendencias de la delincuencia organizada en su territorio, las 
circunstancias en que actúa la delincuencia organizada, así como los grupos profesionales y 
las tecnologías involucrados. 

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir experiencia 
analítica acerca de las actividades de la delincuencia organizada, tanto a nivel bilateral como 
por conducto de organizaciones internacionales y regionales. A tal fin, se establecerán y 
aplicarán, según proceda, definiciones, normas y metodologías comunes. 

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las medidas en vigor 
encaminadas a combatir la delincuencia organizada y evaluarán su eficacia y eficiencia. 

Artículo 29. Capacitación y asistencia técnica 

1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará 
programas de capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios 
encargados de hacer cumplir la ley, incluidos fiscales, jueces de instrucción y personal de 
aduanas, así como para el personal de otra índole encargado de la prevención, la detección 
y el control de los delitos comprendidos en la presente Convención. Esos programas podrán 
incluir adscripciones e intercambios de personal. En particular y en la medida en que lo permita 
el derecho interno, guardarán relación con: 
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a) Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control de los delitos comprendidos 
en la presente Convención; 

b) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en delitos 
comprendidos en la presente Convención, incluso en los Estados de tránsito, y las medidas 
de lucha pertinentes; 

c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando; 

d) La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito o de los bienes, el 
equipo u otros instrumentos utilizados para cometer tales delitos y los métodos empleados 
para la transferencia, ocultación o disimulación de dicho producto, bienes, equipo u otros 
instrumentos, así como los métodos utilizados para combatir el blanqueo de dinero y otros 
delitos financieros; 

e) El acopio de pruebas; 

f) Las técnicas de control en zonas y puertos francos; 

g) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la ley, incluidas la vigilancia 
electrónica, la entrega vigilada y las operaciones encubiertas; 

h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada transnacional mediante 
computadoras, redes de telecomunicaciones u otras formas de la tecnología moderna; y 

i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos. 

2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de 
investigación y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos especializados en 
las esferas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, 
cuando proceda, a conferencias y seminarios regionales e internacionales para promover la 
cooperación y fomentar el examen de los problemas de interés común, incluidos los problemas 
y necesidades especiales de los Estados de tránsito. 

3. Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia técnica que faciliten 
la extradición y la asistencia judicial recíproca. Dicha capacitación y asistencia técnica podrán 
incluir la enseñanza de idiomas, adscripciones e intercambios de personal entre autoridades 
centrales u organismos con responsabilidades pertinentes. 

4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los Estados 
Parte intensificarán, en la medida necesaria, sus esfuerzos por optimizar las actividades 
operacionales y de capacitación en las organizaciones internacionales y regionales, así como 
en el marco de otros acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes. 

Artículo 30. Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo 
económico y la asistencia técnica 

1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la 
presente Convención en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, 
teniendo en cuenta los efectos adversos de la delincuencia organizada en la sociedad en 
general y en el desarrollo sostenible en particular. 

2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma 
coordinada entre sí, así como con organizaciones internacionales y regionales, por: 

a) Intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en desarrollo con miras a 
fortalecer las capacidades de esos países para prevenir y combatir la delincuencia organizada 
transnacional; 
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b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en 
desarrollo para combatir con eficacia la delincuencia organizada transnacional y ayudarles a 
aplicar satisfactoriamente la presente Convención; 

c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en 
transición para ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la 
presente Convención. A tal fin, los Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias 
adecuadas y periódicas a una cuenta específicamente designada a esos efectos en un 
mecanismo de financiación de las Naciones Unidas. 

Los Estados Parte también podrán considerar en particular la posibilidad, conforme a su 
derecho interno y a las disposiciones de la presente Convención, de aportar a la cuenta antes 
mencionada un porcentaje del dinero o del valor correspondiente del producto del delito o de 
los bienes ilícitos decomisados con arreglo a lo dispuesto en la presente Convención; 

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para 
que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular 
proporcionando un mayor número de programas de capacitación y equipo moderno a los 
países en desarrollo a fin de ayudarles a lograr los objetivos de la presente Convención. 

3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de 
asistencia externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los planos bilateral, regional 
o internacional. 

4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre 
asistencia material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para 
hacer efectiva la cooperación internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, 
detectar y combatir la delincuencia organizada transnacional. 

Artículo 31. Prevención 

1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer 
y promover prácticas y políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada 
transnacional. 

2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, reducir las oportunidades actuales o futuras de que dispongan los grupos 
delictivos organizados para participar en mercados lícitos con el producto del delito adoptando 
oportunamente medidas legislativas, administrativas o de otra índole. Estas medidas deberían 
centrarse en: 

a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la 
ley o el ministerio público y las entidades privadas pertinentes, incluida la industria; 

b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos para salvaguardar 
la integridad de las entidades públicas y de las entidades privadas interesadas, así como 
códigos de conducta para profesiones pertinentes, en particular para los abogados, notarios 
públicos, asesores fiscales y contadores; 

c) La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delictivos organizados de 
licitaciones públicas y de subsidios y licencias concedidos por autoridades públicas para 
realizar actividades comerciales; 

d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de grupos delictivos 
organizados; a este respecto, dichas medidas podrían incluir las siguientes: 

i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales involucradas en la 
constitución, la gestión y la financiación de personas jurídicas; 
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ii) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio apropiado durante 
un período razonable a las personas condenadas por delitos comprendidos en la presente 
Convención para actuar como directores de personas jurídicas constituidas en sus respectivas 
jurisdicciones; 

iii) El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para actuar como 
directores de personas jurídicas; y 

iv) El intercambio de información contenida en los registros mencionados en los incisos i) y iii) 
del presente apartado con las autoridades competentes de otros Estados Parte. 

3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las personas condenadas 
por delitos comprendidos en la presente Convención. 

4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las 
prácticas administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si existe el peligro de que sean 
utilizados indebidamente por grupos delictivos organizados. 

5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, 
las causas y la gravedad de la delincuencia organizada transnacional y la amenaza que 
representa. Cuando proceda, podrá difundirse información a través de los medios de 
comunicación y se adoptarán medidas para fomentar la participación pública en los esfuerzos 
por prevenir y combatir dicha delincuencia. 

6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la 
dirección de la autoridad o las autoridades que pueden ayudar a otros Estados Parte a formular 
medidas para prevenir la delincuencia organizada transnacional. 

7. Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes, según proceda, con miras a promover y formular las medidas mencionadas en el 
presente artículo. Ello incluye la participación en proyectos internacionales para la prevención 
de la delincuencia organizada transnacional, por ejemplo mediante la mitigación de las 
circunstancias que hacen vulnerables a los grupos socialmente marginados a las actividades 
de la delincuencia organizada transnacional. 

Artículo 32. Conferencia de las Partes en la Convención 

1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto de mejorar la 
capacidad de los Estados Parte para combatir la delincuencia organizada transnacional y para 
promover y examinar la aplicación de la presente Convención. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de las Partes a 
más tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. La Conferencia 
de las Partes aprobará reglas de procedimiento y normas que rijan las actividades enunciadas 
en los párrafos 3 y 4 del presente artículo (incluidas normas relativas al pago de los gastos 
resultantes de la puesta en marcha de esas actividades). 

3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr los objetivos 
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo, en particular a: 

a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 29, 30 y 31 
de la presente Convención, alentando inclusive la movilización de contribuciones voluntarias; 

b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las modalidades y 
tendencias de la delincuencia organizada transnacional y sobre prácticas eficaces para 
combatirla; 
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c) Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las organizaciones no 
gubernamentales pertinentes; 

d) Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención; 

e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación. 

4. A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, la Conferencia de 
las Partes obtendrá el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades 
encontradas por los Estados Parte en aplicación de la presente Convención mediante la 
información que ellos le faciliten y mediante los demás mecanismos de examen que establezca 
la Conferencia de las Partes. 

5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información sobre sus programas, 
planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para 
aplicar la presente Convención, según lo requiera la Conferencia de las Partes. 

Artículo 33. Secretaría 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios 
a la Conferencia de las Partes en la Convención. 

2. La secretaría: 

a) Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las actividades 
enunciadas en el artículo 32 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones 
de la Conferencia de las Partes y les prestará los servicios necesarios; 

b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a 
la Conferencia de las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del artículo 32 de la presente 
Convención; y 

c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaría de otras organizaciones internacionales 
y regionales pertinentes. 

Artículo 34. Aplicación de la Convención 

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, 
para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención. 

2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de conformidad 
con los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención independientemente del carácter 
transnacional o la participación de un grupo delictivo organizado según la definición contenida 
en el párrafo 1 del artículo 3 de la presente Convención, salvo en la medida en que el artículo 
5 de la presente Convención exija la participación de un grupo delictivo organizado. 

3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la 
presente Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional.

Artículo 35. Solución de controversias 

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación 
o aplicación de la presente Convención mediante la negociación. 

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación 
de la presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un 
plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. 
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Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han 
podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados 
Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud 
conforme al Estatuto de la Corte. 

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación 
de la presente Convención o adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por 
el párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el 
párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente 
artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de 
las Naciones Unidas. 

Artículo 36. Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de 
diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002. 

2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales 
de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones haya firmado la presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo. 

3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica 
podrán depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno 
de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su 
competencia. 

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro 
que sea Parte en la presente Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las 
organizaciones regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su 
competencia. 

Artículo 37. Relación con los protocolos 

1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos. 

2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones regionales de 
integración económica también deberán ser parte en la presente Convención. 

3. Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por un protocolo a 
menos que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad con sus disposiciones. 

4. Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con ésta, teniendo en 
cuenta la finalidad de esos protocolos. 
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Artículo 38. Entrada en vigor 

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que 
se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión. A los efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización 
regional de integración económica no se considerarán adicionales a los depositados por los 
Estados miembros de tal organización. 

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte 
o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el 
cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente 
Convención entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u 
organización haya depositado el instrumento pertinente. 

Artículo 39. Enmienda 

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, 
los Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados 
Parte y a la Conferencia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al 
respecto. La Conferencia de las Partes hará todo lo posible por lograr un consenso sobre cada 
enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado 
a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos 
tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual 
al número de sus Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus 

Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta 
a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación de esa enmienda. 

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan 
expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las 
disposiciones de la presente Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que 
hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 

Artículo 40. Denuncia 

1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita 
al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de 
la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la 
presente Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros. 

3. La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del presente artículo 
entrañará la denuncia de sus protocolos. 
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Artículo 41. Depositario e idiomas 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención. 

2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención.
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PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA 
TRATA DE PERSONAS ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS 
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PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS 
ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS, QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS 

NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL

Preámbulo

Los Estados Parte en el presente Protocolo, 

Declarando que para prevenir y combatir eficazmente la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito 
y destino que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger a 
las víctimas de esa trata, en particular amparando sus derechos humanos internacionalmente 
reconocidos. 

Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídicos 
internacionales que contienen normas y medidas prácticas para combatir la explotación de 
las personas, especialmente las mujeres y los niños, no hay ningún instrumento universal que 
aborde todos los aspectos de la trata de personas.

Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las personas vulnerables 
a la trata no estarán suficientemente protegidas.

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en la 
que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición 
abierta encargado de elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia 
transnacional organizada y de examinar la elaboración, entre otras cosas, de un instrumento 
internacional relativo a la trata de mujeres y de niños.

Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complementar la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumento 
internacional destinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños.

Acuerdan lo siguiente:

I. Disposiciones generales

Artículo 1. Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional

1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención.

2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, a 
menos que en él se disponga otra cosa.

3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se considerarán delitos 
tipificados con arreglo a la Convención.

Artículo 2. Finalidad

Los fines del presente Protocolo son:

a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mujeres y los 
niños;

b) Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus derechos 
humanos; y
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c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines.

Artículo 3. Definiciones

Para los fines del presente Protocolo:

a) Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o 
la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad 
o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una 
persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, 
como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, 
los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos;

b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de explotación 
intencional descrita en el apartado a) del presente artículo no se tendrá en cuenta cuando se 
haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en dicho apartado;

c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de 
explotación se considerará “trata de personas” incluso cuando no se recurra a ninguno de los 
medios enunciados en el apartado a) del presente artículo;

d) Por “niño” se entenderá toda persona menor de 18 años.

Artículo 4. Ámbito de aplicación

A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a 
la prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al artículo 
5 del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado, así como a la protección de las víctimas de 
esos delitos.

Artículo 5. Penalización

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas en el artículo 3 del 
presente Protocolo, cuando se cometan intencionalmente.

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito:

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de comisión 
de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo;

b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 
1 del presente artículo; y

c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipificado con 
arreglo al párrafo 1 del presente artículo.

II. Protección de las víctimas de la trata de personas

Artículo 6. Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas

1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado Parte 
protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en particular, 
entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales relativas a dicha 
trata.
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2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno prevea 
medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando proceda:

a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes;

b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten y 
examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin 
que ello menoscabe los derechos de la defensa;

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso, cuando 
proceda, en cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones 
pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, y en particular mediante el suministro de:

a) Alojamiento adecuado;

b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un 
idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender;

c) Asistencia médica, sicológica y material; y

d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación.

4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo, 
la edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en 
particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y el 
cuidado adecuados.

5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la trata de 
personas mientras se encuentren en su territorio.

6. Cada Estado Parte velará porque su ordenamiento jurídico interno prevea medidas que 
brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización por los 
daños sufridos.

Artículo 7. Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado receptor

1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas 
apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su territorio, 
temporal o permanentemente, cuando proceda.

2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado Parte 
dará la debida consideración a factores humanitarios y personales.

Artículo 8. Repatriación de las víctimas de la trata de personas

1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que ésta 
tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del 
Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin demora indebida o injustificada, la repatriación 
de esa persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad.

2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de personas a 
un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de residencia 
permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor, velará 
por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente en cuenta la seguridad de esa 
persona, así como el estado de cualquier procedimiento legal relacionado con el hecho de que 
la persona es una víctima de la trata, y preferentemente de forma voluntaria.
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3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, sin 
demora indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno de sus nacionales 
o tenía derecho de residencia permanente en su territorio en el momento de su entrada en el 
territorio del Estado Parte receptor.

4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que carezca de 
la debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que 
tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del 
Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado Parte receptor, los 
documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean necesarios para que la persona 
pueda viajar a su territorio y reingresar en él.

5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata de 
personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor.

6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral o 
multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de la trata 
de personas.

III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas

Artículo 9. Prevención de la trata de personas

1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter amplio 
con miras a:

a) Prevenir y combatir la trata de personas; y

b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, contra 
un nuevo riesgo de victimización.

2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de investigación y 
campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, con miras a 
prevenir y combatir la trata de personas.

3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad con el presente 
artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no gubernamentales, 
otras organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad civil.

4. Los Estados Parte adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, recurriendo en 
particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores como la pobreza, el 
subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen a las personas, especialmente 
las mujeres y los niños, vulnerables a la trata.

5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como medidas 
educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en particular a 
la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar la demanda que propicia cualquier 
forma de explotación conducente a la trata de personas, especialmente mujeres y niños.

Artículo 10. Intercambio de información y capacitación

1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como las 
autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, según 
proceda, intercambiando información, de conformidad con su derecho interno, a fin de poder 
determinar:

a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con documentos 
de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje son autores o víctimas de la trata 
de personas;
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b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado utilizar para 
cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y

c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los fines de la trata 
de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos entre personas y 
grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para detectarlos.

2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así 
como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la prevención de 
la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. Ésta deberá centrarse 
en los métodos aplicados para prevenir dicha trata, enjuiciar a los traficantes y proteger 
los derechos de las víctimas, incluida la protección de las víctimas frente a los traficantes. 
La capacitación también deberá tener en cuenta la necesidad de considerar los derechos 
humanos y las cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la cooperación con 
organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de 
la sociedad civil.

3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del Estado 
Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su utilización.

Artículo 11. Medidas fronterizas

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de personas, 
los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fronterizos que sean 
necesarios para prevenir y detectar la trata de personas.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para prevenir, 
en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados por transportistas 
comerciales para la comisión de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente 
Protocolo.

3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se preverá, 
entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las empresas 
de transporte, así como los propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, de 
cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder los documentos de viaje requeridos 
para entrar legalmente en el Estado receptor.

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho 
interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en el 
párrafo 3 del presente artículo.

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte 
considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control 
fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y manteniendo conductos de 
comunicación directos.

Artículo 12. Seguridad y control de los documentos

Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se requieran 
para:

a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida a 
fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o alterarse, 
reproducirse o expedirse de forma ilícita; y
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b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identidad que expida 
o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas de dichos 
documentos.

Artículo 13. Legitimidad y validez de los documentos 

Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con su 
derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos de 
viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos de 
ser utilizados para la trata de personas.

IV. Disposiciones finales

Artículo 14. Cláusula de salvaguardia

1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, incluidos 
el derecho internacional humanitario y la normativa internacional de derechos humanos y, 
en particular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 
de 19514 y su Protocolo de 19675, así como el principio de non-refoulement consagrado en 
dichos instrumentos.

2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma que no 
sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de personas. La 
interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los principios de no 
discriminación internacionalmente reconocidos.

Artículo 15. Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación 
o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación 
del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo 
razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis 
meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido 
ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte 
podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme 
al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación 
del presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 
2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del 
presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente 
artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de 
las Naciones Unidas.

Artículo 16. Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre 
de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en 
Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002.

2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regionales 
de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones haya firmado el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo.
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3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados 
miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que 
sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a 
las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también 
al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

Artículo 17. Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que 
se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, a condición de que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de la Convención. 
A los efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional 
de integración económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados 
miembros de tal organización.

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, 
acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado 
el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el presente 
Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización 
haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo, si ésta es posterior.

Artículo 18. Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, los 
Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de 
las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados 
Parte y a la Conferencia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al 
respecto. Los Estados Parte en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes 
harán todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas 
las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la 
enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el 
presente Protocolo presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual 
al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 
viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta 
a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación de esa enmienda.
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5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan 
expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a 
las disposiciones del presente Protocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior que 
hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.

Artículo 19. Denuncia

1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación escrita al 
Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la 
fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el 
presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros.

Artículo 20. Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo.

2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo.
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PROTOCOLO CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES POR TIERRA, MAR Y 
AIRE, QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA 

LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL

Preámbulo 

Los Estados Parte en el presente Protocolo, 

Declarando que para prevenir y combatir eficazmente el tráfico ilícito de  migrantes por tierra, 
mar y aire se requiere un enfoque amplio e internacional, que conlleve la cooperación, el 
intercambio de información y la adopción de otras medidas apropiadas, incluidas las de índole 
socioeconómica, en los planos nacional, regional e internacional, 

Recordando la resolución 54/212 de la Asamblea General, de 22 de diciembre de 1999, en 
la que la Asamblea instó a los Estados Miembros y al sistema de las Naciones Unidas a 
que fortalecieran la cooperación internacional en la esfera de la  migración internacional 
y el desarrollo a fin de abordar las causas fundamentales de  la migración, especialmente 
las relacionadas con la pobreza, y de aumentar al máximo los beneficios que la migración 
internacional podía reportar a los interesados, y alentó a los mecanismos interregionales, 
regionales y subregionales a que, cuando procediera, se siguieran ocupando de la cuestión de 
la migración y el desarrollo, 

Convencidos de la necesidad de dar un trato humano a los migrantes y de proteger plenamente 
sus derechos humanos, 

Habida cuenta de que, pese a la labor emprendida en otros foros internacionales, no existe 
un instrumento universal que aborde todos los aspectos del tráfico ilícito de migrantes y otras 
cuestiones conexas, 

Preocupados por el notable aumento de las actividades de los grupos delictivos organizados 
en relación con el tráfico ilícito de migrantes y otras actividades delictivas conexas tipificadas 
en el presente Protocolo, que causan graves perjuicios a los Estados afectados, 

Preocupados también por el hecho de que el tráfico ilícito de migrantes puede poner en peligro 
la vida o la seguridad de los migrantes involucrados, 

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en la 
que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición 
abierta con la finalidad de elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia 
transnacional organizada y de examinar la posibilidad de elaborar, entre otros, un instrumento 
internacional que abordara el tráfico y el transporte ilícitos de migrantes, particularmente por 
mar, 

Convencidos de que complementar el texto de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumento internacional dirigido contra 
el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire constituirá un medio útil para prevenir y 
combatir esta forma de delincuencia, 

Han convenido en lo siguiente: 

I. Disposiciones generales

Artículo 1. Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional 

1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención. 
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2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, a 
menos que en él se disponga otra cosa. 

3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 6 del presente Protocolo se considerarán delitos 
tipificados con arreglo a la Convención. 

Artículo 2. Finalidad 

El propósito del presente Protocolo es prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes, así 
como promover la cooperación entre los Estados Parte con ese fin,  protegiendo al mismo 
tiempo los derechos de los migrantes objeto de dicho tráfico. 

Artículo 3. Definiciones 

Para los fines del presente Protocolo: 

a) Por “tráfico ilícito de migrantes” se entenderá la facilitación de la entrada ilegal de una 
persona en un Estado Parte del cual dicha persona no sea nacional o residente permanente 
con el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero u otro beneficio de orden 
material; 

b) Por “entrada ilegal” se entenderá el paso de fronteras sin haber cumplido los requisitos 
necesarios para entrar legalmente en el Estado receptor; 

c) Por “documento de identidad o de viaje falso” se entenderá cualquier documento de viaje o 
de identidad: 

i) Elaborado o expedido de forma espuria o alterado materialmente por cualquiera que no sea 
la persona o entidad legalmente autorizada para producir o expedir el documento de viaje o de 
identidad en nombre de un Estado; o 

ii) Expedido u obtenido indebidamente mediante declaración falsa, corrupción o coacción o de 
cualquier otra forma ilegal; o 

iii) Utilizado por una persona que no sea su titular legítimo; 

d) Por “buque” se entenderá cualquier tipo de embarcación, con inclusión de las embarcaciones 
sin desplazamiento y los hidroaviones, que se utilice o pueda utilizarse como medio de 
transporte sobre el agua, excluidos los buques de guerra, los buques auxiliares de la armada 
u otros buques que sean propiedad de un Estado o explotados por éste y que en ese momento 
se empleen únicamente en servicios oficiales no comerciales. 

Artículo 4. Ámbito de aplicación 

A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a 
la prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al artículo 
6 del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado, así como a la protección de los derechos de las 
personas que hayan sido objeto de tales delitos. 

Artículo 5. Responsabilidad penal de los migrantes 

Los migrantes no estarán sujetos a enjuiciamiento penal con arreglo al presente 

Protocolo por el hecho de haber sido objeto de alguna de las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo. 
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Artículo 6. Penalización 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente y con el fin de obtener, directa 
o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material: 

a) El tráfico ilícito de migrantes; 

b) Cuando se cometan con el fin de posibilitar el tráfico ilícito de migrantes: 

i) La creación de un documento de viaje o de identidad falso; 

ii) La facilitación, el suministro o la posesión de tal documento; 

c) La habilitación de una persona que no sea nacional o residente permanente para permanecer 
en el Estado interesado sin haber cumplido los requisitos para permanecer legalmente en ese 
Estado, recurriendo a los medios mencionados en el apartado b) del presente párrafo o a 
cualquier otro medio ilegal. 

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito: 

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de comisión 
de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 

b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arreglo al apartado 
a), al inciso i) del apartado b) o al apartado c) del párrafo 1 del presente artículo y, con sujeción 
a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la participación como cómplice en 
la comisión de un delito tipificado con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del 
presente artículo; y  

c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipificado con 
arreglo al párrafo 1 del presente artículo. 

3. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para considerar como circunstancia agravante de los delitos tipificados con arreglo al apartado 
a), al inciso i) del apartado b) y al apartado c) del párrafo 1 del presente artículo y, con sujeción 
a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, de los delitos tipificados con arreglo a los 
apartados b) y c) del párrafo 2 del presente artículo toda circunstancia que: a) Ponga en peligro 
o pueda poner en peligro la vida o la seguridad de los migrantes afectados; o 

b) Dé lugar a un trato inhumano o degradante de esos migrantes, en particular con el propósito 
de explotación. 

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo impedirá que un Estado Parte adopte medidas 
contra toda persona cuya conducta constituya delito con arreglo a su derecho interno. 

II. Tráfico ilícito de migrantes por mar 

Artículo 7. Cooperación 

Los Estados Parte cooperarán en la mayor medida posible para prevenir y reprimir el tráfico 
ilícito de migrantes por mar, de conformidad con el derecho internacional del mar. 

Artículo 8. Medidas contra el tráfico ilícito de migrantes por mar 

1. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque que enarbole 
su pabellón o pretenda estar matriculado en su registro, que carezca de nacionalidad o que, 
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aunque enarbole un pabellón extranjero o se niegue a izar su pabellón, tenga en realidad la 
nacionalidad del Estado Parte interesado, está involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por 
mar podrá solicitar la asistencia de otros Estados Parte a fin de poner término a la utilización 
del buque para ese fin. 

Los Estados Parte a los que se solicite dicha asistencia la prestarán, en la medida posible con 
los medios de que dispongan. 

2. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque que esté 
haciendo uso de la libertad de navegación con arreglo al derecho internacional y que enarbole 
el pabellón o lleve matrícula de otro Estado Parte está involucrado en el tráfico ilícito de 
migrantes por mar podrá notificarlo al Estado del pabellón, pedirle que confirme la matrícula 
y, si la confirma, solicitarle autorización para adoptar medidas apropiadas con respecto a ese 
buque. El Estado del pabellón podrá autorizar al Estado requirente, entre otras cosas, a: 

a) Visitar el buque; 

b) Registrar el buque; y 

c) Si se hallan pruebas de que el buque está involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por 
mar, adoptar medidas apropiadas con respecto al buque, así como a las personas y a la carga 
que se encuentren a bordo, conforme le haya autorizado el Estado del pabellón. 

3. Todo Estado Parte que haya adoptado cualesquiera de las medidas previstas en el párrafo 2 
del presente artículo informará con prontitud al Estado del pabellón pertinente de los resultados 
de dichas medidas. 

4. Los Estados Parte responderán con celeridad a toda solicitud de otro Estado Parte con 
miras a determinar si un buque que está matriculado en su registro o enarbola su pabellón está 
autorizado a hacerlo, así como a toda solicitud de autorización que se presente con arreglo a 
lo previsto en el párrafo 2 del presente artículo. 

5. El Estado del pabellón podrá, en consonancia con el artículo 7 del presente Protocolo, 
someter su autorización a las condiciones en que convenga con el Estado requirente, incluidas 
las relativas a la responsabilidad y al alcance de las medidas efectivas que se adopten. Los 
Estados Parte no adoptarán otras medidas sin la autorización expresa del Estado del pabellón, 
salvo las que sean necesarias para eliminar un peligro inminente para la vida de las personas 
o las que se deriven de los acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes. 

6. Cada Estado Parte designará a una o, de ser necesario, a varias autoridades para recibir 
y atender las solicitudes de asistencia, de confirmación de la matrícula o del derecho de un 
buque a enarbolar su pabellón y de autorización para adoptar las medidas pertinentes. Esa 
designación será dada a conocer, por conducto del Secretario General, a todos los demás 
Estados Parte dentro del mes siguiente a la designación. 

7. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque está 
involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar y no posee nacionalidad o se hace pasar 
por un buque sin nacionalidad podrá visitar y registrar el buque. Si se hallan pruebas que 
confirmen la sospecha, ese Estado Parte adoptará medidas apropiadas de conformidad con el 
derecho interno e internacional, según proceda. 

Artículo 9. Cláusulas de protección 

1. Cuando un Estado Parte adopte medidas contra un buque con arreglo al artículo 8 del 
presente Protocolo: 

a) Garantizará la seguridad y el trato humano de las personas que se encuentren a bordo; 
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b) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no poner en peligro la seguridad del buque 
o de su carga; 

c) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no perjudicar los intereses comerciales o 
jurídicos del Estado del pabellón o de cualquier otro Estado interesado; 

d) Velará, dentro de los medios disponibles, por que las medidas adoptadas con respecto al 
buque sean ecológicamente razonables. 

2. Cuando las razones que motivaron las medidas adoptadas con arreglo al artículo 8 del 
presente Protocolo no resulten fundadas y siempre que el buque no haya cometido ningún acto 
que las justifique, dicho buque será indemnizado por todo perjuicio o daño sufrido. 

3. Toda medida que se tome, adopte o aplique de conformidad con lo dispuesto en el presente 
capítulo tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no interferir ni causar menoscabo en: 

a) Los derechos y las obligaciones de los Estados ribereños en el ejercicio de su jurisdicción 
de conformidad con el derecho internacional del mar; ni en 

b) La competencia del Estado del pabellón para ejercer la jurisdicción y el control en cuestiones 
administrativas, técnicas y sociales relacionadas con el buque. 

4. Toda medida que se adopte en el mar en cumplimiento de lo dispuesto en el presente capítulo 
será ejecutada únicamente por buques de guerra o aeronaves militares, o por otros buques 
o aeronaves que ostenten signos claros y sean identificables como buques o aeronaves al 
servicio de un gobierno y autorizados a tal fin. 

III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas 

Artículo 10. Información 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención y con miras a 
lograr los objetivos del presente Protocolo, los Estados Parte, en particular los que tengan 
fronteras comunes o estén situados en las rutas de tráfico ilícito de migrantes, intercambiarán, 
de conformidad con sus respectivos ordenamientos jurídicos y administrativos internos, 
información pertinente sobre asuntos como: 

a) Los lugares de embarque y de destino, así como las rutas, los transportistas y los medios de 
transporte a los que, según se sepa o se sospeche, recurren los grupos delictivos organizados 
involucrados en las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo; 

b) La identidad y los métodos de las organizaciones o los grupos delictivos organizados 
involucrados o sospechosos de estar involucrados en las conductas enunciadas en el artículo 
6 del presente Protocolo; 

c) La autenticidad y la debida forma de los documentos de viaje expedidos por los Estados 
Parte, así como todo robo o concomitante utilización ilegítima de documentos de viaje o de 
identidad en blanco; 

d) Los medios y métodos utilizados para la ocultación y el transporte de personas, la alteración, 
reproducción o adquisición ilícitas o cualquier otra utilización indebida de los documentos de 
viaje o de identidad empleados en las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo, así como las formas de detectarlos; 

e) Experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas conexas, para prevenir y 
combatir las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo; y 
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f) Cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad para el cumplimiento de la ley, a fin de 
reforzar la capacidad respectiva de prevenir, detectar e investigar las conductas enunciadas en 
el artículo 6 del presente Protocolo y de enjuiciar a las personas implicadas en ellas. 

2. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del Estado 
Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su utilización. 

Artículo 11. Medidas fronterizas 

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de personas, 
los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fronterizos que sean 
necesarios para prevenir y detectar el tráfico ilícito de migrantes. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para prevenir, 
en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados por transportistas 
comerciales para la comisión del delito tipificado con arreglo al apartado a) del párrafo 1 del 
artículo 6 del presente Protocolo. 

3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se preverá, 
entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las empresas 
de transporte, así como los propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, de 
cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder los documentos de viaje requeridos 
para entrar en el Estado receptor. 

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho 
interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en el 
párrafo 3 del presente artículo. 

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo. 

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte 
considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control 
fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y manteniendo conductos de 
comunicación directos. 

Artículo 12. Seguridad y control de los documentos 

Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se requieran 
para: 

a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida a 
fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o alterarse, 
reproducirse o expedirse de forma ilícita; y 

b) Garantizar la integridad y seguridad de los documentos de viaje o de identidad que expida o 
que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas de dichos 
documentos. 

Artículo 13. Legitimidad y validez de los documentos 

Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con su 
derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos de 
viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos de ser 
utilizados para los fines de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. 
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Artículo 14. Capacitación y cooperación técnica 

1. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios de inmigración y a otros funcionarios 
pertinentes capacitación especializada en la prevención de las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo y en el trato humano de los migrantes objeto de esa conducta, 
respetando sus derechos reconocidos conforme al presente Protocolo o reforzarán dicha 
capacitación, según proceda. 

2. Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones internacionales competentes, 
las organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores 
de la sociedad civil, según proceda, a fin de garantizar que en sus respectivos territorios 
se imparta una capacitación de personal adecuada para prevenir, combatir y erradicar las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, así como proteger los derechos 
de los migrantes que hayan sido objeto de esas conductas. Dicha capacitación incluirá, entre 
otras cosas: 

a) La mejora de la seguridad y la calidad de los documentos de viaje; 

b) El reconocimiento y la detección de los documentos de viaje o de identidad falsificados; 

c) La compilación de información de inteligencia criminal, en particular con respecto a la 
identificación de los grupos delictivos organizados involucrados o sospechosos de estar 
involucrados en las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, los métodos 
utilizados para transportar a los migrantes objeto de dicho tráfico, la utilización indebida de 
documentos de viaje o de identidad para los fines de las conductas enunciadas en el artículo 6 
y los medios de ocultación utilizados en el tráfico ilícito de migrantes; 

d) La mejora de los procedimientos para detectar a las personas objeto de tráfico ilícito en 
puntos de entrada y salida convencionales y no convencionales; y 

e) El trato humano de los migrantes afectados y la protección de sus derechos reconocidos 
conforme al presente Protocolo. 

3. Los Estados Parte que tengan conocimientos especializados pertinentes considerarán la 
posibilidad de prestar asistencia técnica a los Estados que sean frecuentemente países de 
origen o de tránsito de personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo. Los Estados Parte harán todo lo posible por suministrar los 
recursos necesarios, como vehículos, sistemas de informática y lectores de documentos, para 
combatir las conductas enunciadas en el artículo 6. 

Artículo 15. Otras medidas de prevención 

1. Cada Estado Parte adoptará medidas para cerciorarse de poner en marcha programas de 
información o reforzar los ya existentes a fin de que la opinión pública sea más consciente 
de que las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo son una actividad 
delictiva que frecuentemente realizan los grupos delictivos organizados con fines de lucro y 
que supone graves riesgos para los migrantes afectados. 

2. De conformidad con el artículo 31 de la Convención, los Estados Parte cooperarán en el 
ámbito de la información pública a fin de impedir que los migrantes potenciales lleguen a ser 
víctimas de grupos delictivos organizados. 

3. Cada Estado Parte promoverá o reforzará, según proceda, los programas y la cooperación 
para el desarrollo en los planos nacional, regional e internacional, teniendo en cuenta las 
realidades socioeconómicas de la migración y prestando especial atención a las zonas 
económica y socialmente deprimidas, a fin de combatir las causas socioeconómicas 
fundamentales del tráfico ilícito de migrantes, como la pobreza y el subdesarrollo. 
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Artículo 16. Medidas de protección y asistencia 

1. Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Parte adoptará, en consonancia con sus 
obligaciones emanadas del derecho internacional, todas las medidas apropiadas, incluida la 
legislación que sea necesaria, a fin de preservar y proteger los derechos de las personas 
que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, 
conforme a las normas aplicables del derecho internacional, en particular el derecho a la 
vida y el derecho a no ser sometido a tortura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para otorgar a los migrantes protección 
adecuada contra toda violencia que puedan infligirles personas o grupos por el hecho de haber 
sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. 

3. Cada Estado Parte prestará asistencia apropiada a los migrantes cuya vida o seguridad se 
haya puesto en peligro como consecuencia de haber sido objeto de las conductas enunciadas 
en el artículo 6 del presente Protocolo. 

4. Al aplicar las disposiciones del presente artículo, los Estados Parte tendrán en cuenta las 
necesidades especiales de las mujeres y los niños. 

En el caso de la detención de personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en 
el artículo 6 del presente Protocolo, cada Estado Parte cumplirá las obligaciones contraídas 
con arreglo a la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares5, cuando proceda, 
incluida la de informar sin demora a la persona afectada sobre las disposiciones relativas a la 
notificación del personal consular y a la comunicación con dicho personal. 
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Notas
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CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

(Pacto de San José de Costa Rica)

PREÁMBULO 

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el 
respeto de los derechos esenciales del hombre; 

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional 
de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona 
humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional 
coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos; 

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización 
de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y 
desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional; 

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede 
realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones 
que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto 
como de sus derechos civiles y políticos, y 

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) 
aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre 
derechos económicos, sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana 
sobre derechos humanos determinara la estructura, competencia y procedimiento de los 
órganos encargados de esa materia, 

Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y  DERECHOS PROTEGIDOS 

CAPÍTULO I - ENUMERACION DE DEBERES

 Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 

 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a 
su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 

 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 

 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen 
a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades. 
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CAPÍTULO II - DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Artículo 3.  Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica 

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 4.  Derecho a la Vida 

 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la 
ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 

 2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los 
delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de 
conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del 
delito.  Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 

 3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 

 4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos 
con los políticos. 

 5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, 
tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres 
en estado de gravidez. 

 6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la 
conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos.  No se puede 
aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad 
competente. 

 Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  
Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al 
ser humano. 

3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 

4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no 
condenadas. 

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados 
ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 

Artículo 6.  Prohibición de la Esclavitud  y Servidumbre 

1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de 
esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 

2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio.  En los países donde 
ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos forzosos, 
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esta disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el cumplimiento de 
dicha pena impuesta por juez o tribunal competente.  El trabajo forzoso no debe afectar a la 
dignidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido. 

3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo: 

a) los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en cumplimiento 
de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial competente.  Tales 
trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, 
y los individuos que los efectúen no serán puestos a disposición de particulares, compañías o 
personas jurídicas de carácter privado; 

b) el servicio militar y, en los países donde se admite exención por razones de conciencia, el 
servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquél; 

c) el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el 
bienestar de la comunidad, y 

d) el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 

 Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal 

 1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 

 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas. 

 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

 5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe 
el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia 
en el juicio. 

 6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, 
a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene 
su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes 
prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho 
a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal 
amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse 
por sí o por otra persona. 

 7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial 
competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 

 Artículo 8.  Garantías Judiciales 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 
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2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 
defensa; 

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni 
nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos; 

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza. 

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los 
mismos hechos. 

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses 
de la justicia. 

 Artículo 9.  Principio de Legalidad y de Retroactividad 

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede imponer pena más grave que 
la aplicable en el momento de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del 
delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

Artículo 10.  Derecho a Indemnización 

Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 
condenada en sentencia firme por error judicial. 

Artículo 11.  Protección de la Honra y de la Dignidad 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
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Artículo 12.  Libertad de Conciencia y  de Religión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión.  Este derecho implica la 
libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así 
como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, 
tanto en público como en privado. 

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de 
conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 

3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente 
a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el 
orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 

4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la 
educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 
cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 
censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para asegurar: 

a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como 
el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera 
otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo 
objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin 
perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 

5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio 
nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción 
ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de 
raza, color, religión, idioma u origen nacional. 

Artículo 14.  Derecho de Rectificación o  Respuesta 

1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a 
través de medios de difusión legalmente reglamentados, y que se dirijan al público en general, 
tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las 
condiciones que establezca la ley. 

2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades 
legales en que se hubiese incurrido. 

3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa 
periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no 
esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial.
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Artículo 15.  Derecho de Reunión 

 Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas.  El ejercicio de tal derecho sólo puede 
estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad 
democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para 
proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás. 

Artículo 16.  Libertad de Asociación 

 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, 
políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. 

 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley 
que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás. 

 3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la 
privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de 
la policía. 

Artículo 17.  Protección a la Familia 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la 
sociedad y el Estado. 

2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia 
si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en 
que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención. 

3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 

4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos 
y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.  En caso de disolución, se adoptarán 
disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del 
interés y conveniencia de ellos. 

 5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como 
a los nacidos dentro del mismo. 

Artículo 18.  Derecho al Nombre 

Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de 
ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres 
supuestos, si fuere necesario. 

Artículo 19.  Derechos del Niño 

Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por 
parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 

Artículo 20.  Derecho a la Nacionalidad 

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 

2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no tiene 
derecho a otra. 
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3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. 

Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada 

1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes.  La ley puede subordinar tal uso y 
goce al interés social. 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según 
las formas establecidas por la ley. 

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben 
ser prohibidas por la ley. 

Artículo 22.  Derecho de Circulación y de Residencia 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular 
por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales. 

2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio. 

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, 
en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales 
o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud 
públicas o los derechos y libertades de los demás. 

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por 
la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público. 

5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del 
derecho a ingresar en el mismo. 

6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente 
Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada 
conforme a la ley. 

7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la 
legislación de cada Estado y los convenios internacionales. 

8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de origen, 
donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a causa de raza, 
nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas. 

9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 

Artículo 23.  Derechos Políticos 

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; 

b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal 
e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
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 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere 
el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, 
instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 

Artículo 24.  Igualdad ante la Ley 

 Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley. 

Artículo 25.  Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando 
tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se 
haya estimado procedente el recurso. 

CAPÍTULO III

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Artículo 26.  Desarrollo Progresivo 

 Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, 
sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los 
recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 

CAPÍTULO IV

SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 

Artículo 27.  Suspensión de Garantías

 1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o 
seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo 
estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas 
en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las 
demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación 
alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 

 2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los 
siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a 
la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 
9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 
(Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la 
Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos. 
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 3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente 
a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del Secretario General 
de la Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya 
suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado 
por terminada tal suspensión. 

Artículo 28.  Cláusula Federal 

 1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional 
de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención relacionadas 
con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 

 2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción 
de las entidades componentes de la federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato 
las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades 
competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el 
cumplimiento de esta Convención. 

 3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase de 
asociación, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las disposiciones 
necesarias para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las 
normas de la presente Convención. 

Artículo 29.  Normas de Interpretación 

Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 

a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 
prevista en ella; 

b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 
en que sea parte uno de dichos Estados; 

c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno, y 

d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. 

Artículo 30.  Alcance de las Restricciones 

Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a 
leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas. 

Artículo 31.  Reconocimiento de Otros Derechos 

 Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y 
libertades que sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los 
artículos 76 y 77. 
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CAPÍTULO V

DEBERES DE LAS PERSONAS

Artículo 32.  Correlación entre Deberes  y Derechos 

1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad. 

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática. 

PARTE II - MEDIOS DE LA PROTECCIÓN

CAPÍTULO VI

DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES

Artículo 33.

Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los  
compromisos contraídos por los Estados Partes en esta Convención: 

 a) la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y 

 b) la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Corte. 

CAPÍTULO VII

LA COMISIÓN INTERAMERICANA  DE DERECHOS HUMANOS

Sección 1.  Organización 

Artículo 34.

 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que 
deberán ser personas de alta autoridad moral y reconocida versación en materia de derechos 
humanos. 

Artículo 35.

 La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización de los Estados 
Americanos. 

Artículo 36.

 1. Los  Miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General 
de la Organización de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados 
miembros. 

 2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado 
que los proponga o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los Estados 
Americanos.  Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser 
nacional de un Estado distinto del proponente. 

Artículo 37.

 1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos 
una vez, pero el mandato de tres de los miembros designados en la primera elección expirará 
al cabo de dos años.  Inmediatamente después de dicha elección se determinarán por sorteo 
en la Asamblea General los nombres de estos tres miembros. 
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 2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado. 

Artículo 38.

 Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del 
mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que 
disponga el Estatuto de la Comisión. 

Artículo 39.

 La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y 
dictará su propio Reglamento. 

Artículo 40.

Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad funcional 
especializada que forma parte de la Secretaría General de la Organización y debe disponer de 
los recursos necesarios para cumplir las tareas que le sean encomendadas por la Comisión. 

Sección 2.  Funciones 

Artículo 41.

 La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos 
humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones: 

a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América; 

b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados 
miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro 
del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones 
apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 

c) preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus 
funciones; 

d) solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre las 
medidas que adopten en materia de derechos humanos; 

e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los 
derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le 
soliciten; 

f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y 

g) rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 42.

Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en 
sus respectivos campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo 
Interamericano Económico y Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados de 
las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 
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Artículo 43.

Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta 
les solicite sobre la manera en que su derecho interno asegura la aplicación efectiva de 
cualesquiera disposiciones de esta Convención. 

Sección 3.  Competencia 

Artículo 44. 

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida 
en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones 
que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte. 

Artículo 45.

1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o 
adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la 
competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos 
establecidos en esta Convención. 

2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y 
examinar si son presentadas por un Estado parte que haya hecho una declaración por la 
cual reconozca la referida competencia de la Comisión.  La Comisión no admitirá ninguna 
comunicación contra un Estado parte que no haya hecho tal declaración. 

3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta rija 
por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos. 

4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, la que transmitirá copia de las mismas a los Estados miembros de dicha 
Organización. 

Artículo 46.

1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea 
admitida por la Comisión, se requerirá: 

a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos; 

b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto 
lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva; 

c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de 
arreglo internacional, y 

d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, 
el domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la entidad que 
somete la petición. 

2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando: 

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la 
protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la 
jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 
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c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

Artículo 47.

La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con 
los artículos 44 ó 45 cuando: 

a) falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46; 

b) no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta 
Convención; 

c) resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifiestamente infundada la 
petición o comunicación o sea evidente su total improcedencia, y 

d) sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por 
la Comisión u otro organismo internacional. 

Sección 4.  Procedimiento 

Artículo 48.

1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de 
cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes 
términos: 

a) si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al 
Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la 
violación alegada, transcribiendo las partes pertinentes de la petición o comunicación.  Dichas 
informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al 
considerar las circunstancias de cada caso; 

b) recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, verificará 
si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación.  De no existir o subsistir, 
mandará archivar el expediente; 

c) podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o comunicación, 
sobre la base de una información o prueba sobrevinientes; 

d) si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión 
realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o 
comunicación.  Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación para 
cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas las 
facilidades necesarias; 

e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se le 
solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados; 

f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa 
del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención. 

2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo 
consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo 
con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos formales 
de admisibilidad. 
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Artículo 49.

Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f. del 
artículo 48 la Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los 
Estados Partes en esta Convención y comunicado después, para su publicación, al Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos.  Este informe contendrá una breve 
exposición de los hechos y de la solución lograda.  Si cualquiera de las partes en el caso lo 
solicitan, se les suministrará la más amplia información posible. 

Artículo 50.

1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta 
redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones.  Si el informe no 
representa, en todo o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera 
de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado.  También se agregarán al 
informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del 
inciso 1.e. del artículo 48. 

2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para 
publicarlo. 

3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones 
que juzgue adecuadas. 

Artículo 51.

1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe 
de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la 
Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, 
por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión 
sometida a su consideración. 

2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el 
Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada. 

3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de 
sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no su informe. 

CAPÍTULO VIII

LA CORTE INTERAMERICANA  DE DERECHOS HUMANOS

Sección 1.  Organización

Artículo 52.

1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la 
Organización, elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de 
reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones 
requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país 
del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos. 

2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 

Artículo 53.

1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de votos 
de los Estados Partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organización, de una 
lista de candidatos propuestos por esos mismos Estados. 
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2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del 
Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los Estados 
Americanos.  Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser 
nacional de un Estado distinto del proponente. 

Artículo 54.

1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser 
reelegidos una vez.  El mandato de tres de los jueces designados en la primera elección, 
expirará al cabo de tres años.  Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán 
por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces. 

2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el período 
de éste. 

3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato.  Sin embargo, 
seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en 
estado de sentencia, a cuyos efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos. 

Artículo 55.

 1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados Partes en el caso sometido a la Corte, 
conservará su derecho a conocer del mismo. 

 2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los 
Estados Partes, otro Estado parte en el caso podrá designar a una persona de su elección 
para que integre la Corte en calidad de juez ad hoc. 

 3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los 
Estados Partes, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc. 

 4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 

 5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se 
considerarán como una sola parte para los fines de las disposiciones precedentes.  En caso 
de duda, la Corte decidirá. 

Artículo 56.

El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces. 

Artículo 57.

La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte. 

Artículo 58.

1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la 
Organización, los Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar reuniones en el 
territorio de cualquier Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos en 
que lo considere conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del Estado 
respectivo.  Los Estados Partes en la Convención pueden, en la Asamblea General por dos 
tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 

2. La Corte designará a su Secretario. 

3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella celebre 
fuera de la misma. 
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Artículo 59.

La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del 
Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría General 
de la Organización en todo lo que no sea incompatible con la independencia de la Corte.  Sus 
funcionarios serán nombrados por el Secretario General de la Organización, en consulta con 
el Secretario de la Corte. 

Artículo 60.

La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y 
dictará su Reglamento. 

Sección 2.  Competencia y Funciones 

Artículo 61.

1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de 
la Corte. 

2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los 
procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 

Artículo 62.

1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o 
adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como 
obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos 
los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención. 

2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por 
un plazo determinado o para casos específicos.  Deberá ser presentada al Secretario General 
de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados miembros de la 
Organización y al Secretario de la Corte. 

3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación 
y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que 
los Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por 
declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial. 

Artículo 63.

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, 
la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 
conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias 
de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una 
justa indemnización a la parte lesionada. 

2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños 
irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las 
medidas provisionales que considere pertinentes.  Si se tratare de asuntos que aún no estén 
sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión. 

Artículo 64.

1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la 
interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los 
derechos humanos en los Estados americanos.  Asimismo, podrán consultarla, en lo que les 
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compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 

2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca 
de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos 
internacionales. 

Artículo 65.

La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada 
período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior.  De manera especial 
y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado 
cumplimiento a sus fallos. 

Sección 3.  Procedimiento 

Artículo 66.

1. El fallo de la Corte será motivado. 

2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera de 
éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o individual. 

Artículo 67.

El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de desacuerdo sobre el sentido o 
alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que 
dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del 
fallo. 

Artículo 68.

1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en 
todo caso en que sean partes. 

2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el 
respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra 
el Estado. 

Artículo 69.

El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los Estados partes 
en la Convención. 

CAPÍTULO IX

DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 70.

1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su elección 
y mientras dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes diplomáticos por 
el derecho internacional.  Durante el ejercicio de sus cargos gozan, además, de los privilegios 
diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones. 

2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los 
miembros de la Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones. 
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Artículo 71.

Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión con otras 
actividades que pudieren afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo que se 
determine en los respectivos Estatutos.

 Artículo 72.

 Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de viaje 
en la forma y condiciones que determinen sus Estatutos, teniendo en cuenta la importancia 
e independencia de sus funciones.  Tales emolumentos y gastos de viaje será fijados en el 
programa-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, el que debe incluir, 
además, los gastos de la Corte y de su Secretaría.  A estos efectos, la Corte elaborará su 
propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, por 
conducto de la Secretaría General.  Esta última no podrá introducirle modificaciones. 

Artículo 73.

Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la Asamblea 
General de la Organización resolver sobre las sanciones aplicables a los miembros de 
la Comisión o jueces de la Corte que hubiesen incurrido en las causales previstas en los 
respectivos Estatutos.  Para dictar una resolución se requerirá una mayoría de los dos tercios 
de los votos de los Estados miembros de la Organización en el caso de los miembros de la 
Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los Estados Partes en la Convención, 
si se tratare de jueces de la Corte. 

PARTE III - DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS

CAPÍTULO X

FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA,  ENMIENDA, PROTOCOLO Y DENUNCIA

Artículo 74.

1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado 
miembro de la Organización de los Estados Americanos. 

2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos.  Tan pronto como once Estados hayan depositado sus respectivos 
instrumentos de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor.  Respecto a todo 
otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en vigor en la 
fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión. 

3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la 
entrada en vigor de la Convención. 

Artículo 75.

Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la 
Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 1969. 

Artículo 76.

1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del Secretario 
General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, una 
propuesta de enmienda a esta Convención. 
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2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en 
que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número 
de los dos tercios de los Estados Partes en esta Convención.  En cuanto al resto de los 
Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos 
de ratificación. 

Artículo 77.

1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado parte y la Comisión 
podrán someter a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de la Asamblea 
General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir 
progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y libertades. 

 . Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los 
Estados Partes en el mismo. 

Artículo 78.

1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un plazo 
de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un preaviso de 
un año, notificando al Secretario General de la Organización, quien debe informar a las otras 
partes. 

2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de las obligaciones 
contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una 
violación de esas obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente a la fecha en la cual 
la denuncia produce efecto. 

CAPÍTULO XI

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Sección 1.  Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Artículo 79.

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 
Miembro de la Organización que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos 
para miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  El Secretario General 
preparará una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los 
Estados miembros de la Organización al menos treinta días antes de la próxima Asamblea 
General. 

Artículo 80.

La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la lista 
a que se refiere el artículo 79, por votación secreta de la Asamblea General y se declararán 
elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los 
votos de los representantes de los Estados miembros.  Si para elegir a todos los miembros de 
la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará sucesivamente, en 
la forma que determine la Asamblea General, a los candidatos que reciban menor número de 
votos. 
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Sección 2.  Corte Interamericana de Derechos Humanos

Artículo 81.

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 
parte que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.  El Secretario General preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Partes por lo menos 
treinta días antes de la próxima Asamblea General. 

Artículo 82.

La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista 
a que se refiere el artículo 81, por votación secreta de los Estados Partes en la Asamblea 
General y se declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la 
mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes.  Si para elegir 
a todos los jueces de la Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán 
sucesivamente, en la forma que determinen los Estados Partes, a los candidatos que reciban 
menor número de votos. 

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, cuyos plenos poderes fueron hallados 
de buena y debida forma, firman esta Convención, que se llamará “PACTO DE SAN JOSE 
DE COSTA RICA”, en la ciudad de San José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil 
novecientos sesenta y nueve.
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CONVENIO 182 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO (OIT) DE LAS PEORES FORMAS DE TRABAJO 

INFANTIL

FICHA TÉCNICA

CARACTERÍSTICA	

Adoptada el 17 de junio de 1999 en Ginebra, 
entrada en vigor el 19 de noviembre de 2000

Aprobada y ratificada por el Estado boliviano 
mediante Ley N° 2428 de 28 de noviembre de 2002, 
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CONVENIO 182 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT) DE LAS 
PEORES FORMAS DE TRABAJO INFANTIL

Preámbulo 

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo 
y congregada en dicha ciudad el 1º de junio de 1999, en su octogésima séptima reunión;

Considerando la necesidad de adoptar nuevos instrumentos para la prohibición y la eliminación 
de las peores formas de trabajo infantil, principal prioridad de la acción nacional e internacional, 
incluidas la cooperación y la asistencia internacionales, como complemento del Convenio y 
la Recomendación sobre la edad mínima de admisión al empleo, 1973, que siguen siendo 
instrumentos fundamentales sobre el trabajo infantil;

Considerando que la eliminación efectiva de las peores formas de trabajo infantil requiere una 
acción inmediata y general que tenga en cuenta la importancia de la educación básica gratuita 
y la necesidad de librar de todas esas formas de trabajo a los niños afectados y asegurar su 
rehabilitación y su inserción social al mismo tiempo que se atiende a las necesidades de sus 
familias;

Recordando la resolución sobre la eliminación del trabajo infantil, adoptada por la Conferencia 
Internacional del Trabajo en su 83.ª reunión, celebrada en 1996;

Reconociendo que el trabajo infantil se debe en gran parte a la pobreza, y que la solución a 
largo plazo radica en un crecimiento económico sostenido conducente al progreso social, en 
particular a la mitigación de la pobreza y a la educación universal;

Recordando la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989;

Recordando la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en 
el trabajo y su seguimiento, adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo en su 86.ª 
reunión, celebrada en 1998;

Recordando que algunas de las peores formas de trabajo infantil son objeto de otros 
instrumentos internacionales, en particular el Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930, y la 
Convención suplementaria de las Naciones Unidas sobre la abolición de la esclavitud, la trata 
de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, 1956;

Después de haber decidido adoptar varias proposiciones relativas al trabajo infantil, cuestión 
que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y

Después de haber determinado que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional,

Adopta, con fecha diecisiete de junio de mil novecientos noventa y nueve, el siguiente Convenio, 
que podrá ser citado como el Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999:

Artículo 1.

Todo Miembro que ratifique el presente Convenio deberá adoptar medidas inmediatas y 
eficaces para conseguir la prohibición y la eliminación de las peores formas de trabajo infantil 
con carácter de urgencia.
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Artículo 2.

A los efectos del presente Convenio, el término “niño” designa a toda persona menor de 18 
años.

Artículo 3.

A los efectos del presente Convenio, la expresión “las peores formas de trabajo infantil” abarca:

a) todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, como la venta y 
la trata de niños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzoso u 
obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos 
armados;

b) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la prostitución, la producción de 
pornografía o actuaciones pornográficas;

c) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la realización de actividades ilícitas, 
en particular la producción y el tráfico de estupefacientes, tal como se definen en los tratados 
internacionales pertinentes, y

d) el trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo, es probable 
que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños.

Artículo 4.

1. Los tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3, d) deberán ser determinados por la 
legislación nacional o por la autoridad competente, previa consulta con las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores interesadas y tomando en consideración las normas 
internacionales en la materia, en particular los párrafos 3 y 4 de la Recomendación sobre las 
peores formas de trabajo infantil, 1999.

2. La autoridad competente, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores interesadas, deberá localizar dónde se practican los tipos de trabajo determinados 
a tenor del párrafo 1 de este artículo.

3. Deberá examinarse periódicamente y, en caso necesario, revisarse la lista de los tipos de 
trabajo determinados a tenor del párrafo 1 de este artículo, en consulta con las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores interesadas.

Artículo 5.

Todo Miembro, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores, 
deberá establecer o designar mecanismos apropiados para vigilar la aplicación de las 
disposiciones por las que se dé efecto al presente Convenio.

Artículo 6.

1. Todo Miembro deberá elaborar y poner en práctica programas de acción para eliminar, como 
medida prioritaria, las peores formas de trabajo infantil.

2. Dichos programas de acción deberán elaborarse y ponerse en práctica en consulta con 
las instituciones gubernamentales competentes y las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, tomando en consideración las opiniones de otros grupos interesados, según 
proceda.
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Artículo 7.

1. Todo Miembro deberá adoptar cuantas medidas sean necesarias para garantizar la 
aplicación y el cumplimiento efectivos de las disposiciones por las que se dé efecto al presente 
Convenio, incluidos el establecimiento y la aplicación de sanciones penales o, según proceda, 
de otra índole.

2. Todo Miembro deberá adoptar, teniendo en cuenta la importancia de la educación para la 
eliminación del trabajo infantil, medidas efectivas y en un plazo determinado con el fin de: 

a) impedir la ocupación de niños en las peores formas de trabajo infantil;

b) prestar la asistencia directa necesaria y adecuada para librar a los niños de las peores 
formas de trabajo infantil y asegurar su rehabilitación e inserción social;

c) asegurar a todos los niños que hayan sido librados de las peores formas de trabajo infantil 
el acceso a la enseñanza básica gratuita y, cuando sea posible y adecuado, a la formación 
profesional;

d) identificar a los niños que están particularmente expuestos a riesgos y entrar en contacto 
directo con ellos, y

e) tener en cuenta la situación particular de las niñas.

3. Todo Miembro deberá designar la autoridad competente encargada de la aplicación de las 
disposiciones por las que se dé efecto al presente Convenio.

Artículo 8.

Los Miembros deberán tomar medidas apropiadas para ayudarse recíprocamente a fin de 
aplicar las disposiciones del presente Convenio por medio de una mayor cooperación y/o 
asistencia internacionales, incluido el apoyo al desarrollo social y económico, los programas 
de erradicación de la pobreza y la educación universal.

Artículo 9.

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 10.

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo.

2. Entrará en vigor 12 meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos Miembros 
hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, 12 meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 11.

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya 
registrado.
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2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de 
la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del 
derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de 
diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de 
diez años, en las condiciones previstas en este artículo.

Artículo 12.

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, declaraciones y 
actas de denuncia le comuniquen los Miembros de la Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.

Artículo 13.

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 102 de la Carta 
de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones 
y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 14.

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su 
revisión total o parcial.

Artículo 15.

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total o 
parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en contrario: 

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará ipso jure la denuncia 
inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el artículo 11, 
siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para los 
Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 16.

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL TRÁFICO INTERNACIONAL DE MENORES

Los Estados Parte en la Presente Convención, 

CONSIDERANDO la importancia de asegurar una protección integral y efectiva del menor, por 
medio de la instrumentación de mecanismos adecuados que permitan garantizar el respeto 
de sus derechos; 

CONSCIENTES de que el tráfico internacional de menores constituye una preocupación 
universal; 

TENIENDO EN CUENTA el derecho convencional en materia de protección internacional del 
menor, y en especial lo previsto en los artículos 11 y 35 de la Convención sobre Derechos del 
Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989; 

CONVENCIDOS de la necesidad de regular los aspectos civiles y penales del tráfico 
internacional de menores; y 

REAFIRMANDO la importancia de la cooperación internacional para lograr una eficaz 
protección del interés superior del menor, 

Convienen lo siguiente: 

CAPÍTULO PRIMERO

NORMAS GENERALES

Artículo 1.

El objeto de la presente Convención, con miras a la protección de los derechos fundamentales 
y el interés superior del menor, es la prevención y sanción del tráfico internacional de menores, 
así como la regulación de los aspectos civiles y penales del mismo. 

En tal sentido, los Estados Parte de esta Convención se obligan a: 

a) asegurar la protección del menor en consideración a su interés superior; 

b) instaurar un sistema de cooperación jurídica entre los Estados Parte que consagre la 
prevención y sanción del tráfico internacional de menores, así como adoptar las disposiciones 
legales y administrativas en la materia con ese propósito; y 

c) asegurar la pronta restitución del menor víctima del tráfico internacional al Estado de su 
residencia habitual, teniendo en cuenta el interés superior del menor. 

Artículo 2.

Esta Convención se aplicará a cualquier menor que se encuentre o resida habitualmente en un 
Estado Parte al tiempo de la comisión de un acto de tráfico internacional contra dicho menor. 

Para los efectos de la presente Convención: 

a) “Menor” significa todo ser humano cuya edad sea inferior a dieciocho años. 

b) “Tráfico internacional de menores” significa la substracción, el traslado o la retención, o la 
tentativa de substracción, traslado o retención, de un menor con propósitos o medios ilícitos. 

c) “Propósitos ilícitos” incluyen, entre otros, prostitución, explotación sexual, servidumbre o 
cualquier otro propósito ilícito, ya sea en el Estado de residencia habitual del menor o en el 
Estado Parte en el que el menor se halle localizado. 
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c) “Medios ilícitos” incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento fraudulento o forzado, la 
entrega o recepción de pagos o beneficios ilícitos con el fin de lograr el consentimiento de los 
padres, las personas o la institución a cuyo cargo se halla el menor, o cualquier otro medio 
ilícito ya sea en el Estado de residencia habitual del menor o en el Estado Parte en el que el 
menor se encuentre. 

Artículo 3.

Esta Convención abarcará, asimismo, los aspectos civiles de la sustracción, el traslado y la 
retención ilícitos de los menores en el ámbito internacional no previstos por otras convenciones 
internacionales sobre la materia.

Artículo 4.

Los Estados Parte, en la medida de lo posible, cooperarán con los Estados no Parte en la 
prevención y sanción del tráfico internacional de menores y en la protección y cuidado de los 
menores víctimas del hecho ilícito. 

En tal sentido, las autoridades competentes de los Estados Parte deberán notificar a las 
autoridades competentes de un Estado no Parte, en aquellos casos en que se encuentre en 
su territorio a un menor que ha sido víctima del tráfico internacional de menores en un Estado 
Parte. 

Artículo 5.

A los efectos de la presente Convención, cada Estado Parte designará una Autoridad Central 
y comunicará dicha designación a la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

Un Estado Federal, o un Estado en el que están en vigor diversos sistemas jurídicos, o un 
Estado con unidades territoriales autónomas, puede designar más de una Autoridad Central y 
especificar la extensión jurídica o territorial de sus funciones. El Estado que haga uso de esta 
facultad designará la Autoridad Central a la que puede dirigirse toda comunicación. 

En caso de que un Estado Parte designara más de una Autoridad Central hará la comunicación 
pertinente a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 6.

Los Estados Parte velarán por el interés del menor, procurando que los procedimientos de 
aplicación de la Convención permanezcan confidenciales en todo momento. 

CAPÍTULO II

ASPECTOS PENALES

Artículo 7. 

Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas eficaces, conforme a su derecho 
interno, para prevenir y sancionar severamente el tráfico internacional de menores definido en 
esta Convención.

Artículo 8.

Los Estados Parte se comprometen a: 

a) Prestarse asistencia mutua en forma pronta y expedita por intermedio de sus Autoridades 
Centrales, dentro de los límites de la ley interna de cada Estado Parte y conforme a los tratados 
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internacionales aplicables, para las diligencias judiciales y administrativas, la obtención de 
pruebas y demás actos procesales que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos 
de esta Convención; 

b) Establecer por medio de sus Autoridades Centrales mecanismos de intercambio de 
información sobre legislación nacional, jurisprudencia, prácticas administrativas, estadísticas 
y modalidades que haya asumido el tráfico internacional de menores en sus respectivos 
Estados; y 

c) Disponer las medidas que sean necesarias para remover los obstáculos que puedan afectar 
en ellos la aplicación de esta Convención en sus respectivos Estados. 

Artículo 9.

Tendrán competencia para conocer de los delitos relativos al tráfico internacional de menores: 

a) El Estado Parte donde tuvo lugar la conducta ilícita; 

b) El Estado Parte de residencia habitual del menor; 

c) El Estado Parte en el que se hallare el presunto delincuente si éste no fuere extraditado; y 

d) El Estado Parte en el que se hallare el menor víctima de dicho tráfico. 

Tendrá preferencia a los efectos del párrafo anterior el Estado Parte que hubiere prevenido en 
el conocimiento del hecho ilícito. 

Artículo 10.

Si uno de los Estados Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe 
una solicitud de extradición proveniente de un Estado Parte con el cual no ha celebrado 
tratado, o en caso de haberlo no lo contemple entre los delitos extraditables, podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica necesaria para concederla en caso de tráfico 
internacional de menores. 

Asimismo, los Estados Parte que no supeditan la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán el tráfico internacional de menores como causal de extradición entre ellos. 

Cuando no exista Tratado de extradición, ésta estará sujeta a las demás condiciones exigibles 
por el derecho interno del Estado requerido. 

Artículo 11.

Las acciones instauradas conforme a lo dispuesto en este capítulo no impiden que las 
autoridades competentes del Estado Parte donde el menor se encontrare ordenen en cualquier 
momento su restitución inmediata al Estado de su residencia habitual, considerando el interés 
superior del menor. 

CAPÍTULO III

ASPECTOS CIVILES

Artículo 12.

La solicitud de localización y restitución del menor derivada de esta Convención será promovida 
por aquellos titulares que establezca el derecho del Estado de la residencia habitual del menor. 
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Artículo 13.

Serán competentes para conocer de la solicitud de localización y de restitución, a opción de 
los reclamantes, las autoridades judiciales o administrativas del Estado Parte de residencia 
habitual del menor, o las del Estado Parte donde se encontrare o se presuma que se encuentra 
retenido. 

Cuando existan razones de urgencia a juicio de los reclamantes, podrá presentarse la solicitud 
ante las autoridades judiciales o administrativas del lugar donde se produjo el hecho ilícito. 

Artículo 14.

La solicitud de localización y de restitución se tramitará por intermedio de las Autoridades 
Centrales o directamente ante las autoridades competentes previstas en el artículo 13 de esta 
Convención. Las autoridades requeridas acordarán los procedimientos más expeditos para 
hacerla efectiva. 

Recibida la solicitud respectiva, las autoridades requeridas dispondrán las medidas necesarias 
de conformidad con su derecho interno para iniciar, facilitar y coadyuvar con los procedimientos 
judiciales y administrativos relativos a la localización y restitución del menor. Además, se 
adoptarán las medidas para proveer la inmediata restitución del menor y, de ser necesario, 
asegurar su cuidado, custodia o guarda provisional, conforme a las circunstancias, e impedir 
de modo preventivo que el menor pueda ser trasladado indebidamente a otro Estado. 

La solicitud fundada de localización y de restitución deberá ser promovida dentro de los ciento 
veinte días de conocida la sustracción, el traslado o la retención ilícitos del menor. Cuando la 
solicitud de localización y de restitución fuere promovida por un Estado Parte, éste dispondrá 
para hacerlo de un plazo de ciento ochenta días. 

Cuando fuere necesario proceder con carácter previo a la localización del menor, el plazo 
anterior se contará a partir del día en que ella fuere del conocimiento de los titulares de la 
acción. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, las autoridades del Estado Parte 
donde el menor fuere retenido podrán ordenar en cualquier momento la restitución del mismo 
conforme al interés superior de dicho menor. 

Artículo 15.

En las solicitudes de cooperación comprendidas en esta Convención transmitidas por vía 
consular o diplomática o por intermedio de las Autoridades Centrales, será innecesario 
el requisito de legalización u otras formalidades similares. En el caso de solicitudes de 
cooperación cursadas directamente entre tribunales de la zona fronteriza de los Estados 
Parte tampoco será necesario el requisito de la legalización. Asimismo, estarán exentos de 
legalización en el Estado Parte solicitante los documentos que sobre el particular se devuelvan 
por las mismas vías. 

Las solicitudes deberán estar traducidas, en su caso, al idioma o idiomas oficiales del Estado 
Parte al que se dirijan. Respecto a los anexos, bastará la traducción de un sumario que 
contenga los datos esenciales de los mismos. 

Artículo 16.

Las autoridades competentes de un Estado Parte que constaten en el territorio sometido a su 
jurisdicción la presencia de una víctima de tráfico internacional de menores deberán adoptar 
las medidas inmediatas que sean necesarias para su protección, incluso aquellas de carácter 
preventivo que impidan el traslado indebido del menor a otro Estado. 
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Estas medidas serán comunicadas por medio de las Autoridades Centrales a las autoridades 
competentes del Estado de la anterior residencia habitual del menor. Las autoridades 
intervinientes adoptarán cuantas medidas sean necesarias para que los titulares de la acción 
de localización y restitución del menor estén informados de las medidas adoptadas. 

Artículo 17.

De conformidad con los objetivos de esta Convención, las Autoridades Centrales de los 
Estados Parte intercambiarán información y colaborarán con sus autoridades competentes 
judiciales y administrativas en todo lo relativo al control de la salida y entrada de menores a 
su territorio. 

Artículo 18.

Las adopciones y otras instituciones afines constituidas en un Estado Parte serán susceptibles 
de anulación cuando su origen o fin fuere el tráfico internacional de menores. 

En la respectiva acción de anulación, se tendrá en cuenta en todo momento el interés superior 
del menor. 

La anulación se someterá a la ley y a las autoridades competentes del Estado de constitución 
de la adopción o de la institución de que se trate. 

Artículo 19.

La guarda o custodia serán susceptibles de revocación cuando tuvieren su origen o fin en el 
tráfico internacional de menores, en las mismas condiciones previstas en el artículo anterior. 

Artículo 20.

La solicitud de localización y de restitución del menor podrá promoverse sin perjuicio de las 
acciones de anulación y revocación previstas en los artículos 18 y 19. 

Artículo 21.

En los procedimientos previstos en el presente capítulo, la autoridad competente podrá ordenar 
que el particular o la organización responsable del tráfico internacional de menores pague los 
gastos y las costas de la localización y restitución, en tanto dicho particular u organización 
haya sido parte de ese procedimiento. 

Los titulares de la acción o, en su caso, la autoridad competente podrán entablar acción 
civil para obtener el resarcimiento de las costas, incluidos los honorarios profesionales y 
los gastos de localización y restitución del menor, a menos que éstos hubiesen sido fijados 
en un procedimiento penal o un procedimiento de restitución conforme a lo previsto en esta 
Convención. 

La autoridad competente o cualquier persona lesionada podrá entablar acción civil por daños 
y perjuicios contra los particulares o las organizaciones responsables del tráfico internacional 
del menor. 

Artículo 22.

Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para lograr la gratuidad de 
los procedimientos de restitución del menor conforme a su derecho interno e informarán a las 
personas legítimamente interesadas en la restitución del menor de las defensorías de oficio, 
beneficios de pobreza e instancias de asistencia jurídica gratuita a que pudieran tener derecho, 
conforme a las leyes y los reglamentos de los Estados Parte respectivos. 
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CAPÍTULO IV

CLAUSULAS FINALES

Artículo 23.

Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la firma, ratificación o adhesión a esta 
Convención o con posterioridad, que se reconocerán y ejecutarán las sentencias penales 
dictadas en otro Estado Parte en lo relativo a la indemnización de los daños y perjuicios 
derivados del tráfico internacional de menores. 

Artículo 24.

Respecto a un Estado que tenga en cuestiones tratadas en la presente Convención dos o más 
sistemas jurídicos aplicables en unidades territoriales diferentes, toda mención 

a) a la ley del Estado se entenderá referida a la ley en la correspondiente unidad territorial; 

b) a la residencia habitual en dicho Estado se entenderá referida a la residencia habitual en una 
unidad territorial de dicho Estado; 

c) a las autoridades competentes de dicho Estado se entenderá referida a las autoridades 
autorizadas para actuar en la correspondiente unidad territorial. 

Artículo 25.

Los Estados que tengan dos o más unidades territoriales en las que se apliquen sistemas 
jurídicos diferentes en cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en 
el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus 
unidades territoriales o solamente a una o más de ellas. 

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores, que 
especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente 
Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto noventa días después de recibidas. 

Artículo 26.

Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la firma, ratificación o adhesión a la 
presente Convención o con posterioridad, que no se podrá oponer en juicio civil en ese 
Estado Parte excepción o defensa alguna que tienda a demostrar la inexistencia del delito o 
irresponsabilidad de una persona, cuando exista sentencia condenatoria ejecutoriada por este 
delito, pronunciada en otro Estado Parte. 

Artículo 27.

Las autoridades competentes de las zonas fronterizas de los Estados Parte podrán acordar, 
directamente y en cualquier momento, procedimientos de localización y restitución más 
expeditos que los previstos en la presente Convención y sin perjuicio de ésta. 

Nada de lo dispuesto en esta Convención se interpretará en el sentido de restringir las prácticas 
más favorables que entre sí pudieran observar las autoridades competentes de los Estados 
Parte para los propósitos tratados en ella. 

Artículo 28.

Esta Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos.
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Artículo 29.

Esta Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 30.

Esta Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado después que haya 
entrado en vigor. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 31.

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de firmarla, 
ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una o más disposiciones 
específicas y que no sea incompatible con el objeto y fines de esta Convención. 

Artículo 32.

Nada de lo estipulado en la presente Convención se interpretará en sentido restrictivo de otros 
tratados bilaterales o multilaterales u otros acuerdos suscritos entre las Partes. 

Artículo 33.

Esta Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a ella después de haber sido 
depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
adhesión. 

Artículo 34.

Esta Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Parte podrá 
denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha 
de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante. 

Artículo 35.

El instrumento original de esta Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués 
son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto para su registro y 
publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de 
su Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos 
notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que hayan adherido a 
la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, 
así como las reservas que hubiera y el retiro de las últimas. 

EN FE DE LO CUAL los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, firman esta Convención. 

HECHO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, D.F., MÉXICO, el día dieciocho de marzo de mil 
novecientos noventa y cuatro.
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ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

PREÁMBULO 

Los Estados Partes en el presente Estatuto, 

Conscientes de que todos los pueblos están unidos por estrechos lazos y sus culturas 
configuran un patrimonio común y observando con preocupación que este delicado mosaico 
puede romperse en cualquier momento, 

Teniendo presente que, en este siglo, millones de niños, mujeres y hombres han sido víctimas 
de atrocidades que desafían la imaginación y conmueven profundamente la conciencia de la 
humanidad, 

Reconociendo que esos graves crímenes constituyen una amenaza para la paz, la seguridad 
y el bienestar de la humanidad, 

Afirmando que los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en 
su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano 
nacional e intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente 
sometidos a la acción de la justicia, 

Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y a contribuir así a la 
prevención de nuevos crímenes, 

Recordando que es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables 
de crímenes internacionales, 

Reafirmando los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, 
que los Estados se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la 
integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado o en cualquier otra forma 
incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, 

Destacando, en este contexto, que nada de lo dispuesto en el presente Estatuto deberá 
entenderse en el sentido de que autorice a un Estado Parte a intervenir en una situación de 
conflicto armado o en los asuntos internos de otro Estado, 

Decididos, a los efectos de la consecución de esos fines y en interés de las generaciones 
presentes y futuras, a establecer una Corte Penal Internacional de carácter permanente, 
independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas que tenga competencia sobre 
los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto, 

Destacando que la Corte Penal Internacional establecida en virtud del presente Estatuto será 
complementaria de las jurisdicciones penales nacionales, 

Decididos a garantizar que la justicia internacional sea respetada y puesta en práctica en 
forma duradera, 

Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I. DEL ESTABLECIMIENTO DE LA CORTE 

Artículo 1. La Corte 

Se instituye por el presente una Corte Penal Internacional (“la Corte”). La Corte será una 
institución permanente, estará facultada para ejercer su jurisdicción sobre personas respecto 
de los crímenes más graves de trascendencia internacional de conformidad con el presente 
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Estatuto y tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales. La 
competencia y el funcionamiento de la Corte se regirán por las disposiciones del presente 
Estatuto. 

Artículo 2. Relación de la Corte con las Naciones Unidas 

La Corte estará vinculada con las Naciones Unidas por un acuerdo que deberá aprobar la 
Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto y concluir luego el Presidente de la 
Corte en nombre de ésta. 

Artículo 3. Sede de la Corte 

1. La sede de la Corte estará en La Haya, Países Bajos (“el Estado anfitrión”). 

2. La Corte concertará con el Estado anfitrión un acuerdo relativo a la sede que deberá aprobar 
la Asamblea de los Estados Partes y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de 
ésta. 

3. La Corte podrá celebrar sesiones en otro lugar cuando lo considere conveniente, de 
conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto. 

Artículo 4. Condición jurídica y atribuciones de la Corte 

1. La Corte tendrá personalidad jurídica internacional. Tendrá también la capacidad jurídica 
que sea necesaria para el desempeño de sus funciones y la realización de sus propósitos. 

2. La Corte podrá ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con lo dispuesto en 
el presente Estatuto en el territorio de cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el 
territorio de cualquier otro Estado. 

PARTE II. DE LA COMPETENCIA, LA ADMISIBILIDAD Y ELDERECHO APLICABLE 

Artículo 5. Crímenes de la competencia de la Corte 

1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de trascendencia para la 
comunidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá competencia, de conformidad con el 
presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes: 

a) El crimen de genocidio; 

b) Los crímenes de lesa humanidad; 

c) Los crímenes de guerra; 

El crimen de agresión. 

2. La Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez que se apruebe una 
disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en que se defina el crimen y se enuncien 
las condiciones en las cuales lo hará. Esa disposición será compatible con las disposiciones 
pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas. 

Artículo 6. Genocidio 

A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “genocidio” cualquiera de los actos 
mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a 
un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal: 

a) Matanza de miembros del grupo; 
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b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; 

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su 
destrucción física, total o parcial; 

d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo; 

e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 

Artículo 7. Crímenes de lesa humanidad 

1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera 
de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático 
contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: 

a) Asesinato; 

b) Exterminio; 

c) Esclavitud; 

d) Deportación o traslado forzoso de población; 

e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional; 

f) Tortura; 

g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada 
o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; 

h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros 
motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, 
en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de 
la competencia de la Corte; 

i) Desaparición forzada de personas; 

j) El crimen de apartheid; 

k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos 
o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física. 

2. A los efectos del párrafo 1: 

a) Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta que implique 
la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de 
conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer ese ataque o para 
promover esa política; 

b) El “exterminio” comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, entre otras, la 
privación del acceso a alimentos o medicinas, entre otras, encaminadas a causar la destrucción 
de parte de una población; 
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c) Por “esclavitud” se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad sobre 
una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en el tráfico de 
personas, en particular mujeres y niños; 

d) Por “deportación o traslado forzoso de población” se entenderá el desplazamiento forzoso 
de las personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que estén 
legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;

e) Por “tortura” se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean 
físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, 
no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones 
lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas; 

f) Por “embarazo forzado” se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha 
dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica de una 
población o de cometer otras violaciones graves del derecho internacional. En modo alguno se 
entenderá que esta definición afecta a las normas de derecho interno relativas al embarazo; 

g) Por “persecución” se entenderá la privación intencional y grave de derechos fundamentales 
en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del grupo o de la 
colectividad; 

h) Por “el crimen de apartheid” se entenderán los actos inhumanos de carácter similar a los 
mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen institucionalizado de 
opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con 
la intención de mantener ese régimen; 

i) Por “desaparición forzada de personas” se entenderá la aprehensión, la detención o el 
secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, apoyo 
o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal privación de libertad o dar información 
sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo 
de la ley por un período prolongado. 

3. A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término “género” se refiere a los dos 
sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El término “género” no tendrá más 
acepción que la que antecede. 

Artículo 8. Crímenes de guerra 

1. La Corte tendrá competencia respecto de los crímenes de guerra en particular cuando se 
cometan como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales 
crímenes. 

2. A los efectos del presente Estatuto, se entiende por “crímenes de guerra”: 

Infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera 
de los siguientes actos contra personas o bienes protegidos por las disposiciones del Convenio 
de Ginebra pertinente: 

i) El homicidio intencional; 

ii) La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos; 

iii) El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra 
la integridad física o la salud; 

iv) La destrucción y la apropiación de bienes, no justificadas por necesidades militares, y 
efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente; 
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v) El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a otra persona protegida a servir en las 
fuerzas de una Potencia enemiga; 

vi) El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a otra persona protegida de 
su derecho a ser juzgado legítima e imparcialmente; 

vii) La deportación o el traslado ilegal o el confinamiento ilegal; 

viii) La toma de rehenes; 

Otras violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos armados 
internacionales dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, cualquiera de 
los actos siguientes: 

i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra personas 
civiles que no participen directamente en las hostilidades; 

ii) Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles, es decir, bienes que no son objetivos 
militares; 

iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o 
vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria 
de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la 
protección otorgada a civiles o bienes civiles con arreglo al derecho internacional de los 
conflictos armados; 

iv) Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que causará pérdidas incidentales de 
vidas, lesiones a civiles o daños a bienes de carácter civil o daños extensos, duraderos y 
graves al medio ambiente natural que serían manifiestamente excesivos en relación con la 
ventaja militar concreta y directa de conjunto que se prevea; 

v) Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o edificios que no 
estén defendidos y que no sean objetivos militares; 

vi) Causar la muerte o lesiones a un combatiente que haya depuesto las armas o que, al no 
tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción; 

vii) Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias militares o 
el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves; 

viii) El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia ocupante de parte de su población 
civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte de la población 
del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio; 

ix) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la educación, las 
artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los hospitales y los lugares en 
que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares; 

x) Someter a personas que estén en poder de una parte adversa a mutilaciones físicas o a 
experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en razón de un 
tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven a cabo en su interés, y que causen la 
muerte o pongan gravemente en peligro su salud; 

xi) Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación o al ejército enemigo; 
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xii) Declarar que no se dará cuartel; 

xiii) Destruir o apoderarse de bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra 
lo hagan imperativo; 

xiv) Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y acciones de 
los nacionales de la parte enemiga; 

xv) Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas 
contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante antes del inicio de 
la guerra; 

xvi) Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto; 

xvii) Emplear veneno o armas envenenadas; 

xviii) Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo 
análogos; 

xix) Emplear balas que se ensanchan o aplastan fácilmente en el cuerpo humano, como balas 
de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones; 

xx) Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia naturaleza, 
causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos indiscriminados en 
violación del derecho internacional de los conflictos armados, a condición de que esas armas 
o esos proyectiles, materiales o métodos de guerra, sean objeto de una prohibición completa 
y estén incluidos en un anexo del presente Estatuto en virtud de una enmienda aprobada de 
conformidad con las disposiciones que, sobre el particular, figuran en los artículos 121 y 123; 

xxi) Cometer atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y 
degradantes; 

xxii) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada y cualquier otra 
forma de violencia sexual que tambien constituya una infracción grave de los Convenios de 
Ginebra; 

xxiii) Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner ciertos 
puntos, zonas o fuerzas militares a cubierto de operaciones militares; 

xxiv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de 
transporte sanitarios, y contra personal que utilice los emblemas distintivos de los Convenios 
de Ginebra de conformidad con el derecho internacional; 

xxv) Hacer padecer intencionalmente hambre a la población civil como método de hacer la 
guerra, privándola de los objetos indispensables para su supervivencia, incluido el hecho de 
obstaculizar intencionalmente los suministros de socorro de conformidad con los Convenios 
de Ginebra; 

xxvi) Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o 
utilizarlos para participar activamente en las hostilidades; 

En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, las violaciones graves 
del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, 
cualquiera de los siguientes actos cometidos contra personas que no participen directamente 
en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las 
armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por 
cualquier otra causa: 
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i) Los atentatos contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus 
formas, las mutilaciones, los tratos crueles y la tortura; 

ii) Los ultrajes contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; 

iii) La toma de rehenes; 

iv) Las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal regularmente 
constituido, con todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables. 

El párrafo 2 c) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole 
internacional, y por consiguiente, no se aplica a las situaciones de tensiones internas y de 
disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia u 
otros actos análogos. 

Otras violaciones graves de las leyes y los usos aplicables en los conflictos armados que no 
sean de índole internacional, dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, 
cualquiera de los actos siguientes: 

i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil como tal o contra civiles que no 
participen directamente en las hostilidades; 

ii) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de transporte 
sanitarios y contra el personal que utilicen los emblemas distintivos de los Convenios de 
Ginebra de conformidad con el derecho internacional; 

iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o 
vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria 
de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la 
protección otorgada a civiles o bienes civiles con arreglo al derecho internacional de los 
conflictos armados; 

iv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la educación, las 
artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los hospitales y otros lugares 
en que se agrupa a enfermos y heridos, a condición de que no sean objetivos militares; 

v) Saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es tomada por asalto; 

vi) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada o cualquier otra 
forma de violencia sexual que constituya también una violación grave del artículo 3 común a 
los cuatro Convenios de Ginebra; 

vii) Reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas o grupos o utilizarlos 
para participar activamente en hostilidades; 

viii) Ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, 
a menos que así lo exija la seguridad de los civiles de que se trate o por razones militares 
imperativas; 

ix) Matar o herir a traición a un combatiente adversario; 

x) Declarar que no se dará cuartel; 

xi) Someter a las personas que estén en poder de otra parte en el conflicto a mutilaciones 
físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en 
razón del tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona de que se trate ni se lleven 
a cabo en su interés, y que provoquen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud; 
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xii) Destruir o apoderarse de bienes de un adversario, a menos que las necesidades del 
conflicto lo hagan imperativo; 

El párrafo 2 e) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole 
internacional y, por consiguiente, no se aplica a las situaciones de tensiones internas y de 
disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia u 
otros actos análogos. Se aplica a los conflictos armados que tienen lugar en el territorio de un 
Estado cuando existe un conflicto armado prolongado entre las autoridades gubernamentales 
y grupos armados organizados o entre tales grupos. 

3. Nada de lo dispuesto en los párrafos 2 c) y e) afectará a la responsabilidad que incumbe a 
todo gobierno de mantener o restablecer el orden público en el Estado o de defender la unidad 
e integridad territorial del Estado por cualquier medio legítimo. 

Artículo 9. Elementos de los crímenes 

1. Los Elementos de los crímenes, que ayudarán a la Corte a interpretar y aplicar los artículos 
6, 7 y 8 del presente Estatuto, serán aprobados por una mayoría de dos tercios de los miembros 
de la Asamblea de los Estados Partes. 

2. Podrán proponer enmiendas a los Elementos de los crímenes: 

a) Cualquier Estado Parte; 

b) Los magistrados, por mayoría absoluta; 

c) El Fiscal. 

Las enmiendas serán aprobadas por una mayoría de dos tercios de los miembros de la 
Asamblea de los Estados Partes. 

3. Los Elementos de los crímenes y sus enmiendas serán compatibles con lo dispuesto en el 
presente Estatuto. 

Artículo 10. 

Nada de lo dispuesto en la presente parte se interpretará en el sentido de que limite o 
menoscabe de alguna manera las normas existentes o en desarrollo del derecho internacional 
para fines distintos del presente Estatuto. 

Artículo 11. Competencia temporal 

1. La Corte tendrá competencia únicamente respecto de crímenes cometidos después de la 
entrada en vigor del presente Estatuto. 

2. Si un Estado se hace Parte en el presente Estatuto después de su entrada en vigor, la Corte 
podrá ejercer su competencia únicamente con respecto a los crímenes cometidos después 
de la entrada en vigor del presente Estatuto respecto de ese Estado, a menos que éste haya 
hecho una declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12. 

Artículo 12. Condiciones previas para el ejercicio de la competencia 

1. El Estado que pase a ser Parte en el presente Estatuto acepta por ello la competencia de la 
Corte respecto de los crímenes a que se refiere el artículo 5. 
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2. En el caso de los apartados a) o c) del artículo 13, la Corte podrá ejercer su competencia si 
uno o varios de los Estados siguientes son Partes en el presente Estatuto o han aceptado la 
competencia de la Corte de conformidad con el párrafo 3: 

a) El Estado en cuyo territorio haya tenido lugar la conducta de que se trate, o si el crimen se 
hubiere cometido a bordo de un buque o de una aeronave, el Estado de matrícula del buque 
o la aeronave; 

b) El Estado del que sea nacional el acusado del crimen. 

3. Si la aceptación de un Estado que no sea Parte en el presente Estatuto fuere necesaria de 
conformidad con el párrafo 2, dicho Estado podrá, mediante declaración depositada en poder 
del Secretario, consentir en que la Corte ejerza su competencia respecto del crimen de que 
se trate. El Estado aceptante cooperará con la Corte sin demora ni excepción de conformidad 
con la Parte IX. 

Artículo 13. Ejercicio de la competencia 

La Corte podrá ejercer su competencia respecto de cualquiera de los crímenes a que se refiere 
el artículo 5 de conformidad con las disposiciones del presente Estatuto si: 

a) Un Estado Parte remite al Fiscal, de conformidad con el artículo 14, una situación en que 
parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes; 

b) El Consejo de Seguridad, actuando con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta 
de las Naciones Unidas, remite al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno 
o varios de esos crímenes; o 

c) El Fiscal ha iniciado una investigación respecto de un crimen de ese tipo de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 15. 

Artículo 14. Remisión de una situación por un Estado Parte 

1. Todo Estado Parte podrá remitir al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido 
uno o varios crímenes de la competencia de la Corte y pedir al Fiscal que investigue la situación 
a los fines de determinar si se ha de acusar de la comisión de tales crímenes a una o varias 
personas determinadas. 

2. En la medida de lo posible, en la remisión se especificarán las circunstancias pertinentes y 
se adjuntará la documentación justificativa de que disponga el Estado denunciante. 

Artículo 15. El Fiscal 

1. El Fiscal podrá iniciar de oficio una investigación sobre la base de información acerca de un 
crimen de la competencia de la Corte. 

2. El Fiscal analizará la veracidad de la información recibida. Con tal fin, podrá recabar 
más información de los Estados, los órganos de las Naciones Unidas, las organizaciones 
intergubernamentales o no gubernamentales u otras fuentes fidedignas que considere 
apropiadas y podrá recibir testimonios escritos u orales en la sede de la Corte. 

3. El Fiscal, si llegare a la conclusión de que existe fundamento suficiente para abrir una 
investigación, presentará a la Sala de Cuestiones Preliminares una petición de autorización 
para ello, junto con la documentación justificativa que haya reunido. Las víctimas podrán 
presentar observaciones a la Sala de Cuestiones Preliminares, de conformidad con las Reglas 
de Procedimiento y Prueba. 
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4. Si, tras haber examinado la petición y la documentación que la justifique, la Sala de 
Cuestiones Preliminares considerare que hay fundamento suficiente para abrir una 
investigación y que el asunto parece corresponder a la competencia de la Corte, autorizará el 
inicio de la investigación, sin perjuicio de las resoluciones que pueda adoptar posteriormente 
la Corte con respecto a su competencia y la admisibilidad de la causa. 

5. La negativa de la Sala de Cuestiones Preliminares a autorizar la investigación no impedirá 
que el Fiscal presente ulteriormente otra petición basada en nuevos hechos o pruebas 
relacionados con la misma situación. 

6. Si, después del examen preliminar a que se refieren los párrafos 1 y 2, el Fiscal llega a la 
conclusión de que la información presentada no constituye fundamento suficiente para una 
investigación, informará de ello a quienes la hubieren presentado. Ello no impedirá que el 
Fiscal examine a la luz de hechos o pruebas nuevos, otra información que reciba en relación 
con la misma situación. 

Artículo 16. Suspensión de la investigación o el enjuiciamiento 

En caso de que el Consejo de Seguridad, de conformidad con una resolución aprobada con 
arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, pida a la Corte 
que no inicie o que suspenda por un plazo de doce meses la investigación o el enjuiciamiento 
que haya iniciado, la Corte procederá a esa suspensión; la petición podrá ser renovada por el 
Consejo de Seguridad en las mismas condiciones.

Artículo 17. Cuestiones de admisibilidad 

1. La Corte teniendo en cuenta el décimo párrafo del preámbulo y el artículo 1, resolverá la 
inadmisibilidad de un asunto cuando: 

a) El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento por un Estado que tenga 
jurisdicción sobre él salvo que éste no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el 
enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo; 

b) El asunto haya sido objeto de investigación por un Estado que tenga jurisdicción sobre él 
y éste haya decidido no incoar acción penal contra la persona de que se trate, salvo que la 
decisión haya obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda 
realmente hacerlo; 

c) La persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por la conducta a que se refiere la 
denuncia, y la Corte no pueda adelantar el juicio con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del 
artículo 20; 

d) El asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas por la 
Corte. 

2. A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, la Corte 
examinará, teniendo en cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías 
reconocidos por el derecho internacional, si se da una o varias de las siguientes circunstancias, 
según el caso: 

a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada 
con el propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad penal por 
crímenes de la competencia de la Corte, según lo dispuesto en el artículo 5; 

b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, sea 
incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia; 
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c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o 
imparcial y haya sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, sea 
incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia. 

3. A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, 
la Corte examinará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración 
nacional de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, 
no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no está por otras razones en 
condiciones de llevar a cabo el juicio. 

Artículo 18. Decisiones preliminares relativas a la admisibilidad 

1. Cuando se haya remitido a la Corte una situación en virtud del artículo 13 a) y el Fiscal 
haya determinado que existen fundamentos razonables para comenzar una investigación, o 
el Fiscal inicie una investigación en virtud de los artículos 13 c) y 15, éste lo notificará a todos 
los Estados Partes y a aquellos Estados que, teniendo en cuenta la información disponible, 
ejercerían normalmente la jurisdicción sobre los crímenes de que se trate. El Fiscal podrá hacer 
la notificación a esos Estados con carácter confidencial y, cuando lo considere necesario a fin 
de proteger personas, impedir la destrucción de pruebas o impedir la fuga de personas, podrá 
limitar el alcance de la información proporcionada a los Estados. 

2. Dentro del mes siguiente a la recepción de dicha notificación, el Estado podrá informar a la 
Corte que está llevando o ha llevado a cabo una investigación en relación con sus nacionales 
u otras personas bajo su jurisdicción respecto de actos criminales que puedan constituir 
crímenes contemplados en el artículo 5 y a los que se refiera la información proporcionada en 
la notificación a los Estados. A petición de dicho Estado, el Fiscal se inhibirá de su competencia 
en favor del Estado en relación con la investigación sobre las personas antes mencionadas, 
a menos que la Sala de Cuestiones Preliminares decida, a petición del Fiscal autorizar la 
investigación. 

3. El Fiscal podrá volver a examinar la cuestión de la inhibición de su competencia al cabo 
de seis meses a partir de la fecha de la inhibición o cuando se haya producido un cambio 
significativo de circunstancias en vista de que el Estado no está dispuesto a llevar a cabo la 
investigación o no puede realmente hacerlo. 

4. El Estado de que se trate o el Fiscal podrán apelar ante la Sala de Apelaciones de la decisión 
de la Sala de Cuestiones Preliminares, de conformidad con el artículo 82. La apelación podrá 
sustanciarse en forma sumaria. 

5. Cuando el Fiscal se haya inhibido de su competencia en relación con la investigación con 
arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2, podrá pedir al Estado de que se trate que le informe 
periódicamente de la marcha de sus investigaciones y del juicio ulterior. Los Estados Partes 
responderán a esas peticiones sin dilaciones indebidas. 

6. El Fiscal podrá, hasta que la Sala de Cuestiones Preliminares haya emitido su decisión, 
o en cualquier momento si se hubiere inhibido de su competencia en virtud de este artículo, 
pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares, con carácter excepcional, que le autorice a llevar 
adelante las indagaciones que estime necesarias cuando exista una oportunidad única de 
obtener pruebas importantes o exista un riesgo significativo de que esas pruebas no estén 
disponibles ulteriormente. 

7. El Estado que haya apelado una decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares en virtud 
del presente artículo podrá impugnar la admisibilidad de un asunto en virtud del artículo 19, 
haciendo valer hechos nuevos importantes o un cambio significativo de las circunstancias. 
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Artículo 19. Impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la causa 

1. La Corte se cerciorará de ser competente en todas las causas que le sean sometidas. La 
Corte podrá determinar de oficio la admisibilidad de una causa de conformidad con el artículo 
17. 

2. Podrán impugnar la admisibilidad de la causa, por uno de los motivos mencionados en el 
artículo 17, o impugnar la competencia de la Corte: 

a) El acusado o la persona contra la cual se haya dictado una orden de detención o una orden 
de comparecencia con arreglo al artículo 58; 

b) Un Estado que tenga jurisdicción en la causa porque está investigándola o enjuiciándola o 
lo ha hecho antes; o 

c) Un Estado cuya aceptación se requiera de conformidad con el artículo 12. 

3. El Fiscal podrá pedir a la Corte que se pronuncie sobre una cuestión de competencia o de 
admisibilidad. En las actuaciones relativas a la competencia o la admisibilidad, podrán presentar 
asimismo observaciones a la Corte quienes hayan remitido la situación de conformidad con el 
artículo 13 y las víctimas. 

4. La admisibilidad de una causa o la competencia de la Corte sólo podrán ser impugnadas una 
sola vez por cualquiera de las personas o los Estados a que se hace referencia en el párrafo 2. 
La impugnación se hará antes del juicio o a su inicio. En circunstancias excepcionales, la Corte 
podrá autorizar que la impugnación se haga más de una vez o en una fase ulterior del juicio. 
Las impugnaciones a la admisibilidad de una causa hechas al inicio del juicio, o posteriormente 
con la autorización de la Corte, sólo podrán fundarse en el párrafo 1 c) del artículo 17. 

5. El Estado a que se hace referencia en los apartados b) y c) del párrafo 2 del presente artículo 
hará la impugnación lo antes posible. 

6. Antes de la confirmación de los cargos, la impugnación de la admisibilidad de una causa o 
de la competencia de la Corte será asignada a la Sala de Cuestiones Preliminares. Después 
de confirmados los cargos, será asignada a la Sala de Primera Instancia. Las decisiones 
relativas a la competencia o la admisibilidad podrán ser recurridas ante la Sala de Apelaciones 
de conformidad con el artículo 82. 

7. Si la impugnación es hecha por el Estado a que se hace referencia en los apartados b) o c) 
del párrafo 2, el Fiscal suspenderá la investigación hasta que la Corte resuelva de conformidad 
con el artículo 17. 

8. Hasta antes de que la Corte se pronuncie, el Fiscal podrá pedirle autorización para: 

a) Practicar las indagaciones necesarias de la índole mencionada en el párrafo 6 del artículo 
18; 

b) Tomar declaración a un testigo o recibir su testimonio, o completar la recolección y el 
examen de las pruebas que hubiere iniciado antes de la impugnación; y 

c) Impedir, en cooperación con los Estados que corresponda, que eludan la acción de la 
justicia personas respecto de las cuales el Fiscal haya pedido ya una orden de detención en 
virtud del artículo 58. 

9. La impugnación no afectará a la validez de ningún acto realizado por el Fiscal, ni de ninguna 
orden o mandamiento dictado por la Corte, antes de ella. 
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10. Si la Corte hubiere declarado inadmisible una causa de conformidad con el artículo 17, el 
Fiscal podrá pedir que se revise esa decisión cuando se haya cerciorado cabalmente de que 
han aparecido nuevos hechos que invalidan los motivos por los cuales la causa había sido 
considerada inadmisible de conformidad con dicho artículo. 

11. El Fiscal, si habida cuenta de las cuestiones a que se refiere el artículo 17 suspende una 
investigación, podrá pedir que el Estado de que se trate ponga a su disposición información 
sobre las actuaciones. A petición de ese Estado, dicha información será confidencial. El 
Fiscal, si decide posteriormente abrir una investigación, notificará su decisión al Estado cuyas 
actuaciones hayan dado origen a la suspensión. 

Artículo 20. Cosa juzgada 

1. Salvo que en el presente Estatuto se disponga otra cosa, nadie será procesado por la Corte 
en razón de conductas constitutivas de crímenes por los cuales ya hubiere sido condenado o 
absuelto por la Corte. 

2. Nadie será procesado por otro tribunal en razón de uno de los crímenes mencionados en el 
artículo 5 por el cual la Corte ya le hubiere condenado o absuelto. 

3. La Corte no procesará a nadie que haya sido procesado por otro tribunal en razón de hechos 
también prohibidos en virtud de los artículos 6, 7 u 8 a menos que el proceso en el otro tribunal: 

a) Obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal por crímenes 
de la competencia de la Corte; o 

b) No hubiere sido instruido en forma independiente o imparcial de conformidad con las 
debidas garantías procesales reconocidas por el derecho internacional o lo hubiere sido de 
alguna manera que, en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la intención de 
someter a la persona a la acción de la justicia. 

Artículo 21. Derecho aplicable 

1. La Corte aplicará: 

a) En primer lugar, el presente Estatuto, los Elementos de los crímenes y sus Reglas de 
Procedimiento y Prueba; 

b) En segundo lugar, cuando proceda, los tratados aplicables, los principios y normas del 
derecho internacional, incluidos los principios establecidos del derecho internacional de los 
conflictos armados; 

c) En su defecto, los principios generales del derecho que derive la Corte del derecho interno 
de los sistemas jurídicos del mundo, incluido, cuando proceda, el derecho interno de los 
Estados que normalmente ejercerían jurisdicción sobre el crimen, siempre que esos principios 
no sean incompatibles con el presente Estatuto ni con el derecho internacional ni las normas y 
estándares internacionalmente reconocidos. 

2. La Corte podrá aplicar principios y normas de derecho respecto de los cuales hubiere hecho 
una interpretación en decisiones anteriores. 

3. La aplicación e interpretación del derecho de conformidad con el presente artículo deberá 
ser compatible con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, sin distinción 
alguna basada en motivos como el género, definido en el párrafo 3 del artículo 7, la edad, 
la raza, el color, el idioma, la religión o el credo, la opinión política o de otra índole, el origen 
nacional, étnico o social, la posición económica, el nacimiento u otra condición. 
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PARTE III. DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DE DERECHO PENAL 

Artículo 22. Nullum crimen sine lege 

1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que 
la conducta de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen de la 
competencia de la Corte.

2. La definición de crimen será interpretada estrictamente y no se hará extensiva por analogía. 
En caso de ambigüedad, será interpretada en favor de la persona objeto de investigación, 
enjuiciamiento o condena. 

3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a la tipificación de una conducta como 
crimen de derecho internacional independientemente del presente Estatuto. 

Artículo 23. Nulla poena sine lege 

Quien sea declarado culpable por la Corte únicamente podrá ser penado de conformidad con 
el presente Estatuto. 

Artículo 24. Irretroactividad ratione personae 

1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una 
conducta anterior a su entrada en vigor. 

2. De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se dicte la sentencia definitiva, 
se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la investigación, el 
enjuiciamiento o la condena. 

Artículo 25. Responsabilidad penal individual 

1. De conformidad con el presente Estatuto, la Corte tendrá competencia respecto de las 
personas naturales. 

2. Quien cometa un crimen de la competencia de la Corte será responsable individualmente y 
podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto. 

3. De conformidad con el presente Estatuto, será penalmente responsable y podrá ser penado 
por la comisión de un crimen de la competencia de la Corte quien: 

a) Cometa ese crimen por sí solo, con otro o por conducto de otro, sea éste o no penalmente 
responsable; 

b) Ordene, proponga o induzca la comisión de ese crimen, ya sea consumado o en grado de 
tentativa; 

c) Con el propósito de facilitar la comisión de ese crimen, sea cómplice o encubridor o colabore 
de algún modo en la comisión o la tentativa de comisión del crimen, incluso suministrando los 
medios para su comisión; 

d) Contribuya de algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del crimen por un 
grupo de personas que tengan una finalidad común. La contribución deberá ser intencional y 
se hará: 

i) Con el propósito de llevar a cabo la actividad o propósito delictivo del grupo, cuando una u 
otro entrañe la comisión de un crimen de la competencia de la Corte; o 

ii) A sabiendas de que el grupo tiene la intención de cometer el crimen; 
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e) Respecto del crimen de genocidio, haga una instigación directa y pública a que se cometa; 

f) Intente cometer ese crimen mediante actos que supongan un paso importante para su 
ejecución, aunque el crimen no se consume debido a circunstancias ajenas a su voluntad. Sin 
embargo, quien desista de la comisión del crimen o impida de otra forma que se consume no 
podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto por la tentativa si renunciare íntegra 
y voluntariamente al propósito delictivo. 

4. Nada de lo dispuesto en el presente Estatuto respecto de la responsabilidad penal de las 
personas naturales afectará a la responsabilidad del Estado conforme al derecho internacional. 

Artículo 26. Exclusión de los menores de 18 años de la competencia de la Corte 

La Corte no será competente respecto de los que fueren menores de 18 años en el momento 
de la presunta comisión del crimen. 

Artículo 27. Improcedencia del cargo oficial 

1. El presente Estatuto será aplicable por igual a todos sin distinción alguna basada en el 
cargo oficial. En particular, el cargo oficial de una persona, sea Jefe de Estado o de Gobierno, 
miembro de un gobierno o parlamento, representante elegido o funcionario de gobierno, en 
ningún caso la eximirá de responsabilidad penal ni constituirá per se motivo para reducir la 
pena. 

2. Las inmunidades y las normas de procedimiento especiales que conlleve el cargo oficial de 
una persona, con arreglo al derecho interno o al derecho internacional, no obstarán para que 
la Corte ejerza su competencia sobre ella. 

Artículo 28. Responsabilidad de los jefes y otros superiores 

Además de otras causales de responsabilidad penal de conformidad con el presente Estatuto 
por crímenes de la competencia de la Corte: 

a) El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será penalmente responsable 
por los crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo 
su mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el caso, en razón de 
no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando: 

i) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las 
fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos; y 

ii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir 
o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes 
a los efectos de su investigación y enjuiciamiento. 

b) En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas 
en el apartado a), el superior será penalmente responsable por los crímenes de la competencia 
de la Corte que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo, 
en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando: 

i) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información 
que indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se 
proponían cometerlos; 

ii) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo; 
y 
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iii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir 
o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes 
a los efectos de su investigación y enjuiciamiento. 

Artículo 29. Imprescriptibilidad 

Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán. 

Artículo 30. Elemento de intencionalidad 

1. Salvo disposición en contrario, una persona será penalmente responsable y podrá ser 
penada por un crimen de la competencia de la Corte únicamente si los elementos materiales 
del crimen se realizan con intención y conocimiento de los elementos materiales del crimen. 

2. A los efectos del presente artículo, se entiende que actúa intencionalmente quien: 

a) En relación con una conducta, se propone incurrir en ella; 

b) En relación con una consecuencia, se propone causarla o es consciente de que se producirá 
en el curso normal de los acontecimientos. 

3. A los efectos del presente artículo, por “conocimiento” se entiende la conciencia de que 
existe una circunstancia o se va a producir una consecuencia en el curso normal de los 
acontecimientos. Las palabras “a sabiendas” y “con conocimiento” se entenderán en el mismo 
sentido. 

Artículo 31. Circunstancias eximentes de responsabilidad penal 

1. Sin perjuicio de las demás circunstancias eximentes de responsabilidad penal establecidas 
en el presente Estatuto, no será penalmente responsable quien, en el momento de incurrir en 
una conducta: 

a) Padeciere de una enfermedad o deficiencia mental que le prive de su capacidad para 
apreciar la ilicitud o naturaleza de su conducta, o de su capacidad para controlar esa conducta 
a fin de no transgredir la ley; 

b) Estuviere en un estado de intoxicación que le prive de su capacidad para apreciar la ilicitud 
o naturaleza de su conducta, o de su capacidad para controlar esa conducta a fin de no 
transgredir la ley, salvo que se haya intoxicado voluntariamente a sabiendas de que, como 
resultado de la intoxicación, probablemente incurriría en una conducta tipificada como crimen 
de la competencia de la Corte, o haya hecho caso omiso del riesgo de que ello ocurriere; 

c) Actuare razonablemente en defensa propia o de un tercero o, en el caso de los crímenes de 
guerra, de un bien que fuese esencial para su supervivencia o la de un tercero o de un bien que 
fuese esencial para realizar una misión militar, contra un uso inminente e ilícito de la fuerza, en 
forma proporcional al grado de peligro para él, un tercero o los bienes protegidos. El hecho de 
participar en una fuerza que realizare una operación de defensa no bastará para constituir una 
circunstancia eximente de la responsabilidad penal de conformidad con el presente apartado; 

d) Hubiere incurrido en una conducta que presuntamente constituya un crimen de la 
competencia de la Corte como consecuencia de coacción dimanante de una amenaza de 
muerte inminente o de lesiones corporales graves continuadas o inminentes para él u otra 
persona, y en que se vea compelido a actuar necesaria y razonablemente para evitar esa 
amenaza, siempre que no tuviera la intención de causar un daño mayor que el que se proponía 
evitar. Esa amenaza podrá: 

i) Haber sido hecha por otras personas; o 
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ii) Estar constituida por otras circunstancias ajenas a su control. 

2. La Corte determinará si las circunstancias eximentes de responsabilidad penal admitidas 
por el presente Estatuto son aplicables en la causa de que esté conociendo. 

3. En el juicio, la Corte podrá tener en cuenta una circunstancia eximente de responsabilidad 
penal distinta de las indicadas en el párrafo 1 siempre que dicha circunstancia se desprenda 
del derecho aplicable de conformidad con el artículo 21. El procedimiento para el examen de 
una eximente de este tipo se establecerá en las Reglas de Procedimiento y Prueba. 

Artículo 32. Error de hecho o error de derecho 

1. El error de hecho eximirá de responsabilidad penal únicamente si hace desaparecer el 
elemento de intencionalidad requerido por el crimen. 

2. El error de derecho acerca de si un determinado tipo de conducta constituye un crimen de 
la competencia de la Corte no se considerará eximente. Con todo, el error de derecho podrá 
considerarse eximente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por ese 
crimen o si queda comprendido en lo dispuesto en el artículo 33 del presente Estatuto. 

Artículo 33. Órdenes superiores y disposiciones legales 

1. Quien hubiere cometido un crimen de la competencia de la Corte en cumplimiento 
de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, no será eximido de 
responsabilidad penal a menos que: 

a) Estuviere obligado por ley a obedecer órdenes emitidas por el gobierno o el superior de que 
se trate; 

b) No supiera que la orden era ilícita; y 

c) La orden no fuera manifiestamente ilícita. 

2. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio o 
crímenes de lesa humanidad son manifiestamente ilícitas. 

PARTE IV. DE LA COMPOSICIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA CORTE 

Artículo 34. Órganos de la Corte 

La Corte estará compuesta de los órganos siguientes: 

a) La Presidencia; 

b) Una Sección de Apelaciones, una Sección de Primera Instancia y una Sección de Cuestiones 
Preliminares; 

c) La Fiscalía; 

d) La Secretaría. 

Artículo 35. Desempeño del cargo de magistrado 

1. Todos los magistrados serán elegidos miembros de la Corte en régimen de dedicación 
exclusiva y estarán disponibles para desempeñar su cargo en ese régimen desde que 
comience su mandato. 

2. Los magistrados que constituyan la Presidencia desempeñarán sus cargos en régimen de 
dedicación exclusiva tan pronto como sean elegidos. 
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3. La Presidencia podrá, en función del volumen de trabajo de la Corte, y en consulta con 
los miembros de ésta, decidir por cuánto tiempo será necesario que los demás magistrados 
desempeñen sus cargos en régimen de dedicación exclusiva. Las decisiones que se adopten 
en ese sentido se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40. 

4. Las disposiciones financieras relativas a los magistrados que no deban desempeñar sus 
cargos en régimen de dedicación exclusiva serán adoptadas de conformidad con el artículo 49. 

Artículo 36. Condiciones que han de reunir los magistrados, candidaturas y elección 
de los magistrados 

1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, la Corte estará compuesta de 18 magistrados. 

2. a) La Presidencia, actuando en nombre de la Corte, podrá proponer que aumente el número 
de magistrados indicado en el párrafo 1 y señalará las razones por las cuales considera 
necesario y apropiado ese aumento. El Secretario distribuirá prontamente la propuesta a todos 
los Estados Partes; 

b) La propuesta será examinada en una sesión de la Asamblea de los Estados Partes que habrá 
de convocarse de conformidad con el artículo 112. La propuesta, que deberá ser aprobada en 
la sesión por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes, entrará en vigor en la fecha 
en que decida la Asamblea; 

c) i) Una vez que se haya aprobado una propuesta para aumentar el número de magistrados 
con arreglo al apartado b), la elección de los nuevos magistrados se llevará a cabo en el 
siguiente período de sesiones de la Asamblea de los Estados Partes, de conformidad con los 
párrafos 3 a 8 del presente artículo y con el párrafo 2 del artículo 37; 

ii) Una vez que se haya aprobado y haya entrado en vigor una propuesta para aumentar el 
número de magistrados con arreglo a los apartados b) y c) i), la Presidencia podrá en cualquier 
momento, si el volumen de trabajo de la Corte lo justifica, proponer que se reduzca el número 
de magistrados, siempre que ese número no sea inferior al indicado en el párrafo 1. La 
propuesta será examinada de conformidad con el procedimiento establecido en los apartados 
a) y b). De ser aprobada, el número de magistrados se reducirá progresivamente a medida que 
expiren los mandatos y hasta que se llegue al número debido. 

3. a) Los magistrados serán elegidos entre personas de alta consideración moral, imparcialidad 
e integridad que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más altas funciones 
judiciales en sus respectivos países; 

b) Los candidatos a magistrados deberán tener: 

i) Reconocida competencia en derecho y procedimiento penales y la necesaria experiencia en 
causas penales en calidad de magistrado, fiscal, abogado u otra función similar; o

ii) Reconocida competencia en materias pertinentes de derecho internacional, tales como 
el derecho internacional humanitario y las normas de derechos humanos, así como gran 
experiencia en funciones jurídicas profesionales que tengan relación con la labor judicial de 
la Corte; 

c) Los candidatos a magistrado deberán tener un excelente conocimiento y dominio de por lo 
menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte. 

4. a) Cualquier Estado Parte en el presente Estatuto podrá proponer candidatos en las 
elecciones para magistrado de la Corte mediante: 

i) El procedimiento previsto para proponer candidatos a los más altos cargos judiciales del 
país; o 
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ii) El procedimiento previsto en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia para proponer 
candidatos a esa Corte. 

Las propuestas deberán ir acompañadas de una exposición detallada acerca del grado en que 
el candidato cumple los requisitos enunciados en el párrafo 3; 

b) Un Estado Parte podrá proponer un candidato que no tenga necesariamente su nacionalidad, 
pero que en todo caso sea nacional de un Estado Parte; 

c) La Asamblea de los Estados Partes podrá decidir que se establezca un comité asesor para 
las candidaturas. En ese caso, la Asamblea de los Estados Partes determinará la composición 
y el mandato del comité. 

5. A los efectos de la elección se harán dos listas de candidatos: 

La lista A, con los nombres de los candidatos que reúnan los requisitos enunciados en el 
apartado b) i) del párrafo 3; y 

La lista B, con los nombres de los candidatos que reúnan los requisitos enunciados en el 
apartado b) ii) del párrafo 3. 

El candidato que reúna los requisitos requeridos para ambas listas podrá elegir en cuál desea 
figurar. En la primera elección de miembros de la Corte, por lo menos nueve magistrados serán 
elegidos entre los candidatos de la lista A y por lo menos cinco serán elegidos entre los de la 
lista B. Las elecciones subsiguientes se organizarán de manera que se mantenga en la Corte 
una proporción equivalente de magistrados de ambas listas. 

6. a) Los magistrados serán elegidos por votación secreta en una sesión de la Asamblea de los 
Estados Partes convocada con ese fin con arreglo al artículo 112. Con sujeción a lo dispuesto 
en el párrafo 7, serán elegidos los 18 candidatos que obtengan el mayor número de votos y una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes; 

b) En el caso de que en la primera votación no resulte elegido un número suficiente de 
magistrados, se procederá a nuevas votaciones de conformidad con los procedimientos 
establecidos en el apartado a) hasta cubrir los puestos restantes. 

7. No podrá haber dos magistrados que sean nacionales del mismo Estado. Toda persona que, 
para ser elegida magistrado, pudiera ser considerada nacional de más de un Estado, será 
considerada nacional del Estado donde ejerza habitualmente sus derechos civiles y políticos. 

8. a) Al seleccionar a los magistrados, los Estados Partes tendrán en cuenta la necesidad de 
que en la composición de la Corte haya: 

i) Representación de los principales sistemas jurídicos del mundo; 

ii) Distribución geográfica equitativa; y 

iii) Representación equilibrada de magistrados mujeres y hombres; 

b) Los Estados Partes tendrán también en cuenta la necesidad de que haya en la Corte 
magistrados que sean juristas especializados en temas concretos que incluyan, entre otros, la 
violencia contra las mujeres o los niños. 

9. a) Con sujeción a lo dispuesto en el apartado b), los magistrados serán elegidos por un 
mandato de nueve años y, con sujeción al apartado c) y al párrafo 2 del artículo 37, no podrán 
ser reelegidos; 
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b) En la primera elección, un tercio de los magistrados elegidos será seleccionado por sorteo 
para desempeñar un mandato de tres años, un tercio de los magistrados será seleccionado 
por sorteo para desempeñar un mandato de seis años y el resto desempeñará un mandato de 
nueve años; 

c) Un magistrado seleccionado para desempeñar un mandato de tres años de conformidad con 
el apartado b) podrá ser reelegido por un mandato completo. 

10. No obstante lo dispuesto en el párrafo 9, un magistrado asignado a una Sala de Primera 
Instancia o una Sala de Apelaciones de conformidad con el artículo 39 seguirá en funciones 
a fin de llevar a término el juicio o la apelación de los que haya comenzado a conocer en esa 
Sala. 

Artículo 37. Vacantes 

1. En caso de producirse una vacante se celebrará una elección de conformidad con el artículo 
36 para cubrirla. 

2. El magistrado elegido para cubrir una vacante desempeñará el cargo por el resto del 
mandato de su predecesor y, si éste fuera de tres años o menos, podrá ser reelegido por un 
mandato completo con arreglo al artículo 36. 

Artículo 38. Presidencia 

1. El Presidente, el Vicepresidente primero y el Vicepresidente segundo serán elegidos por 
mayoría absoluta de los magistrados. Cada uno desempeñará su cargo por un período de tres 
años o hasta el término de su mandato como magistrado, si éste se produjere antes. Podrán 
ser reelegidos una vez. 

2. El Vicepresidente primero sustituirá al Presidente cuando éste se halle en la imposibilidad de 
ejercer sus funciones o haya sido recusado. El Vicepresidente segundo sustituirá al Presidente 
cuando éste y el Vicepresidente primero se hallen en la imposibilidad de ejercer sus funciones 
o hayan sido recusados. 

3. El Presidente, el Vicepresidente primero y el Vicepresidente segundo constituirán la 
Presidencia, que estará encargada de: 

a) La correcta administración de la Corte, con excepción de la Fiscalía; y 

b) Las demás funciones que se le confieren de conformidad con el presente Estatuto. 

4. En el desempeño de sus funciones enunciadas en el párrafo 3 a), la Presidencia actuará en 
coordinación con el Fiscal y recabará su aprobación en todos los asuntos de interés mutuo. 

Artículo 39. Las Salas 

1. Tan pronto como sea posible después de la elección de los magistrados, la Corte se 
organizará en las secciones indicadas en el artículo 34 b). La Sección de Apelaciones se 
compondrá del Presidente y otros cuatro magistrados, la Sección de Primera Instancia de 
no menos de seis magistrados y la Sección de Cuestiones Preliminares de no menos de seis 
magistrados. Los magistrados serán asignados a las secciones según la naturaleza de las 
funciones que corresponderán a cada una y sus respectivas calificaciones y experiencia, de 
manera que en cada sección haya una combinación apropiada de especialistas en derecho 
y procedimiento penales y en derecho internacional. La Sección de Primera Instancia y la 
Sección de Cuestiones Preliminares estarán integradas predominantemente por magistrados 
que tengan experiencia en procedimiento penal. 

2. a) Las funciones judiciales de la Corte serán realizadas en cada sección por las Salas; 
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b) i) La Sala de Apelaciones se compondrá de todos los magistrados de la Sección de 
Apelaciones; 

ii) Las funciones de la Sala de Primera Instancia serán realizadas por tres magistrados de la 
Sección de Primera Instancia; 

iii) Las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares serán realizadas por tres magistrados 
de la Sección de Cuestiones Preliminares o por un solo magistrado de dicha Sección, de 
conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba; 

c) Nada de lo dispuesto en el presente párrafo obstará a que se constituyan simultáneamente 
más de una Sala de Primera Instancia o Sala de Cuestiones Preliminares cuando la gestión 
eficiente del trabajo de la Corte así lo requiera. 

3. a) Los magistrados asignados a las Secciones de Primera Instancia y de Cuestiones 
Preliminares desempeñarán el cargo en esas Secciones por un período de tres años, y 
posteriormente hasta llevar a término cualquier causa de la que hayan empezado a conocer 
en la sección de que se trate; 

b) Los magistrados asignados a la Sección de Apelaciones desempeñarán el cargo en esa 
Sección durante todo su mandato. 

4. Los magistrados asignados a la Sección de Apelaciones desempeñarán el cargo únicamente 
en esa Sección. Nada de lo dispuesto en el presente artículo obstará, sin embargo, a que 
se asignen temporalmente magistrados de la Sección de Primera Instancia a la Sección de 
Cuestiones Preliminares, o a la inversa, si la Presidencia considera que la gestión eficiente 
del trabajo de la Corte así lo requiere, pero en ningún caso podrá formar parte de la Sala de 
Primera Instancia que conozca de una causa un magistrado que haya participado en la etapa 
preliminar. 

Artículo 40. Independencia de los magistrados 

1. Los magistrados serán independientes en el desempeño de sus funciones. 

2. Los magistrados no realizarán actividad alguna que pueda ser incompatible con el ejercicio 
de sus funciones judiciales o menoscabar la confianza en su independencia. 

3. Los magistrados que tengan que desempeñar sus cargos en régimen de dedicación exclusiva 
en la sede de la Corte no podrán desempeñar ninguna otra ocupación de carácter profesional. 

4. Las cuestiones relativas a la aplicación de los párrafos 2 y 3 serán dirimidas por mayoría 
absoluta de los magistrados. El magistrado al que se refiera una de estas cuestiones no 
participará en la adopción de la decisión. 

Artículo 41. Dispensa y recusación de los magistrados 

1. La Presidencia podrá, a petición de un magistrado, dispensarlo del ejercicio de alguna 
de las funciones que le confiere el presente Estatuto, de conformidad con las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 

2. a) Un magistrado no participará en ninguna causa en que, por cualquier motivo, pueda 
razonablemente ponerse en duda su imparcialidad. Un magistrado será recusado de 
conformidad con lo dispuesto en el presente párrafo, entre otras razones, si hubiese intervenido 
anteriormente, en cualquier calidad, en una causa de la que la Corte estuviere conociendo o en 
una causa penal conexa sustanciada a nivel nacional y que guardare relación con la persona 
objeto de investigación o enjuiciamiento. Un magistrado será también recusado por los demás 
motivos que se establezcan en las Reglas de Procedimiento y Prueba; 
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a) El Fiscal o la persona objeto de investigación o enjuiciamiento podrá pedir la recusación de 
un magistrado con arreglo a lo dispuesto en el presente párrafo; 

b) Las cuestiones relativas a la recusación de un magistrado serán dirimidas por mayoría 
absoluta de los magistrados. El magistrado cuya recusación se pida tendrá derecho a hacer 
observaciones sobre la cuestión, pero no tomará parte en la decisión. 

Artículo 42. La Fiscalía 

1. La Fiscalía actuará en forma independiente como órgano separado de la Corte. Estará 
encargada de recibir remisiones e información corroborada sobre crímenes de la competencia 
de la Corte para examinarlas y realizar investigaciones o ejercitar la acción penal ante la Corte. 
Los miembros de la Fiscalía no solicitarán ni cumplirán instrucciones de fuentes ajenas a la 
Corte. 

2. La Fiscalía estará dirigida por el Fiscal. El Fiscal tendrá plena autoridad para dirigir y 
administrar la Fiscalía, con inclusión del personal, las instalaciones y otros recursos. El Fiscal 
contará con la ayuda de uno o más fiscales adjuntos, que podrán desempeñar cualquiera de 
las funciones que le correspondan de conformidad con el presente Estatuto. El Fiscal y los 
fiscales adjuntos tendrán que ser de diferentes nacionalidades y desempeñarán su cargo en 
régimen de dedicación exclusiva. 

3. El Fiscal y los fiscales adjuntos serán personas que gocen de alta consideración moral, que 
posean un alto nivel de competencia y tengan extensa experiencia práctica en el ejercicio de la 
acción penal o la sustanciación de causas penales. Deberán tener un excelente conocimiento 
y dominio de al menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte. 

4. El Fiscal será elegido en votación secreta y por mayoría absoluta de los miembros de la 
Asamblea de los Estados Partes. Los fiscales adjuntos serán elegidos en la misma forma de 
una lista de candidatos presentada por el Fiscal. El Fiscal propondrá tres candidatos para cada 
puesto de fiscal adjunto que deba cubrirse. Salvo que en el momento de la elección se fije un 
período más breve, el Fiscal y los fiscales adjuntos desempeñarán su cargo por un período de 
nueve años y no podrán ser reelegidos. 

5. El Fiscal y los fiscales adjuntos no realizarán actividad alguna que pueda interferir en 
el ejercicio de sus funciones o menoscabar la confianza en su independencia. No podrán 
desempeñar ninguna otra ocupación de carácter profesional. 

6. La Presidencia podrá, a petición del Fiscal o de un fiscal adjunto, dispensarlos de intervenir 
en una causa determinada. 

7. El Fiscal y los fiscales adjuntos no participarán en ningún asunto en que, por cualquier motivo, 
pueda razonablemente ponerse en duda su imparcialidad. Serán recusados de conformidad 
con lo dispuesto en el presente párrafo, entre otras razones, si hubiesen intervenido 
anteriormente, en cualquier calidad, en una causa de que la Corte estuviere conociendo o en 
una causa penal conexa sustanciada a nivel nacional y que guardare relación con la persona 
objeto de investigación o enjuiciamiento. 

8. Las cuestiones relativas a la recusación del Fiscal o de un fiscal adjunto serán dirimidas por 
la Sala de Apelaciones: 

a) La persona objeto de investigación o enjuiciamiento podrá en cualquier momento pedir la 
recusación del Fiscal o de un fiscal adjunto por los motivos establecidos en el presente artículo; 

b) El Fiscal o el fiscal adjunto, según proceda, tendrán derecho a hacer observaciones sobre 
la cuestión. 

9. El Fiscal nombrará asesores jurídicos especialistas en determinados temas como, por 
ejemplo, violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños. 
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Artículo 43. La Secretaría 

1. La Secretaría, sin perjuicio de las funciones y atribuciones del Fiscal de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 42, estará encargada de los aspectos no judiciales de la administración 
de la Corte y de prestarle servicios. 

2. La Secretaría será dirigida por el Secretario, que será el principal funcionario administrativo 
de la Corte. El Secretario ejercerá sus funciones bajo la autoridad del Presidente de la Corte. 

3. El Secretario y el Secretario Adjunto deberán ser personas que gocen de consideración 
moral y tener un alto nivel de competencia y un excelente conocimiento y dominio de al menos 
uno de los idiomas de trabajo de la Corte. 

4. Los magistrados elegirán al Secretario en votación secreta por mayoría absoluta y teniendo 
en cuenta las recomendaciones de la Asamblea de los Estados Partes. De ser necesario 
elegirán, por recomendación del Secretario y con arreglo al mismo procedimiento, un 
Secretario Adjunto. 

5. El Secretario será elegido por un período de cinco años en régimen de dedicación exclusiva 
y podrá ser reelegido una sola vez. El Secretario Adjunto será elegido por un período de cinco 
años, o por uno más breve, si así lo deciden los magistrados por mayoría absoluta, en el 
entendimiento de que prestará sus servicios según sea necesario. 

6. El Secretario establecerá una Dependencia de Víctimas y Testigos dentro de la Secretaría. 
Esta Dependencia, en consulta con la Fiscalía, adoptará medidas de protección y dispositivos 
de seguridad y prestará asesoramiento y otro tipo de asistencia a testigos y víctimas que 
comparezcan ante la Corte, y a otras personas que estén en peligro en razón del testimonio 
prestado. La Dependencia contará con personal especializado para atender a las víctimas de 
traumas, incluidos los relacionados con delitos de violencia sexual. 

Artículo 44. El personal 

1. El Fiscal y el Secretario nombrarán los funcionarios calificados que sean necesarios en sus 
respectivas oficinas. En el caso del Fiscal, ello incluirá el nombramiento de investigadores. 

2. En el nombramiento de los funcionarios, el Fiscal y el Secretario velarán por el más alto 
grado de eficiencia, competencia e integridad y tendrán en cuenta, mutatis mutandis, los 
criterios establecidos en el párrafo 8 del artículo 36. 

3. El Secretario, con la anuencia de la Presidencia y del Fiscal, propondrá un reglamento del 
personal que establecerá las condiciones en que el personal de la Corte será designado, 
remunerado o separado del servicio. El Reglamento del Personal estará sujeto a la aprobación 
de la Asamblea de los Estados Partes. 

4. La Corte podrá, en circunstancias excepcionales, recurrir a la pericia de personal 
proporcionado gratuitamente por Estados Partes, organizaciones intergubernamentales 
u organizaciones no gubernamentales para que colabore en la labor de cualquiera de los 
órganos de la Corte. El Fiscal podrá aceptar ofertas de esa índole en nombre de la Fiscalía. El 
personal proporcionado gratuitamente será empleado de conformidad con directrices que ha 
de establecer la Asamblea de los Estados Partes. 

Artículo 45. Promesa solemne 

Antes de asumir las obligaciones del cargo de conformidad con el presente Estatuto, los 
magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario y el secretario adjunto declararán 
solemnemente y en sesión pública que ejercerán sus atribuciones con toda imparcialidad y 
conciencia. 
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Artículo 46. Separación del cargo 

1. Un magistrado, el fiscal, un fiscal adjunto, el secretario o el secretario adjunto será separado 
del cargo si se adopta una decisión a tal efecto de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
2 cuando se determine que: 

Ha incurrido en falta grave o en incumplimiento grave de las funciones que le confiere el 
presente Estatuto y según lo establecido en las Reglas de procedimiento y prueba; o 

Está imposibilitado de desempeñar las funciones descritas en el presente Estatuto. 

2. La decisión de separar del cargo a un magistrado, el fiscal o un fiscal adjunto de conformidad 
con el párrafo 1 será adoptada por la Asamblea de los Estados Partes en votación secreta: 

a) En el caso de un magistrado, por mayoría de dos tercios de los Estados Partes y previa 
recomendación aprobada por mayoría de dos tercios de los demás magistrados; 

b) En el caso del fiscal, por mayoría absoluta de los Estados Partes; 

c) En el caso de un fiscal adjunto, por mayoría absoluta de los Estados Partes y previa 
recomendación del fiscal. 

3. La decisión de separar del cargo al secretario o a un secretario adjunto será adoptada por 
mayoría absoluta de los magistrados. 

4. El magistrado, fiscal, fiscal adjunto, secretario o secretario adjunto cuya conducta o cuya 
idoneidad para el ejercicio de las funciones del cargo de conformidad con el presente Estatuto 
haya sido impugnada en virtud del presente artículo podrá presentar y obtener pruebas y 
presentar escritos de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba; sin embargo, no 
podrá participar por ningún otro concepto en el examen de la cuestión. 

Artículo 47. Medidas disciplinarias 

El magistrado, fiscal, fiscal adjunto, secretario o secretario adjunto que haya incurrido en una 
falta menos grave que la establecida en el párrafo 1 del artículo 46 será objeto de medidas 
disciplinarias de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba. 

Artículo 48. Privilegios e inmunidades 

1. La Corte gozará en el territorio de cada Estado Parte de los privilegios e inmunidades que 
sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

2. Los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos y el Secretario gozarán, cuando actúen en el 
desempeño de sus funciones o en relación con ellas, de los mismos privilegios e inmunidades 
reconocidos a los jefes de las misiones diplomáticas y, una vez expirado su mandato, seguirán 
gozando de absoluta inmunidad judicial por las declaraciones hechas oralmente o por escrito 
y los actos realizados en el desempeño de sus funciones oficiales. 

3. El Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía y el personal de la Secretaría gozarán 
de los privilegios e inmunidades y de las facilidades necesarias para el cumplimiento de sus 
funciones, de conformidad con el acuerdo sobre los privilegios e inmunidades de la Corte. 

4. Los abogados, peritos, testigos u otras personas cuya presencia se requiera en la sede de 
la Corte serán objeto del tratamiento que sea necesario para el funcionamiento adecuado de la 
Corte, de conformidad con el acuerdo sobre los privilegios e inmunidades de la Corte. 

5. Se podrá renunciar a los privilegios e inmunidades: 
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a) En el caso de un magistrado o el Fiscal, por decisión de la mayoría absoluta de los 
magistrados; 

b) En el caso del Secretario, por la Presidencia; 

c) En el caso de los Fiscales Adjuntos y el personal de la Fiscalía, por el Fiscal; 

d) En el caso del Secretario Adjunto y el personal de la Secretaría, por el Secretario. 

Artículo 49. Sueldos, estipendios y dietas 

Los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario y el secretario adjunto percibirán 
los sueldos, estipendios y dietas que decida la Asamblea de los Estados Partes. Esos sueldos 
y estipendios no serán reducidos en el curso de su mandato. 

Artículo 50. Idiomas oficiales y de trabajo 

1. Los idiomas oficiales de la Corte serán el árabe, el chino, el español, el francés, el inglés y 
el ruso. Las sentencias de la Corte, así como las otras decisiones que resuelvan cuestiones 
fundamentales de que conozca la Corte, serán publicadas en los idiomas oficiales. La 
Presidencia, de conformidad con los criterios establecidos en las Reglas de Procedimiento y 
Prueba, determinará cuáles son las decisiones que resuelven cuestiones fundamentales a los 
efectos del presente párrafo. 

2. Los idiomas de trabajo de la Corte serán el francés y el inglés. En las Reglas de Procedimiento 
y Prueba se determinará en qué casos podrá utilizarse como idioma de trabajo otros idiomas 
oficiales. 

3. La Corte autorizará a cualquiera de las partes o cualquiera de los Estados a que se haya 
permitido intervenir en un procedimiento, previa solicitud de ellos, a utilizar un idioma distinto 
del francés o el inglés, siempre que considere que esta autorización está adecuadamente 
justificada. 

Artículo 51. Reglas de Procedimiento y Prueba 

1. Las Reglas de Procedimiento y Prueba entrarán en vigor tras su aprobación por mayoría de 
dos tercios de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes. 

2. Podrán proponer enmiendas a las Reglas de Procedimiento y Prueba: 

a) Cualquier Estado Parte; 

b) Los magistrados, por mayoría absoluta; o 

c) El Fiscal. 

Las enmiendas entrarán en vigor tras su aprobación en la Asamblea de los Estados Partes por 
mayoría de dos tercios. 

3. Una vez aprobadas las Reglas de Procedimiento y Prueba, en casos urgentes y cuando 
éstas no resuelvan una situación concreta suscitada en la Corte, los magistrados podrán, 
por una mayoría de dos tercios, establecer reglas provisionales que se aplicarán hasta que 
la Asamblea de los Estados Partes las apruebe, enmiende o rechace en su siguiente período 
ordinario o extraordinario de sesiones. 

4. Las Reglas de Procedimiento y Prueba, las enmiendas a ellas y las reglas provisionales 
deberán estar en consonancia con el presente Estatuto. Las enmiendas a las Reglas de 
Procedimiento y Prueba, así como las reglas provisionales, no se aplicarán retroactivamente 
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en detrimento de la persona que sea objeto de la investigación o el enjuiciamiento o que haya 
sido condenada. 

5. En caso de conflicto entre las disposiciones del Estatuto y las de las Reglas de Procedimiento 
y Prueba, prevalecerá el Estatuto. 

Artículo 52. Reglamento de la Corte 

1. Los magistrados, de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba, aprobarán por mayoría absoluta el Reglamento de la Corte que sea necesario para su 
funcionamiento ordinario. 

2. Se consultará al Fiscal y al Secretario en la preparación del Reglamento y de cualquier 
enmienda a él. 

3. El Reglamento y sus enmiendas entrarán en vigor al momento de su aprobación, a menos 
que los magistrados decidan otra cosa. Inmediatamente después de su aprobación, serán 
distribuidos a los Estados Partes para recabar sus observaciones. Se mantendrán en vigor 
si en un plazo de seis meses no se han recibido objeciones de una mayoría de los Estados 
Partes. 

PARTE V. DE LA INVESTIGACIÓN Y EL ENJUICIAMIENTO 

Artículo 53. Inicio de una investigación 

1. El Fiscal, después de evaluar la información de que disponga, iniciará una investigación a 
menos que determine que no existe fundamento razonable para proceder a ella con arreglo 
al presente Estatuto. Al decidir si ha de iniciar una investigación, el Fiscal tendrá en cuenta si: 

a) La información de que dispone constituye fundamento razonable para creer que se ha 
cometido o se está cometiendo un crimen de la competencia de la Corte; 

b) La causa es o sería admisible de conformidad con el artículo 17; 

c) Existen razones sustanciales para creer que, aun teniendo en cuenta la gravedad del crimen 
y los intereses de las víctimas, una investigación no redundaría en interés de la justicia. 

d) El Fiscal, si determinare que no hay fundamento razonable para proceder a la investigación 
y la determinación se basare únicamente en el apartado c), lo comunicará a la Sala de 
Cuestiones Preliminares. 

2. Si, tras la investigación, el Fiscal llega a la conclusión de que no hay fundamento suficiente 
para el enjuiciamiento, ya que: 

a) No existe una base suficiente de hecho o de derecho para pedir una orden de detención o 
de comparecencia de conformidad con el artículo 58; 

b) La causa es inadmisible de conformidad con el artículo 17; o 

c) El enjuiciamiento no redundaría en interés de la justicia, teniendo en cuenta todas las 
circunstancias, entre ellas la gravedad del crimen, los intereses de las víctimas y la edad 
o enfermedad del presunto autor y su participación en el presunto crimen; notificará su 
conclusión motivada a la Sala de Cuestiones Preliminares y al Estado que haya remitido el 
asunto de conformidad con el artículo 14 o al Consejo de Seguridad si se trata de un caso 
previsto en el párrafo b) del artículo 13. 

3. a) A petición del Estado que haya remitido el asunto con arreglo al artículo 14 o del Consejo de 
Seguridad de conformidad con el párrafo b) del artículo 13, la Sala de Cuestiones Preliminares 
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podrá examinar la decisión del Fiscal de no proceder a la investigación de conformidad con el 
párrafo 1 o el párrafo 2 y pedir al Fiscal que reconsidere esa decisión; 

b) Además, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá, de oficio, revisar una decisión del Fiscal 
de no proceder a la investigación si dicha decisión se basare únicamente en el párrafo 1 c) o el 
párrafo 2 c). En ese caso, la decisión del Fiscal únicamente surtirá efecto si es confirmada por 
la Sala de Cuestiones Preliminares. 

4. El Fiscal podrá reconsiderar en cualquier momento su decisión de iniciar una investigación 
o enjuiciamiento sobre la base de nuevos hechos o nuevas informaciones. 

Artículo 54. Funciones y atribuciones del Fiscal con respecto a las investigaciones 

1. El Fiscal: 

a) A fin de establecer la veracidad de los hechos, ampliará la investigación a todos los hechos y 
las pruebas que sean pertinentes para determinar si hay responsabilidad penal de conformidad 
con el presente Estatuto y, a esos efectos, investigará tanto las circunstancias incriminantes 
como las eximentes; 

b) Adoptará medidas adecuadas para asegurar la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento 
de los crímenes de la competencia de la Corte. A esos efectos, respetará los intereses y las 
circunstancias personales de víctimas y testigos, entre otros la edad, el género, definido en 
el párrafo 3 del artículo 7, y la salud, y tendrá en cuenta la naturaleza de los crímenes, en 
particular los de violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños; 
y 

c) Respetará plenamente los derechos que confiere a las personas el presente Estatuto. 

2. El Fiscal podrá realizar investigaciones en el territorio de un Estado: 

a) De conformidad con las disposiciones de la Parte IX; o 

b) Según lo autorice la Sala de Cuestiones Preliminares de conformidad con el párrafo 3 d) 
del artículo 57. 

3. El Fiscal podrá: 

a) Reunir y examinar pruebas; 

b) Hacer comparecer e interrogar a las personas objeto de investigación, las víctimas y los 
testigos; 

c) Solicitar la cooperación de un Estado u organización o acuerdo intergubernamental de 
conformidad con su respectiva competencia o mandato; 

d) Concertar las disposiciones o los acuerdos compatibles con el presente Estatuto que sean 
necesarios para facilitar la cooperación de un Estado, una organización intergubernamental 
o una persona; 

e) Convenir en que no divulgará en ninguna etapa del procedimiento los documentos o la 
información que obtenga a condición de preservar su carácter confidencial y únicamente 
a los efectos de obtener nuevas pruebas, salvo con el acuerdo de quien haya facilitado la 
información; y 

f) Adoptar o pedir que se adopten las medidas necesarias para asegurar el carácter confidencial 
de la información, la protección de una persona o la preservación de las pruebas. 
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Artículo 55. Derechos de las personas durante la investigación 

1. En las investigaciones realizadas de conformidad con el presente Estatuto: 

a) Nadie será obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable; 

b) Nadie será sometido a forma alguna de coacción, intimidación o amenaza, a torturas ni a 
otros tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes; 

c) Quien haya de ser interrogado en un idioma que no sea el que comprende y habla 
perfectamente contará, sin cargo alguno, con los servicios de un intérprete competente y las 
traducciones que sean necesarias a los efectos de cumplir el requisito de equidad; y 

d) Nadie será sometido a arresto o detención arbitrarios ni será privado de su libertad salvo 
por los motivos previstos en el presente Estatuto y de conformidad con los procedimientos 
establecidos en él. 

2. Cuando haya motivos para creer que una persona ha cometido un crimen de la competencia 
de la Corte y esa persona haya de ser interrogada por el Fiscal o por las autoridades nacionales, 
en cumplimiento de una solicitud hecha de conformidad con lo dispuesto en la Parte IX, tendrá 
además los derechos siguientes, de los que será informada antes del interrogatorio: 

a) A ser informada de que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de la 
competencia de la Corte; 

b) A guardar silencio, sin que ello pueda tenerse en cuenta a los efectos de determinar su 
culpabilidad o inocencia; 

c) A ser asistida por un abogado defensor de su elección o, si no lo tuviere, a que se le asigne 
un defensor de oficio, siempre que fuere necesario en interés de la justicia y, en cualquier caso, 
sin cargo si careciere de medios suficientes; y 

d) A ser interrogada en presencia de su abogado, a menos que haya renunciado voluntariamente 
a su derecho a asistencia letrada. 

Artículo 56. Disposiciones que podrá adoptar la Sala de Cuestiones Preliminares 
cuando se presente una oportunidad única de proceder a una investigación 

1. a) El Fiscal, cuando considere que se presenta una oportunidad única de proceder a una 
investigación, que tal vez no se repita a los fines de un juicio, de recibir el testimonio o la 
declaración de un testigo o de examinar, reunir o verificar pruebas, lo comunicará a la Sala de 
Cuestiones Preliminares; 

b) La Sala, a petición del Fiscal, podrá adoptar las medidas que sean necesarias para velar 
por la eficiencia e integridad de las actuaciones y, en particular, para proteger los derechos de 
la defensa; 

c) A menos que la Sala de Cuestiones Preliminares ordene otra cosa, el Fiscal proporcionará 
la información correspondiente a la persona que ha sido detenida o que ha comparecido en 
virtud de una citación en relación con la investigación a que se refiere el apartado a), a fin de 
que pueda ser oída. 

2. Las medidas a que se hace referencia en el apartado b) del párrafo 1 podrán consistir en: 

a) Formular recomendaciones o dictar ordenanzas respecto del procedimiento que habrá de 
seguirse; 

b) Ordenar que quede constancia de las actuaciones; 
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c) Nombrar a un experto para que preste asistencia; 

d) Autorizar al abogado defensor del detenido o de quien haya comparecido ante la Corte 
en virtud de una citación a que participe o, en caso de que aún no se hayan producido esa 
detención o comparecencia o no se haya designado abogado, a nombrar otro para que 
comparezca y represente los intereses de la defensa; 

e) Encomendar a uno de sus miembros o, de ser necesario, a otro magistrado de la Sección 
de Cuestiones Preliminares o la Sección de Primera Instancia que formule recomendaciones 
o dicte ordenanzas respecto de la reunión y preservación de las pruebas o del interrogatorio 
de personas; 

f) Adoptar todas las medidas que sean necesarias para reunir o preservar las pruebas. 

3. a) La Sala de Cuestiones Preliminares, cuando considere que el Fiscal no ha solicitado 
medidas previstas en el presente artículo que, a su juicio, sean esenciales para la defensa 
en juicio, le consultará si se justificaba no haberlas solicitado. La Sala podrá adoptar de oficio 
esas medidas si, tras la consulta, llegare a la conclusión de que no había justificación para no 
solicitarlas. 

b) El Fiscal podrá apelar de la decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares de actuar de oficio 
con arreglo al presente párrafo. La apelación se sustanciará en un procedimiento sumario. 

4. La admisibilidad o la forma en que quedará constancia de las pruebas reunidas o preservadas 
para el juicio de conformidad con el presente artículo se regirá en el juicio por lo dispuesto en el 
artículo 69 y la Sala de Primera Instancia decidirá cómo ha de ponderar esas pruebas. 

Artículo 57. Funciones y atribuciones de la Sala de Cuestiones Preliminares 

1. A menos que el presente Estatuto disponga otra cosa, la Sala de Cuestiones Preliminares 
ejercerá sus funciones de conformidad con las disposiciones del presente artículo. 

2. a) Las providencias u órdenes que la Sala de Cuestiones Preliminares dicte en virtud de los 
artículos 15, 18 ó 19, el párrafo 2 del artículo 54, el párrafo 7 del artículo 61 o el artículo 72 
deberán ser aprobadas por la mayoría de los magistrados que la componen; 

b) En todos los demás casos, un magistrado de la Sala de Cuestiones Preliminares podrá ejercer 
las funciones establecidas en el presente Estatuto, a menos que las Reglas de Procedimiento y 
Prueba dispongan otra cosa o así lo acuerde, por mayoría, la Sala de Cuestiones Preliminares. 

3. Además de otras funciones que le confiere el presente Estatuto, la Sala de Cuestiones 
Preliminares podrá: 

a) A petición del Fiscal, dictar las providencias y órdenes que sean necesarias a los fines de 
una investigación; 

b) A petición de quien haya sido detenido o haya comparecido en virtud de una orden de 
comparecencia expedida con arreglo al artículo 58, dictar esas órdenes, incluidas medidas 
tales como las indicadas en el artículo 56 o solicitar con arreglo a la Parte IX la cooperación 
que sea necesaria para ayudarle a preparar su defensa; 

c) Cuando sea necesario, asegurar la protección y el respeto de la intimidad de víctimas y 
testigos, la preservación de pruebas, la protección de personas detenidas o que hayan 
comparecido en virtud de una orden de comparencia, así como la protección de información 
que afecte a la seguridad nacional; 

d) Autorizar al Fiscal a adoptar determinadas medidas de investigación en el territorio de un 
Estado Parte sin haber obtenido la cooperación de éste con arreglo a la Parte IX en el caso 
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de que la Sala haya determinado, de ser posible teniendo en cuenta las opiniones del Estado 
de que se trate, que dicho Estado manifiestamente no está en condiciones de cumplir una 
solicitud de cooperación debido a que no existe autoridad u órgano alguno de su sistema 
judicial competente para cumplir una solicitud de cooperación con arreglo a la Parte IX. 

e) Cuando se haya dictado una orden de detención o de comparecencia con arreglo al artículo 
58, y habida cuenta del valor de las pruebas y de los derechos de las partes de que se trate, 
de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba, recabar la cooperación de los Estados con arreglo al párrafo 1 k) del artículo 93 para 
adoptar medidas cautelares a los efectos de un decomiso que, en particular, beneficie en 
última instancia a las víctimas. 

Artículo 58. Orden de detención u orden de comparecencia dictada por la Sala de 
Cuestiones Preliminares 

1. En cualquier momento después de iniciada la investigación, la Sala de Cuestiones 
Preliminares dictará, a solicitud del Fiscal, una orden de detención contra una persona si, 
tras examinar la solicitud y las pruebas y otra información presentadas por el Fiscal, estuviere 
convencida de que: 

a) Hay motivo razonable para creer que ha cometido un crimen de la competencia de la Corte; 
y 

b) La detención parece necesaria para: 

i) Asegurar que la persona comparezca en juicio; 

ii) Asegurar que la persona no obstruya ni ponga en peligro la investigación ni las actuaciones 
de la Corte; o 

iii) En su caso, impedir que la persona siga cometiendo ese crimen o un crimen conexo que sea 
de la competencia de la Corte y tenga su origen en las mismas circunstancias. 

2. La solicitud del Fiscal consignará:

a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación; 

b) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte que presuntamente haya 
cometido; 

c) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes; 

d) Un resumen de las pruebas y cualquier otra información que constituya motivo razonable 
para creer que la persona cometió esos crímenes; y 

f) La razón por la cual el Fiscal crea necesaria la detención. 

3. La orden de detención consignará: 

a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación; 

b) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte por el que se pide su 
detención; y 

c) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes. 

4. La orden de detención seguirá en vigor mientras la Corte no disponga lo contrario. 

5. La Corte, sobre la base de la orden de detención, podrá solicitar la detención provisional 
o la detención y entrega de la persona de conformidad con la Parte IX del presente Estatuto. 
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6. El Fiscal podrá pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares que enmiende la orden de 
detención para modificar la referencia al crimen indicado en ésta o agregar otros. La Sala 
de Cuestiones Preliminares enmendará la orden si estuviere convencida de que hay motivo 
razonable para creer que la persona cometió los crímenes en la forma que se indica en esa 
modificación o adición. 

7. El Fiscal podrá pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares que, en lugar de una orden de 
detención, dicte una orden de comparecencia. La Sala, de estar convencida de que hay motivo 
razonable para creer que la persona ha cometido el crimen que se le imputa y que bastará 
con una orden de comparecencia para asegurar que comparezca efectivamente, dictará, con 
o sin las condiciones limitativas de la libertad (distintas de la detención) que prevea el derecho 
interno, una orden para que la persona comparezca. La orden de comparecencia consignará: 

a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación; 

b) La fecha de la comparecencia; 

c) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte que presuntamente haya 
cometido; y 

d) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes. 

La notificación de la orden será personal. 

Artículo 59. Procedimiento de detención en el Estado de detención 

1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de detención provisional o de detención y 
entrega tomará inmediatamente las medidas necesarias para la detención de conformidad con 
su derecho interno y con lo dispuesto en la Parte IX del presente Estatuto. 

2. El detenido será llevado sin demora ante la autoridad judicial competente del Estado de 
detención, que determinará si, de conformidad con el derecho de ese Estado: 

a) La orden le es aplicable; 

b) La detención se llevó a cabo conforme a derecho; y 

c) Se han respetado los derechos del detenido. 

3. El detenido tendrá derecho a solicitar de la autoridad competente del Estado de detención la 
libertad provisional antes de su entrega. 

4. Al decidir la solicitud, la autoridad competente del Estado de detención examinará si, dada 
la gravedad de los presuntos crímenes, hay circunstancias urgentes y excepcionales que 
justifiquen la libertad provisional y si existen las salvaguardias necesarias para que el Estado 
de detención pueda cumplir su obligación de entregar la persona a la Corte. Esa autoridad 
no podrá examinar si la orden de detención fue dictada conforme a derecho con arreglo a los 
apartados a) y b) del párrafo 1 del artículo 58. 

5. La solicitud de libertad provisional será notificada a la Sala de Cuestiones Preliminares, que 
hará recomendaciones a la autoridad competente del Estado de detención. Antes de adoptar 
su decisión, la autoridad competente del Estado de detención tendrá plenamente en cuenta 
esas recomendaciones, incluidas las relativas a medidas para impedir la evasión de la persona. 

6. De concederse la libertad provisional, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá solicitar 
informes periódicos al respecto. 

7. Una vez que el Estado de detención haya ordenado la entrega, el detenido será puesto a 
disposición de la Corte tan pronto como sea posible. 
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Artículo 60. Primeras diligencias en la Corte 

1. Una vez que el imputado haya sido entregado a la Corte o haya comparecido voluntariamente 
o en cumplimiento de una orden de comparecencia, la Sala de Cuestiones Preliminares se 
asegurará de que ha sido informado de los crímenes que le son imputados y de los derechos 
que le reconoce el presente Estatuto, incluido el de pedir la libertad provisional. 

2. Quien sea objeto de una orden de detención podrá pedir la libertad provisional. Si la Sala 
de Cuestiones Preliminares está convencida de que se dan las condiciones enunciadas en el 
párrafo 1 del artículo 58, se mantendrá la detención. En caso contrario, la Sala de Cuestiones 
Preliminares pondrá en libertad al detenido, con o sin condiciones. 

3. La Sala de Cuestiones Preliminares revisará periódicamente su decisión en cuanto a la 
puesta en libertad o la detención, y podrá hacerlo en cualquier momento en que lo solicite el 
Fiscal o el detenido. Sobre la base de la revisión, la Sala podrá modificar su decisión en cuanto 
a la detención, la puesta en libertad o las condiciones de ésta, si está convencida de que es 
necesario en razón de un cambio en las circunstancias. 

4. La Sala de Cuestiones Preliminares se asegurará de que la detención en espera de juicio no 
se prolongue excesivamente a causa de una demora inexcusable del Fiscal. Si se produjere 
dicha demora, la Corte considerará la posibilidad de poner en libertad al detenido, con o sin 
condiciones. 

5. De ser necesario, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá dictar una orden de detención 
para hacer comparecer a una persona que haya sido puesta en libertad. 

Artículo 61. Confirmación de los cargos antes del juicio 

1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 y dentro de un plazo razonable tras la entrega 
de la persona a la Corte o su comparecencia voluntaria ante ésta, la Sala de Cuestiones 
Preliminares celebrará una audiencia para confirmar los cargos sobre la base de los cuales el 
Fiscal tiene la intención de pedir el procesamiento. La audiencia se celebrará en presencia del 
Fiscal y del imputado, así como de su defensor. 

2. La Sala de Cuestiones Preliminares, a solicitud del Fiscal o de oficio, podrá celebrar una 
audiencia en ausencia del acusado para confirmar los cargos en los cuales el Fiscal se basa 
para pedir el enjuiciamiento cuando el imputado: 

a) Haya renunciado a su derecho a estar presente; o 

b) Haya huido o no sea posible encontrarlo y se hayan tomado todas las medidas razonables 
para asegurar su comparecencia ante la Corte e informarle de los cargos y de que se celebrará 
una audiencia para confirmarlos, 

En este caso, el imputado estará representado por un defensor cuando la Sala de Cuestiones 
Preliminares resuelva que ello redunda en interés de la justicia. 

3. Dentro de un plazo razonable antes de la audiencia: 

a) Se proporcionará al imputado un ejemplar del documento en que se formulen los cargos por 
los cuales el Fiscal se proponga enjuiciarlo; y 

b) Se le informará de las pruebas que el Fiscal se proponga presentar en la audiencia. 

c) La Sala de Cuestiones Preliminares podrá dictar providencias respecto de la revelación de 
información a los efectos de la audiencia. 
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4. Antes de la audiencia, el Fiscal podrá proseguir la investigación y modificar o retirar los 
cargos. Se dará al imputado aviso con antelación razonable a la audiencia de cualquier 
modificación de los cargos o de su retiro. En caso de retirarse cargos, el Fiscal comunicará las 
razones a la Sala de Cuestiones Preliminares. 

5. En la audiencia, el Fiscal presentará respecto de cada cargo pruebas suficientes de que 
hay motivos fundados para creer que el imputado cometió el crimen que se le imputa. El Fiscal 
podrá presentar pruebas documentales o un resumen de las pruebas y no será necesario que 
llame a los testigos que han de declarar en el juicio. 

6. En la audiencia, el imputado podrá: 

a) Impugnar los cargos; 

b) Impugnar las pruebas presentadas por el Fiscal; y 

c) Presentar pruebas. 

7. La Sala de Cuestiones Preliminares determinará, sobre la base de la audiencia, si existen 
pruebas suficientes de que hay motivos fundados para creer que el imputado cometió cada 
crimen que se le imputa. Según cual sea esa determinación, la Sala de Cuestiones Preliminares: 

a) Confirmará los cargos respecto de los cuales haya determinado que existen pruebas 
suficientes y asignará al acusado a una Sala de Primera Instancia para su enjuiciamiento por 
los cargos confirmados; 

b) No confirmará los cargos respecto de los cuales haya determinado que las pruebas son 
insuficientes; 

c) Levantará la audiencia y pedirá al Fiscal que considere la posibilidad de: 

i) Presentar nuevas pruebas o llevar a cabo nuevas investigaciones en relación con un 
determinado cargo; o 

ii) Modificar un cargo en razón de que las pruebas presentadas parecen indicar la comisión de 
un crimen distinto que sea de la competencia de la Corte. 

8. La no confirmación de un cargo por parte de la Sala de Cuestiones Preliminares no obstará 
para que el Fiscal la pida nuevamente a condición de que presente pruebas adicionales. 

9. Una vez confirmados los cargos y antes de comenzar el juicio, el Fiscal, con autorización 
de la Sala de Cuestiones Preliminares y previa notificación al acusado, podrá modificar los 
cargos. El Fiscal, si se propusiera presentar nuevos cargos o sustituirlos por otros más graves, 
deberá pedir una audiencia de conformidad con el presente artículo para confirmarlos. Una 
vez comenzado el juicio, el Fiscal, con autorización de la Sala de Primera Instancia, podrá 
retirar los cargos. 

10. Toda orden ya dictada dejará de tener efecto con respecto a los cargos que no hayan sido 
confirmados por la Sala de Cuestiones Preliminares o hayan sido retirados por el Fiscal. 

11. Una vez confirmados los cargos de conformidad con el presente artículo, la Presidencia 
constituirá una Sala de Primera Instancia que, con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 9 
del presente artículo y en el párrafo 4 del artículo 64, se encargará de la siguiente fase del 
procedimiento y podrá ejercer las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares que sean 
pertinentes y apropiadas en ese procedimiento. 
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PARTE VI. DEL JUICIO 

Artículo 62. Lugar del juicio 

A menos que se decida otra cosa, el juicio se celebrará en la sede de la Corte. 

Artículo 63. Presencia del acusado en el juicio 

1. El acusado estará presente durante el juicio. 

2. Si el acusado, estando presente en la Corte, perturbare continuamente el juicio, la Sala de 
Primera Instancia podrá disponer que salga de ella y observe el proceso y dé instrucciones 
a su defensor desde fuera, utilizando, en caso necesario, tecnologías de comunicación. Esas 
medidas se adoptarán únicamente en circunstancias excepcionales, después de que se haya 
demostrado que no hay otras posibilidades razonables y adecuadas, y únicamente durante el 
tiempo que sea estrictamente necesario. 

Artículo 64. Funciones y atribuciones de la Sala de Primera Instancia 

1. Las funciones y atribuciones de la Sala de Primera Instancia enunciadas en el presente 
artículo deberán ejercerse de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 

2. La Sala de Primera Instancia velará por que el juicio sea justo y expedito y se sustancie con 
pleno respeto de los derechos del acusado y teniendo debidamente en cuenta la protección de 
las víctimas y de los testigos. 

3. La Sala de Primera Instancia a la que se asigne una causa de conformidad con el presente 
Estatuto: 

a) Celebrará consultas con las partes y adoptará los procedimientos que sean necesarios para 
que el juicio se sustancie de manera justa y expedita; 

b) Determinará el idioma o los idiomas que habrán de utilizarse en el juicio; y 

c) Con sujeción a cualesquiera otras disposiciones pertinentes del presente Estatuto, dispondrá 
la divulgación de los documentos o de la información que no se hayan divulgado anteriormente, 
con suficiente antelación al comienzo del juicio como para permitir su preparación adecuada. 

4. La Sala de Primera Instancia podrá, en caso de ser necesario para su funcionamiento eficaz 
e imparcial, remitir cuestiones preliminares a la Sala de Cuestiones Preliminares o, de ser 
necesario, a otro magistrado de la Sección de Cuestiones Preliminares que esté disponible. 

5. Al notificar a las partes, la Sala de Primera Instancia podrá, según proceda, indicar que se 
deberán acumular o separar los cargos cuando haya más de un acusado. 

6. Al desempeñar sus funciones antes del juicio o en el curso de éste, la Sala de Primera 
Instancia podrá, de ser necesario: 

a) Ejercer cualquiera de las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares indicadas en el 
párrafo 11 del artículo 61; 

b) Ordenar la comparecencia y la declaración de testigos y la presentación de documentos 
y otras pruebas recabando, de ser necesario, la asistencia de los Estados con arreglo a lo 
dispuesto en el presente Estatuto; 

c) Adoptar medidas para la protección de la información confidencial; 

d) Ordenar la presentación de pruebas adicionales a las ya reunidas con antelación al juicio o 
a las presentadas durante el juicio por las partes; 
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e) Adoptar medidas para la protección del acusado, de los testigos y de las víctimas; y 

f) Dirimir cualesquiera otras cuestiones pertinentes. 

7. El juicio será público. Sin embargo, la Sala de Primera Instancia podrá decidir que 
determinadas diligencias se efectúen a puerta cerrada, de conformidad con el artículo 68, 
debido a circunstancias especiales o para proteger la información de carácter confidencial o 
restringida que haya de presentarse en la práctica de la prueba. 

8. a) Al comenzar el juicio, la Sala de Primera Instancia dará lectura ante el acusado de 
los cargos confirmados anteriormente por la Sala de Cuestiones Preliminares. La Sala de 
Primera Instancia se cerciorará de que el acusado comprende la naturaleza de los cargos. 
Dará al acusado la oportunidad de declararse culpable de conformidad con el artículo 65 o de 
declararse inocente; 

b) Durante el juicio, el magistrado presidente podrá impartir directivas para la sustanciación 
del juicio, en particular para que éste sea justo e imparcial. Con sujeción a las directivas que 
imparta el magistrado presidente, las partes podrán presentar pruebas de conformidad con las 
disposiciones del presente Estatuto. 

9. La Sala de Primera Instancia podrá, a petición de una de las partes o de oficio, entre otras 
cosas: 

a) Decidir sobre la admisibilidad o pertinencia de las pruebas; 

b) Tomar todas las medidas necesarias para mantener el orden en las audiencias. 

10. La Sala de Primera Instancia hará que el Secretario lleve y conserve un expediente 
completo del juicio, en el que se consignen fielmente las diligencias practicadas. 

Artículo 65. Procedimiento en caso de declaración de culpabilidad 

1. Si el acusado se declara culpable en las condiciones indicadas en el párrafo 8 a) del artículo 
64, la Sala de Primera Instancia determinará: 

a) Si el acusado comprende la naturaleza y las consecuencias de la declaración de culpabilidad; 

b) Si esa declaración ha sido formulada voluntariamente tras suficiente consulta con el 
abogado defensor; y 

c) Si la declaración de culpabilidad está corroborada por los hechos de la causa conforme a: 

i) Los cargos presentados por el Fiscal y aceptados por el acusado; 

ii) Las piezas complementarias de los cargos presentados por el Fiscal y aceptados por el 
acusado; y 

iii) Otras pruebas, como declaraciones de testigos, presentadas por el Fiscal o el acusado. 

2. La Sala de Primera Instancia, de constatar que se cumplen las condiciones a que se hace 
referencia en el párrafo 1, considerará que la declaración de culpabilidad, junto con las pruebas 
adicionales presentadas, constituye un reconocimiento de todos los hechos esenciales que 
configuran el crimen del cual se ha declarado culpable el acusado y podrá condenarlo por ese 
crimen. 

3. La Sala de Primera Instancia, de constatar que no se cumplen las condiciones a que se 
hace referencia en el párrafo 1, tendrá la declaración de culpabilidad por no formulada y, en 
ese caso, ordenará que prosiga el juicio con arreglo al procedimiento ordinario estipulado en el 
presente Estatuto y podrá remitir la causa a otra Sala de Primera Instancia. 
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4. La Sala de Primera Instancia, cuando considere necesaria en interés de la justicia y en 
particular en interés de las víctimas, una presentación más completa de los hechos de la 
causa, podrá: 

a) Pedir al Fiscal que presente pruebas adicionales, inclusive declaraciones de testigos; u 

b) Ordenar que prosiga el juicio con arreglo al procedimiento ordinario estipulado en el presente 
Estatuto, en cuyo caso tendrá la declaración de culpabilidad por no formulada y podrá remitir la 
causa a otra Sala de Primera Instancia. 

5. Las consultas que celebren el Fiscal y la defensa respecto de la modificación de los cargos, 
la declaración de culpabilidad o la pena que habrá de imponerse no serán obligatorias para 
la Corte. 

Artículo 66. Presunción de inocencia 

1. Se presumirá que toda persona es inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte de conformidad con el derecho aplicable. 

2. Incumbirá al Fiscal probar la culpabilidad del acusado. 

3. Para dictar sentencia condenatoria, la Corte deberá estar convencida de la culpabilidad del 
acusado más allá de toda duda razonable. 

Artículo 67. Derechos del acusado 

1. En la determinación de cualquier cargo, el acusado tendrá derecho a ser oído públicamente, 
habida cuenta de las disposiciones del presente Estatuto, y a una audiencia justa e imparcial, 
así como a las siguientes garantías mínimas en pie de plena igualdad: 

a) A ser informado sin demora y en forma detallada, en un idioma que comprenda y hable 
perfectamente, de la naturaleza, la causa y el contenido de los cargos que se le imputan; 

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a 
comunicarse libre y confidencialmente con un defensor de su elección; 

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 

d) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 63, el acusado tendrá derecho a 
hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistido por un defensor 
de su elección; a ser informado, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, 
siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente 
si careciere de medios suficientes para pagarlo; 

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de 
los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los 
testigos de cargo. El acusado tendrá derecho también a oponer excepciones y a presentar 
cualquier otra prueba admisible de conformidad con el presente Estatuto; 

f) A ser asistido gratuitamente por un intérprete competente y a obtener las traducciones 
necesarias para satisfacer los requisitos de equidad, si en las actuaciones ante la Corte o en 
los documentos presentados a la Corte se emplea un idioma que no comprende y no habla; 

g) A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable y a guardar silencio, 
sin que ello pueda tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia; 

h) A declarar de palabra o por escrito en su defensa sin prestar juramento; y 
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i) A que no se invierta la carga de la prueba ni le sea impuesta la carga de presentar 
contrapruebas. 

2. Además de cualquier otra divulgación de información estipulada en el presente Estatuto, el 
Fiscal divulgará a la defensa, tan pronto como sea posible, las pruebas que obren en su poder 
o estén bajo su control y que, a su juicio, indiquen o tiendan a indicar la inocencia del acusado, 
o a atenuar su culpabilidad, o que puedan afectar a la credibilidad de las pruebas de cargo. En 
caso de duda acerca de la aplicación de este párrafo, la Corte decidirá. 

Artículo 68. Protección de las víctimas y los testigos y su participación en las 
actuaciones 

1. La Corte adoptará las medidas adecuadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos. Con este fin, la Corte 
tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, definido en el 
párrafo 3 del artículo 7, y la salud, así como la índole del crimen, en particular cuando éste 
entrañe violencia sexual o por razones de género, o violencia contra niños. En especial, el 
Fiscal adoptará estas medidas en el curso de la investigación y el enjuiciamiento de tales 
crímenes. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o de 
un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles con éstos. 

2. Como excepción al principio del carácter público de las audiencias establecido en el artículo 
67, las Salas de la Corte podrán, a fin de proteger a las víctimas y los testigos o a un acusado, 
decretar que una parte del juicio se celebre a puerta cerrada o permitir la presentación de 
pruebas por medios electrónicos u otros medios especiales. En particular, se aplicarán 
estas medidas en el caso de una víctima de violencia sexual o de un menor de edad que sea 
víctima o testigo, salvo decisión en contrario adoptada por la Corte atendiendo a todas las 
circunstancias, especialmente la opinión de la víctima o el testigo. 

3. La Corte permitirá, en las fases del juicio que considere conveniente, que se presenten y 
tengan en cuenta las opiniones y observaciones de las víctimas si se vieren afectados sus 
intereses personales y de una manera que no redunde en detrimento de los derechos del 
acusado o de un juicio justo e imparcial ni sea incompatible con éstos. Los representantes 
legales de las víctimas podrán presentar dichas opiniones y observaciones cuando la Corte lo 
considere conveniente y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba. 

4. La Dependencia de Víctimas y Testigos podrá asesorar al Fiscal y a la Corte acerca de 
las medidas adecuadas de protección, los dispositivos de seguridad, el asesoramiento y la 
asistencia a que se hace referencia en el párrafo 6 del artículo 43. 

5. Cuando la divulgación de pruebas o información de conformidad con el presente Estatuto 
entrañare un peligro grave para la seguridad de un testigo o de su familia, el Fiscal podrá, a los 
efectos de cualquier diligencia anterior al juicio, no presentan dichas pruebas o información y 
presentar en cambio un resumen de éstas. Las medidas de esta índole no podrán redundar en 
perjuicio de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles 
con éstos. 

6. Todo Estado podrá solicitar que se adopten las medidas necesarias respecto de la 
protección de sus funcionarios o agentes, así como de la protección de información de carácter 
confidencial o restringido. 

Artículo 69. Práctica de las pruebas 

1. Antes de declarar, cada testigo se comprometerá, de conformidad con las Reglas de 
Procedimiento y Prueba, a decir verdad en su testimonio. 
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2. La prueba testimonial deberá rendirse en persona en el juicio, salvo cuando se apliquen 
las medidas establecidas en el artículo 68 o en las Reglas de Procedimiento y Prueba. 
Asimismo, la Corte podrá permitir al testigo que preste testimonio oralmente o por medio de 
una grabación de vídeo o audio, así como que se presenten documentos o transcripciones 
escritas, con sujeción al presente Estatuto y de conformidad con las Reglas de Procedimiento 
y Prueba. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado ni 
serán incompatibles con éstos. 

3. Las partes podrán presentar pruebas pertinentes a la causa, de conformidad con el artículo 
64. La Corte estará facultada para pedir todas las pruebas que considere necesarias para 
determinar la veracidad de los hechos. 

4. La Corte podrá decidir sobre la pertinencia o admisibilidad de cualquier prueba, teniendo 
en cuenta, entre otras cosas, su valor probatorio y cualquier perjuicio que pueda suponer para 
un juicio justo o para la justa evaluación del testimonio de un testigo, de conformidad con las 
Reglas de Procedimiento y Prueba. 

5. La Corte respetará los privilegios de confidencialidad establecidos en las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 

6. La Corte no exigirá prueba de los hechos de dominio público, pero podrá incorporarlos en 
autos. 

7. No serán admisibles las pruebas obtenidas como resultado de una violación del presente 
Estatuto o de las normas de derechos humanos internacionalmente reconocidas cuando: 

a) Esa violación suscite serias dudas sobre la fiabilidad de las pruebas; o 

b) Su admisión atente contra la integridad del juicio o redunde en grave desmedro de él. 

8. La Corte, al decidir sobre la pertinencia o la admisibilidad de las pruebas presentadas por un 
Estado, no podrá pronunciarse sobre la aplicación del derecho interno de ese Estado. 

Artículo 70. Delitos contra la administración de justicia 

1. La Corte tendrá competencia para conocer de los siguientes delitos contra la administración 
de justicia, siempre y cuando se cometan intencionalmente: 

a) Dar falso testimonio cuando se esté obligado a decir verdad de conformidad con el párrafo 
1 del artículo 69; 

b) Presentar pruebas a sabiendas de que son falsas o han sido falsificadas; 

c) Corromper a un testigo, obstruir su comparecencia o testimonio o interferir en ellos, tomar 
represalias contra un testigo por su declaración, destruir o alterar pruebas o interferir en las 
diligencias de prueba; 

d) Poner trabas, intimidar o corromper a un funcionario de la Corte para obligarlo o inducirlo a 
que no cumpla sus funciones o a que lo haga de manera indebida; 

f) Tomar represalias contra un funcionario de la Corte en razón de funciones que haya 
desempeñado él u otro funcionario; y 

g) Solicitar o aceptar un soborno en calidad de funcionario de la Corte y en relación con sus 
funciones oficiales. 

2. Las Reglas de Procedimiento y Prueba establecerán los principios y procedimientos que 
regulen el ejercicio por la Corte de su competencia sobre los delitos a que se hace referencia 
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en el presente artículo. Las condiciones de la cooperación internacional con la Corte respecto 
de las actuaciones que realice de conformidad con el presente artículo se regirán por el 
derecho interno del Estado requerido. 

3. En caso de decisión condenatoria, la Corte podrá imponer una pena de reclusión no superior 
a cinco años o una multa, o ambas penas, de conformidad con las Reglas de Procedimiento 
y Prueba. 

4. a) Todo Estado Parte hará extensivas sus leyes penales que castiguen los delitos contra la 
integridad de su propio procedimiento de investigación o enjuiciamiento a los delitos contra la 
administración de justicia a que se hace referencia en el presente artículo y sean cometidos en 
su territorio o por uno de sus nacionales; 

b) A solicitud de la Corte, el Estado Parte, siempre que lo considere apropiado, someterá 
el asunto a sus autoridades competentes a los efectos del enjuiciamiento. Esas autoridades 
conocerán de tales asuntos con diligencia y asignarán medios suficientes para que las causas 
se sustancien en forma eficaz. 

Artículo 71. Sanciones por faltas de conducta en la Corte 

1. En caso de faltas de conducta de personas presentes en la Corte, tales como perturbar 
las audiencias o negarse deliberadamente a cumplir sus órdenes, la Corte podrá imponer 
sanciones administrativas, que no entrañen privación de la libertad, como expulsión temporal 
o permanente de la sala, multa u otras medidas similares establecidas en las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 

2. El procedimiento para imponer las medidas a que se refiere el párrafo 1 se regirá por las 
Reglas de Procedimiento y Prueba. 

Artículo 72. Protección de información que afecte a la seguridad nacional 

1. El presente artículo será aplicable en todos los casos en que la divulgación de información 
o documentos de un Estado pueda, a juicio de éste, afectar a los intereses de su seguridad 
nacional. Esos casos son los comprendidos en el ámbito de los párrafos 2 y 3 del artículo 56, 
el párrafo 3 del artículo 61, el párrafo 3 del artículo 64, el párrafo 2 del artículo 67, el párrafo 6 
del artículo 68, el párrafo 6 del artículo 87 y el artículo 93, así como los que se presenten en 
cualquier otra fase del procedimiento en el contexto de esa divulgación. 

2. El presente artículo se aplicará también cuando una persona a quien se haya solicitado 
información o pruebas se niegue a presentarlas o haya pedido un pronunciamiento del Estado 
porque su divulgación afectaría a los intereses de la seguridad nacional del Estado, y el 
Estado de que se trate confirme que, a su juicio, esa divulgación afectaría a los intereses de 
su seguridad nacional. 

3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a los privilegios de confidencialidad a 
que se refieren los apartados e) y f) del párrafo 3 del artículo 54 ni la aplicación del artículo 73. 

4. Si un Estado tiene conocimiento de que información o documentos suyos están siendo 
divulgados o pueden serlo en cualquier fase del procedimiento y estima que esa divulgación 
afectaría a sus intereses de seguridad nacional, tendrá derecho a pedir que la cuestión se 
resuelva de conformidad con el presente artículo. 

5. El Estado a cuyo juicio la divulgación de información afectaría a sus intereses de seguridad 
nacional adoptará, actuando en conjunto con el Fiscal, la defensa, la Sala de Cuestiones 
Preliminares o la Sala de Primera Instancia según sea el caso, todas las medidas razonables 
para resolver la cuestión por medio de la cooperación. Esas medidas podrán ser, entre otras, 
las siguientes: 
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a) La modificación o aclaración de la solicitud; 

b) Una decisión de la Corte respecto de la pertinencia de la información o de las pruebas 
solicitadas, o una decisión sobre si las pruebas, aunque pertinentes, pudieran obtenerse o se 
hubieran obtenido de una fuente distinta del Estado; 

c) La obtención de la información o las pruebas de una fuente distinta o en una forma diferente; 
o 

d) Un acuerdo sobre las condiciones en que se preste la asistencia, que incluya, entre 
otras cosas, la presentación de resúmenes o exposiciones, restricciones a la divulgación, 
la utilización de procedimientos a puerta cerrada o ex parte, u otras medidas de protección 
permitidas con arreglo al Estatuto o las Reglas de Procedimiento y Prueba. 

6. Una vez que se hayan adoptado todas las medidas razonables para resolver la cuestión 
por medio de la cooperación, el Estado, si considera que la información o los documentos 
no pueden proporcionarse ni divulgarse por medio alguno ni bajo ninguna condición sin 
perjuicio de sus intereses de seguridad nacional, notificará al Fiscal o a la Corte las razones 
concretas de su decisión, a menos que la indicación concreta de esas razones perjudique 
necesariamente los intereses de seguridad nacional del Estado. 

7. Posteriormente, si la Corte decide que la prueba es pertinente y necesaria para determinar 
la culpabilidad o la inocencia del acusado, podrá adoptar las disposiciones siguientes: 

a) Cuando se solicite la divulgación de la información o del documento de conformidad con una 
solicitud de cooperación con arreglo a la Parte IX del presente Estatuto o en las circunstancias 
a que se refiere el párrafo 2 del presente artículo, y el Estado hiciere valer para denegarla el 
motivo indicado en el párrafo 4 del artículo 93: 

i) La Corte podrá, antes de adoptar una de las conclusiones a que se refiere el inciso ii) del 
apartado a) del párrafo 7, solicitar nuevas consultas con el fin de oír las razones del Estado. La 
Corte, si el Estado lo solicita, celebrará las consultas a puerta cerrada y ex parte; 

ii) Si la Corte llega a la conclusión de que, al hacer valer el motivo de denegación indicado 
en el párrafo 4 del artículo 93, dadas las circunstancias del caso, el Estado requerido no 
está actuando de conformidad con las obligaciones que le impone el presente Estatuto, podrá 
remitir la cuestión de conformidad con el párrafo 7 del artículo 87, especificando las razones 
de su conclusión; y 

iii) La Corte, en el juicio del acusado, podrá extraer las inferencias respecto de la existencia o 
inexistencia de un hecho que sean apropiadas en razón de las circunstancias; o 

b) En todas las demás circunstancias: 

i) Ordenar la divulgación; o 

ii) Si no ordena la divulgación, en el juicio del acusado, extraer las inferencias respecto de la 
existencia o inexistencia de un hecho que sean apropiadas en razón de las circunstancias. 

Artículo 73. Información o documentos de terceros 

Si la Corte pide a un Estado Parte que le proporcione información o un documento que esté bajo 
su custodia, posesión o control y que le haya sido divulgado por un Estado, una organización 
intergubernamental o una organización internacional a título confidencial, éste recabará el 
consentimiento de su autor para divulgar la información o el documento. Si el autor es un 
Estado Parte, deberá consentir en divulgar dicha información o documento o comprometerse a 
resolver la cuestión con la Corte, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 72. Si el autor no es 
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un Estado Parte y no consiente en divulgar la información o el documento, el Estado requerido 
comunicará a la Corte que no puede proporcionar la información o el documento de que se 
trate en razón de la obligación contraída con su autor de preservar su carácter confidencial. 

Artículo 74. Requisitos para el fallo 

1. Todos los magistrados de la Sala de Primera Instancia estarán presentes en cada fase 
del juicio y en todas sus deliberaciones. La Presidencia podrá designar para cada causa y 
según estén disponibles uno o varios magistrados suplentes para que asistan a todas las 
fases del juicio y sustituyan a cualquier miembro de la Sala de Primera Instancia que se vea 
imposibilitado para seguir participando en el juicio. 

2. La Sala de Primera Instancia fundamentará su fallo en su evaluación de las pruebas y de la 
totalidad del juicio. El fallo se referirá únicamente a los hechos y las circunstancias descritos en 
los cargos o las modificaciones a los cargos, en su caso. La Corte podrá fundamentar su fallo 
únicamente en las pruebas presentadas y examinadas ante ella en el juicio. 

3. Los magistrados procurarán adoptar su fallo por unanimidad, pero, de no ser posible, éste 
será adoptado por mayoría. 

4. Las deliberaciones de la Sala de Primera Instancia serán secretas. 

5. El fallo constará por escrito e incluirá una exposición fundada y completa de la evaluación de 
las pruebas y las conclusiones. La Sala de Primera Instancia dictará un fallo. Cuando no haya 
unanimidad, el fallo de la Sala de Primera Instancia incluirá las opiniones de la mayoría y de la 
minoría. La lectura del fallo o de un resumen de éste se hará en sesión pública. 

Artículo 75. Reparación a las víctimas 

1. La Corte establecerá principios aplicables a la reparación, incluidas la restitución, la 
indemnización y la rehabilitación, que ha de otorgarse a las víctimas o a sus causahabientes. 
Sobre esta base, la Corte, previa solicitud o de oficio en circunstancias excepcionales, podrá 
determinar en su decisión el alcance y la magnitud de los daños, pérdidas o perjuicios causados 
a las víctimas o a sus causahabientes, indicando los principios en que se funda. 

2. La Corte podrá dictar directamente una decisión contra el condenado en la que indique la 
reparación adecuada que ha de otorgarse a las víctimas, incluidas la restitución, la indemnización 
y la rehabilitación. Cuando proceda, la Corte podrá ordenar que la indemnización otorgada a 
título de reparación se pague por conducto del Fondo Fiduciario previsto en el artículo 79. 

3. La Corte, antes de tomar una decisión con arreglo a este artículo, podrá solicitar y tendrá 
en cuenta las observaciones formuladas por el condenado, las víctimas, otras personas o 
Estados que tengan un interés, o las que se formulen en su nombre. 

4. Al ejercer sus atribuciones de conformidad con el presente artículo, la Corte, una vez que 
una persona sea declarada culpable de un crimen de su competencia, podrá determinar si, 
a fin de dar efecto a una decisión que dicte de conformidad con este artículo, es necesario 
solicitar medidas de conformidad con el párrafo 1 del artículo 93. 

5. Los Estados Partes darán efecto a la decisión dictada con arreglo a este artículo como si las 
disposiciones del artículo 109 se aplicaran al presente artículo. 

6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo podrá interpretarse en perjuicio de los derechos 
de las víctimas con arreglo al derecho interno o el derecho internacional. 
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Artículo 76. Fallo condenatorio 

1. En caso de que se dicte un fallo condenatorio, la Sala de Primera Instancia fijará la pena 
que proceda imponer, para lo cual tendrá en cuenta las pruebas practicadas y las conclusiones 
relativas a la pena que se hayan hecho en el proceso. 

2. Salvo en el caso en que sea aplicable el artículo 65, la Sala de Primera Instancia podrá 
convocar de oficio una nueva audiencia, y tendrá que hacerlo si lo solicitan el Fiscal o el 
acusado antes de que concluya la instancia, a fin de practicar diligencias de prueba o escuchar 
conclusiones adicionales relativas a la pena, de conformidad con las Reglas de Procedimiento 
y Prueba. 

3. En el caso en que sea aplicable el párrafo 2, en la audiencia a que se hace referencia en ese 
párrafo o, de ser necesario, en una audiencia adicional se escucharán las observaciones que 
se hagan en virtud del artículo 75. 

4. La pena será impuesta en audiencia pública y, de ser posible, en presencia del acusado. 

PARTE VII. DE LAS PENAS

Artículo 77. Penas aplicables 

1. La Corte podrá, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 110, imponer a la persona declarada 
culpable de uno de los crímenes a que se hace referencia en el artículo 5 del presente Estatuto 
una de las penas siguientes: 

a) La reclusión por un número determinado de años que no exceda de 30 años; o 

b) La reclusión a perpetuidad cuando lo justifiquen la extrema gravedad del crimen y las 
circunstancias personales del condenado. 

2. Además de la reclusión, la Corte podrá imponer: 

a) Una multa con arreglo a los criterios enunciados en las Reglas de Procedimiento y Prueba; 

b) El decomiso del producto, los bienes y los haberes procedentes directa o indirectamente de 
dicho crimen, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe. 

Artículo 78. Imposición de la pena 

1. Al imponer una pena, la Corte tendrá en cuenta, de conformidad con las Reglas de 
Procedimiento y Prueba, factores tales como la gravedad del crimen y las circunstancias 
personales del condenado. 

2. La Corte, al imponer una pena de reclusión, abonará el tiempo que, por orden suya, haya 
estado detenido el condenado. La Corte podrá abonar cualquier otro período de detención 
cumplido en relación con la conducta constitutiva del delito. 

3. Cuando una persona haya sido declarada culpable de más de un crimen, la Corte impondrá 
una pena para cada uno de ellos y una pena común en la que se especifique la duración total 
de la reclusión. La pena no será inferior a la más alta de cada una de las penas impuestas y no 
excederá de 30 años de reclusión o de una pena de reclusión a perpetuidad de conformidad 
con el párrafo 1 b) del artículo 77. 

Artículo 79. Fondo fiduciario 

1. Por decisión de la Asamblea de los Estados Partes se establecerá un fondo fiduciario en 
beneficio de las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte y de sus familias. 
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2. La Corte podrá ordenar que las sumas y los bienes que reciba a título de multa o decomiso 
sean transferidos al Fondo Fiduciario. 

3. El Fondo Fiduciario será administrado según los criterios que fije la Asamblea de los Estados 
Partes. 

Artículo 80. El Estatuto, la aplicación de penas por los países y la legislación nacional 

Nada de lo dispuesto en la presente parte se entenderá en perjuicio de la aplicación por los 
Estados de las penas prescritas por su legislación nacional ni de la legislación de los Estados 
en que no existan las penas prescritas en la presente parte.

PARTE VIII. DE LA APELACIÓN Y LA REVISIÓN

Artículo 81. Apelación del fallo condenatorio o absolutorio o de la pena 

1. Los fallos dictados de conformidad con el artículo 74 serán apelables de conformidad con 
las Reglas de Procedimiento y Prueba, según se dispone a continuación: 

a) El Fiscal podrá apelar por alguno de los motivos siguientes: 

i) Vicio de procedimiento; 

ii) Error de hecho; o 

iii) Error de derecho; 

b) El condenado, o el Fiscal en su nombre, podrá apelar por alguno de los motivos siguientes: 

i) Vicio de procedimiento; 

ii) Error de hecho; 

iii) Error de derecho; 

iv) Cualquier otro motivo que afecte a la justicia o a la regularidad del proceso o del fallo. 

2. a) El Fiscal o el condenado podrán apelar de una pena impuesta, de conformidad con las 
Reglas de Procedimiento y Prueba, en razón de una desproporción entre el crimen y la pena; 

b) La Corte, si al conocer de la apelación de una pena impuesta, considerase que hay 
fundamentos para revocar la condena en todo o parte, podrá invitar al Fiscal y al condenado 
a que presenten sus argumentos de conformidad con los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
artículo 81 y podrá dictar una decisión respecto de la condena de conformidad con el artículo 
83; 

c) Este procedimiento también será aplicable cuando la Corte, al conocer de una apelación 
contra el fallo condenatorio únicamente, considere que hay fundamentos para reducir la pena 
en virtud del párrafo 2 a). 

3. a) Salvo que la Sala de Primera Instancia ordene otra cosa, el condenado permanecerá 
privado de libertad mientras se falla la apelación; 

b) Cuando la duración de la detención fuese mayor que la de la pena de prisión impuesta, el 
condenado será puesto en libertad; sin embargo, si el Fiscal también apelase, esa libertad 
podrá quedar sujeta a las condiciones enunciadas en el apartado siguiente; 

c) Si la sentencia fuere absolutoria, el acusado será puesto en libertad de inmediato, con 
sujeción a las normas siguientes: 
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i) En circunstancias excepcionales y teniendo en cuenta entre otras cosas, el riesgo concreto 
de fuga, la gravedad del delito y las probabilidades de que se dé lugar a la apelación, la Sala de 
Primera Instancia, a solicitud del Fiscal, podrá decretar que siga privado de la libertad mientras 
dure la apelación; 

ii) Las decisiones dictadas por la Sala de Primera Instancia en virtud del inciso precedente 
serán apelables de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba. 

4. Con sujeción a lo dispuesto en los apartados a) y b) del párrafo 3, la ejecución del fallo 
o de la pena será suspendida durante el plazo fijado para la apelación y mientras dure el 
procedimiento de apelación. 

Artículo 82. Apelación de otras decisiones 

1. Cualquiera de las partes podrá apelar, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y 
Prueba, de las siguientes decisiones: 

a) Una decisión relativa a la competencia o la admisibilidad; 

b) Una decisión por la que se autorice o deniegue la libertad de la persona objeto de 
investigación o enjuiciamiento; 

c) Una decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares de actuar de oficio de conformidad con 
el párrafo 3 del artículo 56; 

d) Una decisión relativa a una cuestión que afecte de forma significativa a la justicia y a la 
prontitud con que se sustancia el proceso o a su resultado y respecto de la cual, en opinión de 
la Sala de Cuestiones Preliminares o la Sala de Primera Instancia, una resolución inmediata 
de la Sala de Apelaciones pueda acelerar materialmente el proceso. 

2. El Estado de que se trate o el Fiscal, con la autorización de la Sala de Cuestiones 
Preliminares, podrá apelar de una decisión adoptada por esta Sala de conformidad con el 
párrafo 3 d) del artículo 57. La apelación será sustanciada en procedimiento sumario. 

3. La apelación no suspenderá por sí misma el procedimiento a menos que la Sala de 
Apelaciones así lo resuelva, previa solicitud y de conformidad con las Reglas de Procedimiento 
y Prueba. 

4. El representante legal de las víctimas, el condenado o el propietario de buena fe de bienes 
afectados por una providencia dictada en virtud del artículo 75 podrán apelar, de conformidad 
con las Reglas de Procedimiento y Prueba, de la decisión por la cual se conceda reparación. 

Artículo 83. Procedimiento de apelación 

1. A los efectos del procedimiento establecido en el artículo 81 y en el presente artículo, la Sala 
de Apelaciones tendrá todas las atribuciones de la Sala de Primera Instancia. 

2. La Sala de Apelaciones, si decide que las actuaciones apeladas fueron injustas y que 
ello afecta a la regularidad del fallo o la pena o que el fallo o la pena apelados adolecen 
efectivamente de errores de hecho o de derecho o de vicios de procedimiento, podrá: 

a) Revocar o enmendar el fallo o la pena; o 

b) Decretar la celebración de un nuevo juicio en otra Sala de Primera Instancia. 

A estos efectos, la Sala de Apelaciones podrá devolver una cuestión de hecho a la Sala de 
Primera Instancia original para que la examine y le informe según corresponda, o podrá ella 
misma pedir pruebas para dirimirla. El fallo o la pena apelados únicamente por el condenado, 
o por el Fiscal en nombre de éste, no podrán ser modificados en perjuicio suyo. 



174

3. La Sala de Apelaciones, si al conocer de una apelación contra la pena, considera que hay 
una desproporción entre el crimen y la pena, podrá modificar ésta de conformidad con lo 
dispuesto en la Parte VII. 

4. La sentencia de la Sala de Apelaciones será aprobada por mayoría de los magistrados que 
la componen y anunciada en audiencia pública. La sentencia enunciará las razones en que se 
funda. De no haber unanimidad, consignará las opiniones de la mayoría y de la minoría, si bien 
un magistrado podrá emitir una opinión separada o disidente sobre una cuestión de derecho. 

5. La Sala de Apelaciones podrá dictar sentencia en ausencia de la persona absuelta o 
condenada. 

Artículo 84. Revisión del fallo condenatorio o de la pena 

1. El condenado o, después de su fallecimiento, el cónyuge, los hijos, los padres o quien 
estuviera vivo al momento de la muerte del acusado y tuviera instrucciones escritas del 
acusado de hacerlo, o el Fiscal en su nombre, podrá pedir a la Sala de Apelaciones que revise 
el fallo definitivo condenatorio o la pena por las siguientes causas: 

a) Se hubieren descubierto nuevas pruebas que: 

i) No se hallaban disponibles a la época del juicio por motivos que no cabría imputar total o 
parcialmente a la parte que formula la solicitud; y 

ii) Son suficientemente importantes como para que, de haberse valorado en el juicio, 
probablemente hubieran dado lugar a otro veredicto; 

b) Se acabare de descubrir que un elemento de prueba decisivo, apreciado en el juicio y del 
cual depende la condena, era falso o habría sido objeto de adulteración o falsificación; 

c) Uno o más de los magistrados que intervinieron en el fallo condenatorio o en la confirmación 
de los cargos han incurrido, en esa causa, en una falta grave o un incumplimiento grave de 
magnitud suficiente para justificar su separación del cargo de conformidad con el artículo 46. 

2. La Sala de Apelaciones rechazará la solicitud si la considera infundada. Si determina que la 
solicitud es atendible, podrá, según corresponda: 

a) Convocar nuevamente a la Sala de Primera Instancia original; 

b) Constituir una nueva Sala de Primera Instancia; o 

c) Mantener su competencia respecto del asunto, para, tras oír a las partes en la manera 
establecida en las Reglas de Procedimiento y Prueba, determinar si ha de revisarse la 
sentencia. 

Artículo 85. Indemnización del detenido o condenado 

1. El que haya sido ilegalmente detenido o recluido tendrá el derecho efectivo a ser indemnizado. 

2. El que por decisión final hubiera sido condenado por un crimen y hubiere cumplido pena por 
tal motivo será indemnizado conforme a la ley de ser anulada posteriormente su condena en 
razón de hechos nuevos que demuestren concluyentemente que hubo un error judicial, salvo 
que la falta de conocimiento oportuno de esos hechos le fuera total o parcialmente imputable. 

3. En circunstancias excepcionales, la Corte, si determina la existencia de hechos concluyentes 
que muestran que hubo un error judicial grave y manifiesto tendrá la facultad discrecional de 
otorgar una indemnización, de conformidad con los criterios establecidos en las Reglas de 
Procedimiento y Prueba, a quien hubiere sido puesto en libertad en virtud de una sentencia 
definitiva absolutoria o de un sobreseimiento de la causa por esa razón. 
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PARTE IX. DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y LA ASISTENCIA JUDICIAL

Artículo 86. Obligación general de cooperar 

Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto, cooperarán 
plenamente con la Corte en relación con la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de 
su competencia. 

Artículo 87. Solicitudes de cooperación: disposiciones generales 

1. a) La Corte estará facultada para formular solicitudes de cooperación a los Estados Partes. 
Éstas se transmitirán por vía diplomática o por cualquier otro conducto adecuado que haya 
designado cada Estado Parte a la fecha de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 

Cada Estado Parte podrá cambiar posteriormente esa designación de conformidad con las 
Reglas de Procedimiento y Prueba. 

b) Cuando proceda, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado a), las solicitudes podrán 
transmitirse también por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal o de 
cualquier organización regional competente. 

2. Las solicitudes de cooperación y los documentos que las justifiquen estarán redactados en 
un idioma oficial del Estado requerido, o acompañados de una traducción a ese idioma, o a uno 
de los idiomas de trabajo de la Corte, según la elección que haya hecho el Estado a la fecha 
de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 

El Estado Parte podrá cambiar posteriormente esa elección de conformidad con las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 

3. El Estado requerido preservará el carácter confidencial de toda solicitud de cooperación y 
de los documentos que las justifiquen, salvo en la medida en que su divulgación sea necesaria 
para tramitarla. 

4. Con respecto a las solicitudes de asistencia presentadas de conformidad con la presente 
Parte, la Corte podrá adoptar todas las medidas, incluidas las relativas a la protección de la 
información, que sean necesarias para proteger la seguridad y el bienestar físico o psicológico 
de las víctimas, los posibles testigos y sus familiares. La Corte podrá solicitar que toda 
información comunicada en virtud de la presente Parte sea transmitida y procesada de manera 
que se proteja la seguridad y el bienestar físico o psicológico de las víctimas, los posibles 
testigos y sus familiares. 

5. a) La Corte podrá invitar a cualquier Estado que no sea parte en el presente Estatuto a 
prestar la asistencia prevista en la presente Parte sobre la base de un arreglo especial, un 
acuerdo con ese Estado o de cualquier otra manera adecuada. 

b) Cuando un Estado que no sea parte en el presente Estatuto y que haya celebrado un arreglo 
especial o un acuerdo con la Corte se niegue a cooperar en la ejecución de las solicitudes a 
que se refieran tal arreglo o acuerdo, la Corte podrá informar de ello a la Asamblea de los 
Estados Partes o al Consejo de Seguridad, si éste le hubiese remitido el asunto. 

6. La Corte podrá solicitar de cualquier organización intergubernamental que le proporcione 
información o documentos. Asimismo, la Corte podrá solicitar otras formas de cooperación y 
asistencia que se hayan acordado con cualquiera de esas organizaciones, de conformidad con 
su competencia o mandato. 

7. Cuando, en contravención de lo dispuesto en el presente Estatuto, un Estado Parte se 
niegue a dar curso a una solicitud de cooperación formulada por la Corte, impidiéndole ejercer 
sus funciones y atribuciones de conformidad con el presente Estatuto, ésta podrá hacer una 
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constatación en ese sentido y remitir la cuestión a la Asamblea de los Estados Partes o al 
Consejo de Seguridad, si éste le hubiese remitido el asunto. 

Artículo 88.  Procedimientos aplicables en el derecho interno 

Los Estados Partes se asegurarán de que en el derecho interno existan procedimientos 
aplicables a todas las formas de cooperación especificadas en la presente parte. 

Artículo 89. Entrega de personas a la Corte 

1. La Corte podrá transmitir, junto con los antecedentes que la justifiquen de conformidad 
con el artículo 91, una solicitud de detención y entrega de una persona a todo Estado en 
cuyo territorio pueda hallarse y solicitará la cooperación de ese Estado. Los Estados Partes 
cumplirán las solicitudes de detención y entrega de conformidad con las disposiciones de la 
presente parte y el procedimiento establecido en su derecho interno. 

2. Cuando la persona cuya entrega se pida la impugne ante un tribunal nacional oponiendo la 
excepción de cosa juzgada de conformidad con el artículo 20, el Estado requerido celebrará 
de inmediato consultas con la Corte para determinar si ha habido una decisión sobre la 
admisibilidad de la causa. Si la causa es admisible, el Estado requerido cumplirá la solicitud. 
Si está pendiente la decisión sobre la admisibilidad, el Estado requerido podrá aplazar la 
ejecución de la solicitud de entrega hasta que la Corte adopte esa decisión. 

3. a) El Estado Parte autorizará de conformidad con su derecho procesal el tránsito por su 
territorio de una persona que otro Estado entregue a la Corte, salvo cuando el tránsito por ese 
Estado obstaculice o demore la entrega; 

b) La solicitud de la Corte de que se autorice ese tránsito será transmitida de conformidad con 
el artículo 87 y contendrá: 

i) Una descripción de la persona que será transportada; 

ii) Una breve exposición de los hechos de la causa y su tipificación; y 

iii) La orden de detención y entrega; 

c) La persona transportada permanecerá detenida durante el tránsito; 

d) No se requerirá autorización alguna cuando la persona sea transportada por vía aérea y no 
se prevea aterrizar en el territorio del Estado de tránsito; 

e) En caso de aterrizaje imprevisto en el territorio del Estado de tránsito, éste podrá pedir a 
la Corte que presente una solicitud de tránsito con arreglo a lo dispuesto en el apartado b). 
El Estado de tránsito detendrá a la persona transportada mientras se recibe la solicitud de la 
Corte y se efectúa el tránsito; sin embargo, la detención no podrá prolongarse más de 96 horas 
contadas desde el aterrizaje imprevisto si la solicitud no es recibida dentro de ese plazo. 

4. Si la persona buscada está siendo enjuiciada o cumple condena en el Estado requerido 
por un crimen distinto de aquel por el cual se pide su entrega a la Corte, el Estado requerido, 
después de haber decidido conceder la entrega, celebrará consultas con la Corte. 

Artículo 90. Solicitudes concurrentes 

1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de la Corte relativa a la entrega de una 
persona de conformidad con el artículo 89, y reciba además una solicitud de cualquier otro 
Estado relativa a la extradición de la misma persona por la misma conducta que constituya 
la base del crimen en razón del cual la Corte ha pedido la entrega, notificará a la Corte y al 
Estado requirente ese hecho. 
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2. Si el Estado requirente es un Estado Parte, el Estado requerido dará prioridad a la solicitud 
de la Corte cuando ésta: 

a) Haya determinado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 18 ó 19, que la causa 
respecto de la cual se solicita la entrega es admisible y en su decisión haya tenido en cuenta 
la investigación o el enjuiciamiento que lleva a cabo el Estado requirente con respecto a la 
solicitud de extradición que éste ha presentado; o 

b) Adopte la decisión a que se refiere el apartado a) como consecuencia de la notificación 
efectuada por el Estado requerido de conformidad con el párrafo 1. 

3. Cuando no se haya adoptado la decisión a que se hace referencia en el párrafo 2 a), el Estado 
requerido tendrá la facultad discrecional, hasta que se dicte la decisión de la Corte prevista en 
el párrafo 2 b), de dar curso a la solicitud de extradición presentada por el Estado requirente, 
pero no la hará efectiva hasta que la Corte haya resuelto que la causa es inadmisible. La Corte 
adoptará su decisión en procedimiento sumario. 

4. Si el Estado requirente no es parte en el presente Estatuto, el Estado requerido, en caso 
de que no esté obligado por alguna norma internacional a conceder la extradición al Estado 
requirente, dará prioridad a la solicitud de entrega que le haya hecho la Corte si ésta ha 
determinado que la causa era admisible. 

5. Cuando la Corte no haya determinado la admisibilidad de una causa de conformidad con 
el párrafo 4, el Estado requerido tendrá la facultad discrecional de dar curso a la solicitud de 
extradición que le haya hecho el Estado requirente. 

6. En los casos en que sea aplicable el párrafo 4, y salvo que el Estado requerido esté obligado 
por alguna norma internacional a extraditar la persona al Estado requirente que no sea parte 
en el presente Estatuto, el Estado requerido decidirá si hace la entrega a la Corte o concede 
la extradición al Estado requirente. Para tomar esta decisión, el Estado requerido tendrá en 
cuenta todos los factores pertinentes, entre otros: 

a) Las fechas respectivas de las solicitudes; 

b) Los intereses del Estado requirente y, cuando proceda, si el crimen se cometió en su 
territorio y cuál es la nacionalidad de las víctimas y de la persona cuya entrega o extradición 
se ha solicitado; y 

c) La posibilidad de que la Corte y el Estado requirente lleguen posteriormente a un acuerdo 
respecto de la entrega. 

7. Cuando el Estado Parte que reciba una solicitud de la Corte de entrega de una persona 
reciba también una solicitud de otro Estado relativa a la extradición de la misma persona 
por una conducta distinta de la que constituye el crimen en razón del cual la Corte solicita la 
entrega: 

a) El Estado requerido, si no está obligado por ninguna norma internacional a conceder la 
extradición al Estado requirente, dará preferencia a la solicitud de la Corte; 

b) El Estado requerido, si está obligado por una norma internacional a conceder la extradición al 
Estado requirente, decidirá si entrega la persona a la Corte o la extradita al Estado requirente. 

c) En esta decisión, el Estado requerido tendrá en cuenta todos los factores pertinentes y, 
entre otros, los enumerados en el párrafo 6, pero tendrá especialmente en cuenta la naturaleza 
y la gravedad relativas de la conducta de que se trate. 

8. Cuando, como consecuencia de una notificación efectuada con arreglo al presente artículo, 
la Corte haya determinado la inadmisibilidad de una causa y posteriormente se deniegue la 
extradición al Estado requirente, el Estado requerido notificará su decisión a la Corte. 
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Artículo 91. Contenido de la solicitud de detención y entrega 

1. La solicitud de detención y entrega deberá formularse por escrito. En caso de urgencia, se 
podrá hacer por cualquier otro medio que permita dejar constancia escrita, a condición de que 
la solicitud sea confirmada en la forma indicada en el párrafo 1 a) del artículo 87. 

2. La solicitud de detención y entrega de una persona respecto de la cual la Sala de Cuestiones 
Preliminares haya dictado una orden de detención de conformidad con el artículo 58 deberá 
contener los elementos siguientes o ir acompañada de: 

a) Información suficiente para la identificación de la persona buscada y datos sobre su probable 
paradero; 

b) Una copia de la orden de detención; y 

c) Los documentos, las declaraciones o la información que sean necesarios para cumplir los 
requisitos de procedimiento del Estado requerido relativos a la entrega; sin embargo, esos 
requisitos no podrán ser más onerosos que los aplicables a las solicitudes de extradición 
conforme a tratados o acuerdos celebrados por el Estado requerido y otros Estados y, de ser 
posible, serán menos onerosos, habida cuenta del carácter específico de la Corte. 

3. La solicitud de detención y entrega del condenado deberá contener los siguientes elementos 
o ir acompañada de: 

Copia de la orden de detención dictada en su contra; 

Copia de la sentencia condenatoria; 

Datos que demuestren que la persona buscada es aquella a la que se refiere la sentencia 
condenatoria; y 

Si la persona que se busca ha sido condenada a una pena, copia de la sentencia y, en el caso 
de una pena de reclusión, una indicación de la parte de la pena que se ha cumplido y de la que 
queda por cumplir. 

4. A solicitud de la Corte, un Estado Parte consultará con ésta, en general o con respecto a 
un asunto concreto, sobre las disposiciones de su derecho interno que puedan ser aplicables 
de conformidad con el apartado c) del párrafo 2 del presente artículo. En esas consultas, el 
Estado Parte comunicará a la Corte los requisitos específicos de su derecho interno. 

Artículo 92. Detención provisional 

1. En caso de urgencia, la Corte podrá solicitar la detención provisional de la persona 
buscada hasta que se presente la solicitud de entrega y los documentos que la justifiquen de 
conformidad con el artículo 91. 

2. La solicitud de detención provisional deberá hacerse por cualquier medio que permita dejar 
constancia escrita y contendrá: 

a) Información suficiente para identificar a la persona buscada y datos sobre su probable 
paradero; 

b) Una exposición concisa de los crímenes por los que se pida la detención y de los hechos que 
presuntamente serían constitutivos de esos crímenes, inclusive, de ser posible, la indicación 
de la fecha y el lugar en que se cometieron; 

c) Una declaración de que existe una orden de detención o una decisión final condenatoria 
respecto de la persona buscada; y 
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d) Una declaración de que se presentará una solicitud de entrega de la persona buscada. 

3. La persona sometida a detención provisional podrá ser puesta en libertad si el Estado 
requerido no hubiere recibido la solicitud de entrega y los documentos que la justifiquen, 
de conformidad con el artículo 91, dentro del plazo fijado en las Reglas de Procedimiento y 
Prueba. Sin embargo, el detenido podrá consentir en la entrega antes de que se cumpla dicho 
plazo siempre que lo permita el derecho interno del Estado requerido. En ese caso, el Estado 
requerido procederá a entregar al detenido a la Corte tan pronto como sea posible. 

4. El hecho de que la persona buscada haya sido puesta en libertad de conformidad con el 
párrafo 3 no obstará para que sea nuevamente detenida y entregada una vez que el Estado 
requerido reciba la solicitud de entrega y los documentos que la justifiquen. 

Artículo 93. Otras formas de cooperación 

1. Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en la presente Parte y con los 
procedimientos de su derecho interno, deberán cumplir las solicitudes de asistencia formuladas 
por la Corte en relación con investigaciones o enjuiciamientos penales a fin de: 

a) Identificar y buscar personas u objetos; 

b) Practicar pruebas, incluidos los testimonios bajo juramento, y producir pruebas, incluidos los 
dictámenes e informes periciales que requiera la Corte; 

c) Interrogar a una persona objeto de investigación o enjuiciamiento; 

d) Notificar documentos, inclusive los documentos judiciales; 

e) Facilitar la comparecencia voluntaria ante la Corte de testigos o expertos; 

f) Proceder al traslado provisional de personas, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
7; 

g) Realizar inspecciones oculares, inclusive la exhumación y el examen de cadáveres y fosas 
comunes; 

h) Practicar allanamientos y decomisos; 

i) Transmitir registros y documentos, inclusive registros y documentos oficiales; 

j) Proteger a víctimas y testigos y preservar pruebas; 

k) Identificar, determinar el paradero o inmovilizar el producto y los bienes y haberes obtenidos 
del crimen y de los instrumentos del crimen, o incautarse de ellos, con miras a su decomiso 
ulterior y sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe; y 

l) Cualquier otro tipo de asistencia no prohibida por la legislación del Estado requerido y 
destinada a facilitar la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de la competencia de la 
Corte. 

2. La Corte podrá dar seguridades a los testigos o expertos que comparezcan ante ella de que 
no serán enjuiciados o detenidos ni se restringirá su libertad personal por un acto u omisión 
anterior a su salida del Estado requerido. 

3. Cuando la ejecución de una determinada medida de asistencia detallada en una solicitud 
presentada de conformidad con el párrafo 1 estuviera prohibida en el Estado requerido 
por un principio fundamental de derecho ya existente y de aplicación general, el Estado 
requerido celebrará sin demora consultas con la Corte para tratar de resolver la cuestión. En 
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las consultas se debería considerar si se puede prestar la asistencia de otra manera o con 
sujeción a condiciones. Si, después de celebrar consultas, no se pudiera resolver la cuestión, 
la Corte modificará la solicitud según sea necesario. 

4. El Estado Parte podrá no dar lugar a una solicitud de asistencia, en su totalidad o en parte, 
de conformidad con el artículo 72 y únicamente si la solicitud se refiere a la presentación de 
documentos o la divulgación de pruebas que afecten a su seguridad nacional. 

5. Antes de denegar una solicitud de asistencia de conformidad con el párrafo 1 l), el Estado 
requerido considerará si se puede prestar la asistencia con sujeción a ciertas condiciones, o si 
es posible hacerlo en una fecha posterior o de otra manera. La Corte o el Fiscal, si aceptan la 
asistencia sujeta a condiciones, tendrán que cumplirlas. 

6. Si no se da lugar a una solicitud de asistencia, el Estado Parte requerido deberá comunicar 
sin demora los motivos a la Corte o al Fiscal. 

7. a) La Corte podrá solicitar el traslado provisional de un detenido a los fines de su identificación 
o de que preste testimonio o asistencia de otra índole. El traslado podrá realizarse siempre que: 

i) El detenido dé, libremente y con conocimiento de causa, su consentimiento; y 

ii) El Estado requerido lo acepte, con sujeción a las condiciones que hubiere acordado con la 
Corte. 

b) La persona trasladada permanecerá detenida. Una vez cumplidos los fines del traslado, la 
Corte la devolverá sin dilación al Estado requerido. 

8. a) La Corte velará por la protección del carácter confidencial de los documentos y de la 
información, salvo en la medida en que éstos sean necesarios para la investigación y las 
diligencias pedidas en la solicitud. 

b) El Estado requerido podrá, cuando sea necesario, transmitir al Fiscal documentos o 
información con carácter confidencial. El Fiscal únicamente podrá utilizarlos para reunir 
nuevas pruebas. 

c) El Estado requerido podrá, de oficio o a solicitud del Fiscal, autorizar la divulgación ulterior 
de estos documentos o información, los cuales podrán utilizarse como medios de prueba 
de conformidad con lo dispuesto en las partes V y VI y de conformidad con las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 

9. a) i) El Estado Parte que reciba solicitudes concurrentes de la Corte y de otro Estado de 
conformidad con una obligación internacional y que no se refieran a la entrega o la extradición, 
procurará, en consulta con la Corte y el otro Estado, atender ambas solicitudes, de ser 
necesario postergando o condicionando una de ellas. 

ii) Si esto no fuera posible, la cuestión de las solicitudes concurrentes se resolverá de 
conformidad con los principios enunciados en el artículo 90. 

b) Sin embargo, cuando la solicitud de la Corte se refiera a información, bienes o personas que 
estén sometidos al control de un tercer Estado o de una organización internacional en virtud 
de un acuerdo internacional, el Estado requerido lo comunicará a la Corte y la Corte dirigirá su 
solicitud al tercer Estado o a la organización internacional. 

10. a) A solicitud de un Estado Parte que lleve a cabo una investigación o sustancie un juicio 
por una conducta que constituya un crimen de la competencia de la Corte o que constituya un 
crimen grave con arreglo al derecho interno del Estado requirente, la Corte podrá cooperar con 
él y prestarle asistencia; 
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b) i) La asistencia prestada de conformidad con el apartado a) podrá comprender, entre otras 
cosas: 

a. La transmisión de declaraciones, documentos u otros elementos de prueba obtenidos en el 
curso de una investigación o de un proceso sustanciado por la Corte; y 

b. El interrogatorio de una persona detenida por orden de la Corte; 

ii) En el caso de la asistencia prevista en el apartado b) i) a.: 

a. Si los documentos u otros elementos de prueba se hubieren obtenido con la asistencia de un 
Estado, su transmisión estará subordinada al consentimiento de dicho Estado; 

b. Si las declaraciones, los documentos u otros elementos de prueba hubieren sido 
proporcionados por un testigo o un perito, su transmisión estará subordinada a lo dispuesto 
en el artículo 68. 

c) La Corte podrá, de conformidad con el presente párrafo y en las condiciones enunciadas 
en él, acceder a una solicitud de asistencia presentada por un Estado que no sea parte en el 
presente Estatuto. 

Artículo 94.  Aplazamiento de la ejecución de una solicitud de asistencia con respecto 
a una investigación o un enjuiciamiento en curso 

1. Si la ejecución inmediata de una solicitud de asistencia interfiriere una investigación o 
enjuiciamiento en curso de un asunto distinto de aquel al que se refiera la solicitud, el Estado 
requerido podrá aplazar la ejecución por el tiempo que acuerde con la Corte. No obstante, el 
aplazamiento no excederá de lo necesario para concluir la investigación o el enjuiciamiento 
de que se trate en el Estado requerido. Antes de tomar la decisión de aplazar la ejecución 
de la solicitud, el Estado requerido debería considerar si se podrá prestar inmediatamente la 
asistencia con sujeción a ciertas condiciones. 

2. Si, de conformidad con el párrafo 1, se decidiere aplazar la ejecución de una solicitud de 
asistencia, el Fiscal podrá en todo caso pedir que se adopten las medidas necesarias para 
preservar pruebas de conformidad con el párrafo 1 j) del artículo 93. 

Artículo 95.  Aplazamiento de la ejecución de una solicitud por haberse impugnado la 
admisibilidad de la causa 

Cuando la Corte proceda a examinar una impugnación de la admisibilidad de una causa de 
conformidad con los artículos 18 ó 19, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución de 
una solicitud hecha de conformidad con esta Parte hasta que la Corte se pronuncie sobre la 
impugnación, a menos que ésta haya resuelto expresamente que el Fiscal podrá continuar 
recogiendo pruebas conforme a lo previsto en los artículos 18 ó 19. 

Artículo 96.  Contenido de la solicitud relativa a otras formas de asistencia de 
conformidad con el artículo 93 

1. La solicitud relativa a otras formas de asistencia a que se hace referencia en el artículo 93 
deberá hacerse por escrito. En caso de urgencia, se podrá hacer por cualquier otro medio que 
permita dejar constancia escrita, a condición de que la solicitud sea confirmada en la forma 
indicada en el párrafo 1 a) del artículo 87. 

2. La solicitud deberá contener los siguientes elementos o estar acompañada de, según 
proceda: 

a) Una exposición concisa de su propósito y de la asistencia solicitada, incluidos los 
fundamentos jurídicos y los motivos de la solicitud; 
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b) La información más detallada posible acerca del paradero o la identificación de la persona o 
el lugar objeto de la búsqueda o la identificación, de forma que se pueda prestar la asistencia 
solicitada; 

c) Una exposición concisa de los hechos esenciales que fundamentan la solicitud; 

d) Las razones y la indicación detallada de cualquier procedimiento que deba seguirse o 
requisito que deba cumplirse; 

e) Cualquier información que pueda ser necesaria conforme al derecho interno del Estado 
requerido para cumplir la solicitud; y 

f) Cualquier otra información pertinente para que pueda prestarse la asistencia solicitada. 

3. A solicitud de la Corte, todo Estado Parte consultará con la Corte, en general o respecto de 
un asunto concreto, sobre las disposiciones de su derecho interno que puedan ser aplicables 
de conformidad con el párrafo 2 e). En esas consultas, los Estados Partes comunicarán a la 
Corte las disposiciones específicas de su derecho interno. 

4. Las disposiciones del presente artículo serán también aplicables, según proceda, con 
respecto a las solicitudes de asistencia hechas a la Corte. 

Artículo 97.  Consultas con la Corte 

El Estado Parte que reciba una solicitud de conformidad con la presente parte celebrará sin 
dilación consultas con la Corte si considera que la solicitud le plantea problemas que puedan 
obstaculizar o impedir su cumplimiento. Esos problemas podrían ser, entre otros: 

a) Que la información fuese insuficiente para cumplir la solicitud; 

b) Que, en el caso de una solicitud de entrega, la persona no pudiera ser localizada, pese a los 
intentos realizados, o que en la investigación realizada se hubiere determinado claramente que 
la persona en el Estado requerido no es la indicada en la solicitud; o 

c) Que el cumplimiento de la solicitud en su forma actual obligare al Estado requerido a no 
cumplir una obligación preexistente en virtud de un tratado con otro Estado. 

Artículo 98.  Cooperación con respecto a la renuncia a la inmunidad y consentimiento 
a la entrega 

1. La Corte no dará curso a una solicitud de entrega o de asistencia en virtud de la cual el 
Estado requerido deba actuar en forma incompatible con las obligaciones que le imponga el 
derecho internacional con respecto a la inmunidad de un Estado o la inmunidad diplomática 
de una persona o un bien de un tercer Estado, salvo que la Corte obtenga anteriormente la 
cooperación de ese tercer Estado para la renuncia a la inmunidad. 

2. La Corte no dará curso a una solicitud de entrega en virtud de la cual el Estado requerido deba 
actuar en forma incompatible con las obligaciones que le imponga un acuerdo internacional 
conforme al cual se requiera el consentimiento del Estado que envíe para entregar a la Corte 
a una persona sujeta a la jurisdicción de ese Estado, a menos que ésta obtenga primero la 
cooperación del Estado que envíe para que dé su consentimiento a la entrega. 

Artículo 99.  Cumplimiento de las solicitudes a que se hace referencia en los artículos 
93 y 96 

1. Las solicitudes de asistencia se cumplirán de conformidad con el procedimiento aplicable 
en el derecho interno del Estado requerido y, salvo si ese derecho lo prohíbe, en la forma 
especificada en la solicitud, incluidos los procedimientos indicados en ella y la autorización 
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a las personas especificadas en ella para estar presentes y prestar asistencia en el trámite. 

2. En el caso de una solicitud urgente y cuando la Corte lo pida, los documentos o pruebas 
incluidos en la respuesta serán transmitidos con urgencia. 

3. Las respuestas del Estado requerido serán transmitidas en su idioma y forma original. 

4. Sin perjuicio de los demás artículos de la presente parte, cuando resulte necesario en el 
caso de una solicitud que pueda ejecutarse sin necesidad de medidas coercitivas, en particular 
la entrevista a una persona o la recepción de pruebas de una persona voluntariamente, aun 
cuando sea sin la presencia de las autoridades del Estado Parte requerido si ello fuere esencial 
para la ejecución de la solicitud, y el reconocimiento de un lugar u otro recinto que no entrañe 
un cambio en él, el Fiscal podrá ejecutar directamente la solicitud en el territorio de un Estado 
según se indica a continuación: 

a) Cuando el Estado Parte requerido fuere un Estado en cuyo territorio se hubiera cometido 
presuntamente el crimen, y hubiere habido una decisión de admisibilidad de conformidad con 
los artículos 18 ó 19, el Fiscal podrá ejecutar directamente la solicitud tras celebrar todas las 
consultas posibles con el Estado Parte requerido; 

b) En los demás casos, el Fiscal podrá ejecutar la solicitud tras celebrar consultas con el Estado 
Parte requerido y con sujeción a cualquier condición u observación razonable que imponga o 
haga ese Estado Parte. Cuando el Estado Parte requerido considere que hay problemas para 
la ejecución de una solicitud de conformidad con el presente apartado, celebrará consultas sin 
demora con la Corte para resolver la cuestión. 

5. Las disposiciones en virtud de las cuales una persona que sea oída o interrogada por la 
Corte con arreglo al artículo 72 podrá hacer valer las restricciones previstas para impedir 
la divulgación de información confidencial relacionada con la seguridad nacional serán 
igualmente aplicables al cumplimiento de las solicitudes de asistencia a que se hace referencia 
en el presente artículo. 

Artículo 100.  Gastos 

1. Los gastos ordinarios que se deriven del cumplimiento de las solicitudes en el territorio del 
Estado requerido correrán a cargo de éste, con excepción de los siguientes, que correrán a 
cargo de la Corte: 

a) Gastos relacionados con el viaje y la seguridad de los testigos y peritos, o el traslado, con 
arreglo al artículo 93, de personas detenidas; 

b) Gastos de traducción, interpretación y transcripción; 

c) Gastos de viaje y dietas de los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario, el 
secretario adjunto y los funcionarios de cualquier órgano de la Corte; 

d) Costo de los informes o dictámenes periciales solicitados por la Corte; 

e) Gastos relacionados con el transporte de la persona que entregue a la Corte un Estado de 
detención; y 

f) Previa consulta, todos los gastos extraordinarios que puedan ser resultado del cumplimiento 
de una solicitud. 

2. Las disposiciones del párrafo 1 serán aplicables, según proceda, a las solicitudes hechas 
por los Estados Partes a la Corte. En ese caso, los gastos ordinarios que se deriven de su 
cumplimiento correrán a cargo de la Corte. 
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Artículo 101.  Principio de la especialidad 

1. Quien haya sido entregado a la Corte en virtud del presente Estatuto no será procesado, 
castigado o detenido por una conducta anterior a su entrega, a menos que ésta constituya la 
base del delito por el cual haya sido entregado. 

2. La Corte podrá pedir al Estado que hizo la entrega que la dispense del cumplimiento de 
los requisitos establecidos en el párrafo 1 y, si fuere necesario, proporcionará información 
adicional de conformidad con el artículo 91. Los Estados Partes estarán facultados para dar 
esa dispensa a la Corte y procurarán hacerlo. 

Artículo 102.  Términos empleados 

A los efectos del presente Estatuto: 

a) Por “entrega” se entenderá la entrega de una persona por un Estado a la Corte de 
conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto; 

b) Por “extradición” se entenderá la entrega de una persona por un Estado a otro Estado de 
conformidad con lo dispuesto en un tratado o convención o en el derecho interno. 

PARTE X. DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 

Artículo 103.  Función de los Estados en la ejecución de las penas privativas de libertad 

1. a) La pena privativa de libertad se cumplirá en un Estado designado por la Corte sobre la 
base de una lista de Estados que hayan manifestado a la Corte que están dispuestos a recibir 
condenados; 

b) En el momento de declarar que está dispuesto a recibir condenados, el Estado podrá poner 
condiciones a reserva de que sean aceptadas por la Corte y estén en conformidad con la 
presente Parte; 

c) El Estado designado en un caso determinado indicará sin demora a la Corte si acepta la 
designación. 

2. a) El Estado de ejecución de la pena notificará a la Corte cualesquiera circunstancias, incluido 
el cumplimiento de las condiciones aceptadas con arreglo al párrafo 1, que pudieren afectar 
materialmente a las condiciones o la duración de la privación de libertad. Las circunstancias 
conocidas o previsibles deberán ponerse en conocimiento de la Corte con una antelación 
mínima de 45 días. Durante este período, el Estado de ejecución no adoptará medida alguna 
que redunde en perjuicio de lo dispuesto en el artículo 110; 

b) La Corte, si no puede aceptar las circunstancias a que se hace referencia en el apartado a), 
lo notificará al Estado de ejecución y procederá de conformidad con el párrafo 1 del artículo 
104.

3. La Corte, al ejercer su facultad discrecional de efectuar la designación prevista en el párrafo 
1, tendrá en cuenta: 

a) El principio de que los Estados Partes deben compartir la responsabilidad por la ejecución 
de las penas privativas de libertad de conformidad con los principios de distribución equitativa 
que establezcan las Reglas de Procedimiento y Prueba; 

b) La aplicación de normas de tratados internacionales generalmente aceptadas sobre el 
tratamiento de los reclusos; 
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c) La opinión del condenado; 

d) La nacionalidad del condenado; y 

e) Otros factores relativos a las circunstancias del crimen o del condenado, o a la ejecución 
eficaz de la pena, según procedan en la designación del Estado de ejecución. 

4. De no designarse un Estado de conformidad con el párrafo 1, la pena privativa de libertad se 
cumplirá en el establecimiento penitenciario que designe el Estado anfitrión, de conformidad 
con las condiciones estipuladas en el acuerdo relativo a la sede a que se hace referencia en el 
párrafo 2 del artículo 3. En ese caso, los gastos que entrañe la ejecución de la pena privativa 
de libertad serán sufragados por la Corte. 

Artículo 104. Cambio en la designación del Estado de ejecución 

1. La Corte podrá en todo momento decidir el traslado del condenado a una prisión de un 
Estado distinto del Estado de ejecución. 

2. El condenado podrá en todo momento solicitar de la Corte su traslado del Estado de 
ejecución. 

Artículo 105. Ejecución de la pena 

1. Con sujeción a las condiciones que haya establecido un Estado de conformidad con el 
párrafo 1 b) del artículo 103, la pena privativa de libertad tendrá carácter obligatorio para los 
Estados Partes, los cuales no podrán modificarla en caso alguno. 

2. La decisión relativa a cualquier solicitud de apelación o revisión incumbirá exclusivamente 
a la Corte. El Estado de ejecución no pondrá obstáculos para que el condenado presente una 
solicitud de esa índole. 

Artículo 106. Supervisión de la ejecución de la pena y condiciones de reclusión 

1. La ejecución de una pena privativa de libertad estará sujeta a la supervisión de la Corte y 
se ajustará a las normas generalmente aceptadas de las convenciones internacionales sobre 
el tratamiento de los reclusos. 

2. Las condiciones de reclusión se regirán por la legislación del Estado de ejecución y se 
ajustarán a las normas generalmente aceptadas de las convenciones internacionales sobre 
el tratamiento de los reclusos; en todo caso, no serán ni más ni menos favorables que las 
aplicadas a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de ejecución. 

3. La comunicación entre el condenado y la Corte será irrestricta y confidencial.

Artículo 107. Traslado una vez cumplida la pena 

1. Una vez cumplida la pena, quien no sea nacional del Estado de ejecución podrá, de 
conformidad con la legislación de dicho Estado, ser trasladado al Estado que esté obligado 
a aceptarlo o a otro Estado que esté dispuesto a hacerlo, teniendo en cuenta si quiere ser 
trasladado a éste, a menos que el Estado de ejecución lo autorice a permanecer en su territorio. 

2. Los gastos derivados del traslado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, de no ser 
sufragados por un Estado, correrán por cuenta de la Corte. 

3. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 108, el Estado de ejecución también podrá, de 
conformidad con su derecho interno, extraditar o entregar por cualquier otra vía a la persona a 
un Estado que haya pedido la extradición o entrega para someterla a juicio o para que cumpla 
una pena. 
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Artículo 108. Limitaciones al enjuiciamiento o la sanción por otros delitos 

1. El condenado que se halle bajo la custodia del Estado de ejecución no será sometido 
a enjuiciamiento, sanción o extradición a un tercer Estado por una conducta anterior a su 
entrega al Estado de ejecución, a menos que, a petición de éste, la Corte haya aprobado el 
enjuiciamiento, la sanción o la extradición. 

2. La Corte dirimirá la cuestión tras haber oído al condenado. 

3. El párrafo 1 del presente artículo no será aplicable si el condenado permanece de manera 
voluntaria durante más de 30 días en el territorio del Estado de ejecución después de haber 
cumplido la totalidad de la pena impuesta por la Corte o si regresa al territorio de ese Estado 
después de haber salido de él. 

Artículo 109. Ejecución de multas y órdenes de decomiso 

1. Los Estados Partes harán efectivas las multas u órdenes de decomiso decretadas por la 
Corte en virtud de la Parte VII, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe y de 
conformidad con el procedimiento establecido en su derecho interno. 

2. El Estado Parte que no pueda hacer efectiva la orden de decomiso adoptará medidas para 
cobrar el valor del producto, los bienes o los haberes cuyo decomiso hubiere decretado la 
Corte, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe. 

3. Los bienes, o el producto de la venta de bienes inmuebles o, según proceda, la venta de otros 
bienes que el Estado Parte obtenga al ejecutar una decisión de la Corte serán transferidos a 
la Corte. 

Artículo 110. Examen de una reducción de la pena 

1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena 
impuesta por la Corte. 

2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de 
escuchar al recluso. 

3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en 
caso de cadena perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. 
El examen no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos.

4. Al proceder al examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera 
que concurren uno o más de los siguientes factores: 

a) Si el recluso ha manifestado desde el principio y de manera continua su voluntad de cooperar 
con la Corte en sus investigaciones y enjuiciamientos; 

b) Si el recluso ha facilitado de manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes 
de la Corte en otros casos, en particular ayudando a ésta en la localización de los bienes sobre 
los que recaigan las multas, las órdenes de decomiso o de reparación que puedan usarse en 
beneficio de las víctimas; o 

c) Otros factores indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba que permitan determinar 
un cambio en las circunstancias suficientemente claro e importante como para justificar la 
reducción de la pena. 

5. La Corte, si en su examen inicial con arreglo al párrafo 3, determina que no procede reducir la 
pena, volverá a examinar la cuestión con la periodicidad y con arreglo a los criterios indicados 
en las Reglas de Procedimiento y Prueba. 
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Artículo 111. Evasión 

Si un condenado se evade y huye del Estado de ejecución, éste podrá, tras consultar a la 
Corte, pedir al Estado en que se encuentre que lo entregue de conformidad con los acuerdos 
bilaterales y multilaterales vigentes, o podrá pedir a la Corte que solicite la entrega de 
conformidad con la Parte IX. La Corte, si solicita la entrega, podrá resolver que el condenado 
sea enviado al Estado en que cumplía su pena o a otro Estado que indique.

PARTE XI. DE LA ASAMBLEA DE LOS ESTADOS PARTES 

Artículo 112. Asamblea de los Estados Partes 

1. Se instituye una Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto. Cada Estado 
Parte tendrá un representante en la Asamblea que podrá hacerse acompañar de suplentes y 
asesores. Otros Estados signatarios del presente Estatuto o del Acta Final podrán participar 
en la Asamblea a título de observadores. 

2. La Asamblea: 

a) Examinará y aprobará, según proceda, las recomendaciones de la Comisión Preparatoria; 

b) Ejercerá su supervisión respecto de la Presidencia, el Fiscal y la Secretaría en las cuestiones 
relativas a la administración de la Corte; 

c) Examinará los informes y las actividades de la Mesa establecida en el párrafo 3 y adoptará 
las medidas que procedan a ese respecto; 

d) Examinará y decidirá el presupuesto de la Corte; 

e) Decidirá si corresponde, de conformidad con el artículo 36, modificar el número de 
magistrados; 

f) Examinará cuestiones relativas a la falta de cooperación de conformidad con los párrafos 5 
y 7 del artículo 87; 

g) Desempeñará las demás funciones que procedan en virtud del presente Estatuto y las 
Reglas de Procedimiento y Prueba. 

3. a) La Asamblea tendrá una Mesa, que estará compuesta de un Presidente, dos 
Vicepresidentes y 18 miembros elegidos por la Asamblea por períodos de tres años;

b) La Mesa tendrá carácter representativo, teniendo en cuenta, en particular, el principio de 
la distribución geográfica equitativa y la representación adecuada de los principales sistemas 
jurídicos del mundo; 

c) La Mesa se reunirá con la periodicidad que sea necesaria, pero por lo menos una vez al año, 
y prestará asistencia a la Asamblea en el desempeño de sus funciones. 

4. La Asamblea podrá establecer los órganos subsidiarios que considere necesarios, incluido 
un mecanismo de supervisión independiente que se encargará de la inspección, la evaluación 
y la investigación de la Corte a fin de mejorar su eficiencia y economía. 

5. El Presidente de la Corte, el Fiscal y el Secretario o sus representantes podrán, cuando 
proceda, participar en las sesiones de la Asamblea y de la Mesa. 

6. La Asamblea se reunirá en la sede de la Corte o en la Sede de las Naciones Unidas una vez 
al año y, cuando las circunstancias lo exijan, celebrará períodos extraordinarios de sesiones. 
Salvo que se indique otra cosa en el presente Estatuto, los períodos extraordinarios de sesiones 
serán convocados por la Mesa de oficio o a petición de un tercio de los Estados Partes. 
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7. Cada Estado Parte tendrá un voto. La Asamblea y la Mesa harán todo lo posible por adoptar 
sus decisiones por consenso. Si no se pudiere llegar a un consenso y salvo que en el presente 
Estatuto se disponga otra cosa: 

Las decisiones sobre cuestiones de fondo serán aprobadas por mayoría de dos tercios de 
los presentes y votantes, a condición de que una mayoría absoluta de los Estados Partes 
constituirá el quórum para la votación; 

Las decisiones sobre cuestiones de procedimiento se tomarán por mayoría simple de los 
Estados Partes presentes y votantes. 

8. El Estado Parte que esté en mora en el pago de sus contribuciones financieras a los gastos 
de la Corte no tendrá voto en la Asamblea ni en la Mesa cuando la suma adeudada sea igual 
o superior al total de las contribuciones adeudadas por los dos años anteriores completos. La 
Asamblea podrá, sin embargo, permitir que dicho Estado vote en ella y en la Mesa si llegare a 
la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad del Estado Parte. 

9. La Asamblea aprobará su propio reglamento. 

10. Los idiomas oficiales y de trabajo de la Asamblea serán los de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. 

PARTE XII. DE LA FINANCIACIÓN 

Artículo 113. Reglamento Financiero 

Salvo que se prevea expresamente otra cosa, todas las cuestiones financieras relacionadas 
con la Corte y con las reuniones de la Asamblea de los Estados Partes, inclusive su Mesa y 
sus órganos subsidiarios, se regirán por el presente Estatuto y por el Reglamento Financiero y 
Reglamentación Financiera Detallada que apruebe la Asamblea de los Estados Partes. 

Artículo 114. Pago de los gastos 

Los gastos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes, incluidos los de su Mesa y 
órganos subsidiarios, se sufragarán con fondos de la Corte. 

Artículo 115. Fondos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes 

Los gastos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes, inclusive su Mesa y sus 
órganos subsidiarios, previstos en el presupuesto aprobado por la Asamblea de los Estados 
Partes, se sufragarán con cargo a: 

a) Cuotas de los Estados Partes; 

b) Fondos procedentes de las Naciones Unidas, con sujeción a la aprobación de la Asamblea 
General, en particular respecto de los gastos efectuados en relación con cuestiones remitidas 
por el Consejo de Seguridad. 

Artículo 116. Contribuciones voluntarias 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 115, la Corte podrá recibir y utilizar, en calidad de 
fondos adicionales, contribuciones voluntarias de gobiernos, organizaciones internacionales, 
particulares, sociedades y otras entidades, de conformidad con los criterios en la materia que 
adopte la Asamblea de los Estados Partes. 
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Artículo 117. Prorrateo de las cuotas 

Las cuotas de los Estados Partes se prorratearán de conformidad con una escala de cuotas 
convenida basada en la escala adoptada por las Naciones Unidas para su presupuesto 
ordinario y ajustada de conformidad con los principios en que se basa dicha escala. 

Artículo 118. Comprobación anual de cuentas 

Los registros, los libros y las cuentas de la Corte, incluidos sus estados financieros anuales, 
serán verificados anualmente por un auditor independiente. 

PARTE XIII. CLÁUSULAS FINALES 

Artículo 119. Solución de controversias 

1. Las controversias relativas a las funciones judiciales de la Corte serán dirimidas por ella. 

2. Cualquier otra controversia que surja entre dos o más Estados Partes respecto de la 
interpretación o aplicación del presente Estatuto que no se resuelva mediante negociaciones 
en un plazo de tres meses contado desde el comienzo de la controversia será sometida 
a la Asamblea de los Estados Partes. La Asamblea podrá tratar de resolver por sí misma 
la controversia o recomendar otros medios de solución, incluida su remisión a la Corte 
Internacional de Justicia de conformidad con el Estatuto de ésta. 

Artículo 120. Reservas 

No se admitirán reservas al presente Estatuto. 

Artículo 121. Enmiendas 

1. Transcurridos siete años desde la entrada en vigor del presente Estatuto, cualquier Estado 
Parte podrá proponer enmiendas a él. El texto de toda enmienda propuesta será presentado al 
Secretario General de las Naciones Unidas, que lo distribuirá sin dilación a los Estados Partes. 

2. Transcurridos no menos de tres meses desde la fecha de la notificación, la Asamblea de 
los Estados Partes decidirá en su próxima reunión, por mayoría de los presentes y votantes, 
si ha de examinar la propuesta, lo cual podrá hacer directamente o previa convocación de una 
Conferencia de Revisión si la cuestión lo justifica. 

3. La aprobación de una enmienda en una reunión de la Asamblea de los Estados Partes o 
en una Conferencia de Revisión en la que no sea posible llegar a un consenso requerirá una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 

4. Salvo lo dispuesto en el párrafo 5, toda enmienda entrará en vigor respecto de los Estados 
Partes un año después de que los siete octavos de éstos hayan depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas sus instrumentos de ratificación o de adhesión. 

5. Las enmiendas a los artículos 5, 6, 7 y 8 del presente Estatuto entrarán en vigor únicamente 
respecto de los Estados Partes que las hayan aceptado un año después del depósito de sus 
instrumentos de ratificación o aceptación. La Corte no ejercerá su competencia respecto de 
un crimen comprendido en la enmienda cuando haya sido cometido por nacionales o en el 
territorio de un Estado Parte que no haya aceptado la enmienda. 

6. Si una enmienda ha sido aceptada por los siete octavos de los Estados Partes de 
conformidad con el párrafo 4, el Estado Parte que no la haya aceptado podrá denunciar el 
presente Estatuto con efecto inmediato, no obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 
127 pero con sujeción al párrafo 2 de dicho artículo, mediante notificación hecha a más tardar 
un año después de la entrada en vigor de la enmienda. 
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7. El Secretario General de las Naciones Unidas distribuirá a los Estados Partes las enmiendas 
aprobadas en una reunión de la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de 
Revisión. 

Artículo 122. Enmiendas a disposiciones de carácter institucional 

1. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 121, cualquier Estado Parte podrá 
proponer en cualquier momento enmiendas a las disposiciones del presente Estatuto de 
carácter exclusivamente institucional, a saber, el artículo 35, los párrafos 8 y 9 del artículo 36, 
el artículo 37, el artículo 38, los párrafo 1 (dos primeras oraciones), 2 y 4 del artículo 39, los 
párrafos 4 a 9 del artículo 42, los párrafos 2 y 3 del artículo 43 y los artículos 44, 46, 47 y 49. El 
texto de la enmienda propuesta será presentado al Secretario General de las Naciones Unidas 
o a la persona designada por la Asamblea de los Estados Partes, que lo distribuirá sin demora 
a los Estados Partes y a otros participantes en la Asamblea. 

2. Las enmiendas presentadas con arreglo al presente artículo respecto de las cuales no 
sea posible llegar a un consenso serán aprobadas por la Asamblea de los Estados Partes 
o por una Conferencia de Revisión por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
Esas enmiendas entrarán en vigor respecto de los Estados Partes seis meses después de su 
aprobación por la Asamblea o, en su caso, por la Conferencia.

Artículo 123. Revisión del Estatuto 

1. Siete años después de que entre en vigor el presente Estatuto, el Secretario General de las 
Naciones Unidas convocará una Conferencia de Revisión de los Estados Partes para examinar 
las enmiendas al Estatuto. El examen podrá comprender la lista de los crímenes indicados en 
el artículo 5 pero no se limitará a ellos. La Conferencia estará abierta a los participantes en la 
Asamblea de los Estados Partes y en las mismas condiciones que ésta. 

2. Posteriormente, en cualquier momento, a petición de un Estado Parte y a los efectos 
indicados en el párrafo 1, el Secretario General de las Naciones Unidas, previa la aprobación 
de una mayoría de los Estados Partes, convocará una Conferencia de Revisión de los Estados 
Partes. 

3. Las disposiciones de los párrafos 3 a 7 del artículo 121 serán aplicables a la aprobación y 
entrada en vigor de toda enmienda del Estatuto examinada en una Conferencia de Revisión. 

Artículo 124. Disposición de transición 

No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo 12, un Estado, al hacerse parte en el 
presente Estatuto, podrá declarar que, durante un período de siete años contados a partir de la 
fecha en que el Estatuto entre en vigor a su respecto, no aceptará la competencia de la Corte 
sobre la categoría de crímenes a que se hace referencia en el artículo 8 cuando se denuncie 
la comisión de uno de esos crímenes por sus nacionales o en su territorio. La declaración 
formulada de conformidad con el presente artículo podrá ser retirada en cualquier momento. 
Lo dispuesto en el presente artículo será reconsiderado en la Conferencia de Revisión que se 
convoque de conformidad con el párrafo 1 del artículo 123. 

Artículo 125. Firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 

1. El presente Estatuto estará abierto a la firma de todos los Estados el 17 de julio de 1998 
en Roma, en la sede de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación. Posteriormente, y hasta el 17 de octubre de 1998, seguirá abierto a la firma en 
Roma, en el Ministerio de Relaciones Exteriores de Italia. Después de esa fecha, el Estatuto 
estará abierto a la firma en Nueva York, en la Sede de las Naciones Unidas, hasta el 31 de 
diciembre del año 2000. 
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2. El presente Estatuto estará sujeto a la ratificación, aceptación o aprobación de los Estados 
signatarios. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

3. El presente Estatuto estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de 
adhesión serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 126. Entrada en vigor 

1. El presente Estatuto entrará en vigor el primer día del mes siguiente al sexagésimo día a 
partir de la fecha en que se deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas 
el sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 

2. Respecto de cada Estado que ratifique, acepte o apruebe el presente Estatuto o se adhiera 
a él después de que sea depositado el sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, el Estatuto entrará en vigor el primer día del mes siguiente al 
sexagésimo día a partir de la fecha en que haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión. 

Artículo 127. Denuncia 

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Estatuto mediante notificación por escrito 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año 
después de la fecha en que se reciba la notificación, a menos que en ella se indique una fecha 
ulterior. 

2. La denuncia no exonerará al Estado de las obligaciones que le incumbieran de conformidad 
con el presente Estatuto mientras era parte en él, en particular las obligaciones financieras que 
hubiere contraído. La denuncia no obstará a la cooperación con la Corte en el contexto de las 
investigaciones y los enjuiciamientos penales en relación con los cuales el Estado denunciante 
esté obligado a cooperar y que se hayan iniciado antes de la fecha en que la denuncia surta 
efecto; la denuncia tampoco obstará en modo alguno a que se sigan examinando las cuestiones 
que la Corte tuviera ante sí antes de la fecha en que la denuncia surta efecto. 

Artículo 128. Textos auténticos 

El original del presente Estatuto, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas, que enviará copia certificada a todos los Estados. 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
Gobiernos, han firmado el presente Estatuto. 

HECHO EN ROMA, el día diecisiete de julio de mil novecientos noventa y ocho.
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Notas
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CONVENIO 29 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT) SOBRE 
EL TRABAJO FORZOSO

Preámbulo

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 10 junio 1930 en su decimocuarta reunión;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al trabajo forzoso u 
obligatorio, cuestión que está comprendida en el primer punto del orden del día de la reunión, y

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional, adopta, con fecha veintiocho de junio de mil novecientos treinta, el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930, y que será 
sometido a la ratificación de los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo, de 
acuerdo con las disposiciones de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo:

Artículo 1.

Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio 
se obliga a suprimir, lo más pronto posible, el empleo del trabajo forzoso u obligatorio en todas 
sus formas.

Con miras a esta supresión total, el trabajo forzoso u obligatorio podrá emplearse, durante el 
período transitorio, únicamente para fines públicos y a título excepcional, en las condiciones y 
con las garantías estipuladas en los artículos siguientes.

A la expiración de un plazo de cinco años a partir de la entrada en vigor del presente Convenio y 
cuando el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo prepare el informe 
a que se refiere el artículo 31, dicho Consejo examinará la posibilidad de suprimir sin nuevo 
aplazamiento el trabajo forzoso u obligatorio en todas sus formas y decidirá la conveniencia de 
inscribir esta cuestión en el orden del día de la Conferencia.

Artículo 2.

1. A los efectos del presente Convenio, la expresión trabajo forzoso u obligatorio designa todo 
trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la amenaza de una pena cualquiera y para el cual 
dicho individuo no se ofrece voluntariamente.

2. Sin embargo, a los efectos del presente Convenio, la expresión trabajo forzoso u obligatorio 
no comprende: 

a) cualquier trabajo o servicio que se exija en virtud de las leyes sobre el servicio militar 
obligatorio y que tenga un carácter puramente militar;

b) cualquier trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales de los 
ciudadanos de un país que se gobierne plenamente por sí mismo;

c) cualquier trabajo o servicio que se exija a un individuo en virtud de una condena pronunciada 
por sentencia judicial, a condición de que este trabajo o servicio se realice bajo la vigilancia y 
control de las autoridades públicas y que dicho individuo no sea cedido o puesto a disposición 
de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado;

d) cualquier trabajo o servicio que se exija en casos de fuerza mayor, es decir, guerra, siniestros 
o amenaza de siniestros, tales como incendios, inundaciones, hambre, temblores de tierra, 
epidemias y epizootias violentas, invasiones de animales, de insectos o de parásitos vegetales 
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dañinos, y en general, en todas las circunstancias que pongan en peligro o amenacen poner 
en peligro la vida o las condiciones normales de existencia de toda o parte de la población;

e) los pequeños trabajos comunales, es decir, los trabajos realizados por los miembros de 
una comunidad en beneficio directo de la misma, trabajos que, por consiguiente, pueden 
considerarse como obligaciones cívicas normales que incumben a los miembros de la 
comunidad, a condición de que la misma población o sus representantes directos tengan 
derecho a pronunciarse sobre la necesidad de esos trabajos.

Artículo 3.

A los efectos del presente Convenio, la expresión autoridades competentes designa a las 
autoridades metropolitanas, o a las autoridades centrales superiores del territorio interesado.

Artículo 4.

1. Las autoridades competentes no deberán imponer o dejar que se imponga el trabajo forzoso 
u obligatorio en provecho de particulares, de compañías o de personas jurídicas de carácter 
privado.

2. Si existiera tal forma de trabajo forzoso u obligatorio en provecho de particulares, de 
compañías o de personas jurídicas de carácter privado, en la fecha en que el Director General 
de la Oficina Internacional del Trabajo haya registrado la ratificación de este Convenio por un 
Miembro, este Miembro deberá suprimir completamente dicho trabajo forzoso u obligatorio 
desde la fecha en que para él entre en vigor el presente Convenio.

Artículo 5.

1. Ninguna concesión a particulares, compañías o personas jurídicas privadas deberá implicar 
la imposición de cualquier forma de trabajo forzoso u obligatorio cuyo objeto sea la producción 
o recolección de productos que utilicen dichos particulares, compañías o personas jurídicas 
privadas, o con los cuales comercien.

2. Si las concesiones existentes contienen disposiciones que impliquen la imposición de 
semejante trabajo forzoso u obligatorio, esas disposiciones deberán quedar sin efecto tan 
pronto sea posible, a fin de satisfacer las prescripciones del artículo 1 del presente Convenio.

Artículo 6.

Los funcionarios de la administración, incluso cuando deban estimular a las poblaciones a su 
cargo a que se dediquen a una forma cualquiera de trabajo, no deberán ejercer sobre esas 
poblaciones una presión colectiva o individual con el fin de hacerlas trabajar para particulares, 
compañías o personas jurídicas privadas.

Artículo 7.

1. Los jefes que no ejerzan funciones administrativas no podrán recurrir al trabajo forzoso u 
obligatorio.

2. Los jefes que ejerzan funciones administrativas podrán recurrir al trabajo forzoso u 
obligatorio, con la autorización expresa de las autoridades competentes, en las condiciones 
previstas por el artículo 10 del presente Convenio.

3. Los jefes legalmente reconocidos que no reciban una remuneración adecuada en otra forma 
podrán disfrutar de servicios personales debidamente reglamentados, siempre que se tomen 
todas las medidas necesarias para evitar cualquier abuso.
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Artículo 8.

1. La responsabilidad de toda decisión de recurrir al trabajo forzoso u obligatorio incumbirá a 
las autoridades civiles superiores del territorio interesado.

2. Sin embargo, estas autoridades podrán delegar en las autoridades locales superiores la 
facultad de imponer trabajo forzoso u obligatorio, cuando este trabajo no implique el alejamiento 
de los trabajadores de su residencia habitual. Dichas autoridades podrán igualmente delegar 
en las autoridades locales superiores, en los períodos y en las condiciones que se estipulen 
en la reglamentación prevista en el artículo 23 del presente Convenio, la facultad de imponer 
un trabajo forzoso u obligatorio para cuya ejecución los trabajadores deban alejarse de su 
residencia habitual, cuando se trate de facilitar el traslado de funcionarios de la administración 
en ejercicio de sus funciones y el transporte de material de la administración.

Artículo 9.

Salvo las disposiciones contrarias estipuladas en el artículo 10 del presente Convenio, toda 
autoridad facultada para imponer un trabajo forzoso u obligatorio no deberá permitir que se 
recurra a esta forma de trabajo sin cerciorarse previamente de que:

a) el servicio o trabajo por realizar presenta un gran interés directo para la comunidad llamada 
a realizarlo;

b) el servicio o trabajo es actual o inminentemente necesario;

c) ha sido imposible procurarse la mano de obra voluntaria para la ejecución de este servicio o 
trabajo, a pesar de la oferta de salarios y de condiciones de trabajo iguales, por lo menos, a las 
que prevalecen en el territorio interesado para trabajos o servicios análogos;

d) dicho trabajo o servicio no impondrá una carga demasiado pesada a la población actual, 
habida cuenta de la mano de obra disponible y de su aptitud para emprender el trabajo en 
cuestión.

Artículo 10.

1. El trabajo forzoso u obligatorio exigido a título de impuesto, y el trabajo forzoso u obligatorio 
a que recurran los jefes que ejerzan funciones administrativas para la realización de trabajos 
de utilidad pública, deberán ser suprimidos progresivamente.

2. En espera de esta abolición, cuando el trabajo forzoso u obligatorio se exija a título de 
impuesto, y cuando el trabajo forzoso u obligatorio se imponga por jefes que ejerzan funciones 
administrativas para la ejecución de trabajos de utilidad pública, las autoridades interesadas 
deberán cerciorarse previamente de que: 

a) el servicio o trabajo por realizar presenta un gran interés directo para la comunidad llamada 
a realizarlo;

b) el servicio o trabajo es actual o inminentemente necesario;

c) dicho trabajo o servicio no impondrá una carga demasiado pesada a la población actual, 
habida cuenta de la mano de obra disponible y de su aptitud para emprender el trabajo en 
cuestión;

d) la ejecución de este trabajo o servicio no obligará a los trabajadores a alejarse del lugar de 
su residencia habitual;

e) la ejecución de este trabajo o servicio estará dirigida de acuerdo con las exigencias de la 
religión, de la vida social y de la agricultura.
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Artículo 11.

1. Sólo podrán estar sujetos al trabajo forzoso u obligatorio los adultos aptos del sexo masculino 
cuya edad no sea inferior a dieciocho años ni superior a cuarenta y cinco. Salvo para las 
categorías de trabajo previstas en el artículo 10 del presente Convenio, deberán observarse 
las limitaciones y condiciones siguientes: 

a) reconocimiento previo, siempre que sea posible, por un médico designado por la 
administración, para comprobar la ausencia de toda enfermedad contagiosa y la aptitud 
física de los interesados para soportar el trabajo impuesto y las condiciones en que habrá de 
realizarse;

b) exención del personal escolar, alumnos y profesores, así como del personal administrativo 
en general;

c) mantenimiento, en cada comunidad, del número de hombres adultos y aptos indispensables 
para la vida familiar y social;

d) respeto de los vínculos conyugales y familiares.

2. A los efectos del apartado c) del párrafo 1 de este artículo, la reglamentación prevista 
en el artículo 23 del presente Convenio fijará la proporción de individuos de la población 
permanente masculina y apta que podrá ser objeto de un reclutamiento determinado, sin que 
esta proporción pueda, en ningún caso, exceder del 25 por ciento de esta población. Al fijar esa 
proporción, las autoridades competentes deberán tener en cuenta la densidad de población, 
el desarrollo social y físico de la misma; la época del año y el estado de los trabajos que van 
a efectuar los interesados en su localidad por su propia cuenta; de una manera general, las 
autoridades deberán respetar las necesidades económicas y sociales de la vida normal de la 
comunidad interesada.

Artículo 12.

1. El período máximo durante el cual un individuo cualquiera podrá estar sujeto al trabajo 
forzoso u obligatorio, en sus diversas formas, no deberá exceder de sesenta días por cada 
período de doce meses, debiendo incluirse en estos sesenta días los días de viaje necesarios 
para ir al lugar donde se realice el trabajo y regresar.

2. Todo trabajador sujeto al trabajo forzoso u obligatorio deberá poseer un certificado que 
indique los períodos de trabajo forzoso u obligatorio que haya efectuado.

Artículo 13.

1. Las horas normales de trabajo de toda persona sujeta al trabajo forzoso u obligatorio 
deberán ser las mismas que las que prevalezcan en el trabajo libre, y las horas de trabajo 
que excedan de la jornada normal deberán ser remuneradas con arreglo a las mismas tasas 
aplicadas a las horas extraordinarias de los trabajadores libres.

2. Se deberá conceder un día de reposo semanal a todas las personas sujetas a cualquier 
forma de trabajo forzoso u obligatorio, debiendo coincidir este día, siempre que sea posible, 
con el día consagrado por la tradición, o los usos del país o la región.

Artículo 14.

1. Con excepción del trabajo previsto en el artículo 10 del presente Convenio, el trabajo forzoso 
u obligatorio, en todas sus formas, deberá ser remunerado en metálico y con arreglo a tasas 
que, para el mismo género de trabajo, no deberán ser inferiores a las vigentes en la región 
donde los trabajadores estén empleados, ni a las vigentes en la región donde fueron reclutados.
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2. Cuando se trate de un trabajo impuesto por jefes en ejercicio de sus funciones administrativas, 
deberá introducirse, cuanto antes, el pago de los salarios de acuerdo con las tasas indicadas 
en el párrafo anterior.

3. Los salarios deberán pagarse a los propios trabajadores y no a su jefe de tribu o a otra 
autoridad.

4. Los días de viaje para ir al lugar del trabajo y regresar deberán contarse como días de 
trabajo para el pago de los salarios.

5. El presente artículo no impedirá que se proporcionen a los trabajadores, como parte del 
salario, las raciones de alimentos acostumbradas, y estas raciones deberán ser, por lo menos, 
de un valor equivalente a la suma de dinero que pueden representar; pero no se hará ningún 
descuento del salario para el pago de impuestos, ni por los alimentos, vestidos y alojamiento 
especiales proporcionados a los trabajadores para mantenerlos en estado de continuar su 
trabajo, habida cuenta de las condiciones especiales del empleo, o por el suministro de 
herramientas.

Artículo 15.

1. Cualquier legislación referente a la indemnización de los accidentes del trabajo y cualquier 
legislación que prevea una indemnización para las personas a cargo de los trabajadores 
fallecidos o inválidos, que estén o vayan a entrar en vigor en el territorio interesado, deberán 
aplicarse a las personas sujetas al trabajo forzoso u obligatorio en las mismas condiciones que 
a los trabajadores libres.

2. En todo caso, cualquier autoridad competente que recurra al trabajo forzoso u obligatorio 
deberá estar obligada a asegurar la subsistencia de dichos trabajadores cuando, a 
consecuencia de un accidente o de una enfermedad que resulte de su trabajo, se encuentren 
total o parcialmente incapacitados para subvenir a sus necesidades. Esta autoridad también 
deberá estar obligada a tomar las medidas necesarias para asegurar la subsistencia de 
cualquier persona a cargo del trabajador, en caso de incapacidad o de fallecimiento resultante 
del trabajo.

Artículo 16.

1. Las personas sujetas al trabajo forzoso u obligatorio no deberán ser transferidas, salvo en 
caso de necesidad excepcional, a regiones donde las condiciones climáticas y alimentarias 
sean tan diferentes de aquellas a que se hallen acostumbradas que constituyan un peligro 
para su salud.

2. En ningún caso se autorizará este traslado de trabajadores sin que se hayan aplicado todas 
las medidas de higiene y de alojamiento necesarias para su instalación y para proteger su 
salud.

3. Cuando no se pueda evitar dicho traslado, se tomarán medidas para garantizar la 
aclimatación progresiva de los trabajadores a las nuevas condiciones climáticas y alimentarias, 
previo informe del servicio médico competente.

4. Cuando estos trabajadores deban ejecutar un trabajo regular al que no se hallen 
acostumbrados, se deberán tomar las medidas necesarias para lograr su adaptación a este 
género de trabajo, especialmente en lo que se refiere al entrenamiento progresivo, a las 
horas de trabajo, a los intervalos de descanso y al mejoramiento o aumento de las raciones 
alimenticias que puedan ser necesarias.
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Artículo 17.

Antes de autorizar el recurso al trabajo forzoso u obligatorio en trabajos de construcción o 
de conservación que obliguen a los trabajadores a vivir en los lugares de trabajo durante un 
período prolongado, las autoridades competentes deberán cerciorarse de que:

1) se han tomado todas las medidas necesarias para asegurar la higiene de los trabajadores 
y garantizarles la asistencia médica indispensable, y, en particular: a) que dichos trabajadores 
serán sometidos a un examen médico antes de comenzar los trabajos, y a nuevos exámenes, 
a intervalos determinados, mientras dure su empleo; b) que se dispone de un personal médico 
suficiente y de los dispensarios, enfermerías ambulancias y hospitales requeridos para hacer 
frente a todas las necesidades, y c) que las condiciones de sanidad de los lugares de trabajo, 
el suministro de agua potable, víveres, combustible y utensilios de cocina y, cuando sea 
necesario, las condiciones de vivienda y vestido son satisfactorias;

2) se han tomado las medidas necesarias para garantizar la subsistencia de la familia del 
trabajador, especialmente facilitando el envío a la misma de una parte del salario por medio de 
un procedimiento seguro y con el consentimiento o a solicitud del trabajador;

3) los viajes de ida de los trabajadores al lugar de trabajo y los de regreso estarán garantizados 
por la administración, bajo su responsabilidad y a sus expensas, y la administración facilitará 
estos viajes utilizando al máximo todos los medios de transporte disponibles;

4) en caso de enfermedad o de accidente que cause una incapacidad de trabajo de cierta 
duración, la repatriación de los trabajadores estará a cargo de la administración;

5) todo trabajador que desee permanecer como trabajador libre a la expiración de su período 
de trabajo forzoso u obligatorio tendrá la facultad de hacerlo, sin perder sus derechos a la 
repatriación gratuita, durante un período de dos años.

Artículo 18.

1. El trabajo forzoso u obligatorio para el transporte de personas o de mercancías, por ejemplo, 
el de los cargadores y el de los barqueros, deberá ser suprimido lo antes posible, y hasta 
que se suprima, las autoridades competentes deberán dictar reglamentos que determinen 
especialmente: a) la obligación de no utilizar este trabajo sino para facilitar el transporte de 
funcionarios de la administración en el ejercicio de sus funciones, el transporte del material 
de la administración o, en caso de absoluta necesidad, para el transporte de otras personas 
que no sean funcionarios; b) la obligación de no emplear en dichos transportes sino a hombres 
que hayan sido reconocidos físicamente aptos para este trabajo, después de pasar un 
médico, siempre que dicho examen sea posible, y en caso de que no lo fuere, la persona que 
contrate esta mano de obra deberá garantizar, bajo su propia responsabilidad, que los obreros 
empleados tienen la aptitud física requerida y que no padecen ninguna enfermedad contagiosa; 
c) la carga máxima que podrán llevar los trabajadores; d) la distancia máxima desde el lugar 
donde trabajen al lugar de su residencia: e) el número máximo de días al mes, o en cualquier 
otro período, en que podrá exigirse a los trabajadores este trabajo, comprendiendo en este 
número los días del viaje de regreso; f) las personas que estarán autorizadas a exigir esta 
forma de trabajo forzoso u obligatorio, y hasta qué punto estarán facultadas para exigirlo.

2. Al fijar los máximos a que se refieren los incisos c), d) y e) del párrafo precedente, las 
autoridades competentes deberán tener en cuenta todos los elementos pertinentes, 
especialmente el de la aptitud física de la población que va a ser reclutada, la naturaleza del 
itinerario que tiene que recorrer y las condiciones climatológicas.

3. Las autoridades competentes también deberán tomar disposiciones para que el trayecto 
diario normal de los portadores no exceda de una distancia que corresponda a la duración 
media de una jornada de trabajo de ocho horas, entendiéndose que para determinarla se 
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deberá tener en cuenta no sólo la carga que hay que llevar y la distancia por recorrer, sino 
también el estado del camino, la época del año y todos los demás factores de importancia; si 
fuera necesario imponer a los portadores algunas horas de marcha extraordinarias, deberán 
ser remuneradas con arreglo a tasas más elevadas que las normales.

Artículo 19.

1. Las autoridades competentes deberán solamente autorizar el recurso a cultivos obligatorios 
como un método para prevenir el hambre o una carencia de productos alimenticios, y siempre 
a reserva de que los alimentos o los productos así obtenidos se conviertan en propiedad de los 
individuos o de la colectividad que los haya producido.

2. El presente artículo no deberá tener por efecto la supresión de la obligación de los miembros 
de la comunidad de ejecutar el trabajo impuesto por la ley o la costumbre, cuando la producción 
se encuentre organizada, según la ley y la costumbre, sobre una base comunal, y cuando los 
productos o los beneficios resultantes de la venta de estos productos sean propiedad de la 
colectividad.

Artículo 20.

Las legislaciones que prevean una represión colectiva aplicable a toda una comunidad por 
delitos cometidos por cualquiera de sus miembros no deberán establecer, como método 
represivo, el trabajo forzoso u obligatorio por una comunidad.

Artículo 21.

No se recurrirá al trabajo forzoso u obligatorio para los trabajos subterráneos que se realicen 
en las minas.

Artículo 22.

Las memorias anuales que los Miembros que ratifiquen el presente Convenio habrán de 
presentar a la Oficina Internacional del Trabajo, en virtud del artículo 22 de la Constitución 
de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las medidas que hayan tomado para dar 
efecto a las disposiciones del presente Convenio, contendrán una información lo más completa 
posible, sobre cada territorio interesado, referente a la amplitud con que se haya utilizado el 
trabajo forzoso u obligatorio en ese territorio, y a los puntos siguientes: fines para los que se ha 
efectuado este trabajo; porcentaje de enfermedades y mortalidad; horas de trabajo; métodos 
para el pago de los salarios, tasas de los salarios, y cualquier otro dato de interés.

Artículo 23.

1. Las autoridades competentes deberán dictar una reglamentación completa y precisa sobre 
el empleo del trabajo forzoso u obligatorio, para hacer efectivas las disposiciones del presente 
Convenio.

2. Esta reglamentación deberá contener, especialmente, reglas que permitan a cada persona 
sujeta al trabajo forzoso u obligatorio presentar a las autoridades todas las reclamaciones 
relativas a las condiciones de trabajo y que garanticen que estas reclamaciones serán 
examinadas y tomadas en consideración.

Artículo 24.

Deberán tomarse medidas adecuadas, en todos los casos, para garantizar la estricta 
aplicación de los reglamentos relativos al empleo del trabajo forzoso u obligatorio, ya sea 
mediante la extensión al trabajo forzoso u obligatorio de las funciones de cualquier organismo 
de inspección creado para la vigilancia del trabajo libre, ya sea mediante cualquier otro sistema 
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conveniente. También deberán tomarse medidas para que las personas sujetas al trabajo 
forzoso conozcan el contenido de estos reglamentos.

Artículo 25.

El hecho de exigir ilegalmente trabajo forzoso u obligatorio será objeto de sanciones penales, 
y todo Miembro que ratifique el presente Convenio tendrá la obligación de cerciorarse de que 
las sanciones impuestas por la ley son realmente eficaces y se aplican estrictamente.

Artículo 26.

1. Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio 
se obliga a aplicarlo en los territorios sujetos a su soberanía, jurisdicción, protección, tutela o 
autoridad, siempre que tenga derecho a aceptar obligaciones que se refieran a cuestiones 
de jurisdicción interior. Sin embargo, si este Miembro quiere acogerse a las disposiciones del 
artículo 35 de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, deberá acompañar 
su ratificación de una declaración en la que indique:

1) los territorios respecto de los cuales pretende aplicar las disposiciones del presente 
Convenio sin modificaciones;

2) los territorios respecto de los cuales pretende aplicar las disposiciones del presente 
Convenio con modificaciones, junto con los detalles de dichas modificaciones;

3) los territorios respecto de los cuales se reserva su decisión.

2. La declaración antes mencionada se considerará como parte integrante de la ratificación 
y producirá sus mismos efectos. Todo Miembro que formule una declaración similar podrá 
renunciar, total o parcialmente, por medio de una nueva declaración, a las reservas formuladas 
en virtud de los apartados 2) y 3) del párrafo 1 de este artículo.

Artículo 27.

Las ratificaciones formales del presente Convenio, de acuerdo con las condiciones establecidas 
por la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, serán comunicadas, para su 
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 28.

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros cuyas ratificaciones hayan sido 
registradas en la Oficina Internacional del Trabajo.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos Miembros 
de la Organización Internacional del Trabajo hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 29.

Tan pronto como se hayan registrado en la Oficina Internacional del Trabajo las ratificaciones 
de dos Miembros de la Organización Internacional del Trabajo, el Director General de la 
Oficina notificará el hecho a todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo. 
Igualmente les notificará el registro de las ratificaciones que le comuniquen posteriormente los 
demás Miembros de la Organización.
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Artículo 30.

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya 
registrado en la Oficina Internacional del Trabajo.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de 
la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del 
derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de 
cinco años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de 
cinco años, en las condiciones previstas en este artículo.

Artículo 31.

A la expiración de cada período de cinco años, a partir de la fecha en que este Convenio 
entre en vigor, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo deberá 
presentar a la Conferencia General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y 
deberá considerar la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión 
de su revisión total o parcial.

Artículo 32.

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, la ratificación por un Miembro del nuevo convenio revisor implicará, 
ipso jure, la denuncia de este Convenio sin ninguna demora, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 30, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor.

2. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

3. Sin embargo, este Convenio continuará en vigor, en su forma y contenido actuales, para los 
Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 33.

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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CONVENIO No.105 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT) 
RELATIVO A LA ABOLICIÓN DEL TRABAJO FORZOSO

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo;

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 5 de junio de 1957 en su cuadragésima reunión;

Después de haber tomado nota de las disposiciones del Convenio sobre el trabajo forzoso, 
1930;

Después de haber tomado nota de que la Convención sobre la esclavitud, 1926, establece que 
deberán tomarse todas las medidas necesarias para evitar que el trabajo obligatorio o forzoso 
pueda dar lugar a condiciones análogas a la esclavitud y de que la Convención suplementaria 
sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a 
la esclavitud, 1956, prevé la completa abolición de la servidumbre por deudas y la servidumbre 
de la gleba;

Después de haber tomado nota de que el Convenio sobre la protección del salario, 1949, prevé 
que el salario se deberá pagar a intervalos regulares y prohíbe los sistemas de retribución que 
priven al trabajador de la posibilidad real de poner término a su empleo;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la abolición de ciertas 
formas de trabajo forzoso u obligatorio en violación de los derechos humanos a que alude 
la Carta de las Naciones Unidas y enunciados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; y,

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional, adopta, con fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y siete, el 
siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la abolición del trabajo 
forzoso, 1957:

Artículo 1.

Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio 
se obliga a suprimir y a no haber uso de ninguna forma de trabajo forzoso u obligatorio:

a) Como medio de coerción o de educación política o como castigo por tener o expresar 
determinadas opiniones políticas o por manifestar oposición ideológica al orden político, social 
o económico establecido;

b) Como método de movilización y utilización de la mano de obra con fines de fomento 
económico;

c) Como medida de disciplina en el trabajo;

d) Como castigo por haber participado en huelgas;

e) Como medida de discriminación racial, social, nacional o religiosa.

Artículo 2.

Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio 
se obliga a tomar medidas eficaces para la abolición inmediata y completa del trabajo forzoso 
u obligatorio, según se describe en el Artículo 1 de este Convenio.
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Artículo 3.

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 4.

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos Miembros 
hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 5.

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya 
registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de 
la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del 
derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de 
diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de 
diez años, en las condiciones previstas en este artículo.

Artículo 6.

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, declaraciones y 
denuncias lo comuniquen los Miembros de la Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.

Artículo 7.

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Art. 102 de la Carta de 
las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y 
actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 8.

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su 
revisión total o parcial.

Artículo 9.

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total o 
parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en contrario:
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a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la denuncia 
inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el Artículo 5, siempre 
que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actual, para los 
Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 10.

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas”.
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CONVENIO PARA LA REPRESIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS Y DE LA 
EXPLOTACIÓN DE LA PROSTITUCIÓN AJENA

Preámbulo 

Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines de 
prostitución, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen en 
peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad, 

Considerando que, con respecto a la represión de la trata de mujeres y niños, están en vigor 
los siguientes instrumentos internacionales: 1) Acuerdo internacional del 18 de mayo de 1904 
para la represión de la trata de blancas, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 3 de diciembre de 1948, 2) Convenio internacional del 4 de 
mayo de 1910 para la represión de la trata de blancas, modificado por el precitado Protocolo, 3) 
Convenio internacional del 30 de septiembre de 1921 para la represión de la trata de mujeres y 
niños, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 20 de octubre de 1947, 4) Convenio internacional del 11 de octubre de 1933 para la represión 
de la trata de mujeres mayores de edad, modificado por el precitado Protocolo, 

Considerando que la Sociedad de las Naciones redactó en 1937 un proyecto de Convenio para 
extender el alcance de tales instrumentos, y 

Considerando que la evolución de la situación desde 1937 hace posible la conclusión de un 
Convenio para fusionar los instrumentos precitados en uno que recoja el fondo del proyecto de 
Convenio de 1937, así como las modificaciones que se estime conveniente introducir, 

Por lo tanto, 

Las Partes Contratantes 

Convienen por el presente en lo que a continuación se establece: 

Artículo 1.

Las Partes en el presente Convenio se comprometen a castigar a toda persona que, para 
satisfacer las pasiones de otra: 1) Concertare la prostitución de otra persona, aun con 
el consentimiento de tal persona; 2) Explotare la prostitución de otra persona, aun con el 
consentimiento de tal persona. 

Artículo 2.

Las Partes en el presente Convenio se comprometen asimismo a castigar a toda persona 
que: 1) Mantuviere una casa de prostitución, la administrare o a sabiendas la sostuviere o 
participare en su financiamiento; 2) Diere o tomare a sabiendas en arriendo un edificio u otro 
local, o cualquier parte de los mismos, para explotar la prostitución ajena. 

Artículo 3.

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales serán también castigados toda tentativa 
de cometer las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 y todo acto preparatorio de su 
comisión. 

Artículo 4.

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, será también punible la participación 
intencional en cualquiera de los actos delictuosos mencionados en los artículos 1 y 2. 
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En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, los actos de participación serán 
considerados como infracciones distintas en todos los casos en que ello sea necesario para 
evitar la impunidad. 

Artículo 5.

Cuando las personas perjudicadas tuvieren derecho, con arreglo a las leyes nacionales, 
a constituirse en parte civil respecto a cualquiera de las infracciones mencionadas en el 
presente Convenio, los extranjeros tendrán el mismo derecho en condiciones de igualdad con 
los nacionales. 

Artículo 6.

Cada una de las Partes en el presente Convenio conviene en adoptar todas las medidas 
necesarias para derogar o abolir cualquier ley, reglamento o disposición administrativa vigente, 
en virtud de la cual las personas dedicadas a la prostitución o de quienes se sospeche que 
se dedican a ella, tengan que inscribirse en un registro especial, que poseer un documento 
especial o que cumplir algún requisito excepcional para fines de vigilancia o notificación. 

Artículo 7.

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, las condenas anteriores pronunciadas 
en Estados extranjeros por las infracciones mencionadas en el presente Convenio, se tendrán 
en cuenta para: 1) Determinar la reincidencia; 2) Inhabilitar al infractor para el ejercicio de sus 
derechos civiles o políticos. 

Artículo 8.

Las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del presente Convenio serán consideradas 
como casos de extradición en todo tratado de extradición ya concertado o que ulteriormente se 
concierte entre cualesquiera de las Partes en el presente Convenio. 

Las Partes en el presente Convenio que no subordinen la extradición a la existencia de un 
tratado, deberán reconocer en adelante las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del 
presente Convenio como casos de extradición entre ellas. 

La extradición será concedida con arreglo a las leyes del Estado al que se formulare la petición 
de extradición. 

Artículo 9.

En los Estado cuya legislación no admita la extradición de nacionales, los nacionales que 
hubieren regresado a su propio Estado después de haber cometido en el extranjero cualquiera 
de las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del presente Convenio, serán enjuiciados 
y castigados por los tribunales de su propio Estado. 

No se aplicará esta disposición cuando, en casos análogos entre las Partes en el presente 
Convenio, no pueda concederse la extradición de un extranjero. 

Artículo 10.

Las disposiciones del artículo 9 no se aplicarán cuando el inculpado hubiere sido enjuiciado 
en un Estado extranjero y, caso de haber sido condenado, hubiere cumplido su condena o se 
le hubiere condonado o reducido la pena con arreglo o lo dispuesto en las leyes de tal Estado 
extranjero. 
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Artículo 11.

Ninguna de las disposiciones del presente Convenio deberá interpretarse en el sentido de 
prejuzgar la actitud de cualquiera de las Partes respecto a la cuestión general de los límites de 
la jurisdicción penal en derecho internacional. 

Artículo 12.

El presente Convenio no afecta al principio de que las infracciones a que se refiere habrán 
de ser definidas, enjuiciadas y castigadas, en cada Estado, conforme a sus leyes nacionales. 

Artículo 13.

Las Partes en el presente Convenio estarán obligadas a ejecutar las comisiones rogatorias 
relativas a las infracciones mencionadas en este Convenio, conforme a sus leyes y prácticas 
nacionales. 

La transmisión de comisiones rogatorias se efectuará: 1) Por comunicación directa entre las 
autoridades judiciales; 2) Por comunicación directa entre los Ministros de Justicia de los dos 
Estados, o por comunicación directa de otra autoridad competente del Estado que formulare 
la solicitud al Ministro de Justicia del Estado al cual le fuese formulada la solicitud; o 3) Por 
conducto del representante diplomático o consular del Estado que formulare la solicitud, 
acreditado en el Estado al cual le fuese formulada la solicitud; tal representante enviará las 
comisiones rogatorias directamente a la autoridad judicial competente o a la autoridad indicada 
por el gobierno del Estado al cual le fuese formulada la solicitud, y deberá recibir, directamente 
de tal autoridad, los documentos que constituyan la ejecución de las comisiones rogatorias. 

En los casos 1 y 3, se enviará siempre una copia de la comisión rogatoria a la autoridad 
superior del Estado al cual le fuese formulada la solicitud. 

Salvo acuerdo en contrario, las comisiones rogatorias serán redactadas en el idioma de la 
autoridad que formulare la solicitud, pero el Estado al cual le fuese formulada la solicitud podrá 
pedir una traducción a su propio idioma, certificada conforme al original por la autoridad que 
formulare la solicitud. 

Cada una de las Partes en el presente Convenio notificará a cada una de las demás Partes 
cuál o cuáles de los medios de transmisión anteriormente mencionados reconocerá para las 
comisiones rogatorias de tal Parte. 

Hasta que un Estado haya hecho tal notificación, seguirá en vigor el procedimiento que utilice 
normalmente en cuanto a las comisiones rogatorias. 

La ejecución de las comisiones rogatorias no dará lugar a reclamación de reembolso por 
derechos o gastos de ninguna clase, salvo los gastos de peritaje. 

Nada de lo dispuesto en el presente artículo deberá interpretarse en el sentido de comprometer 
a las Partes en el presente Convenio a adoptar en materia penal cualquier forma o método de 
prueba que sea incompatible con sus leyes nacionales. 

Artículo 14.

Cada una de las Partes en el presente Convenio establecerá o mantendrá un servicio encargado 
de coordinar y centralizar los resultados de las investigaciones sobre las infracciones a que se 
refiere el presente Convenio. 
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Tales servicios tendrán a su cargo la compilación de toda información que pueda facilitar la 
prevención y el castigo de las infracciones a que se refiere el presente Convenio y deberán 
mantener estrechas relaciones con los servicios correspondientes de los demás Estados. 

Artículo 15.

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales y en que las autoridades encargadas de 
los servicios mencionados en el artículo 14 lo estimen conveniente, tales autoridades deberán 
suministrar a los encargados de los servicios correspondientes en otros Estados los datos 
siguientes: 1) Información detallada respecto a cualquiera de las infracciones mencionadas 
en el presente Convenio o a las tentativas de cometerlas; 2) Información detallada acerca de 
cualquier enjuiciamiento, detención, condena, negativa de admisión o expulsión de personas 
culpables de cualquiera de las infracciones mencionadas en el presente Convenio, así como 
de los desplazamientos de tales personas y cualesquiera otros datos pertinentes. 

Los datos suministrados en esta forma habrán de incluir la descripción de los infractores, 
sus impresiones digitales, fotografías, métodos de operación, antecedentes policiales y 
antecedentes penales. 

Artículo 16.

Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar medidas para la prevención 
de la prostitución y para la rehabilitación y adaptación social de las víctimas de la prostitución 
y de las infracciones a que se refiere el presente Convenio, o a estimular la adopción de 
tales medidas, por sus servicios públicos o privados de carácter educativo, sanitario, social, 
económico y otros servicios conexos. 

Artículo 17.

Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar o mantener, en relación con la 
inmigración y la emigración, las medidas que sean necesarias, con arreglo a sus obligaciones 
en virtud del presente Convenio, para combatir la trata de personas de uno u otro sexo para 
fines de prostitución. 

En especial se comprometen: 1) A promulgar las disposiciones reglamentarias que sean 
necesarias para proteger a los inmigrantes o emigrantes, y en particular a las mujeres y a los 
niños, tanto en el lugar de llegada o de partida como durante el viaje; 2) A adoptar disposiciones 
para organizar una publicidad adecuada en que se advierta al público el peligro de dicha 
trata; 3) A adoptar las medidas adecuadas para garantizar la vigilancia en las estaciones de 
ferrocarril, en los aeropuertos, en los puertos marítimos y durante los viajes y en otros lugares 
públicos, a fin de impedir la trata internacional de personas para fines de prostitución; 4) A 
adoptar las medidas adecuadas para informar a las autoridades competentes de la llegada 
de personas que prima facie parezcan ser culpables o cómplices de dicha trata o víctimas de 
ellas. 

Artículo 18.

Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a las condiciones prescritas 
en sus leyes nacionales, a tomar declaraciones a las personas extranjeras dedicadas a la 
prostitución, con objeto de establecer su identidad y estado civil y de determinar las causas 
que les obligaron a salir de su Estado. Los datos obtenidos en esta forma serán comunicados 
a las autoridades del Estado de origen de tales personas, con miras a su repatriación eventual. 

Artículo 19.

Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a las condiciones prescritas 
en sus leyes nacionales y sin perjuicio del enjuiciamiento o de otra acción por violaciones de sus 
disposiciones, en cuanto sea posible: 1) A adoptar las medidas adecuadas para proporcionar 
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ayuda y mantener a las víctimas indigentes de la trata internacional de personas para fines 
de prostitución, mientras se tramita su repatriación; 2) A repatriar a las personas a que se 
refiere el artículo 18 que desearen ser repatriadas o que fueren reclamadas por personas que 
tengan autoridad sobre ellas, o cuya expulsión se ordenare conforme a la ley. La repatriación 
se llevará a cabo únicamente previo acuerdo con el Estado de destino en cuanto a la identidad 
y la nacionalidad de las personas de que se trate, así como respecto al lugar y a la fecha de 
llegada a las fronteras. Cada una de las Partes en el presente Convenio facilitará el tránsito de 
tales personas a través de su territorio. 

Cuando las personas a que se refiere el párrafo precedente no pudieren devolver el importe 
de los gastos de su repatriación y carecieren de cónyuge, parientes o tutores que pudieren 
sufragarlos, la repatriación hasta la frontera, el puerto de embarque o el aeropuerto más 
próximo en dirección del Estado de origen, será costeada por el Estado de residencia y el 
costo del resto del viaje será sufragado por el Estado de origen. 

Artículo 20.

Las Partes en el presente Convenio, si no lo hubieren hecho ya, deberán adoptar las medidas 
necesarias para la inspección de las agencias de colocación, a fin de impedir que las 
personas que buscan trabajo, en especial las mujeres y los niños, se expongan al peligro de 
la prostitución. 

Artículo 21.

Las Partes en el presente Convenio comunicarán al Secretario General de las Naciones Unidas 
las leyes y reglamentos que ya hubieren sido promulgados en sus Estados y, en lo sucesivo, 
comunicarán anualmente toda ley o reglamento que promulgaren respecto a las materias a 
que se refiere el presente Convenio, así como toda medida adoptada por ellas en cuanto a la 
aplicación del Convenio. Las informaciones recibidas serán publicadas periódicamente por el 
Secretario General y enviadas a todos los Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados 
no miembros a los que se comunique oficialmente el presente Convenio con arreglo al artículo 
23. 

Artículo 22.

En caso de que surgiere una controversia entre las Partes en el presente Convenio, respecto a 
su interpretación o aplicación, y que tal controversia no pudiere ser resuelta por otros medios, 
será sometida a la Corte Internacional de Justicia, a petición de cualquiera de las Partes en 
la controversia. 

Artículo 23.

El presente Convenio quedará abierto a la firma de todo Miembro de las Naciones Unidas, 
así como de cualquier otro Estado al cual el Consejo Económico y Social hubiere dirigido una 
invitación al efecto. 

El presente Convenio será ratificado y los instrumentos de ratificación serán depositados en la 
Secretaria General de las Naciones Unidas. 

Los Estados a que se refiere el párrafo primero, que no hayan firmado el Convenio, podrán 
adherirse a él. 

La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en la Secretaria 
General de las Naciones Unidas. 
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A los efectos del presente Convenio, el término “Estado” comprenderá igualmente a todas las 
colonias y territorios bajo fideicomiso de un Estado que firme el Convenio o se adhiera a él, 
así como a todos los demás territorios de cuyas relaciones internacionales sea responsable 
tal Estado. 

Artículo 24.

El presente Convenio entrará en vigor noventa días después de la fecha de depósito del 
segundo instrumento de ratificación o adhesión. 

Respecto a cada Estado que ratifique el Convenio, o se adhiera a él, después del depósito 
del segundo instrumento de ratificación o adhesión, el Convenio entrará en vigor noventa días 
después del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo 25.

Transcurridos cinco años después de su entrada en vigor, cualquier Parte en el presente 
Convenio podrá denunciarlo mediante notificación por escrito dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

Tal denuncia surtirá efecto, con respecto a la Parte que la formule, un año después de la fecha 
en que sea recibida por el Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 26.

El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Miembros de las Naciones 
Unidas y a los Estados no miembros a los que se refiere el artículo 23: a) De las firmas, 
ratificaciones y adhesiones, recibidas con arreglo al artículo 23; b) De la fecha en que el 
presente Convenio entrará en vigor, con arreglo al artículo 24; c) De las denuncias recibidas 
con arreglo al artículo 25. 

Artículo 27.

Cada Parte en el presente Convenio se compromete a adoptar, de conformidad con su 
Constitución, las medidas legislativas o de otra índole necesarias para garantizar la aplicación 
del presente Convenio. 

Artículo 28.

Las disposiciones del presente Convenio abrogarán, en las relaciones entre las Partes en el 
mismo, las disposiciones de los instrumentos internacionales mencionados en los incisos 1, 
2, 3 y 4 del segundo párrafo del Preámbulo, cada uno de los cuales se considerará caducado 
cuando todas las Partes en el mismo hayan llegado a ser Partes en el presente Convenio. 

Protocolo final 

Nada en el presente Convenio podrá interpretarse en perjuicio de cualquier legislación que, 
para la aplicación de las disposiciones encaminadas a obtener la represión de la trata de 
personas y de la explotación de la prostitución ajena, prevea condiciones más severas que las 
estipuladas por el presente Convenio. 

Las disposiciones de los artículos 23 a 26 inclusive del Convenio se aplicarán a este Protocolo. 
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Notas
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA VENTA DE 

NIÑOS, LA PROSTITUCIÓN INFANTIL Y LA UTILIZACIÓN DE 
NIÑOS EN LA PORNOGRAFÍA DE LAS NACIONES UNIDAS

FICHA TÉCNICA

CARACTERÍSTICA	

Adoptado por la Asamblea General en su resolución 
317 (IV),  de 2 de diciembre de 1949

Entrada en vigor: 25 de julio de 1951, de conformidad 
con el artículo 24

Adhesión por el Estado boliviano mediante Decreto 
Supremo N° 19777 de 13 de septiembre de 1983, 
en el Gobierno de Hernán Siles Suazo

Elevada a rango de Ley N° 2116 el 11 de septiembre 
de 2000 en el Gobierno de: Hugo Banzer Suarez
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 
RELATIVO A LA VENTA DE NIÑOS, LA PROSTITUCIÓN INFANTIL Y LA UTILIZACIÓN 

DE NIÑOS EN LA PORNOGRAFÍA

Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

Considerando que para asegurar el mejor logro de los propósitos de la Convención sobre los 
Derechos del Niño1 y la aplicación de sus disposiciones y especialmente de los artículos 1, 11, 
21, 32, 33, 34, 35 y 36, sería conveniente ampliar las medidas que deben adoptar los Estados 
Partes a fin de garantizar la protección de los menores contra la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños en la pornografía,

Considerando también que en la Convención sobre los Derechos del Niño se reconoce el 
derecho del niño a la protección contra la explotación económica y la realización de trabajos 
que puedan ser peligrosos, entorpecer su educación o afectar su salud o desarrollo físico, 
mental, espiritual, moral o social,

Gravemente preocupados por la importante y creciente trata internacional de menores a los 
fines de la venta de niños, su prostitución y su utilización en la pornografía,

Manifestando su profunda preocupación por la práctica difundida y continuada del turismo 
sexual, a la que los niños son especialmente vulnerables ya que fomenta directamente la venta 
de niños, su utilización en la pornografía y su prostitución,

Reconociendo que algunos grupos especialmente vulnerables, en particular las niñas, están 
expuestos a un peligro mayor de explotación sexual, y que la representación de niñas entre las 
personas explotadas sexualmente es desproporcionadamente alta,

Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor de pornografía infantil en la Internet y otros 
medios tecnológicos modernos y recordando la Conferencia Internacional de Lucha contra la 
Pornografía Infantil en la Internet (Viena, 1999) y, en particular, sus conclusiones, en las que se 
pide la penalización en todo el mundo de la producción, distribución, exportación, transmisión, 
importación, posesión intencional y propaganda de este tipo de pornografía, y subrayando la 
importancia de una colaboración y asociación más estrechas entre los gobiernos y el sector 
de la Internet,

Estimando que será más fácil erradicar la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de niños en la pornografía si se adopta un enfoque global que permita hacer frente a todos 
los factores que contribuyen a ello, en particular el subdesarrollo, la pobreza, las disparidades 
económicas, las estructuras socioeconómicas no equitativas, la disfunción de las familias, la 
falta de educación, la migración del campo a la ciudad, la discriminación por motivos de sexo, 
el comportamiento sexual irresponsable de los adultos, las prácticas tradicionales nocivas, los 
conflictos armados y la trata de niños,

Estimando que se deben hacer esfuerzos por sensibilizar al público a fin de reducir el mercado 
de consumidores que lleva a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía, y estimando también que es importante fortalecer la asociación mundial de 
todos los agentes, así como mejorar la represión a nivel nacional,

Tomando nota de las disposiciones de los instrumentos jurídicos internacionales relativos a 
la protección de los niños, en particular el Convenio de La Haya sobre la Protección de los 
Niños y la Cooperación en materia de Adopción Internacional, la Convención de La Haya 
sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, la Convención de La Haya 
sobre la Jurisdicción, el Derecho Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación 
en materia de Responsabilidad Parental y Medidas para la Protección de los Niños, así como 
el Convenio No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las 
peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación,
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Alentados por el abrumador apoyo de que goza la Convención sobre los Derechos del Niño, lo 
que demuestra la adhesión generalizada a la promoción y protección de los derechos del niño,

Reconociendo la importancia de aplicar las disposiciones del Programa de Acción para 
la Prevención de la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la 
Pornografía3, así como la Declaración y el Programa de Acción aprobado por el Congreso 
Mundial contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, celebrado en Estocolmo del 
27 al 31 de agosto de 19964, y las demás decisiones y recomendaciones pertinentes de los 
órganos internacionales competentes,

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores culturales de 
cada pueblo a los fines de la protección y el desarrollo armonioso del niño,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1.

Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la prostitución infantil y la pornografía infantil, 
de conformidad con lo dispuesto en el presente Protocolo.

Artículo 2.

A los efectos del presente Protocolo:

Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud del cual un niño es transferido 
por una persona o grupo de personas a otra a cambio de remuneración o de cualquier otra 
retribución;

Por prostitución infantil se entiende la utilización de un niño en actividades sexuales a cambio 
de remuneración o de cualquier otra retribución;

Por pornografía infantil se entiende toda representación, por cualquier medio, de un niño 
dedicado a actividades sexuales explícitas, reales o simuladas, o toda representación de las 
partes genitales de un niño con fines primordialmente sexuales.

Artículo 3.

1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo, los actos y actividades que a 
continuación se enumeran queden íntegramente comprendidos en su legislación penal, tanto 
si se han cometido dentro como fuera de sus fronteras, o si se han perpetrado individual o 
colectivamente:

a) En relación con la venta de niños, en el sentido en que se define en el artículo 2:

i) Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier medio, un niño con fines de:

a. Explotación sexual del niño;

b. Transferencia con fines de lucro de órganos del niño;

c. Trabajo forzoso del niño;

ii) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario, a alguien a que preste su consentimiento 
para la adopción de un niño en violación de los instrumentos jurídicos internacionales aplicables 
en materia de adopción;

b) La oferta, posesión, adquisición o entrega de un niño con fines de prostitución, en el sentido 
en que se define en el artículo 2;
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c) La producción, distribución, divulgación, importación, exportación, oferta, venta o posesión, 
con los fines antes señalados, de pornografía infantil, en el sentido en que se define en el 
artículo 2.

2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los Estados Partes, estas disposiciones 
se aplicarán también en los casos de tentativa de cometer cualquiera de estos actos y de 
complicidad o participación en cualquiera de estos actos.

3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas adecuadas a su gravedad.

4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los Estados Partes adoptarán, cuando 
proceda, disposiciones que permitan hacer efectiva la responsabilidad de personas jurídicas 
por los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo. Con sujeción a los principios 
jurídicos aplicables en el Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas podrá ser 
penal, civil o administrativa.

5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposiciones legales y administrativas pertinentes 
para que todas las personas que intervengan en la adopción de un niño actúen de conformidad 
con los instrumentos jurídicos internacionales aplicables.

Artículo 4.

1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones necesarias para hacer efectiva su jurisdicción 
con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3, cuando esos delitos se 
cometan en su territorio o a bordo de un buque o una aeronave que enarbolen su pabellón.

2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones necesarias para hacer efectiva su 
jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 en los casos 
siguientes:

Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado o tenga residencia habitual en su 
territorio;

Cuando la víctima sea nacional de ese Estado.

3. Todo Estado Parte adoptará también las disposiciones que sean necesarias para hacer 
efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos antes señalados cuando el presunto 
delincuente sea hallado en su territorio y no sea extraditado a otro Estado Parte en razón de 
haber sido cometido el delito por uno de sus nacionales.

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo excluirá el ejercicio de la jurisdicción penal de 
conformidad con la legislación nacional.

Artículo 5.

1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 se considerarán incluidos entre los 
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados 
Partes, y se incluirán como delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición 
que celebren entre sí en el futuro, de conformidad con las condiciones establecidas en esos 
tratados.

2. El Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe de 
otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición, podrá 
invocar el presente Protocolo como base jurídica para la extradición respecto de esos delitos. 
La extradición estará sujeta a las demás condiciones establecidas en la legislación del Estado 
requerido.
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3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán que esos delitos dan lugar a la extradición entre esos Estados, con sujeción a las 
condiciones establecidas en la legislación del Estado requerido.

4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, se considerará que los delitos se 
han cometido no solamente en el lugar donde ocurrieron sino también en el territorio de los 
Estados obligados a hacer efectiva su jurisdicción con arreglo al artículo 4.

5. Si se presenta una solicitud de extradición respecto de uno de los delitos a que se refiere el 
párrafo 1 del artículo 3 y el Estado requerido no la concede o no desea concederla en razón de 
la nacionalidad del autor del delito, ese Estado adoptará las medidas que correspondan para 
someter el caso a sus autoridades competentes a los efectos de su enjuiciamiento.

Artículo 6.

1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia posible en relación con cualquier 
investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los 
delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3, en particular asistencia para la obtención de 
todas las pruebas necesarias para esos procedimientos que obren en su poder.

2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud del párrafo 1 
del presente artículo de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial 
recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes 
se prestarán dicha asistencia de conformidad con su legislación.

Artículo 7.

Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los Estados Partes:

a) Adoptarán medidas para incautar y confiscar, según corresponda:

i) Los bienes tales como materiales, activos y otros medios utilizados para cometer o facilitar 
la comisión de los delitos a que se refiere el presente Protocolo;

ii) Las utilidades obtenidas de esos delitos;

b) Darán curso a las peticiones formuladas por otros Estados Partes para que se proceda 
a la incautación o confiscación de los bienes o las utilidades a que se refiere el inciso i) del 
apartado a);

c) Adoptarán medidas para cerrar, temporal o definitivamente, los locales utilizados para 
cometer esos delitos.

Artículo 8.

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para proteger en todas las fases del 
proceso penal los derechos e intereses de los niños víctimas de las prácticas prohibidas por el 
presente Protocolo y, en particular, deberán:

a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los procedimientos de forma 
que se reconozcan sus necesidades especiales, incluidas las necesidades especiales para 
declarar como testigos;

b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su papel, el alcance, las fechas y la marcha 
de las actuaciones y la resolución de la causa;

c) Autorizar la presentación y consideración de las opiniones, necesidades y preocupaciones 
de los niños víctimas en las actuaciones en que se vean afectados sus intereses personales, 
de una manera compatible con las normas procesales de la legislación nacional;
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d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso a los niños víctimas;

f) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los niños víctimas y adoptar medidas de 
conformidad con la legislación nacional para evitar la divulgación de información que pueda 
conducir a la identificación de esas víctimas;

g) Velar por la seguridad de los niños víctimas, así como por la de sus familias y los testigos a 
su favor, frente a intimidaciones y represalias;

h) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecución de las 
resoluciones o decretos por los que se conceda reparación a los niños víctimas.

2. Los Estados Partes garantizarán que el hecho de haber dudas acerca de la edad real de 
la víctima no impida la iniciación de las investigaciones penales, incluidas las investigaciones 
encaminadas a determinar la edad de la víctima.

3. Los Estados Partes garantizarán que en el tratamiento por la justicia penal de los niños 
víctimas de los delitos enunciados en el presente Protocolo, la consideración primordial a que 
se atienda sea el interés superior del niño.

4. Los Estados Partes adoptarán medidas para asegurar una formación apropiada, 
particularmente en los ámbitos jurídico y psicológico, de las personas que trabajen con 
víctimas de los delitos prohibidos en virtud del presente Protocolo.

5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda, medidas para proteger la seguridad 
e integridad de las personas u organizaciones dedicadas a la prevención o la protección y 
rehabilitación de las víctimas de esos delitos.

6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá en perjuicio de los derechos del 
acusado a un juicio justo e imparcial, ni será incompatible con esos derechos.

Artículo 9.

1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán, aplicarán y darán publicidad a las leyes, las 
medidas administrativas, las políticas y los programas sociales, destinados a la prevención de 
los delitos a que se refiere el presente Protocolo. Se prestará particular atención a la protección 
de los niños que sean especialmente vulnerables a esas prácticas.

2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización del público en general, incluidos los niños, 
mediante la información por todos los medios apropiados y la educación y adiestramiento 
acerca de las medidas preventivas y los efectos perjudiciales de los delitos a que se refiere 
el presente Protocolo. Al cumplir las obligaciones que les impone este artículo, los Estados 
Partes alentarán la participación de la comunidad y, en particular, de los niños y de los niños 
víctimas, en tales programas de información, educación y adiestramiento, incluso en el plano 
internacional.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas posibles con el fin de asegurar toda la 
asistencia apropiada a las víctimas de esos delitos, así como su plena reintegración social y su 
plena recuperación física y psicológica.

4. Los Estados Partes asegurarán que todos los niños víctimas de los delitos enunciados en el 
presente Protocolo tengan acceso a procedimientos adecuados para obtener sin discriminación 
de las personas legalmente responsables, reparación por los daños sufridos.

5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para prohibir efectivamente la 
producción y publicación de material en que se haga publicidad a los delitos enunciados en el 
presente Protocolo.
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Artículo 10.

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para fortalecer la cooperación 
internacional mediante acuerdos multilaterales, regionales y bilaterales, para la prevención, la 
detección, la investigación, el enjuiciamiento y el castigo de los responsables de actos de venta 
de niños, prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía o el turismo sexual. Los 
Estados Partes promoverán también la cooperación internacional y la coordinación entre sus 
autoridades y las organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, así como 
las organizaciones internacionales.

2. Los Estados Partes promoverán la cooperación internacional en ayuda de los niños víctimas 
a los fines de su recuperación física y psicológica, reintegración social y repatriación.

3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento de la cooperación internacional con 
miras a luchar contra los factores fundamentales, como la pobreza y el subdesarrollo, que 
contribuyen a lavulnerabilidad de los niños a las prácticas de venta de niños, prostitución 
infantil y utilización de niños en la pornografía o en el turismo sexual.

4. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo proporcionarán asistencia 
financiera, técnica o de otra índole, por conducto de los programas existentes en el plano 
multilateral, regional o bilateral o de otros programas.

Artículo 11.

Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se entenderá en perjuicio de cualquier 
disposición más propicia a la realización de los derechos del niño que esté contenida en:

a) La legislación de un Estado Parte;

b) El derecho internacional en vigor con respecto a ese Estado.

Artículo 12.

1. En el plazo de dos años después de la entrada en vigor del Protocolo respecto de un 
Estado Parte, éste presentará al Comité de los Derechos del Niño un informe que contenga 
una exposición general de las medidas que haya adoptado para dar cumplimiento a las 
disposiciones del Protocolo.

2. Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte incluirá en los informes 
que presente al Comité de los Derechos del Niño, de conformidad con el artículo 44 de la 
Convención, información adicional sobre la aplicación del Protocolo. Los demás Estados 
Partes en el Protocolo presentarán un informe cada cinco años.

3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes cualquier información 
pertinente sobre la aplicación del presente Protocolo.

Artículo 13.

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo Estado que sea Parte en la Convención 
o la haya firmado.

2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y abierto a la adhesión de todo Estado que 
sea Parte en la Convención o la haya firmado. Los instrumentos de ratificación o de adhesión 
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 14.

1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha en que haya sido 
depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión.
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2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el presente Protocolo o se hayan adherido a 
él después de su entrada en vigor, el Protocolo entrará en vigor un mes después de la fecha en 
que se haya depositado el correspondiente instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 15.

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momento notificándolo 
por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a los demás 
Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que hayan firmado la Convención. La 
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida 
por el Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le incumban en virtud del 
presente Protocolo respecto de todo delito que se haya cometido antes de la fecha en que 
aquélla surta efecto. La denuncia tampoco obstará en modo alguno para que el Comité prosiga 
el examen de cualquier asunto iniciado antes de esa fecha.

Artículo 16.

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda propuesta a 
los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque a una conferencia 
de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de 
los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados 
Partes se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General la convocará con el 
auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Estados 
Partes presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea 
General.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en 
vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada 
por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes.

3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que 
las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del 
presente Protocolo y por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado.

Artículo 17.

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente 
Protocolo a todos los Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que hayan 
firmado la Convención.
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CONVENCIÓN SOBRE LA ESCLAVITUD 

DE LA SOCIEDAD DE NACIONES

FICHA TÉCNICA

CARACTERÍSTICA	

Firmada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926

Entrada en vigor: 9 de marzo de 1927, de 
conformidad con el artículo 12
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CONVENCIÓN SOBRE LA ESCLAVITUD

La Convención fue modificada por el Protocolo aprobado en la Sede de las Naciones Unidas 
en Nueva York el 7 de diciembre de 1953, y así modificada entró en vigor el 7 de julio de 1955, 
fecha en la que las modificaciones enunciadas en el anexo al Protocolo del 7 de diciembre de 
1953 entraron en vigor de conformidad con el artículo III del Protocolo.

Por cuanto los signatarios del Acta General de la Conferencia de Bruselas de 1889-1890 se 
declararon animados por igual de la firme intención de poner término a la trata de esclavos 
africanos,

Por cuanto los signatarios de la Convención de Saint-Germain-en-Laye de 1919, destinada a 
revisar el Acta General de Berlín de 1885 y el Acta General y la Declaración de Bruselas de 
1890, afirmaron su propósito de lograr la completa supresión de la trata de esclavos por tierra 
y por mar,

Teniendo en cuenta el informe de la Comisión Temporal sobre la Esclavitud designada por el 
Consejo de la Sociedad de las Naciones, el 12 de junio de 1924,

Deseando completar y ampliar la labor realizada conforme al Acta de Bruselas y hallar los 
medios de poner en práctica efectivamente en todo el mundo las intenciones expuestas 
con respecto a la trata de esclavos y a la esclavitud por los signatarios de la Convención de 
Saint- Germain-en-Laye, y reconociendo que es necesario adoptar a tal fin disposiciones más 
detalladas de las que figuran en esa Convención,

Considerando asimismo que es necesario impedir que el trabajo forzoso se convierta en una 
condición análoga a la de la esclavitud,

Han decidido celebrar una Convención y han designado al efecto como Plenipotenciarios [se 
omiten los nombres] [...] quienes han convenido lo siguiente:

Artículo 1

A los fines de la presente Convención se entiende que:

1. La esclavitud es el estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercitan los atributos 
del derecho de propiedad o algunos de ellos.

2. La trata de esclavos comprende todo acto de captura, adquisición o cesión de un individuo 
para venderle o cambiarle; todo acto de cesión por venta o cambio de un esclavo, adquirido 
para venderle o cambiarle, y en general todo acto de comercio o de transporte de esclavos.

Artículo 2

Las Altas Partes contratantes se obligan, en tanto no hayan tomado ya las medidas necesarias, 
y cada una en lo que concierne a los territorios colocados bajo su soberanía, jurisdicción, 
protección, dominio (suzeraineté) o tutela:

a) A prevenir y reprimir la trata de esclavos;

b) A procurar de una manera progresiva, y tan pronto como sea posible, la supresión completa 
de la esclavitud en todas sus formas.

Artículo 3

Las Altas Partes contratantes se comprometen a tomar todas las medidas útiles conducentes a 
prevenir y reprimir el embarque, desembarco y transporte de esclavos en sus aguas territoriales, 
así como, en general, en todos los barcos que enarbolen sus pabellones respectivos.
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Las Altas Partes contratantes se comprometen a negociar, tan pronto como sea posible, 
una Convención general relativa a la trata de esclavos, que conceda a aquéllas derechos 
y les imponga obligaciones de la misma naturaleza que los previstos en el Convenio de 17 
de junio de 1925 sobre el comercio internacional de armas (artículos 12, 20, 21, 22, 23, 24 y 
párrafos 3. , 4. y 5. de la Sección 2.a del anexo II), con reserva de las adaptaciones necesarias, 
entendiéndose que este Convenio general no pondrá a los barcos (aun de pequeño tonelaje) 
de ninguna de las Altas Partes contratantes en una situación distinta a los de las demás Altas 
Partes contratantes.

Se entiende igualmente que tanto antes o después de que entre en vigor dicha Convención 
general, las Altas Partes contratantes conservarán toda su libertad de ajustar entre ellas, 
sin derogar, sin embargo, los principios estipulados en el apartado precedente, los acuerdos 
particulares que, por razón de su situación especial, les parezcan convenientes para llegar lo 
más pronto posible a la desaparición total de la trata.

Artículo 4

Las Altas Partes contratantes se prestarán mutua asistencia para llegar a la supresión de la 
esclavitud y de la trata de esclavos.

Artículo 5

Las Altas Partes contratantes reconocen que el recurso al trabajo forzoso u obligatorio puede 
tener graves consecuencias y se comprometen, cada una en lo que concierne a los territorios 
sometidos a su soberanía, jurisdicción, protección, dominio (suzeraineté) o tutela a tomar las 
medidas pertinentes para evitar que el trabajo forzoso u obligatorio lleve consigo condiciones 
análogas a la esclavitud.

Se entiende:

1. Que a reserva de las disposiciones transitorias enunciadas en el apartado segundo siguiente, 
el trabajo forzoso u obligatorio no podrá exigirse más que para fines de pública utilidad.

2. Que en los territorios en los cuales el trabajo forzoso u obligatorio existe aún para otros fines 
que los de pública utilidad, las Altas Partes contratantes se esforzarán en ponerle término tan 
pronto como sea posible, y que, mientras subsista ese trabajo forzoso u obligatorio, no se 
empleará sino a título excepcional, con una remuneración adecuada y a condición de que no 
pueda imponerse un cambio del lugar habitual de residencia.

3. Y que, en todo caso, las Autoridades Centrales competentes del territorio interesado 
asumirán la responsabilidad del recurso al trabajo forzoso u obligatorio.

Artículo 6

Las Altas Partes contratantes, cuya legislación no fuere en la actualidad suficiente para 
reprimir las infracciones de las Leyes y Reglamentos dictados con objeto de hacer efectivos 
los fines de la presente Convención, se obligan a adoptar las medidas necesarias para que 
estas infracciones sean castigadas con penas severas.

Artículo 7

Las Altas Partes contratantes se comprometen a comunicarse entre sí y a comunicar al 
Secretario General de la Sociedad de las Naciones las Leyes y Reglamentos que dicten para 
la aplicación de las estipulaciones de la presente Convención.

Artículo 8

Las Altas Partes contratantes convienen en que todas las diferencias que pudieran surgir entre 
ellas con motivo de la interpretación o de la aplicación de la presente Convención se someterán, 
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si no pueden resolverse por negociaciones directas, a resolución de la Corte Permanente de 
Justicia Internacional. Si los Estados entre los que surgiera una diferencia, o uno de ellos, 
no fuera Parte en el Protocolo de 16 de diciembre de 1920 relativo a la Corte Permanente de 
Justicia Internacional, la diferencia será sometida, a elección de aquéllos y conforme a las 
reglas constitucionales de cada uno, bien a la Corte Permanente de Justicia Internacional, bien 
a un Tribunal de arbitraje constituido conforme al Convenio de 18 de octubre de 1907 para el 
arreglo pacífico de los conflictos internacionales, o a cualquier otro tribunal de arbitraje.

Artículo 9

Cada una de las Altas Partes contratantes puede declarar, ya sea en el momento de la firma, 
ya en el de la ratificación o en el de la adhesión, que por lo que se refiere a la aplicación de 
las estipulaciones de la presente Convención o de algunas de ellas, su aceptación no obliga, 
sea al conjunto, sea a un determinado territorio colocado bajo su soberanía, jurisdicción, 
protección, dominio (suzeraineté) o tutela, y podrá posteriormente adherirse separadamente, 
en totalidad o en parte, a nombre de cualquiera de aquéllos.

Artículo 10

Si llegara el caso de que una de las Altas Partes contratantes quisiera denunciar la presente 
Convención, la denuncia se notificará por escrito al Secretario General de la Sociedad de las 
Naciones, el cual comunicará inmediatamente una copia certificada conforme de la notificación 
a todas las demás Altas Partes contratantes, haciéndoles saber la fecha en que la ha recibido.

La denuncia no surtirá efecto sino respecto del Estado que la haya notificado y un año después 
de la fecha en que la notificación haya sido recibida en la Secretaría General de la Sociedad 
de las Naciones.

La denuncia podrá hacerse también separadamente para cualquier territorio colocado bajo su 
soberanía, jurisdicción, protección, dominio (suzeraineté) o tutela.

Artículo 11

La presente Convención, que llevará la fecha de este día y cuyos textos francés e inglés harán 
igualmente fe, podrá ser firmada hasta el 1. de abril de 1927 por los Estados Miembros de la 
Sociedad de las Naciones.

El Secretario General de la Sociedad de las Naciones dará después a conocer la presente 
Convención a los Estados no signatarios, incluso a los que no son miembros de la Sociedad 
de las Naciones, invitándoles a adherirse al mismo.

El Estado que desee adherirse notificará por escrito su intención a la Secretaría General de 
la Sociedad de las Naciones, remitiéndole del acta de adhesión, que se depositará en los 
archivos de la Sociedad.

El Secretario General enviará inmediatamente a todas las demás Altas Partes contratantes 
copia certificada conforme de la notificación, así como del acta de adhesión, indicando la fecha 
en que las ha recibido.

Artículo 12

La presente Convención será ratificada y los instrumentos de ratificación depositados en la 
Oficina del Secretario General de la Sociedad de las Naciones, quien lo notificará a las Altas 
Partes contratantes.

La Convención surtirá sus efectos para cada Estado desde la fecha del depósito de su 
ratificación o de su adhesión.
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EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios han autorizado la presente Convención con su 
firma.

HECHO en Ginebra, el 25 de septiembre de 1926, en un solo ejemplar, que quedará 
depositado en los archivos de la Sociedad de las Naciones y se remitirá a cada uno de los 
Estados signatarios una copia certificada conforme del mismo.
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Notas
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CONVENCIÓN SUPLEMENTARIA SOBRE LA ABOLICIÓN 
DE LA ESCLAVITUD, LA TRATA DE ESCLAVOS Y 

LAS INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA 
ESCLAVITUD DE LAS NACIONES UNIDAS

FICHA TÉCNICA

CARACTERÍSTICA	

Adoptada por una Conferencia de Plenipotenciarios 
convocada por el Consejo Económico y Social en 
su resolución 608 (XXI), de 30 de abril de 1956

Hecha en Ginebra el 7 de septiembre de 1956

Entrada en vigor: 30 de abril de 1957, de 
conformidad con el artículo 13

Ratificada por el Estado Boliviano mediante Ley N° 
2116 de 11 de septiembre de 2000, en el gobierno 
de  Hugo Banzer Suarez.
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CONVENCIÓN SUPLEMENTARIA SOBRE LA ABOLICIÓN DE LA ESCLAVITUD, LA 
TRATA DE ESCLAVOS Y LAS INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA 

ESCLAVITUD

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que la libertad es un derecho innato de todo ser humano,

Conscientes de que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en la 
dignidad y el valor de la persona humana,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la 
Asamblea General como ideal común que todos los pueblos y naciones han de realizar, afirma 
que nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre y que la esclavitud y la trata de 
esclavos están prohibidas en todas sus formas,

Reconociendo que desde que se concertó en Ginebra, el 25 de septiembre de 1926, el 
Convenio sobre la Esclavitud, encaminado a suprimir la esclavitud y la trata de esclavos, se 
han realizado nuevos progresos hacia ese fin,

Teniendo en cuenta el Convenio sobre el Trabajo Forzoso, de 1930, y las medidas adoptadas 
después por la Organización Internacional del Trabajo en materia de trabajo forzoso u 
obligatorio,

Advirtiendo, sin embargo, que la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas 
análogas a la esclavitud no han sido aún suprimidas en todas las partes del mundo,

Habiendo decidido, por ello, que el Convenio de 1926, que continúa en vigor, debe ser ampliado 
ahora por una convención suplementaria destinada a intensificar los esfuerzos nacionales e 
internacionales encaminados a abolir la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y 
prácticas análogas a la esclavitud,

Han convenido en lo siguiente:

SECCIÓN I. -- INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD

Artículo 1

Cada uno de los Estados Partes en la Convención adoptará todas aquellas medidas legislativas 
o de cualquier otra índole que sean factibles y necesarias para lograr progresivamente y a la 
mayor brevedad posible la completa abolición o el abandono de las instituciones y prácticas 
que se indican a continuación, dondequiera que subsistan, les sea o no aplicable la definición 
de esclavitud que figura en el artículo 1 del Convenio sobre la Esclavitud, firmado en Ginebra 
en 25 de septiembre de 1926:

a) La servidumbre por deudas, o sea, el estado o la condición que resulta del hecho de que un 
deudor se haya comprometido a prestar sus servicios personales, o los de alguien sobre quien 
ejerce autoridad, como garantía de una deuda, si los servicios prestados, equitativamente 
valorados, no se aplican al pago de la deuda, o si no se limita su duración ni se define la 
naturaleza de dichos servicios;

b) La servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la persona que está obligada por la ley, 
por la costumbre o por un acuerdo a vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra 
persona y a prestar a ésta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados servicios, 
sin libertad para cambiar su condición;
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c) Toda institución o práctica en virtud de la cual:

i) Una mujer, sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en matrimonio a 
cambio de una contrapartida en dinero o en especie entregada a sus padres, a su tutor, a su 
familia o a cualquier otra persona o grupo de personas;

ii) El marido de una mujer, la familia o el clan del marido tienen el derecho de cederla a un 
tercero a título oneroso o de otra manera;

iii) La mujer, a la muerte de su marido, puede ser transmitida por herencia a otra persona;

d) Toda institución o práctica en virtud de la cual un niño o un joven menor de dieciocho 
años es entregado por sus padres, o uno de ellos, o por su tutor, a otra persona, mediante 
remuneración o sin ella, con el propósito de que se explote la persona o el trabajo del niño o 
del joven.

Artículo 2

Con objeto de poner fin a las instituciones y prácticas a que se refiere el inciso c) del artículo 1 de 
la presente Convención, los Estados Partes se comprometen a prescribir, allí donde proceda, 
edades mínimas apropiadas para el matrimonio, a fomentar la adopción de un procedimiento 
que permita a cualquiera de los contrayentes expresar libremente su consentimiento al 
matrimonio ante una autoridad civil o religiosa competente, y a fomentar la inscripción de los 
matrimonios en un registro.

SECCIÓN II. -- LA TRATA DE ESCLAVOS

Artículo 3

1. El acto de transportar o de intentar transportar esclavos de un país a otro por cualquier 
medio de transporte, o la complicidad en dicho acto, constituirá delito en la legislación de los 
Estados Partes en la Convención, y las personas declaradas culpables de él serán castigadas 
con penas muy severas.

2. a) Los Estados Partes dictarán todas las disposiciones necesarias para impedir que los 
buques y las aeronaves autorizados a enarbolar su pabellón transporten esclavos y para 
castigar a las personas culpables de dicho acto o de utilizar el pabellón nacional con ese 
propósito;

b) Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para impedir que sus puertos, 
aeropuertos y costas sean utilizados para el transporte de esclavos.

3. Los Estados Partes en la Convención procederán a un intercambio de información con 
objeto de conseguir una coordinación práctica de las medidas tomadas por ellos para combatir 
la trata de esclavos y se comunicarán mutuamente todo caso de trata de esclavos y toda 
tentativa de cometer dicho delito que lleguen a su conocimiento.

Artículo 4

Todo esclavo que se refugie a bordo de cualquier buque de un Estado Parte en la Convención 
quedará libre ipso facto.
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SECCIÓN III. -- DISPOSICIONES COMUNES A LA ESCLAVITUD Y A LAS INSTITUCIONES 
Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD

Artículo 5

En cualquier país donde la esclavitud o las instituciones y prácticas mencionadas en el artículo 
1 de esta Convención no hayan sido completamente abolidas o abandonadas, el acto de 
mutilar o de marcar a fuego, o por otro medio, a un esclavo o a una persona de condición servil 
-- ya sea para indicar su condición, para infligirle un castigo o por cualquier otra razón --, o 
la complicidad en tales actos, constituirá delito en la legislación de los Estados Partes en la 
Convención, y las personas declaradas culpables incurrirán en penalidad.

Artículo 6

1. El hecho de reducir a una persona a esclavitud, o de inducirla a enajenar su libertad o la de 
una persona dependiente de ella para quedar reducida a esclavitud, la tentativa de cometer 
estos actos o la complicidad en ellos o la participación en un acuerdo para ejecutarlos, 
constituirán delito en la legislación de los Estados Partes en la Convención y las personas 
declaradas culpables de ellos incurrirán en penalidad.

2. A reserva de lo establecido en el párrafo primero del artículo 1 de la Convención, las 
disposiciones del párrafo 1 del presente artículo se aplicarán también al hecho de inducir a 
una persona a someterse o a someter a una persona dependiente de ella a un estado servil 
que resulte de cualquiera de las instituciones o prácticas mencionadas en el artículo 1, así 
como a la tentativa de cometer estos actos, o la complicidad en ellos, y a la participación en 
un acuerdo para ejecutarlos.

SECCIÓN IV. -- DEFINICIONES

Artículo 7

A los efectos de la presente Convención:

a) La “esclavitud”, tal como está definida en el Convenio sobre la Esclavitud de 1926, es el 
estado o condición de las personas sobre las que se ejercen todos o parte de los poderes 
atribuidos al derecho de propiedad, y “esclavo” es toda persona en tal estado o condición;

b) La expresión “persona de condición servil” indica toda persona colocada en la condición o 
estado que resulta de alguna de las instituciones o prácticas mencionadas en el artículo 1 de 
la Convención;

c) “Trata de esclavos” significa y abarca todo acto de captura, de adquisición o de disposición 
de una persona con intención de someterla a esclavitud; todo acto de adquisición de un 
esclavo con intención de venderlo o de cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio 
de una persona, adquirida con intención de venderla o cambiarla, y, en general, todo acto de 
comercio o de transporte de esclavos, sea cual fuere el medio de transporte empleado.

SECCIÓN V. -- COOPERACION ENTRE LOS ESTADOS PARTES Y TRANSMISIÓN DE 
INFORMACIÓN

Artículo 8

1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cooperar entre sí y con las Naciones 
Unidas para dar cumplimiento a las anteriores disposiciones.

2. Los Estados Partes se comprometen a transmitir al Secretario General de las Naciones 
Unidas ejemplares de todas las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas promulgados 
o puestos en vigor para dar efecto a las disposiciones de la Convención.
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3. El Secretario General comunicará los datos recibidos en virtud del párrafo 2 a los 
demás Estados Partes y al Consejo Económico y Social como elemento de documentación 
para cualquier examen que el Consejo emprenda con el propósito de formular nuevas 
recomendaciones para la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos o las instituciones y 
prácticas que son objeto de la Convención.

SECCIÓN VI. -- DISPOSICIONES FINALES

Artículo 9

No se admitirá ninguna reserva a la presente Convención.

Artículo 10

Cualquier conflicto que surja entre los Estados Partes en la Convención respecto a su 
interpretación o a su aplicación, que no pueda ser resuelto por negociación, será sometido a 
la Corte Internacional de Justicia a petición de cualquiera de las Partes en conflicto, a menos 
que éstas convengan en resolverlo en otra forma.

Artículo 11

1. La presente Convención estará abierta a la firma de cualquier Estado Miembro de las 
Naciones Unidas o de los organismos especializados hasta el 1. de julio de 1957. Quedará 
sometida a la ratificación de los Estados signatarios, y los instrumentos de ratificación serán 
depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que los comunicará a 
todos los Estados signatarios de la Convención o que se adhirieren a ella.

2. Después del 1. de julio de 1957, la Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier 
Estado Miembro de las Naciones Unidas o de un organismo especializado, o a la de cualquier 
otro Estado a quien la Asamblea General de las Naciones Unidas haya invitado a adherirse 
a la Convención. La adhesión se efectuará depositando un instrumento en debida forma en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que lo comunicará a todos los Estados 
signatarios de la Convención o que se adhirieren a ella.

Artículo 12

1. La presente Convención se aplicará a todos los territorios no autónomos, en fideicomiso, 
coloniales y demás territorios no metropolitanos cuyas relaciones internacionales estén 
encomendadas a cualquiera de los Estados Partes; la Parte interesada, en el momento de 
la firma, de la ratificación o de la adhesión, y a reserva de lo dispuesto en el párrafo 2 del 
presente artículo, deberá indicar el territorio o los territorios no metropolitanos a los que la 
Convención se aplicará ipso facto como resultado de dicha firma, ratificación o adhesión.

2. Cuando, en virtud de las leyes o prácticas constitucionales del Estado Parte o del territorio 
no metropolitano, sea necesario el consentimiento previo de un territorio no metropolitano, la 
Parte deberá procurar obtener el consentimiento del territorio no metropolitano dentro de los 
doce meses siguientes a la fecha en que el Estado metropolitano haya firmado la Convención, 
y, cuando lo haya obtenido, lo notificará al Secretario General. La Convención se aplicará al 
territorio o a los territorios mencionados en dicha notificación desde la fecha en que la reciba 
el Secretario General.

3. A la terminación del plazo de doce meses mencionado en el párrafo anterior, los Estados 
Partes interesados comunicarán al Secretario General el resultado de las consultas con los 
territorios no metropolitanos cuyas relaciones internacionales les estén encomendadas y que 
no hubieren dado su consentimiento para la aplicación de la Convención.
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Artículo 13

1. La presente Convención entrará en vigor en la fecha en que sean Partes en ella dos Estados.

2. La Convención entrará luego en vigor, respecto de cada Estado y territorio, en la fecha de 
depósito del instrumento de ratificación o de adhesión de ese Estado o de la notificación de su 
aplicación a dicho territorio.

Artículo 14

1. La aplicación de la presente Convención se dividirá en períodos sucesivos de tres años, 
el primero de los cuales empezará a contarse a partir de la fecha en que entre en vigor la 
Convención, según lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 13.

2. Todo Estado Parte podrá denunciar la Convención notificándolo al Secretario General 
seis meses, por lo menos, antes de que expire el período de tres años que esté en curso. El 
Secretario General informará a todos los demás Estados Partes acerca de dicha notificación y 
de la fecha en que la haya recibido.

3. Las denuncias surtirán efecto al expirar el período de tres años que esté en curso.

4. En los casos en que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12, la Convención se 
haya hecho aplicable a un territorio no metropolitano de una Parte, ésta, con el consentimiento 
del territorio de que se trate, podrá, desde entonces, notificar en cualquier momento al 
Secretario General de las Naciones Unidas que denuncia la Convención por lo que respecta 
a dicho territorio. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que haya sido 
recibida la notificación por el Secretario General, quien informará de dicha notificación y de la 
fecha en que la haya recibido a todos los demás Estados Partes.

Artículo 15

La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 
auténticos, será depositada en los archivos de la Secretaría de las Naciones Unidas. El 
Secretario General extenderá copias certificadas auténticas de la Convención para que sean 
enviadas a los Estados Partes, así como a todos los demás Estados Miembros de las Naciones 
Unidas y de los organismos especializados.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
Gobiernos, han firmado la presente Convención en las fechas que figuran al lado de sus 
respectivas firmas.

HECHA en la Oficina Europea de las Naciones Unidas, Ginebra, a los siete días de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis.



235

ACUERDO BILATERAL ENTRE EL ESTADO PLURINACIONAL 
DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ PARA 

FORTALECER LA LUCHA CONTRA LA TRATA DE 
PERSONAS, EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y DELITOS 

CONEXOS

FICHA TÉCNICA

CARACTERÍSTICA	
Ratificado por el Estado Plurinacional de Bolivia 
mediante Ley N° 765 de 11 de diciembre de 2015



236

ACUERDO BILATERAL ENTRE  LA REPÚBLICA DEL PERÚ  Y EL ESTADO 
PLURINACIONAL DE BOLIVIA Y PARA FORTALECER LA LUCHA CONTRA LA TRATA 

DE PERSONAS, EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y DELITOS CONEXOS

El Estado Plurinacional de Bolivia y la República del Perú, en adelante “Las Partes”, deseosas 
de fortalecer sus relaciones de amistad y de ampliar la cooperación entre ambas Partes.

TENIENDO EN CUENTA que, la República del Perú y el Estado Plurinacional de Bolivia 
son parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, suscrita el 15 de noviembre del 2000, y de su Protocolo para Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños complementario de la misma, 
igualmente suscrito el 15 de noviembre de 2000;

CONSCIENTES, de la obligación de garantizar la defensa de los derechos humanos, el respeto 
de la dignidad humana y las obligaciones jurídicas dimanantes de los marcos constitucionales 
y legales, como también las plasmadas en los Instrumentos Jurídicos Internacionales 
vinculantes para ambas partes, en particular:

1. Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, suscrita el 22 de noviembre de 
1969.

2. Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 1989.

3. Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, adoptada en la 
Quinta Conferencia Especializada Interamericana de Derecho Internacional Privado 
(CIDIPV), suscrita el 18 de marzo de 1994.

4. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer “Convención Belem Do Para”, suscrita el 09 de junio de 1994.

5. Convenio sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil  y la Acción 
Inmediata para su Eliminación, adoptada en Ginebra en la 87ª. Reunión CIT, del 17 de 
junio de 1999.

6. Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la venta 
de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, adoptado por la 
Asamblea General de Naciones Unidas, el 25 de mayo de 2000.

7. Convención Contra el Crimen Organizado Transnacional, suscrita el 15 de noviembre 
de 2000.

8. Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente en 
Mujeres y Niños, suscrito el 15 de noviembre de 2000.

9. Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
suscrito el 15 de noviembre de 2000.

CONVENCIDOS, de que la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes y los delitos conexos 
atentan contra los derechos humanos y constituyen amenazas para el desarrollo sostenible de 
ambas Partes, requiriendo para su combate frontal una respuesta concertada a través de la 
coordinación de acciones a nivel interinstitucional e internacional;

CONSIDERANDO, la profunda preocupación sobre la trata de personas, el tráfico ilícito de 
migrantes, especialmente de mujeres, niñas, niños y adolescentes, como una grave violación 
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de los derechos humanos y los delitos conexos que amenazan los derechos fundamentales 
de la persona individual y afectan la seguridad ciudadana y el bienestar de las sociedades de 
ambas Partes;

DADAS, las características propias de la delincuencia organizada transnacional se reconoce, 
también la verificación de delitos conexos, a la trata de personas y al tráfico ilícito de migrantes;

EN RAZÓN, a la situación y condiciones de vulnerabilidad de las víctimas de estas actividades 
delictivas dentro de contextos comunes, se requiere un abordaje articulado por ambas Partes 
en los ejes de prevención, protección integral a las víctimas y persecución de los agentes 
criminales del delito de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos;

RECONOCIENDO, la importancia de fortalecer la coordinación y cooperación internacional 
frente a los delitos de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos que 
permita el desarrollo de capacidades, mecanismos, normativa, intercambio de información 
y gestión del conocimiento, para la prevención, persecución de los actores del delito, así 
como para la atención y recuperación de las víctimas, especialmente mujeres, niñas, niños y 
adolescentes en razón del principio de su interés superior;

Las Partes acuerdan lo siguiente:

Artículo I
Objeto

El presente Acuerdo tiene por objeto generar acciones de cooperación y coordinación entre las 
Partes, para combatir la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes y los delitos conexos, 
a través de mecanismos de prevención, persecución, protección, asistencia y reintegración  
de las víctimas.

Artículo II
Definiciones

1. Para los fines del presente Acuerdo se adoptarán las definiciones establecidas en el 
Artículo 2° de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y en el Artículo 3° del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 
Trata de Personas y el Tráfico de Migrantes, especialmente de Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional.

2. Se entenderá por “víctima de trata” a toda persona sobre la que existan indicios 
razonables de que haya sido o esté sometida a algún tipo de explotación prevista en el 
artículo 3º del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de personas y el 
Tráfico Ilícito de Migrantes especialmente Mujeres y Niños, aun cuando esta no se haya 
consumado y con independencia de la existencia de denuncia por parte de la presunta 
víctima. 

3. Para los fines del presente Acuerdo, se adoptan los criterios para determinación de la 
jurisdicción, extradición y asistencia judicial recíproca, previstos en los artículos 15°, 16° 
y 18°, respectivamente, de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional.

Artículo III
Ámbito de la Cooperación

Las autoridades de las Partes coordinaran a través de las entidades concernidas con el objeto 
del Acuerdo, compromisos y resultados en los siguientes campos:
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I. Prevención contra el delito de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y  delitos conexos:

1. Formular políticas, programas y acciones bilaterales con miras a prevenir la trata, el tráfico 
ilícito de migrantes y los delitos conexos.

2. Realizar acciones de prevención de la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes 
y delitos conexos principalmente en las zonas fronterizas en coordinación y cooperación 
con entidades estatales, organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales, 
gremios profesionales y empresariales, sector privado y otros integrantes de la sociedad 
civil, así como establecer acciones conjuntas para desalentar la oferta y la demanda de 
personas con fines de explotación, con el objeto de hacer más eficaz la prevención de este 
delito.

3. Realizar programas conjuntos de capacitación, sensibilización y fortalecimiento 
institucional en la temática de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes, delitos conexos, 
tales como:

a) Intercambio de experiencias de aprendizaje, casuística incluyendo reuniones de 
trabajo, pasantías, conferencias, seminarios y talleres de profesionales especializados 
en el ámbito penal, derecho internacional privado, familia, procesal internacional, 
constitucional y policial; dirigidas a jueces, fiscales y efectivos policiales encargados 
de la labor de investigación, así como de profesionales que brindan servicios de 
atención especializados y que participan en el diseño, implementación y supervisión 
de las políticas públicas vinculadas con el objeto del presente Acuerdo.

b) Desarrollar actividades y módulos de capacitación y sensibilización para 
los funcionarios públicos civiles, castrenses y policiales que trabajan en zonas 
fronterizas, con la finalidad de contribuir en el desarrollo de capacidades orientadas a 
la prevención, detección, identificación, reporte, protección y asistencia de víctimas de 
hechos delictivos de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos. 

4. Desarrollar programas conjuntos de sensibilización en el sector de Educación de las 
Partes.

5. Desarrollar programas conjuntos de sensibilización en los sectores académicos, 
escolares, empresariales, gremiales, en la agricultura, la minería, la construcción, el 
comercio, el servicio doméstico, la hotelería, el turismo y la industria de ambas partes, a 
fin de desalentar la demanda que propicia cualquier forma de explotación conducente a la 
trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos, especialmente de mujeres, 
niñas, niños y adolescentes.

6. Dirigir acciones de monitoreo de los logros, medición de resultados y retroalimentación de 
las medidas de prevención contra el delito de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes 
y delitos conexos.

II.  Persecución y sanción penal del delito de trata de personas, tráfico ilícito de 
migrantes y delitos conexos:

1. Apoyo a la ejecución de operaciones conjuntas entre entidades homólogas para la 
ubicación geográfica de rutas clandestinas por donde se trasladen a las posibles víctimas 
de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos en zonas fronterizas, 
implementando mecanismos de monitoreo, vigilancia, interdicción y atención inmediata y 
primaria de las víctimas.

2. Apoyo a las investigaciones de los delitos de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes 
y delitos conexos que permitan la identificación de personas y organizaciones criminales 
que actúen en el territorio de cada Parte.
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3. Cooperación y asistencia mutua en la elaboración  y ejecución de procedimientos para 
la investigación de casos binacionales de delito de  trata de personas, el  tráfico ilícito de 
migrantes y los delitos conexos.

4. Comunicación entre funcionarios de las Cancillerías,  representaciones Consulares, 
representantes del Ministerio Público, del Ministerio del Interior, del Ministerio de 
Gobierno, Migraciones, Ministerio de Salud, de la Mujer, de Justicia y Unidades de la 
Policía Especializada de ambas Partes e instituciones que  trabajan  en la lucha contra la 
trata de personas, tráfico de ilícito de migrantes y delitos conexos, a efectos de habilitar 
canales seguros y flujos constantes de comunicaciones entre dichas autoridades, para la 
persecución y sanción penal del delito. 

5. Análisis y gestión del conocimiento resultado de la investigación del delito de trata de 
personas, el tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos respecto a autores, colaboradores, 
modus operandi, rutas, métodos de investigación que permita combatir eficazmente las 
redes de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos, respetando la 
normativa vigente.

6. Cooperación entre entidades de las Partes, para la ejecución de las órdenes de detención 
y capturas nacionales e internacionales que, por el delito de trata de personas, tráfico ilícito 
de migrantes y delitos conexos, emitan las respectivas autoridades del sistema penal.

7. Persecución transfronteriza de redes criminales, autor(es) del delito de trata de personas, 
tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos, por fuerzas combinadas de las Partes, 
respetando la jurisdicción de la Parte donde se realicen, conllevando en caso de verificar 
alguna detención, la obligación de poner a disposición, de las autoridades competentes, a la 
personas en cuyo territorio se haya producido la detención.

8. Ejecución expedita de incautaciones; medidas cautelares o de garantía respecto a los 
activos o bienes; trámite de exhortos; cartas rogatorias; resoluciones judiciales, dimanantes 
de los procesos relacionados con la trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y los 
delitos conexos de las Partes. 

9. Promover  encuentros de evaluación de logros, medición de resultados y retroalimentación 
de medidas de persecución y sanción penal de  delitos de trata de personas, tráfico ilícito de 
migrantes y delitos conexos.

III. Asistencia, protección, recuperación y reintegración de las víctimas de trata de 
personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos:

1. Lo(a)s funcionario(a)s, profesionales y demás actores vinculados directa e indirectamente 
con las actuaciones investigativas y/o judiciales relativas a los delitos de trata de personas, 
tráfico ilícito de migrantes y  delitos conexos, protegerán la privacidad e identidad de las 
víctimas de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos.

2. Cada Parte velará porque su ordenamiento jurídico y/o administrativo interno prevea 
medidas y protocolos de derivación y de asistencia integral y protección a las víctimas de 
trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos.

3. Cada Parte aplicará medidas destinadas a la recuperación física, psicológica y social 
de las víctimas de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos, incluso, 
cuando proceda, a través de la cooperación internacional, y la ayuda de organizaciones no 
gubernamentales y demás sectores de la sociedad civil.

4. Las partes elaborarán un registro/catastro sobre redes de recursos y medios validados 
para intervenir en la protección de víctimas y testigos en la zona fronteriza de las Partes.
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5. En el caso de víctimas de terceros países, cada parte posibilitará el tránsito custodiado 
de las victimas hasta el último país legal de admisión, sin que esta acción posibilite, 
necesariamente a la víctima, la condición de admisión en el país de tránsito. En el caso de 
las víctimas de trata de personas, el tránsito custodiado de las mismas, se adoptará con 
arreglo al principio internacional de no devolución y a la prohibición de tratamiento inhumano 
o degradante con arreglo a las normas internacionales de los derechos humanos.

6. Cada Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente Acuerdo, la edad, 
el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de trata de persona, tráfico ilícito de 
migrantes y delitos conexos, en particular, las necesidades especiales de las mujeres, niñas, 
niños, adolescentes y  personas en situación de vulnerabilidad.

7. Cada Parte brindará orientación jurídica y patrocinio legal gratuito para que las víctimas 
de trata de persona, tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos que voluntariamente lo 
soliciten, tengan la posibilidad de accionar para la reparación integral del daño inmediato y 
mediato a su proyecto de vida contra los sujetos activos del delito y sus cómplices.

8. Cada Parte de acuerdo al caso concreto, diligenciarán comunicaciones formales y llevará 
a cabo coordinaciones expeditas para la salida del país, del nacional o residente en el 
territorio de la otra Parte, que manifieste libremente ésta voluntad.

Artículo IV
Repatriación de las víctimas de trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos 

conexos

Las Partes elaborarán conjuntamente un Protocolo de Repatriación de Víctimas de Trata de 
Personas, Tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos en un plazo no mayor de 180 días 
posteriores a la entrada en vigencia del presente Acuerdo.

Artículo V
Medidas Fronterizas

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de personas, 
las Partes reforzaran, en la medida de lo posible, los controles fronterizos que sean necesarios 
para prevenir y detectar la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes y los delitos conexos.

2. Cuando proceda y sin perjuicio de los instrumentos internacionales aplicables se preverá, 
a través de sistemas de gestión de información anticipada de pasajeros, entre otras medidas, 
la obligación de los transportistas, las empresas de transporte, y propietarios de vehículos de 
cerciorarse que todos los pasajeros que desplacen tengan en su poder los documentos de viaje 
requeridos para ingresar, de forma regular, en el Estado receptor, y, tratándose de menores 
de edad, la autorización legal para viaje de menor de edad, de sus padres o representantes 
legales.

3. Cada Parte adoptará las medidas necesarias de conformidad con su derecho interno, para 
prever sanciones en caso de incumplimiento de las obligaciones enunciadas en el numeral 1° 
y 2° del presente artículo.

4. Cada Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de conformidad con 
su derecho interno, prohibir el ingreso o generar la salida obligatoria de personas implicadas 
en la comisión de delitos relativos a trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y delitos 
conexos.
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Artículo VI
Intercambio de Información Estadística

Las  Partes se comprometen a intercambiar en forma estandarizada y de manera anual, 
información sobre los casos registrados en las instituciones que desarrollan acciones de 
persecución, ejecución de operativos, prevención, asistencia y protección a víctimas de trata 
de personas,  tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos, con la finalidad de contar con 
información homogénea entre las Partes.

Artículo VII
Mecanismos de seguridad

Las Partes garantizarán los mecanismos de seguridad adecuados para el control de 
autorizaciones de viaje de menores, documentos de identidad o de viaje a fin que estos no 
sean susceptibles de falsificación o adulteración.

Artículo VIII
Coordinación y Aplicación

Las entidades responsables de la coordinación y ejecución de las acciones descritas en el 
marco del presente Acuerdo son:

• Por la República del Perú, las entidades integrantes del Grupo de Trabajo Multisectorial 
Permanente contra la Trata de Personas (GTMPTP).

• Por el Estado Plurinacional de Bolivia, las entidades integrantes del Consejo Plurinacional 
contra la Trata y Tráfico de Personas.

• A partir de la entrada en vigor del presente Acuerdo Bilateral y en el plazo de 90 días,  
las Partes elaborarán un Plan de Trabajo con la finalidad de planificar las actividades que 
correspondan a su ejecución, las coordinaciones estarán a cargo de las Secretarías Técnicas 
del Grupo de Trabajo Multisectorial Permanente contra la Trata de Personas (GTMPTP) del 
Perú y del Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas. 

Artículo IX
Solución de Controversias

Toda controversia que surja de la interpretación o aplicación del presente Acuerdo se someterá 
a arreglo amistoso por vía diplomática, mediante negociaciones o consultas directas entre las 
Partes.

Artículo X
Vigencia, entrada en vigor, prórroga y terminación

El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de la recepción de la última notificación, en 
que una de las Partes comunique a la otra, a través de la vía diplomática, el cumplimiento de 
los procedimientos requeridos para tal fin conforme a sus ordenamientos jurídicos internos.

Tendrá una duración de cinco (05) años, a partir de su entrada en vigencia y se renovará 
automáticamente por periodos consecutivos iguales.

Artículo XI
Enmiendas

El Presente Acuerdo podrá modificarse mediante la suscripción de enmiendas convenidas por 
las Partes.
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Articulo XII
Denuncia

El Acuerdo podrá ser denunciado por cualquiera de las Partes, a través de una notificación por 
la vía diplomática, mediante la cual se exprese la voluntad de terminarlo.  La denuncia surtirá 
efectos seis (06) meses después de la fecha de la recepción de dicha notificación por la otra 
Parte.

La terminación del Acuerdo no afectará el desarrollo de los programas y proyectos acordados 
y en ejecución, a menos que las Partes acuerden lo contrario.

Suscrito en la ciudad de Puno,  República del Perú, a los días veintitrés días del mes de junio 
de dos mil quince años, en dos ejemplares originales, en idioma castellano, siendo ambos 
textos igualmente auténticos.
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ACUERDO MARCO ENTRE EL ESTADO PLURINACIONAL 
DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DE ARGENTINA PARA LA 

PREVENCIÓN E INVESTIGACIÓN DEL DELITO DE LA TRATA 
DE PERSONAS Y LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN DE SUS 

VÍCTIMAS

FICHA TÉCNICA

CARACTERÍSTICA	
Ratificado por el Estado Plurinacional de Bolivia, 
mediante Ley N° 791 de 28 de marzo de 2016
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ACUERDO MARCO ENTRE LA REPÚBLICA ARGENTINA Y EL ESTADO PLURINACIONAL 
DE BOLIVIA PARA LA PREVENCIÓN E INVESTIGACIÓN DEL DELITO DE LA TRATA DE 

PERSONAS Y LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN DE SUS VÍCTIMAS

La República Argentina y el Estado Plurinacional de Bolivia, en adelante “las Partes”; 

TENIENDO EN CUENTA la importancia del respeto de los Derechos Humanos, su promoción 
y fortalecimiento; 

RESALTANDO que Argentina y Bolivia son parte de la “Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, celebrada el 15 de noviembre de 2000, y de 
su “Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres 
y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional”, celebrado el 15 de noviembre de 2000; de la “Convención sobre 
los Derechos del Niño”, celebrada el 20 de noviembre de 1989; y de la “Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer”, celebrada el18 de 
diciembre de 1979;  

EN CONCORDANCIA con la “Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional”, celebrada el 15 de noviembre de 2000, que en su artículo 
30, parágrafo 4, establece la posibilidad de que los Estados Parte celebren acuerdos o 
arreglos bilaterales sobre asistencia material y logística para hacer efectiva la cooperación 
internacional prevista en la Convención y en su artículo 29, parágrafo 2, dispone que los 
Estados se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de investigación 
y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos especializados; 

DADAS las características propias de la Delincuencia Organizada Transnacional, Argentina y 
Bolivia son países de captación, tránsito y destino de víctimas del delito de trata de personas; 

EN RAZÓN de la vulnerabilidad de las víctimas de esta acción delictiva, especialmente mujeres 
y niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad y personas adultas mayores, entre 
otros grupos, que requieren de especia l asistencia y protección; 

RECONOCIENDO la importancia de la cooperación para una mejor articulación entre los 
organismos de atención a las víctimas del delito de trata de personas; 

EN ATENCIÓN a las características del delito de trata de personas, reconocen que se 
manifiesta como una problemática compleja, que involucra situaciones de explotación sexual, 
actividades delictivas asociadas con prácticas esclavistas, trabajos forzados, reducción a la 
servidumbre, extracción forzosa o ilegitima de órganos, fluidos o tejidos humanos; y distintas 
formas de violencia de género y delitos contra la libertad; 

CON EL PROPÓSITO de fortalecer los mecanismos de coordinación y de cooperación 
existentes que favorezcan a las actividades que realizan las Partes para prevenir y sancionar 
este delito, como así también asistir a sus víctimas; 

REAFIRMANDO los principios de igualdad, reciprocidad y respeto a la soberanía de los 
Estados, que priman en las relaciones entre la República Argentina y el Estado Plurinacional 
de Bolivia; 

DESTACANDO que este Acuerdo establece de buena fe declaraciones de intención de las 
Partes respecto a los principios que orientan y facilitan la realización coordinada de actividades 
y esfuerzos en desarrollo de sus respectivas funciones, en pro de la lucha conjunta contra la 
trata de personas y la asistencia y protección a sus víctimas. 
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ARTÍCULO I
OBJETIVO

Las Partes del presente Acuerdo fortalecerán las acciones de coordinación y cooperación 
conjunta, para la prevención e investigación de los hechos delictivos de Trata de Personas, y 
la asistencia y protección a víctimas de los hechos referidos. 

Para tal efecto, las Partes cooperarán entre sí, de conformidad con su derecho interno , y 
otras obligaciones derivadas de los Instrumentos Internacionales de los cuales son Estados 
Parte, a través del intercambio de información, capacitación, actividades de investigación, y 
otras formas de cooperación bilateral establecidas en el “Protocolo para Prevenir, Reprimir 
y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, 
celebrado el 15 de noviembre de 2000. 

ARTÍCULO II
FINALIDAD

Los fines del presente Acuerdo son: 

1. Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mujeres y los 
niños; 

2. Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus derechos 
humanos; y 3. Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines. 

ARTÍCULO III
ASISTENCIA Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS

Las autoridades del Estado de destino velarán por la protección de los derechos de las víctimas, 
brindando una respuesta integral, durante el tiempo que se encuentren bajo su jurisdicción y 
de acuerdo a sus normativas internas.

Cuando se tenga conocimiento de la ocurrencia de un caso de Trata de Personas, el Estado 
de destino lo pondrá en conocimiento del Estado de origen de la víctima a la mayor brevedad 
posible, previa intervención de la autoridad judicial competente, con el objeto de activar los 
mecanismos de asistencia y protección correspondientes, además de elaborarse el Plan de 
reintegración de la víctima. 

ARTÍCULO IV
PLAN DE TRABAJO

Para el logro del objetivo a que se refiere el presente Acuerdo, se elaborará un Programa de 
trabajo anual, que podrá incluir las siguientes acciones de colaboración , en cumplimiento de las 
disposiciones establecidas en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional”, celebrada el 15 de noviembre de 2000 y del “Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional”, celebrado el 15 de noviembre de 2000, así como de otros Instrumentos 
Internacionales en la materia de los cuales los Estados sean Parte:

1. Elaboración de un listado de los puntos de contacto de las entidades involucradas; 

2. Establecimiento de un punto de contacto nacional, que coordine el trabajo de las entidades 
nacionales responsables de la lucha contra la trata de personas y asistencia y protección a 
víctimas de este delito; 
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3. Capacitación para los funcionarios públicos de cada una de las Partes, con el fin de 
que adquieran conocimientos específicos para la prevención, investigación, persecución, 
judicialización del delito de trata de personas y en la asistencia a sus víctimas, en todo el 
territorio, especialmente en las zonas de mayor incidencia; 

4. Implementación de mecanismos conjuntos de cooperación para facilitar y agilizar el retorno 
voluntario de las víctimas del delito de trata de personas, en especial mujeres, runas, runos 
y adolescentes, con el fin de garantizar el restablecimiento de sus derechos asegurando una 
articulación eficaz, efectiva y rápida con la Institución del país de origen que va a continuar 
con la asistencia de las víctimas. En el caso de las victimas mayores de edad, las Partes, en el 
marco de lo establecido en los Instrumentos Internacionales ratificados, deberán consultar a 
las personas respecto de su consentimiento o no de su repatriación estableciendo las medidas 
necesarias de orden migratorio; 

5. Puesta en marcha de mecanismos efectivos de cooperación judicial, policial y de organismos 
de rescate y asistencia a las víctimas que, de acuerdo con los Tratados vigentes en la materia 
entre ambos Estados, incluyan, entre otros aspectos: 

a) El interrogatorio de testigos o personas vinculadas al delito de trata de personas, 
facilitando la intervención de traductores de lenguas originarias por parte de las autoridades 
consulares de ambos países, en caso de ser necesario. 

b) La asistencia psicosocial, médica y jurídica de las víctimas del delito de trata de personas, 
realizada por personal idóneo. 

c) El intercambio de información en casos en los que haya involucrados nacionales de 
ambos países, que los hechos hubieran afectado a sus nacionales, o cuando las distintas 
fases o etapas de los hechos hubieran ocurrido en ambos Estados. 

d) El intercambio de información que permita prevenir y sancionar el accionar delictual de 
las redes de trata de personas y la judicialización de los tratantes en casos en los que haya 
involucrados ciudadanos nacionales de ambos países, los hechos hubieran afectado a sus 
nacionales, o cuando distintos tramos del hecho hubieran ocurrido en ambos países. 

e) Adoptar las medidas necesarias para garantizar el adecuado control y seguimiento de 
documentos de viaje e identidad de las personas que ingresan o egresan de los Estados 
Parte. En este sentido se comprometen a: 

i. Exigir a los ciudadanos la obligatoriedad de portar los documentos de viaje y de 
autorización de viaje respectivos emitidos por autoridades competentes, para el 
tránsito entre ambos Estados. 

ii. Instalar mecanismos de control que permitan a las autoridades migratorias y 
policiales en Puntos de Control terrestres y aeroportuarios, verificar la autenticidad 
de estos documentos. 

f) La práctica de diligencias que permitan la obtención de pruebas para la judicialización del 
delito. 

g) Fomentar la utilización de la Red Iberoamericana de Cooperación Jurídica Internacional 
(IBERRed), ya vigente entre ambos países. 
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ARTÍCULO V
MECANISMOS DE MONITOREO

Con el fin de llevar a cabo un adecuado seguimiento de las acciones, se creará un Mecanismo 
de Monitoreo, el cual estará integrado por funcionarios de las Instituciones responsables de 
la lucha contra el delito de trata de personas y en la atención, asistencia y protección de las 
víctimas de este delito que designen las Partes para el buen cumplimiento del Plan de Trabajo 
de este Acuerdo, entre las que se destacan:

Por la República Argentina: 

a. Comité Ejecutivo para la Lucha contra la Trata y Explotación de Personas y para la Protección 
y Asistencia a las Víctimas de la Jefatura de Gabinete 
b. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
c. Ministerio de Desarrollo Social 
d. Ministerio de Seguridad 
e. Ministerio Público Fiscal 
f. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
g. Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto
h. Ministerio del Interior y Transporte 

Por el Estado Plurinacional de Bolivia: 

a. Ministerio de Relaciones Exteriores 
b. Ministerio de Justicia 
c. Ministerio de Gobierno 
d. Ministerio de Educación
e. Ministerio de Comunicación 
f. Ministerio de Salud 
g. Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social 
h. Ministerio de Economía y Finanzas Públicas 
i. Ministerio de Planificación del Desarrollo 
j. Ministerio Público 
k. Defensoría del Pueblo 

El Mecanismo de Monitoreo será el encargado de hacer el seguimiento al cumplimiento de 
las acciones y compromisos que surjan de las Partes. Asimismo, se encargará de compilar 
la información sobre los avances obtenidos al amparo del presente Acuerdo, y difundirá sus 
resultados. 

Las Partes se comprometen a reunirse dentro de los seis (6) meses posteriores a la firma del 
presente Acuerdo a fin de conformar equipos de trabajo y elaborar un Plan de Acción. 

ARTÍCULO VI
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Las Partes intercambiarán información en materia de Trata de Personas, de conformidad con lo 
dispuesto en su legislación interna sobre la protección de datos personales y confidencialidad 
de la información. Asimismo, en atención a la protección de las víctimas, propenderán por 
garantizar la estricta reserva y confidencialidad de la información y los antecedentes que se 
intercambien con relación a investigaciones en curso. 
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ARTÍCULO VII
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Toda controversia que surja de la interpretación o aplicación del presente Acuerdo podrá 
someterse a arreglo por vía diplomática, mediante negociaciones directas entre las Partes. 

ARTÍCULO VIII
DENUNCIA

Cualquiera de las Partes podrá dar por terminado el presente Acuerdo, cuando consideren que 
existen causas justificadas que indiquen que los objetivos del mismo no se están cumpliendo; 
para lo cual se deberá presentar, a la otra Parte, los correspondientes documentos justificativos. 
Esta decisión deberá notificarse por escrito a la otra Parte, noventa (90) días calendario antes 
de hacerse efectiva la terminación. 

La denuncia del presente Acuerdo no afectará los programas y/o actividades en curso, salvo 
que las Partes lo decidan de otro “modo. Asimismo, considerando que existen otros canales de 
cooperación internacional con el Estado Plurinacional de Bolivia (como la Red Iberoamericana 
de Cooperación Jurídica Internacional -IBERRed-), la terminación del presente Acuerdo 
no afectará la conclusión de las acciones de cooperación que hubieran sido formalizadas 
durante su vigencia, mediante otros canales de cooperación o mediante esos otros canales de 
cooperación ya mencionados. 

ARTÍCULO IX
ENTRADA EN VIGOR

El presente Acuerdo cobrará vigor en la fecha de la última comunicación por la que las Partes 
se notifiquen el cumplimiento de sus respectivos requisitos internos para su internalización, por 
un periodo de cinco (5) años y se prorrogará automáticamente por periodos iguales, salvo que 
alguna de las Partes lo denuncie formalmente. 

ARTÍCULO X
ENMIENDAS Y MODIFICACIONES

El presente Acuerdo podrá modificarse mediante la suscripción de los Protocolos Modificatorios 
convenidos por las Partes. Los Protocolos Modificatorios entrarán en vigor conforme lo estipula 
el presente Acuerdo en su Artículo IX. 

HECHO en la Ciudad de Buenos Aires, República Argentina, a los quince días del mes de julio 
del año dos mil quince, en dos (2) originales, siendo ambos igualmente auténticos e idénticos.
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ACUERDO CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES 
ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, LA 
REPÚBLICA DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DE CHILE
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ACUERDO CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS 
PARTES DEL MERCOSUR, LA REPÚBLICA DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DE CHILE

Los Gobiernos de la República Argentina, de la República Federativa de Brasil, de la República 
del Paraguay y de la República del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR y los Gobiernos 
de la República de Bolivia y de la República de Chile, Estados Asociados del MERCOSUR, en 
adelante denominados Estados partes del presente Acuerdo. 

CONSIDERANDO que las acciones para prevenir y combatir eficazmente el tráfico ilícito de 
migrantes, requieren la cooperación, intercambio de información y la actuación conjunta de los 
Estados de la región; 

RECORDANDO que en la Declaración de Asunción sobre “Tráfico de Personas y de Migrantes”, 
los Estados Partes de MERCOSUR y los Estados Asociados destacaran, por unanimidad, la 
necesidad de adoptar medidas para prevenir, detectar y penalizar esa conducta delictiva.

REAFIRMANDO la voluntad de contar con un procedimiento común para actuar en esa 
materia a través de la participación coordinada de las Fuerzas de Seguridad y/o Policiales y 
demás organismos de control; 

CONSIDERANDO los términos de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y sus protocolos adicionales.

ACUERDAN:

Artículo 1
Finalidad

El propósito del presente Acuerdo es prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes, así como 
promover la cooperación e intercambio de información entre los Estados partes con ese fin. 

Artículo 2
Definiciones

Para los fines del presente Acuerdo, se entenderá por: 

1. “Tráfico ilícito de migrantes”: la facilitación de la entrada ilegal de una persona en un Estado 
parte del presente acuerdo del cual no sea nacional o residente con el fin de obtener, directa o 
indirectamente, algún beneficio financiero o material; 

2. “Entrada ilegal”: el ingreso sin haber cumplido los requisitos necesarios para entrar 
legalmente en el Estado parte receptor; 

3. “Documento de identidad o de viaje falso”: cualquier documento de viaje o de identidad que 
sea: 

a. elaborado o expedido de forma fraudulenta o alterado materialmente por cualquiera que 
no sea la persona o entidad legalmente autorizada para producir o expedir el documento de 
viaje o de identidad en nombre de un Estado parte del presente acuerdo; 

b. expedido u obtenido indebidamente mediante declaración falsa, corrupción, coacción o 
de cualquier otra forma ilegal; o 

c. utilizado por una persona que no sea su titular legítimo. Artículo 3 Ambito de Aplicación 
El presente Acuerdo se aplicará a la cooperación, prevención e investigación de los ilícitos 
penales tipificados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, cuando los mismos 
sean de carácter transnacional, así como a la protección de los derechos de los migrantes 
que hayan sido objeto de tales ilícitos. 
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Artículo 4
Penalización

1. Las partes del presente acuerdo adoptarán las medidas legislativas, reglamentarias y 
administrativas que sean necesarias para tipificar como ilícito penal las siguientes conductas, 
cuando se cometan intencionalmente y con el fin de obtener, directa o indirectamente algún 
beneficio financiero o material: 

a. el tráfico ilícito de migrantes; 

b. cuando se cometa con el fin de posibilitar el tráfico ilícito de migrantes: 

1) la creación de un documento de viaje o de identidad falso; 

2) la facilitación, suministro o la posesión de tal documento; 

3) la habilitación de un migrante para permanecer en el territorio de un Estado parte 
sin haber cumplido los requisitos legales exigidos por dicho Estado parte. 

c. la tentativa de comisión de un ilícito penal tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo; 

d. la participación como cómplice o encubridor en la comisión de un ilícito penal tipificado 
con arreglo al presente Acuerdo; 

e. la organización de otras personas para la comisión de un ilícito penal tipificado con arreglo 
al presente Acuerdo. 

2. Constituirán circunstancias agravantes de la responsabilidad penal: 

a. cuando se emplee violencia, intimidación o engaño en las conductas tipificadas en el 
presente acuerdo; 

b. cuando en la comisión del ilícito penal se hubiere abusado de una situación de necesidad 
de la víctima, se hubiere puesto en peligro su vida, su salud o su integridad personal; 

c. cuando la víctima sea menor de edad; 

d. cuando los autores de los hechos actúen prevaliéndose de su condición de autoridad o 
funcionario público. 

Artículo 5
Responsabilidad penal de los migrantes.

En los términos del presente Acuerdo, los migrantes estarán exentos de responsabilidad 
penal cuando sean víctimas de las conductas tipificadas en el artículo 4, sin perjuicio de las 
sanciones administrativas correspondientes y de la potestad de enjuiciamiento penal de los 
Estados partes. 

Artículo 6
Medidas de prevención y cooperación.

1. Los Estados partes del presente Acuerdo que tengan fronteras comunes o estén situados 
en las rutas de tráfico ilícito de migrantes, intercambiarán información pertinente sobre asuntos 
tales como: 

a. lugares de embarque y de destino, así como las rutas, los transportistas y los medios 
de transporte a los que, según se sepa o se sospeche, recurran los grupos delictivos 
organizados involucrados en las conductas enunciadas en el artículo 4; 
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b. la identidad y los métodos de las organizaciones o los grupos delictivos organizados 
involucrados o sospechosos de las conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado en 
el artículo 4; 

c. la autenticidad y la debida forma de los documentos de viaje expedidos por los Estados 
Partes del presente Acuerdo, así como todo robo y/o concomitante utilización ilegítima de 
documentos de viaje o de identidad en blanco; 

d. los medios y métodos utilizados para la ocultación y el transporte de personas, la 
adulteración, reproducción o adquisición ilícita y cualquier otra utilización indebida de los 
documentos de viaje o de identidad empleados en las conductas tipificadas de conformidad 
a lo enunciado en el artículo 4, así como las formas de detectarlos; 

e. experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas conexas para prevenir 
y combatir las conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado en el artículo 4; 

f. cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad para el cumplimiento de la ley, a fin de 
reforzar la capacidad respectiva de prevenir, detectar e investigar a: conductas tipificadas de 
conformidad a lo enunciado en el artículo 5 y de enjuiciar a las personas implicadas en ellas. 

2. En un plazo de noventa (90) días desde la aprobación del presente Acuerdo, cada Estado 
parte deberá designar, informando a los demás Estados partes, el organismo que centralizará 
la información transmitida desde los otros Estados partes y desde los organismos Nacionales 
con competencia en la materia. 

3. El Estado parte del presente Acuerdo receptor de información a través del organismo de 
enlace nacional dará cumplimiento a toda solicitud del Estado parte que la haya facilitado, en 
cuanto a las restricciones de su utilización. 

4. Cada Estado parte considerará la necesidad de reforzar la cooperación entre los organismos 
de control fronterizo, estableciendo y manteniendo conductos de comunicación directa. 

5. Los Estados partes del presente Acuerdo que estén siendo utilizados como rutas de tráfico 
de migrantes, emprenderán, a la brevedad posible, investigaciones sobre esta conducta 
delictiva, adoptando medidas para reprimirla, promoviendo la inmediata comunicación al 
Estado parte de destino de los migrantes víctimas del tráfico. 

6. Cuando un Estado parte detecte que nacionales de otro Estado parte del presente Acuerdo 
estén siendo objeto de tráfico en su territorio, en los términos del presente Acuerdo, deberá 
comunicarlo en forma inmediata a las autoridades consulares correspondientes, informando 
de las medidas migratorias que respecto de esas personas pretende adoptar. Del mismo 
modo, se comunicará esta información al organismo de enlace nacional respectivo. 

7. Los Estados partes del presente Acuerdo realizarán campañas de prevención, tanto en 
los lugares de entrada como de salida de sus respectivos territorios, entregando información 
respecto de los documentos de viaje, los requisitos para solicitar residencias, y toda otra 
información que resulte conveniente. 

Artículo 7
Seguridad y control de los documentos.

1. Cada Estado parte del presente Acuerdo adoptará las medidas necesarias para: 

a. garantizar la calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida, a fin de 
evitar que puedan ser utilizados indebidamente, falsificados, adulterados, reproducidos o 
expedidos de forma ilícita; y 
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b. garantizar la integridad y seguridad de los documentos de viaje o de identidad que expida 
e impedir la creación, expedición y utilización ilícita de dichos documentos. 

2. Cuando lo solicite un Estado parte del presente Acuerdo, se verificará a través del organismo 
de enlace nacional, dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos 
de viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos y sospechosos de ser utilizados 
para los fines de las conductas enunciadas en el artículo 4. 

Artículo 8
Capacitación y cooperación técnica.

1. Los Estados partes del presente Acuerdo impartirán a los funcionarios de Migración y a 
otros funcionarios pertinentes, capacitación especializada en la prevención y erradicación de 
las conductas que serán tipificadas de conformidad a lo enunciado en el artículo 4 y en el 
trato humanitario de los migrantes objeto de esas conductas, respetando al mismo tiempo sus 
derechos reconocidos conforme al derecho nacional e internacional. 

2. La capacitación incluirá, entre otras cosas: 

a. el reconocimiento y la detección de los documentos de viaje o de identidad falsificados o 
adulterados; 

b. información, respecto a la identificación de los grupos delictivos organizados involucrados 
o sospechosos de estar involucrados en la conductas enunciadas en el artículo 4; los 
métodos utilizados para transportar a los migrantes objeto de dicho tráfico; la utilización 
indebida de documentos de viaje o de identidad para tales fines; y los medios de ocultación 
utilizados en el tráfico ilícito de migrantes; 

c. la mejora de los procedimientos para detectar a los migrantes objeto de tráfico ilícito en 
puntos de entrada y salida convencionales y no convencionales; 

d. el trato humano de los migrantes afectados y la protección de sus derechos reconocidos 
conforme al derecho internacional. 

3. Los Estados partes del presente Acuerdo que tengan conocimientos especializados 
pertinentes coordinarán, a través del organismo de enlace nacional, la prestación de 
asistencia técnica a los Estados partes del presente Acuerdo que sean frecuentemente 
países de origen o de tránsito de personas que hayan sido objeto de las conductas tipificadas 
de conformidad a lo enunciado en el artículo 4. 

Artículo 9
Cláusula de salvaguardia.

1. Lo dispuesto en el presente Acuerdo no afectará los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados partes del presente Acuerdo y las personas con arreglo 
al derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa 
internacional sobre derechos humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de 
“non-refoulement” consagrado en dichos instrumentos. 

2. Las medidas previstas en el presente Acuerdo se interpretarán y aplicarán de forma que 
no sea discriminatoria para los migrantes por el hecho de ser víctimas del tráfico ilícito. La 
interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los principios de no 
discriminación internacionalmente reconocidos. 
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Artículo 10
Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional

El presente acuerdo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con dicha Convención y su Protocolo 
Adicional en materia de “Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire”. 

Artículo 11
Interpretación y Aplicación

Los conflictos que se originen en el alcance, interpretación y aplicación del presente Acuerdo 
se solucionarán de conformidad al mecanismo que se encuentre vigente al momento de 
presentarse el problema y que hubiere sido consensuado entre los Estados partes del presente 
Acuerdo. 

Artículo 12
Vigencia

El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de la última comunicación por los Estados 
partes a la República del Paraguay informando que se ha dado cumplimiento a las formalidades 
internas necesarias para la entrada en vigencia del presente instrumento. 

Artículo 13
Depósito

La República de Paraguay será depositaria del presente Acuerdo y de las notificaciones de 
los demás Estados partes en cuanto a la vigencia. La República de Paraguay enviará copia 
debidamente autenticada del presente Acuerdo a los demás Estados partes. 

Firmado en Belo Horizonte, República Federativa del Brasil, a los dieciséis días del mes de 
diciembre del año de dos mil cuatro, en dos (2) originales, en los idiomas portugués y español, 
siendo ambos textos igualmente auténticos.
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MECANISMO DE ARTICULACIÓN PARA LA ATENCIÓN A 
MUJERES EN SITUACIÓN DE TRATA 

INTERNACIONAL - MERCOSUR 
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MERCOSUR/CMC/DEC. Nº 26/14

MECANISMO DE ARTICULACIÓN PARA LA ATENCIÓN A MUJERES EN SITUACIÓN DE 
TRATA INTERNACIONAL

VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto, , las Decisiones N° 05/91, 12/11, 
24/11 y 13/14 del Consejo del Mercado Común y la Resolución N° 84/00 del Grupo Mercado 
Común.

CONSIDERANDO:

Que es necesario fortalecer las acciones de prevención, detección, recepción, asistencia y 
protección a las mujeres en situación de trata en la región.

Que la cooperación y articulación de las acciones entre los Estados Partes así como la 
conformación de una Red MERCOSUR para la atención a mujeres en situación de trata 
internacional permitirán una mejor respuesta para la prevención de la trata de mujeres y la 
protección de aquellas que se encuentren en dicha situación. 

Que la armonización de procedimientos de cooperación regional en materia de mujeres en 
situación de trata internacional contribuirá al fortalecimiento de su protección.

Que los Estados Partes ratificaron la Convención Internacional para la Eliminación de la 
Discriminación sobre la Mujer (CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará” y el “Protocolo de 
Palermo sobre Trata de Personas” complementario de la Convención Internacional sobre 
Crimen Organizado Transnacional, y han adoptado una serie de acuerdos y resoluciones para 
mejorar las acciones de persecución de los tratantes y la prevención de la trata de personas.

Que entre los objetivos del “Plan Estratégico de Acción Social de MERCOSUR”, se encuentran 
el combate a la trata de personas, la violencia y la explotación sexual y la articulación e 
implementación de  políticas públicas dirigidas a  la plena integración de los/las migrantes y 
protección de refugiados/as.

Que a través de la Política de Igualdad de Género del MERCOSUR, que busca transversalizar 
el enfoque de género en las políticas, acciones y proyectos regionales, se sientan las bases 
para la igualdad y la no discriminación de las mujeres en la región.

Que es necesario incorporar el enfoque de derechos humanos y la perspectiva de género para 
la prevención de la trata de mujeres y la protección de aquellas que se encuentren en dicha 
situación. 

Que la articulación regional es fundamental para atender situaciones complejas de carácter 
transnacional que requieren pautas comunes que permitan asegurar la adecuada atención a 
las mujeres en situación de trata.

Que, consciente de la necesidad de la articulación regional  para atender situaciones complejas 
de carácter transnacional que requieren pautas comunes que permitan asegurar la adecuada 
atención a las mujeres en situación de trata, el Consejo del Mercado Común recomendó a 
los Estados Partes la adopción de la “Guía MERCOSUR para la atención de las mujeres en 
situación de trata de personas con fines de explotación sexual”.
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EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN

DECIDE:

Art. 1 - Encomendar a la RMAAM el seguimiento y monitoreo del cumplimiento del “Mecanismo 
de Articulación para la Atención a Mujeres en Situación de Trata Internacional” que consta 
como Anexo y forma parte de la presente Decisión.

Art. 2 –La RMAAM elevará al CMC un informe al respecto, para su tratamieno en la segunda 
reunión ordinaria de cada año.

Art. 3 - Esta Decisión no necesita ser incorporada al ordenamiento jurídico de los Estados 
Partes, por reglamentar aspectos de la organización o del funcionamiento del MERCOSUR.

XLVII CMC – Paraná, 16/XII/14.

MECANISMO DE ARTICULACIÓN PARA LA ATENCIÓN A MUJERES EN SITUACIÓN DE  
TRATA INTERNACIONAL

Capítulo I
ASISTENCIA MUTUA Y ARTICULACIÓN

Artículo. 1 - Los Estados Partes prestaran asistencia mutua y amplia cooperación para la 
atención a mujeres en situación de trata en el MERCOSUR, garantizando un enfoque de 
género y una perspectiva regional en la aplicación de la normativa internacional de derechos 
humanos ya ratificada.

Artículo. 2 - A los efectos de la aplicación del presente Mecanismo, se considerará la definición 
de “trata de personas” incluida en el Protocolo de Palermo, con el alcance previsto en dicho 
instrumento.

Artículo. 3  -  Los Estados Partes articularán una Red MERCOSUR para la atención a mujeres 
en situación de trata internacional con el cometido de: 

I. Brindar atención con enfoque de género a mujeres en situación de trata, provenientes de 
los Estados Partes o detectadas en la región;

II. Garantizar que dichas mujeres reciban apoyo inmediato y accedan a programas de 
restitución de derechos; y

III. Establecer canales de comunicación, intercambio y articulación de acciones para la 
atención a mujeres en situación de trata internacional y para el desarrollo de acciones de 
prevención  a nivel de la región.

Artículo . 4 - A los efectos de la aplicación del presente Mecanismo, cada Estado Parte designará 
un Organismo Referente Nacional para integrar una red de atención, la cual será denominada 
Red MERCOSUR de Atención. Los Organismos Referentes Nacionales trabajarán en forma 
coordinada para facilitar la articulación de organismos y servicios de atención de los Estados 
Partes en una red regional y serán encargados de oficiar de nexo y enlace en los casos que 
se considere necesario.  

La designación de los Organismos Referentes Nacionales de cada una de las Partes, o su 
sustitución, será informada a la Reunión de Ministras y Altas Autoridades de la Mujer del 
MERCOSUR (RMAAM). 
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Capítulo II
PRINCIPIOS ORIENTADORES DE LAS ACCIONES DE PROTECCIÓN

Artículo. 5 - Los Estados Partes garantizarán la asistencia y protección a las mujeres en situación 
de trata a través de sus respectivas autoridades competentes, de acuerdo a lo dispuesto en 
el Protocolo de Palermo sobre Trata, complementario a la Convención Internacional sobre 
Crimen Organizado Transnacional, y a los Principios y Directrices de Naciones Unidas sobre 
Trata y Derechos Humanos. 

Los Estados Partes tendrán especialmente en consideración las orientaciones contenidas en 
la “Guía MERCOSUR de atención a mujeres en situación de trata con fines de explotación 
sexual” aprobada por la RMAAM.

Artículo. 6 -  En la aplicación del presente Mecanismo, los Estados Partes deberán tener en 
cuenta, especialmente, los siguientes principios: 

Principio de Igualdad y no discriminación por razones de género, orientación e identidad 
sexual, origen étnico racial, personas con discapacidad, nacionalidad, edad, condición social 
o actividad desempeñada;

Consentimiento informado previo de la mujer respecto de todas las acciones que se lleven a 
cabo para su protección;

Prioridad de los derechos de las mujeres en situación de trata por sobre la persecución de 
las y los tratantes o la regulación del tránsito migratorio, asegurando la independencia de las 
acciones de protección y las acciones judiciales de persecución a los y las tratantes, de forma 
que no se condicione la protección de las mujeres en situación de trata con la colaboración 
con la justicia; y

Respeto al Derecho Humano a la Libre Circulación y Prohibición de las Detenciones Arbitrarias.

Artículo. 7 - En todos los casos, los Estados Partes deberán garantizar a las mujeres en 
situación de trata: 

a) El acceso incondicionado al asesoramiento por el personal consular y diplomático;

b) El acceso al asesoramiento jurídico y a los servicios de atención médica y psicosocial, y 
alojamiento;

c) El respeto a su vida privada, asegurándoseles la confidencialidad y, en especial, respecto a 
sus datos personales e historia de vida; y

d) El respeto al derecho a decidir libremente su lugar de residencia,  garantizando la 
permanencia en el lugar donde se encuentre, el retorno al país de origen o la migración hacia 
un tercer país, debiendo en todo caso garantizarse su seguridad personal.

Capítulo III
ACCIONES DE PROTECCIÓN

Artículo. 8  - Los Estados Partes se comprometen a brindar a las mujeres en situación de trata 
servicios gratuitos de atención psicosocial y médica, asesoramiento jurídico y alojamiento o 
abrigo siempre que cuenten con su consentimiento. Dichos servicios serán brindados, sin 
restricción o condición de ningún tipo, en base a las recomendaciones de la “Guía MERCOSUR 
de atención a mujeres en situación de trata con fines de explotación sexual” mencionada en el 
artículo 5 del presente Mecanismo.

Artículo. 9 - Los Estados Partes no podrán alegar la condición de mujer en situación de trata o 
la irregularidad de su situación migratoria como causales de deportación.
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Las mujeres en situación de trata no serán obligadas a volver a su país de origen o a un 
tercer país. Los Estados Partes garantizarán su seguridad tanto en el caso de que decidan 
permanecer en sus respectivos territorios como en el que resuelvan trasladarse a su país de 
origen o a un tercer país, facilitándose su regularización migratoria.

Artículo. 10 -  Los Estados Partes garantizarán que las mujeres en situación de trata no 
sean sometidas a exámenes o tratamientos médicos y/o psicológico sin su consentimiento 
informado.

Artículo. 11 - La prestación de servicio de alojamiento o abrigo en ningún caso implicará 
la pérdida del derecho a la libre circulación de las mujeres en situación de trata, quienes 
mantendrán su autonomía y podrán rechazar el ofrecimiento o retirarse de las instalaciones 
siempre que así lo deseen.

Artículo. 12 - Los servicios enumerados en el Artículo 8 y siguientes del presente Mecanismo 
serán prestados por profesionales habilitados a tal efecto, con conocimiento y formación en 
género y  violencia basada en género y en la problemática de trata de personas.

Capítulo IV
PREVENCIÓN

Artículot. 13 - Los Estados Partes desarrollarán acciones comunes y/o coordinadas de 
prevención de trata de mujeres, campañas de información y concientización, capacitaciones e 
investigaciones. Se fortalecerá especialmente la prevención en las zonas de frontera.

Artículo. 14  - Las campañas de información, concientización y las capacitaciones que se 
lleven a cabo harán énfasis en la trata como un mecanismo de violación de los derechos 
humanos y, especialmente en la trata con fines de explotación sexual, como una forma de 
violencia basada en género que se perpetúa sustentada en modelos  que legitiman la violencia 
y la explotación de la mujer.
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Notas





RIBERALTA
Av. Sucre s/n entre Vaca Díez y Antenor 
Vásquez. Barrio 18 de noviembre 
• Tel. 73993148

CARANAVI - YUNGAS
Calle Tocopilla s/n, Edificio COSAPAC, Piso 1, 
Zona Central • Tel. 2 8243934

PUERTO SUÁREZ
Av. 6 de Agosto N° 29, a media cuadra de la 
Plaza principal 10 de Noviembre                     
 • Tel. 67290016 

MONTEAGUDO
Calle Bolívar N° 334-342 Barrio los Naranjos 
• Tel. 4 6473352

POTOSÍ
Av. Serrudo N° 143 casi esq. Arce, interior Edif. 
Renovación 
• Tel. 2 6120805 – 2 6124744 

COBIJA
Calle Cochabamba N° 86, detrás del templo de 
Nuestra Señora del Pilar  
• Tel. 3 8423888 - 71112900

VILLA TUNARI - CHAPARE
Calle Hans Grether N° 10 Villa Tunari  
•Tel. 4 4136334  

TARIJA
Calle Ingavi N° 789 Esq. Ramón Rojas, 
El Molino 
• Tel. 4 6116444 –4 6112441

ORURO
Calle Soria Galvarro N° 5212 entre Tupiza y 
León (Plaza de La Ranchería) 
• Tel. 2 5112471 - 2 5112927 

SANTA CRUZ
Calle Andrés Ibáñez N° 241 
•Tel. 3 3113514 - 3 3338808

SUCRE
Calle J.J. Pérez N° 602 Esq. Trinidad 
Zona San Roque 
• Tel. 4 6918054 – 4 6916115 

EL ALTO
Av. Juan Pablo II Esq. Calle 6, N° 75 (Altura de 
la Cruz Papal) 
• Tel. 2 2112572 – 2 2112573 

LA PAZ
Av. Mariscal Santa Cruz N° 1336, Zona Central, Edificio 
Lobima Piso 2 entre Colombia y Almirante Grau 
• Tel. 2113588

YACUIBA
Av. Santa Cruz s/n entre Juan XXIII y San Pedro 
• Tel. 4 6822142 - 4 6827166 

LLALLAGUA
Calle Oruro N° 29 entre Bolívar y Cochabamba 
• Tel. 2 5821538 

COCHABAMBA
Calle 16 de Julio N° 680 Plazuela Constitución 
• Tel. 4 4140745 - 4 4140751

TRINIDAD
Calle Félix Pinto Saucedo N° 68 entre Nicolás 
Suárez y 18 de Noviembre 
• Tel. 3 4652200 – 3 4652401 

@DPBolivia

La Paz Oficina Central C. Colombia Nº 440,
San Pedro. Teléfono (2) 2113600 - (2) 2112600

www.defensoria.gob.bo
Línea gratuita 800 10 8004

Defensoría del Pueblo Bolivia

DELEGACIONES DEFENSORIALES DEPARTAMENTALES Y 
COORDINACIONES REGIONALES

Descarga el material escaneando el código QR


